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PRÓLOGO

Esta nueva publicación de la Oficina del Defensor es un interesante y 

necesario ejercicio de reflexión sobre las implicaciones éticas y jurídicas 

de las administraciones públicas en este siglo que alumbra la Sociedad del 

Conocimiento y de las redes sociales. 

Su contenido resulta, por tanto, especialmente adecuado en unos momentos 

en los que la coyuntura económica global, nos obliga a no perder de vista 

el papel de la administración en el contexto de su responsabilidad social, 

y como una exigencia real y concreta de la actuación pública al servicio de 

la ciudadanía que responda a los principios constitucionales de eficacia y 

eficiencia, pero también con una mayor inteligencia para adecuarse a las 

nuevas realidades sociales y tecnológicas.

Me parece importante destacar que el Defensor centre nuestra atención 

en el derecho ciudadano a una buena administración, desde la perspectiva 

jurídica y de la ética pública, y nos invite a reflexionar sobre un modelo 

público, donde prime la cooperación con los agentes sociales y económicos, 

el trabajo en red con la sociedad civil, la transparencia y la capacidad para 

compartir la responsabilidad de las decisiones y de su aplicación con la 

ciudadanía y sus organizaciones, sin olvidar el papel fundamental que 

tienen que jugar los empleados públicos en todo este proceso. 

Coherente con este planteamiento, la Diputación de Málaga trata de 

consolidar un proceso de Concertación Municipal, por el que aspira a 

convertirse en un “Gobierno Local en Red” en el que los ayuntamientos 

son los encargados de formular políticas y la responsabilidad compartida 

de todos sus integrantes se traduce en una mayor transparencia en la 

acción de Gobierno reconocible por los ciudadanos y ciudadanas.
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La Concertación plantea un sentido de la articulación de la política local 

en el que todos los actores implicados comparten el espacio de decisión, 

para buscar, entre todos, soluciones a problemas complejos. Como 

principal exponente de nuestra “Gobernanza” la concertación local 

destaca, por tanto, los rasgos identificadores de un Buena Administración: 

la participación, el respeto y el acogimiento a la pluralidad y diversidad 

de opiniones, la cooperación, el consenso, la transparencia y una mayor 

implicación de la ciudadanía para poder exponer sus quejas, aportaciones 

y sugerencias a través de la Oficina del Defensor del Ciudadano/a. 

Todo ello, sin olvidar las nuevas realidades sociales, entre ellas las nuevas 

tecnologías de la información y la comunicación (TIC).

Nos encontramos en lo que muchos denominan sociedad de la 

información, en la que la ciudadanía tiene y demanda acceso a una 

cantidad ingente de conocimiento, convirtiendo en cotidiano lo que hasta 

hace muy poco era insólito. Desde llevar un móvil en el bolsillo, con el que 

estamos permanentemente conectados, hasta la posibilidad de conocer y 

ser conocidos por otras personas de nuestro interés a través de un blog 

o nuestro facebook, se han convertido en algo asumido por una gran 

mayoría de la población. 

Disponemos de enormes posibilidades de acceso a la información y 

al conocimiento, algo a lo que ni puede ni quiere permanecer ajena la 

administración pública. Por un lado, a la hora de prestar servicios gracias a 

la administración electrónica. Por otro abriendo sus puertas de par en par 

para permitir acceder, decidir y participar a la ciudadanía como legítimo 

poseedor de sus derechos democráticos. 

Una mejor administración para el ciudadano pasa por una transformación 

de la misma basada en criterios de eficacia y transparencia. Los compromisos 

con los ciudadanos y las obligaciones impuestas por el marco normativo, 

requieren el establecimiento de medidas eficaces y urgentes, que pasan 

necesariamente por un análisis de los servicios que prestamos, planteando 

su simplificación, elaborando catálogos donde se establezcan cuales son y 

como se realizan, y por la utilización de herramientas que faciliten tanto la 

gestión interna como el acceso que la ciudadanía está demandando.

El firme compromiso de la Diputación de Málaga con estas ideas se 

reflejan en el proyecto Málaga Evoluciona, verdadero eje estratégico 
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del proceso de modernización en el que de modo irreversible nos 

encontramos inmersos, y donde se recogen los diferentes planes directores 

que, de manera coordinada, están permitiendo modernizar nuestro 

funcionamiento interno y facilitar la prestación de servicios. El resultado 

de esta modernización, centrada en la decisión de procesos y la utilización 

de las tecnologías de la información para su desarrollo, debe convertir a 

nuestra Institución en un modelo de gestión orientada a la excelencia.

Es cada vez mas común, y la legislación reciente así lo recoge, que desde las 

administraciones se utilicen estos nuevos medios de acceso para facilitar los 

trámites, sin necesidad de desplazamientos, ni de tener que permanecer 

en una cola o tener que amoldarse a un horario establecido. Cada vez mas 

ciudadanos disponen de ordenador en casa o en el trabajo, con conexión 

de banda ancha, lo que supone una puerta de acceso a una cantidad 

ingente de información. En este sentido, están en marcha iniciativas 

desde la Junta de Andalucía para proporcionar acceso a un mega a todos 

los ciudadanos y ciudadanas de nuestra comunidad autónoma, lo que 

supone una verdadera democratización del conocimiento. La Diputación 

de Málaga, por su parte, ha dedicado en los últimos años importantes 

inversiones para el desarrollo de la infraestructura de comunicaciones en la 

provincia, disponiendo en la actualidad de una Red Provincial Multiservicio 

que conecta a todos los ayuntamientos de la Provincia.

Y son estos nuevos conceptos sociales y participativos los que están 

transformando la administración pública en un ente más eficaz y accesible, 

donde se reconocen unos derechos para la ciudadanía que suponen una 

importante transformación de la gestión interna de las mismas. La clave 

puede estar en hacer partícipe a los ciudadanos y ciudadanas, de modo 

que puedan opinar acerca de los servicios que se le prestan, aplicando 
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criterios de mejora continua que permitan mejorar la calidad de los 

servicios prestados. 

Las tecnologías de la información suponen, por lo tanto, una herramienta 

poderosa, que debe ser manejada con la cautela necesaria para no crear 

desigualdades. La posibilidad de ofrecer cada vez más servicios a través de 

nuevos medios, como el móvil, la TDT o el ordenador personal, supone una 

extraordinaria ventaja, que sin duda mejorará los tiempos de respuesta y la 

satisfacción de la ciudadanía, sin embargo, es fácil llegar a situaciones de 

marginación o exclusión social si tantos avances no repercuten en toda la 

sociedad por igual.

No todos los ciudadanos y ciudadanas están en igualdad de condiciones 

en lo que respecta al acceso a la tecnología. La formación en estas nuevas 

tecnologías se convierte en una prioridad, que debe permitir que todos 

estén en disposición de su utilización con un mínimo de garantías. Así 

mismo, la especial protección requerida por colectivos desfavorecidos 

o especialmente sensibles, como minusválidos o menores, obliga a una 

regulación específica que les incluya y les proteja, facilitándoles el acceso 

en igualdad de condiciones a todos los servicios y garantizando el control 

en el acceso a los contenidos. 

El proyecto Guadalinfo para la formación en tecnologías de la información, 

dirigido especialmente a la población con menores posibilidades de acceso 

a las mismas por causas sociales, culturales o geográficas, o el desarrollo de 

páginas Web corporativas, tanto para la propia Diputación como para una 

gran mayoría de los ayuntamientos, siguiendo criterios de accesibilidad para 

personas discapacitadas, demuestran el firme compromiso que desde la 

corporación que presido se tiene con la población menos favorecida, y que 

bajo ningún concepto debe ver mermados sus derechos como ciudadanos, 

en particular en cuanto a sus relaciones con las administraciones públicas.

Reitero la oportunidad de esta publicación sobre unos temas, no solo de 

candente actualidad, sino de gran importancia para lo que, desde nuestra 

responsabilidad pública resulta clave la promoción de un imperativo ético 

de responsabilidad y compromiso, como tan acertadamente se recoge en 

estas páginas.

Salvador Pendón Muñoz 
Presidente de la Diputación de Málaga
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INTRODUCCIÓN

En este mundo globalizado donde las modas gobiernan demasiado a 

menudo nuestras vidas, la ética no está de moda. Y mucho menos en 

política; lamentablemente nos hemos acostumbrado a que las pequeñas 

corruptelas y las grandes corrupciones se conviertan en algo habitual en la 

praxis administrativa y política. La ciudadanía cada día desconfía un poco 

más y nosotros, los que nos dedicamos a la política, demasiado a menudo 

damos argumentos y motivos para el descreimiento y la desconfianza 

general. Y es que la política es un noble arte, nos permite trabajar desde 

el convencimiento para mejorar nuestro entorno y las condiciones de vida 

de nuestros conciudadanos, pero para ello es imprescindible una premisa: 

la vocación de servicio público. La política no es una profesión, pero sí 

una forma de vida, independientemente de la ostentación o no de un 

cargo público. Trabajar por los demás, darle voz a los que no la tienen, 

representar los intereses colectivos y generales conlleva una enorme 

responsabilidad; muchas veces no somos conscientes de las expectativas 

legítimamente depositadas en nosotros por parte de los que nos delegan 

la gestión de los interese públicos y las defraudamos no por imposibilidad 

de actuar, sino por falta de conciencia colectiva. La vanidad, la inmodestia, 

la prepotencia o el nepotismo son enemigos al acecho de la decencia y de 

la ética. Para prestar un servicio es necesaria la vocación, para ayudar a 

los demás, es imprescindible la empatía, la transformación de la sociedad 

no se consigue sin espíritu de sacrificio, sin valentía y sinceridad. Hemos 

convertido la política en un circo mediático, donde lo importante no es 

lo que realmente se hace sino lo que se aparenta. Tengo que confesar 

que admiro profundamente y echo de menos en nuestros tiempos aquel 

espíritu conciliador de la transición española, la altura de miras de nuestros 

representantes y la primacía del interés nacional; hoy existe demasiada 

confusión entre lo público y lo privado, entre los intereses nobles que 
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inspiran el servicio público y los intereses espúreos y particulares que 

condicionan en algunas ocasiones la actuación política.

Y es que la política es imprescindible, es necesaria para mejorar la vida 

colectiva, no abominemos nunca de ella; si en el pueblo cala la idea de 

que la política no sirve para nada o de que todos los políticos somos 

iguales, perdemos la oportunidad de cambiar el mundo, de hacerlo más 

humano y habitable. Aparecerán salvadores de la patria que, desde el uso 

personal del poder, se olvidarán de los más débiles y darán la espalda a 

la gente. Tenemos que adquirir un compromiso de calidad política, con 

transparencia, con autenticidad, desechando el sectarismo, el seguidismo 

partidario y todos aquellos vicios que entorpecen el ejercicio del noble arte 

de la política.

Por ello, es oportuna y necesaria esta publicación de la Oficina del 

Defensor, que nos sitúa en este debate sobre la Buena Administración 

desde la perspectiva jurídica y la ética pública, así como la aportación 

que las tecnologías de la Información y la Comunicación pueden y deben 

representar de mejora y agilización de una Administración más ágil y eficaz, 

recogiendo, de manera muy acertada, los riesgos que un mal uso de estas 

tecnologías pueden suponer de marginación para algunos sectores por 

causas geográficas o funcionales.

Encarnación Páez Alba 
Diputada Delegada de Juventud, 

Deporte y Formación y Presidenta del Cedma
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PRESENTACIÓN

No es difícil encontrar en nuestra sociedad actuaciones 

administrativas, basadas en la arbitrariedad.

La publicación de este libro sobre la Buena Administración forma parte de 

una colección de temas monográficos que, desde la Oficina del Defensor 

del Ciudadano/a de la Diputación Provincial de Málaga, queremos poner 

a disposición de la sociedad sobre aquellos temas que La ciudadanía 

viene planteando a esta Institución en los cuatro años de existencia de la 

misma.

Es evidente que la relación con el conjunto de las administraciones es uno de 

los temas que más ocupan y preocupan a la ciudadanía, el conocimiento de 

los derechos, la reclamación de los mismos, la participación en los asuntos 

que les afectan, el acceso electrónico a la administración, el desempeño 

del trabajo por los empleados públicos etc. son algunos de los temas que 

desarrollamos en esta publicación sobre la base de una Administración 

más cercana, que responda a los principios constitucionales de eficacia 

y eficiencia, pero también con una mayor inteligencia para atender a las 

nuevas realidades y necesidades de la ciudadanía, lo que denominamos 

el Derecho a una Buena Administración que da título a esta publicación y 

que se justifica con una importante aportación jurídica que conforma el 

primer bloque de este trabajo. 

Decir que la Administración en general, tiene una imagen de lentitud o 

de inflexibilidad que provoca, para amplios sectores de la sociedad, un 

cierto malestar y preocupación a la hora de enfrentarse a cualquier tipo de 

trámite administrativo, es algo tan repetido que difícilmente se discute, no 

obstante, a través de esta publicación queremos profundizar en lo ajustado 

de esa creencia colectiva, cuales son los cambios, en algunos casos de gran 
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profundidad, que se vienen produciendo y los problemas que en modo de 

Queja se plantean en la Oficina del Defensor.

Es cierto que hay deficiencias importantes en algunas administraciones, 

basada en el funcionamiento diario y en la atención y servicio que se 

presta al ciudadano. No obstante, esta realidad no debe impedirnos 

reconocer los importantes avances, al menos a nivel legislativo, que se 

vienen produciendo en los últimos años y que van configurando un marco 

de exigencia hacia el Derecho a una Buena Administración. En esta línea 

profundizamos en dos de las leyes que, a nuestro entender, más pueden 

incidir en ese objetivo, una a nivel interno modificando el marco estatutario 

del personal al servicio de la Administración mediante la Ley 7/2007, de 12 

de abril, del Estatuto Básico del empleado Público, sobre el convencimiento 

de que no puede existir una buena Administración allí donde el sistema de 

empleo público es deficiente, estableciendo un equilibrio entre derechos 

e intereses legítimos, como trabajadores, y los deberes, obligaciones y 

responsabilidades, a los que tienen que responder. Desde la perspectiva 

de la Ética Pública desglosando los valores fundamentales de los servicios 

públicos en tres categorías: valores democráticos, valores profesionales y 

valores humanos, complementados con  la opinión de los tres sindicatos 

más representativos en la Administración Pública, UGT, CC.OO. y CSIF.

Como recoge la Exposición de motivos de la citada Ley, “El Estatuto 

Básico del Empleado Público establece los principios generales aplicables 

al conjunto de las relaciones de empleo público, empezando por el de 

servicio a los ciudadanos y al interés general, ya que la finalidad primordial 

de cualquier reforma en esta materia debe ser mejorar la calidad de los 

servicios que el ciudadano recibe de la Administración”.

Junto a la anterior, la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de 

los ciudadanos a los servicios públicos persigue facilitar la relación con los 

ciudadanos a través de la introducción de las tecnologías de la información 

y la comunicación, garantizando, que aquellos ciudadanos que, por 

cualquier motivo, no puedan acceder a las tecnologías de la información 

y la comunicación, como se explicitan en el apartado dedicado a esta 

materia, dispongan de los medios adecuados para seguir comunicándose 

con la Administración con los mismos derechos y garantías. En este sentido 

va la Resolución del Consejo para la Defensa del Contribuyente y que 

recogemos en el apartado de casos prácticos recibidos en la Oficina.

una Administración 

más cercana, 

que responda 

a los principios 

constitucionales de 

eficacia y eficiencia, 

pero también con una 

mayor inteligencia 

para atender a las 

nuevas realidades 

y necesidades de la 

ciudadanía
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Son reformas importantes que, sin duda, ayudarán a la modernización y 

cercanía de la Administración y sitúan al ciudadano en la centralidad de 

la actuación administrativa, para dejar de ser “el administrado” receptor 

pasivo de servicios y bienes públicos, y convertirse en sujeto activo y 

protagonista de la Buena Administración, dirigida al bienestar integral de 

los ciudadanos, porque a veces se olvida que las administraciones están 

para resolver problemas a las personas y no para crearlos. Como dice el 

profesor Rodríguez-Arana “a ese hombre, a esa mujer, con su determinada 

edad, su grado de cultura y de formación, mayor o menor, con su 

procedencia concreta y sus intereses particulares, propios, legítimos, es a 

quien la administración pública sirve. Al servicio de esa persona concreta 

el aparato administrativo debe promover las condiciones para que ejerza 

con la mayor calidad y hondura sus libertades.

En este sentido, los empleados públicos para poder desempeñar su tarea 

con eficacia necesitan, además de los medios y condiciones de trabajo 

adecuados, un constante esfuerzo en su competencia profesional para 

consolidar una Administración pública que no es una entidad abstracta, 

sino que la integran personas tan reales como los ciudadanos a los que 

sirven, y ellos mismos ciudadanos también. Detrás de cada expediente están 

las aspiraciones de un ciudadano, de una persona de carne y hueso”1

Hasta hace relativamente poco tiempo, para realizar la mayoría de los 

trámites con cualquier administración se requería la presencia física, es 

decir, era necesario, desplazarse hasta una ventanilla para entregar el 

impreso de solicitud junto con toda la documentación correspondiente, 

la cual no siempre era fácil de identificar. Esto obligaba a los ciudadanos 

a realizar cuando menos un par de visitas, con la sensación de pérdida 

de tiempo. Igualmente, el uso de un lenguaje técnico, ligado al ámbito 

legislativo-jurídico, así como la dificultad de disponer y obtener de la 

Administración toda la información necesaria, especialmente si había un 

ámbito competencial compartido entre varias instituciones, ha contribuido 

a crear una imagen negativa en la relación Administración-ciudadano.

Una percepción que aún hoy existe como ha puesto de manifiesto la encuesta 

del Centro de Investigaciones Sociológicas y en la que profundizaremos en 

páginas posteriores, es evidente que para un sector de los ciudadanos, 

1   Jaime Rodríguez-Arana “El derecho fundamental al buen gobierno y a la buena 
administración”  Edita Junta de Castilla y León.
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por causas muy diversas que tratamos de analizar en ésta publicación, su 

relación con la Administración es fuente de problemas y no de la solución. 

Ello a pesar de que en las tres últimas décadas España ha protagonizado 

un tiempo histórico de cambios y acontecimientos de enorme relevancia 

para la vida política, social y económica del país. La promulgación de la 

Constitución de 1978 devuelve el protagonismo a los ciudadanos sobre la 

base de una pacto de tolerancia y de concordia para la protección de los 

derechos fundamentales y la organización de la vida colectiva, creando el 

estatus de ciudadanía, pasando de un sistema caritativo que produce 

beneficencia a un sistema constitucional que produce derechos 

y como tales exigibles por el conjunto de la sociedad a nivel 

individual y colectivo. Ha dejado de ser el “administrado” sujeto a 

la acción imperativa y dominante de una Administración dueña del 

interés general, para convertirse en protagonista de la gestión de 

los intereses que les afectan. 

La combinación de factores internos, vinculados a la nueva organización 

territorial y administrativa del Estado, así como los externos fruto de nuestra 

integración, en 1998, en la Unión Europea , han representado un proceso 

de modernización y cambios de gran intensidad que concierne, de manera 

muy directa, al funcionamiento y obligaciones de las Administraciones 

Públicas.

El artículo 103.1 CE define a la Administración como una organización 

que sirve con objetividad los intereses generales y que las reformas 

administrativas deben realizarse en función de las personas y no de intereses 

burocráticos o corporativos tan de actualidad en algunos estamentos 

públicos, porque como también nos señala la Carta Magna, artículo 9.2, 

corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que 

la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integran 

sean reales y efectivas y remover los obstáculos que impiden o dificulten 

su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida 

política, económica, cultural y social.

Esos preceptos constitucionales informan, o deben informar, todas las 

reformas administrativas puestas en marcha para una Administración eficaz 

y eficiente, buena gestora de los recursos que se le asignan y que sea objetiva 

e imparcial, dando pasos importantes en este sentido por exigencia de la Ley 

de Régimen Jurídico de la Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común de 1992, reformada en 1999, en cuyo artículo 3, 
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a nivel de principio de actuación de las administraciones públicas y 35 

como “derecho de los ciudadanos” se recogen algunos elementos que 

conforman, junto a otros, el derecho a una buena administración y que se 

exponen de manera amplia en el siguiente apartado.

Es necesario aclarar que las deficiencias y necesarias mejoras que tiene 

que acometer la Administración en su relación con la ciudadanía, en 

modo alguno puede suponer, en nuestra opinión, un cuestionamiento de 

lo público, ni entrar en un debate más ideológico que real, como estamos 

comprobando con la crisis económica, sobre si lo servicios deben ser 

públicos o privados. Desde nuestra opinión, apostamos de manera clara 

por servicios públicos y que estos sean de calidad.

Público-Privado

Como es sabido, la imagen de la administración Pública en España, está 

contaminada por un conjunto de estereotipos negativos, en algunos casos 

con razón y en otros con menos, sobre el funcionamiento de la misma, 

aunque estas críticas no cuestionan, mayoritariamente, el carácter público 

de los servicios que se prestan a los ciudadanos.

Nuestra experiencia en estos cuatro años de funcionamiento de la Oficina 

del Defensor, coincidentes con las encuestas del Centro de Investigaciones 

Sociológicas, CIS, nos permite afirmar que los españoles prefieren el 

modelo actual de gestión consistente en servicios públicos financiados 

con impuestos, es decir, valoran el papel de las Administraciones Públicas 

como garantes de estos servicios esenciales para la comunidad, como se 

puede comprobar en el siguiente cuadro.
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Evolución de las preferencias sobre los distintos modelos de 
financiación y gestión de los servicios y prestaciones (1995 
a 2001)

1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001

Deben seguir siendo públicos y 
financiados con impuestos

62 61 56 73 60 66 72

Deben seguir siendo públicos 
y financiarse en parte con 
impuestos y en parte con tasas 
que paguen los usuarios

14 14 17 9 18 18 11

Deben seguir siendo financia-
dos públicamente y gestiona-
dos por el sector privado

12 7 10 8 11 7 9

Deben privatizarse, todos o en 
parte, y pagarlos directamente 
los ciudadanos al usarlos

8 9 8 5 3 3 3

NS/NC 4 9 8 5 8 6 5

Fuente: IEF, 2001 “Ciudadanos, Contribuyentes y Expertos: Opiniones y actitudes Fiscales de 
los españoles en 2000”

No hay un debate ideológico entre público y/o privado, una abrumadora 

mayoría, que ha ido creciendo en el tiempo, apuestan por reforzar 

los servicios públicos, pero los quieren de calidad y se quejan de las 

insuficiencias o mal funcionamiento de algunos de estos servicios. 

La última encuesta del CIS, marzo de 2007, refleja las principales críticas a 

la hora de acceder a los servicios públicos.

** Falta de contestación o lentitud en resolver los trámites	 65%

** Excesiva burocracia, papeleo, exceso de requisitos	 62%

** Colas y tardanza	 31%

** Falta de amabilidad o interés de los funcionarios	 29%

** Lenguaje poco claro	 24%

** Malos horarios 	 12%

** Dificultad para saber el organismo competente	 11%

** Falta de conocimiento de los Funcionarios	 10%

Fuente: Centro Investigaciones Sociológicas (marzo 2007)

Un dato significativo, según el propio CIS, es que los empleados públicos 

encuestados coinciden en la percepción con el resto de ciudadanos y 

consideran que estas trabas son aún mayores.
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Estas dificultades que los ciudadanos reflejan en su relación con la 

Administración se traslada a la imagen que de ella tienen, de ahí que el 

“Vuelva usted mañana” de Mariano José de Larra se haya convertido de 

un magnífico artículo periodístico al estigma referente del funcionamiento 

de la administraciones.

Sobre estas opiniones, pivotan la mayoría de las Quejas de la ciudadanía, 

independientemente del ámbito competencial de cada una, de ahí que 

instituciones como la de los defensores cumple una función no sólo 

de tramitación de quejas, individuales y/o colectivas, sino que a través 

de las mismas se detectan donde están las insuficiencias y de esta 

manera contribuir, aunque sea modestamente, con las aspiraciones de 

los ciudadanos en su deseo de servicios públicos de calidad que así lo 

transmiten en numerosos escritos dirigidos a la Oficina. Con el único 

ánimo de exponer el sentir de algunos ciudadanos creemos interesante 

reproducir, de manera literal, una de estas comunicaciones:

“Estoy enormemente satisfecho con la atención prestada por 

ustedes. He de decirles que mi primer correo fue un tanto agresivo 

y es que siempre que tienes una administración delante, se suele 

tener cierta duda de sí la atención que prestan es la correcta por los 

diversos comentarios de los ciudadanos y por propia experiencia.

Creo que de antemano ya estamos dudando de sus actuaciones. 

Por lo demás decirles que nunca me había dirigido a ninguna 

institución que defiende los derechos de los ciudadanos por creer 

que las quejas se quedan en papel mojado. Y tengo que decirles 

que he cambiado radicalmente de opinión y darles mi enhorabuena. 

Sigan con su labor y muchas gracias por todo” 

En esta carta se recogen las características: Desconfianza, Quejas en papel 

mojado…, es decir, no merece la pena reclamar porque no va a servir para 

nada. Luchar contra este fatalismo instalado en amplios sectores de la 

ciudadanía y facilitar el protagonismo y la implicación de la sociedad en los 

asuntos públicos es uno de los objetivos de este trabajo.

Francisco Gutiérrez Rodríguez 

Defensor del Ciudadano/a de Málaga
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EL DERECHO CIUDADANO A UNA BUENA 
ADMINISTRACIÓN
Carmen María Ávila Rodríguez 

Doctora en Derecho 

Profesora de Derecho Administrativo 

Universidad de Málaga

1. Introducción

En pocos años, las Cortes Generales y los Parlamentos Autonómicos han 

aprobado un conjunto de normas en las que intensifican la posición del 

ciudadano en la vida pública dando sentido y materializando el mandato 

del artículo 9.3 de la Constitución de facilitar la participación de todos los 

ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.

Nuestro Estado definido por el artículo 1 de la Constitución como un 

Estado Social, Democrático y de Derecho debe estar en un continuo 

hacerse, caminando por la senda de la conquista de nuevos derechos y 

fortaleciendo los ya reconocidos. Con ello nuestro Estado social se dignifica 

y se engrandece siendo un Estado más comprometido con el ciudadano1. 

1   Sobre el reconocimiento de nuevos derechos y las transformaciones del Estado 
contemporáneo vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, E., “El reconocimiento de los derechos sociales 
en la Comunidad Europea” en Las estructuras del bienestar en Europa (dir. Muñoz Machado, 
García Delgado, González Seara), Civitas-Escuela Libre Editorial, Madrid, 2000, págs. 413 y ss.; 
PECES-BARBA MARTÍNEZ, G., Curso de Derechos Fundamentales. Teoría General, Universidad 
Carlos III de Madrid-Boletín Oficial del Estado, Madrid, 1999; FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., 
“Los derechos fundamentales y la acción de los poderes públicos” en Revista de Derecho 
Político, núm. 15, 1982 y del mismo autor “Las garantías de los derechos sociales” en Las 
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Los poderes públicos, y especialmente el poder ejecutivo en cualquiera 

de sus manifestaciones, están sometidos a la Ley y al Derecho y por 

tanto al servicio del Estado social. Para llevar a cabo la gestión de las 

políticas públicas dirigen la Administración Civil que se configura como 

una institución instrumental y vicarial para la satisfacción de los intereses 

generales. El Estado, en su conjunto, ha dedicado muchos de los esfuerzos 

de los últimos treinta años a crear y organizar la Administración Pública. 

Superada hoy la necesidad de contar con un aparato administrativo más 

o menos organizado y estructurado, nuestro país se coloca en el reto de 

lograr “una buena administración”. El mero hecho de hablar de buena 

administración es ejemplificativo del grado de desarrollo y exigencia 

institucional tanto del Estado como de la sociedad. De ello se deriva la 

exigencia de un buen funcionamiento de lo público, de una buena gestión 

de lo público y por tanto de exigir a las Administraciones Públicas que sean 

unas buenas administradoras. 

En las relaciones de los ciudadanos y la Administración Pública está 

adquiriendo un reciente protagonismo, no ya el principio de la buena 

administración, sino el derecho a una buena administración que se está 

reconociendo en el ámbito normativo y en el ámbito jurisprudencial como 

veremos. Este derecho, de claro antecedente en el Derecho europeo, no 

se reconoce expresamente en la Constitución pero se ha de deducir del 

principio de legalidad y del principio de seguridad jurídica establecidos 

en los arts. 9 y 103 de nuestra Carta Magna. Sin embargo, el nuevo 

Estatuto de Autonomía para Andalucía de 2007 ha incorporado su Título 

I “Derechos Sociales, deberes y políticas públicas” el derecho a una buena 

administración, definiéndolo, en su artículo 31, como el derecho de todos 

los ciudadanos ante las Administraciones Públicas, cuya actuación será 

estructuras del bienestar en Europa, págs. 464 y ss; PÉREZ LUÑO, A. E., “Los derechos sociales 
y su “status” normativo en la Constitución Española”. Documentación Administrativa, núm. 
271-272, INAP, 2005, págs. 13-38; PAREJO ALFONSO, L., Estado Social y Administración 
Pública, Los postulados constitucionales de la reforma administrativa, Civitas, Madrid, 1983. 
MUÑOZ MACHADO, S., Las estructuras del bienestar. Derecho, economía y sociedad en España. 
(codirec. con García Delgado, González Seara), Civitas- Escuela Libre Editorial, Madrid, 1997; 
Las estructuras del bienestar. Propuestas de reforma y nuevos horizontes (codirec. con García 
Delgado, González Seara), Civitas- Escuela Libre Editorial, Madrid, 2002).; y en dicha obra “La 
contribución de las organizaciones sociales a la transformación del Estado de Bienestar”, págs. 
709 a 789; GARCÍA-PELAYO, M., Las transformaciones del Estado contemporáneo, Alianza 
Universidad, Madrid, 1977. GARRORENA MORALES, A., El Estado español como Estado social 
y democrático de Derecho, Tecnos, Madrid, 1984; COSSÍO DÍAZ, J. R., Estado social y derechos 
de prestación, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1989; MONEREO ATIENZA, C., 
Ideologías jurídicas y cuestión social. Los orígenes de los derechos sociales en España. Comares, 
Granada, 2007; GONZÁLEZ MORENO, B., El Estado Social. Naturaleza jurídica y estructura de 
los derechos sociales. Universidad de Vigo-Civitas, Madrid, 2002. 

En las relaciones 

de los ciudadanos 

y la Administración 

Pública está 

adquiriendo 

un reciente 

protagonismo, no 

ya el principio de la 

buena administración, 

sino el derecho a una 

buena administración
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proporcionada a sus fines, “a participar plenamente en las decisiones que 

les afecten, obteniendo de ellas una información veraz, y a que sus asuntos 

se traten de manera objetiva e imparcial y sean resueltos en un plazo 

razonable, así como a acceder a los archivos y registros de las instituciones, 

corporaciones, órganos y organismos públicos de Andalucía, cualquiera 

que sea su soporte, con las excepciones que la ley establezca”. 

Se trata, pues de un derecho de derechos o subderechos de amplio 

contenido, que tiene la fortuna de resumir en su expresión de “derecho 

a una buena administración”, la formulación de una nueva forma de 

concebir la relación de la Administración con los ciudadanos, en la que 

estos adquieren una posición relevante y dejan de ser meros sujetos pasivos 

para participar activamente en lo público2. 

Ahora bien, como analizaremos en las páginas siguientes, su reconocimiento 

como derecho subjetivo, no es una cuestión pacífica, pues mientras el 

Estatuto de Autonomía lo define y regula como un auténtico derecho, la 

Sentencia del Tribunal Constitucional 247/2007, de 12 de diciembre, que 

se ha dictado con motivo del recurso de inconstitucionalidad interpuesto 

por el Gobierno de Aragón respecto del artículo 17.1 del Estatuto de 

Autonomía para la Comunidad Valenciana3 concluye que los derechos 

reconocidos en los Estatutos no son derecho subjetivos, sino principios 

rectores.

Así las cosas, en el continuo hacerse del Estado Social, Democrático y 

de Derecho desempeña un papel fundamental las instituciones de los 

Defensores tanto en su manifestación estatal, autonómica y local, pues 

a través de la misión que tienen encomendada de velar por la defensa de 

los derechos y para ello supervisar la actuación de las Administraciones 

Públicas, promueven la buena administración como principio y como 

derecho subjetivo de los ciudadanos ya que, por un lado, no sólo son 

un medio externo de control, investigando reclamaciones sobre mala 

2   Sobre la teoría de los modelos de relación entre la Administración y los ciudadanos, en 
especial el modelo receptivo Vid. RAMOS VIELBA, I., “El Derecho a una Administración abierta 
a los ciudadanos: La participación cívica en la actuación administrativa”, en El Derecho a la 
buena Administración Pública directores RODRÍGUEZ-ARANA, J. y GARCÍA MEXÍA, P. Junta de 
Castilla y León, 2008. Págs. 83-96. 

3   El estatuto valenciano reconoce en el artículo mencionado “El derecho de los valencianos 
y valencianas a disponer del abastecimiento suficiente de agua de calidad. Igualmente, se 
reconoce el derecho de redistribución de los sobrantes de aguas de cuencas excedentarias 
atendiendo a criterios de sostenibilidad de acuerdo con la Constitución y la legislación 
estatal”.
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administración y recomendando, en su caso, acciones correctivas, sino que 

también realiza llamadas de atención sobre áreas en las que la actividad 

administrativa puede mejorarse; y por otro lado han trabajado y trabajan 

activamente, como vamos a explicar, para que el derecho a una buena 

administración sea una realidad jurídica adoptando la naturaleza jurídica 

de auténtico derecho subjetivo. 

Antes de entrar en materia, agradezco, como vecina de la ciudad de 

Málaga, la iniciativa de la Oficina del Defensor del Ciudadano/a de 

reflexionar sobre el derecho a una buena Administración, pues es 

muestra del compromiso plenamente asumido por su responsable, de 

ser garante de los derechos de los ciudadanos en sus relaciones con 

las Administraciones Públicas, especialmente con la provincia. Mi 

agradecimiento se lo expreso también como jurista pues me ha permitido 

contribuir en el trabajo de la Oficina y en su buen quehacer con la 

elaboración de este estudio que ha tenido como intención plasmar unas 

reflexiones críticas y propositivas de la actual configuración del derecho 

a una buena administración.

2.	 El reconocimiento en el ordenamiento 

jurídico del Derecho Ciudadano a una Buena 

Administración y su naturaleza jurídica

2.1. Normas comunitarias

El derecho a una buena administración ha ido perfilándose de manera 

lenta y gradual en el derecho comunitario hasta su efectivo reconocimiento 

en el artículo 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea, de 7 de diciembre de 20004. Esta Carta es el fruto de una enorme 

preocupación de la Unión europea en profundizar sobre cuestiones políticas, 

sociales y culturales. Por primera vez en el elenco normativo comunitario, 

pues con anterioridad aparecían reconocidos en muy diversos instrumentos 

jurídicos, se recogen en un texto único y sistemático el conjunto de derechos 

civiles, políticos, económicos y sociales de los ciudadanos europeos y de 

todas las personas que viven en el territorio comunitario5. La Carta de los 

4   Publicado en el DOM núm. 364, de 18 de diciembre. (LCEur 2000,3480).

5   Vid. RODRÍGUEZ BEREIJO, A.: La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 
Universidad Autónoma de Madrid, Lección inaugural del Curso académico 2000-2001, Servicio 
de imprenta de la UAM, 2000, página 9. Sobre el contexto y contenido de la Carta, así como 
sobre la protección de los derechos en la misma, véanse los trabajos de las Jornadas de estudio 
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Derechos Fundamentales de la Unión Europea consta de un preámbulo y 

de 54 artículos que enumeran los derechos fundamentales divididos en 

seis capítulos que a su vez suponen seis grandes principios: la dignidad 

humana, las libertades fundamentales, la igualdad entre las personas, la 

solidaridad, la ciudadanía, y la justicia6.

En el capítulo V que lleva por rúbrica “Ciudadanía” y está compuesto 

por ocho artículos, se sitúa el artículo 41 que reconoce el derecho a una 

buena Administración, respondiendo a las legítimas demandas ciudadanas 

relativas a la transparencia e imparcialidad en el funcionamiento de la 

administración comunitaria, reafirmando el derecho de acceso a los 

documentos administrativos de las instituciones comunitarias o el derecho 

a una buena administración, claramente reconocidos en la jurisprudencia 

del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas. El mencionado 

artículo dice así: 

1.	Toda persona tiene derecho a que las instituciones y órganos de la 

Unión traten sus asuntos imparcial y equitativamente y dentro de 

un plazo razonable. 

2.	Este derecho incluye en particular: a) el derecho de toda persona a 

ser oída antes de que se tome en contra suya una medida individual 

que le afecte desfavorablemente; b) el derecho de toda persona 

a acceder al expediente que le afecte, dentro del respeto de los 

intereses legítimos de la confidencialidad y del secreto profesional 

y comercial; c) la obligación que incumbe a la administración de 

motivar sus decisiones.

3.	Toda persona tiene derecho a la reparación por la Comunidad 

de los daños causados por sus instituciones o sus agentes 

en el ejercicio de sus funciones, de conformidad con los 

celebradas en Estrasburgo, en junio de 2000, publicados en la Revue Universelle des Droits de 
l’Homme, Vol. 12, n.° 1-2, septiembre de 2000, pp. 2 y ss y una importante literatura, entre 
otros, CORRIENTE CÓRDOBA, J. A., “La protección de los derechos económicos, sociales y 
culturales en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea”, Anuario de Derecho 
europeo, núm. 2, Universidad de Sevilla, 2002, págs. 117-135. FERNÁNDEZ TOMÁS, A., “La 
Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea: estructura, ámbito de aplicación, 
invocabilidad y contenido” en Anuario de Derecho europeo, núm. 2, Universidad de Sevilla, 
2002. CARRILLO LÓPEZ, M., “La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea”, 
Revista Vasca de Administración Pública, núm. 65, 2003, págs. 145-165.

6   Vid. CARRILLO SALCEDO, J.A. “La carta de los derechos fundamentales de la Unión 
Europea” La Ley: Revista jurídica española de doctrina, jurisprudencia y bibliografía, núm. 5, 
2004, pags. 1719-1721.
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principios generales comunes a los Derechos de los Estados 

miembros. 

4.	Toda persona podrá dirigirse a las instituciones de la Unión en una 

de las lenguas de los Tratados y deberá recibir una contestación en 

esa misma lengua. 

Completando lo anterior, el artículo 42 reconoce a todo ciudadano de la 

unión el derecho de acceso a los documentos del Parlamento Europeo, del 

Consejo y de la Comisión. Y a modo de garantía, el artículo 43 reconoce 

a todo ciudadano de la Unión o toda persona física o jurídica que resida 

o tenga su domicilio social en un Estado miembro, el derecho a someter 

al Defensor del Pueblo de la Unión los casos de mala administración en 

la acción de las instituciones u órganos comunitarios, con exclusión del 

Tribunal de Justicia y del Tribunal de Primera Instancia en el ejercicio de sus 

funciones jurisdiccionales.

Importante función ha realizado el Defensor del Pueblo Europeo desde 

sus comienzos en relación al Derecho a una Buena Administración, pues 

desde su instauración se ha esforzado en implantar en las Instituciones 

comunitarias un Código de Buena Conducta Administrativa. Resultado de 

ello fue la aprobación, el 6 de septiembre de 2001, por el Parlamento 

europeo, de un Código de Buena Conducta Administrativa dirigido a las 

instituciones y órganos de la Unión Europea. El Código concreta en la 



35

Las tecnologías de la Información y los derechos de la ciudadanía

práctica lo que significa el derecho a una buena administración establecido 

en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y su 

contenido debe ser respetado por la Administración Europea y sus 

funcionarios en las relaciones con los ciudadanos. 

La idea de un Código similar había sido propuesta en 1998 por el 

parlamentario europeo, Sr. Roy Perry. El Defensor del Pueblo Europeo 

redactó un proyecto de texto, siguiendo una investigación de oficio 

que tenía por objeto determinar si los órganos e instituciones de la 

Comunidad contaban con un código de buena conducta administrativa 

en las relaciones de los funcionarios con el público, y si dicho código era 

accesible al público. Un año después, el Defensor del Pueblo Europeo 

dirigió el proyecto de recomendación a la Comisión, al Parlamento, al 

Consejo y a otras instituciones, órganos y agencias descentralizadas de 

la Administración europea. A este proyecto adjuntó un código de buena 

conducta administrativa elaborado por su Secretaría que contenía en 

una lista de 28 artículos las disposiciones relativas tanto a los principios 

sustanciales y de procedimiento como al buen funcionamiento de la 

Administración. El Defensor del Pueblo declaró que las instituciones y 

órganos podrían utilizar este proyecto de código como guía para redactar 

sus propios códigos.

En abril de 2000, después de analizar a fondo las opiniones recibidas de las 

distintas instituciones y órganos sobre su proyecto de recomendación, el 

Defensor del Pueblo presentó un informe especial al Parlamento Europeo 

formulando la siguiente recomendación: “Con el objeto de llegar a 

establecer unas normas de buena conducta administrativa aplicables por 

igual a todas las instituciones y órganos comunitarios en sus relaciones 

con el público, el Defensor del Pueblo recomienda la promulgación de 

una normativa administrativa europea, aplicable a todas las instituciones 

y órganos comunitarios. Dicha normativa podría adoptar la forma de 

Reglamento”7. 

El 27 de junio de 2001, la Comisión de Peticiones del Parlamento Europeo 

aprobó un informe redactado por el eurodiputado Roy Perry que apoyaba 

el informe especial del Defensor del Pueblo y el 6 de septiembre de ese 

7   Informe especial del Defensor del Pueblo Europeo al Parlamento Europeo relativo a su 
investigación por iniciativa propia sobre la existencia y el acceso público a un Código de 
buena conducta administrativa en las instituciones y órganos comunitarios (OI/1/98/OV) 
11.04.2000.
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mismo año, el Parlamento Europeo aprobó una Resolución en la que 

invitaba a la Comisión Europea a presentar una propuesta de Reglamento 

que incluyera el Código de Buena Conducta Administrativa, de manera que 

la incorporación del texto a un Reglamento pondría de relieve la naturaleza 

obligatoria de la que ahorra carecen sus normas y sus principios8. 

La necesidad de la aprobación de este Reglamento es notoria puesto que 

se reconocen los derechos de los ciudadanos frente a la Administración 

comunitaria y los principios y pautas de actuación de la Administración en 

su proceder ordinario y cotidiano, más aún cuando La Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, proclamada en la cumbre de Niza 

en diciembre de 2000, incluye como derechos fundamentales de los 

ciudadanos el derecho a una buena administración y el derecho a someter 

al Defensor del Pueblo Europeo los casos de mala administración.

Ahora bien, a día de hoy, ninguno de ambos textos tiene valor jurídico 

vinculante. Puesto que la Constitución Europea no ha prosperado9 y la 

Carta no se integró en los Tratados de la Unión, porque en Niza los Jefes 

de Estado y de Gobierno acordaron no darle valor jurídico vinculante y 

se limitaron a proclamarla, desde el punto de vista formal la Carta, y por 

tanto el derecho a una buena Administración, ha sido proclamada como 

una declaración política. Por su parte, el Código de Buena Conducta sigue 

siendo un Código que no se ha transformado aún en Derecho, a pesar 

del empeño del Defensor del Pueblo Europeo. No obstante, ambos textos 

aunque no sean vinculantes tienen una relevancia jurídica innegable10.

8   Informe del Defensor del Pueblo Europeo de 2002, pág. 204. El procedimiento para 
la adopción de un Reglamento requerirá una iniciativa formal de la Comisión de Asuntos 
Jurídicos del Parlamento Europeo, la elaboración de la propuesta por parte de la Comisión 
sobre la que debería tomar un acuerdo unánime el Consejo.

9   El Artículo III-398 de la Constitución proveía la base legal para que el Derecho europeo 
sobre la buena administración adquiriera el carácter vinculante de las reglas y principios en él 
contenidos, que se aplicarían, por otra parte, de manera uniforme y consistente por todas las 
instituciones y órganos de la UE, promoviendo así la transparencia. En el artículo se establecía 
que: “En el cumplimiento de sus funciones, las instituciones, órganos y organismos de la 
Unión se apoyarán en una administración europea abierta, eficaz e independiente. Dentro 
del respeto al Estatuto y al régimen adoptados con arreglo al artículo III-427, la ley europea 
establecerá las disposiciones a tal efecto”.

10   Al respecto existe abundantísima literatura. Vid. JIMENA QUESADA, L., Sistema europeo 
de derechos fundamentales, Colex, 2006;  GARCÍA GARCÍA, R., “La efectividad de los 
derechos sociales en el nuevo contexto europeo” en Revista Vasca de Administración Pública, 
núm. 65, 2003, págs. 51 y ss; GIL Y GIL, J. L. y USHAKOVA, T., “Los derechos sociales en la 
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea” en Relaciones Laborales, núm. 
1, 2003, págs. 1319-1344; LÓPEZ GUERRA, L., “Hacia un concepto europeo de Derechos 
Fundamentales” en Revista Vasca de Administración Pública, núm. 65, II, 2003, págs. 191 
y ss.; RODRÍGUEZ PIÑERO Y BRAVO FERRER, M., “Derechos sociales fundamentales y Unión 
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La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea tiene por 

finalidad ser un eslabón más en una cadena que pretende expresar valores 

comunes y tradiciones constitucionales de los Estados miembros11. No es 

meramente programática porque al estar redactada en la «lengua de los 

derechos», citando al profesor García de Enterría, es mucho más que un 

conjunto de exhortaciones morales a los gobernantes. Además, es un 

documento que fija con precisión los criterios para valorar la legitimidad 

de la actuación de todos los poderes públicos dentro del ámbito de la 

Unión Europea porque la función de las declaraciones de derechos no se 

agota en ser un límite, judicialmente verificable, a los actos de los poderes 

públicos, incluidos los de tipo legislativo, sino que cumplen también una 

función de justificación del poder político, ya que expresan la razón de ser 

de éste. 

Si finalmente se integra el texto de la Carta en los Tratados de la Unión y más 

concretamente en la Constitución Europea la situación cambiaría pues nos 

encontraríamos con la primera vez que se declara en un texto normativo, 

con clara fuerza vinculante, el derecho a una buena administración como 

derecho fundamental, en este caso, de los europeos respecto de sus 

relaciones con la Administración Comunitaria. 

2.2. Constitución Española 

Nuestra Constitución española de 1978 no reconoce de manera expresa 

en su Título I el derecho a una buena administración, pero si buscamos 

en su Título IV relativo al Gobierno y la Administración sí encontramos 

pronunciamientos semejantes al haz de facultades que el artículo 41 de 

la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea reconocía 

como integrantes del derecho a una buena administración. Estos 

pronunciamientos constitucionales, que incluso algunos de ellos guardan 

gran semejanza en su redacción a los de la Carta se enfocan, no desde el 

prisma de los derechos, sino desde el prisma de las pautas y principios de 

funcionamiento de la Administración Pública.

Europea” en Relaciones Laborales, núm. 2, 2007, págs. 55 a 67; SCIARRA, S., “Derechos 
sociales. Reflexiones sobre la Carta europea de Derechos Fundamentales” en Temas Laborales, 
núm. 62, 2001, págs. 9 a 30. VV.AA., La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea. Una perspectiva pluridisciplinar, Fundación Rei Afonso Henriques, Valladolid, 2003.

11   Otros eslabones han sido la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos; la Carta Social Europea; la Carta comunitaria de los derechos 
sociales fundamentales de los trabajadores; diferentes convenios en materia de derechos 
humanos adoptados en el seno del Consejo de Europa; disposiciones de los Tratados 
constitutivos de las Comunidades Europeas; distintas directivas comunitarias relevantes en 
materia de derechos humanos. 
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Así, respecto al enunciado de la Carta “Toda persona tiene derecho a 

que las instituciones y órganos de la Unión traten sus asuntos imparcial y 

equitativamente y dentro de un plazo razonable”, la CE establece en su 

artículo 103 que “la Administración Pública sirve con objetividad los intereses 

generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, 

descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento 

pleno a la ley y al Derecho”. El actuar objetivo de la Administración exige 

que los asuntos se traten con imparcialidad y el principio de eficacia y el 

sometimiento a la ley exigen que los asuntos se traten dentro de un plazo 

razonable.

Respecto al enunciado de la Carta de “el derecho de toda persona a ser 

oída antes de que se tome en contra suya una medida individual que 

le afecte desfavorablemente”, la CE enuncia en su artículo 105 que 

“la ley regulará el procedimiento a través del cual deben producirse los 

actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia del 

interesado”. 

En cuanto al enunciado de la Carta de “el derecho de toda persona a 

acceder al expediente que le afecte, dentro del respeto de los intereses 

legítimos de la confidencialidad y del secreto profesional y comercial”, la 

CE afirma que “la ley regulará el acceso de los ciudadanos a los archivos 

y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa 

del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas”. 

Aunque la CE no se refiere expresamente al expediente que le afecte, el 

acceso a un archivo o el acceso a un registro lo puede englobar.

En la Carta se impone a la Administración Europea “la obligación de motivar 

sus decisiones”, mientras que la CE no impone a la Administración tal 

obligación expresamente, pero del principio de legalidad y la concreción del 

artículo 54 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de 

las Administraciones Públicas se deduce la obligación de la Administración 

Pública de motivar cierto tipo de resoluciones12. 

12   Artículo 54 de la Ley 30/1992 con su redacción dada según la Ley 4/1999, de 13 de 
enero: “Motivación: 1. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos 
de derecho: a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos. b) Los que 
resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos, 
recursos administrativos, reclamaciones previas a la vía judicial y procedimientos de arbitraje; c) 
Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos 
consultivos; d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así 
como la adopción de medidas provisionales previstas en los artículos 72 y 136 de esta Ley; e) 
Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia o de ampliación de plazos; f) Los que 

el derecho de toda 

persona a acceder 

al expediente que 

le afecte, dentro 

del respeto de los 

intereses legítimos de 

la confidencialidad 

y del secreto 

profesional y 

comercial



39

Las tecnologías de la Información y los derechos de la ciudadanía

La Carta de derechos fundamentales reconoce que “toda persona tiene 

derecho a la reparación por la Comunidad de los daños causados por sus 

instituciones o sus agentes en el ejercicio de sus funciones, de conformidad 

con los principios generales comunes a los Derechos de los Estados 

miembros”. Y la CE en su artículo 106.2 establece que “los particulares en 

los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados 

por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo 

en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 

funcionamiento de los servicios públicos”.

Finalmente, el texto europeo reconoce que “toda persona podrá dirigirse 

a las instituciones de la Unión en una de las lenguas de los Tratados y 

deberá recibir una contestación en esa misma lengua” y por su parte la 

Constitución, en su artículo 3 afirma que “el castellano es la lengua española 

oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el 

derecho de usarla. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en 

sus respectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos”. 

Lo expuesto hasta ahora nos permite considerar que efectivamente en 

nuestra Constitución Española el derecho a una buena administración 

como derecho subjetivo y singular reconocido expresamente no existe, pero 

que el principio de buena administración sí se encuentra implícitamente 

definido en el Título IV en los preceptos que hemos mencionado. 

Ahora bien, el 31 de julio de 2008 en el Boletín Oficial del Estado número 

184 se publicó la Ley Orgánica 1/2008, de 30 de julio, por la que se autoriza 

la ratificación por España del Tratado de Lisboa, por el que se modifican 

el Tratado de la Unión Europea y el Tratado Constitutivo de la Comunidad 

Europea, firmado en la capital portuguesa el 13 de diciembre de 2007. En esta 

ley orgánica, que entró en vigor al día siguiente de su publicación y por tanto 

desde el 1 de agosto todos los españoles, particulares y autoridades, han 

de guardarla y hacerla guardar, se reproduce en el artículo segundo el texto 

íntegro de la citada Carta de los Derechos Fundamentales de 7 de diciembre 

de 2000, tal como fue adaptada el 12 de diciembre de 2007 en Estrasburgo y 

publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea dos días después13.

se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en virtud 
de disposición legal o reglamentaria expresa. 2. La motivación de los actos que pongan fin a 
los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva se realizará de conformidad con 
lo que dispongan las normas que regulen sus convocatorias, debiendo, en todo caso, quedar 
acreditados en el procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte”.

13   Publicada en DOUE de 14 de diciembre de 2007 (2007/C 303/01).
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El derecho a una buena administración se reconoce en el artículo 41 situado 

en el título V que lleva por rúbrica “Ciudadanía”. El texto del artículo 

tan sólo varía en dos cuestiones de la redacción originaria de la Carta: 

cuando se refiere al derecho de toda persona a acceder al expediente 

en el texto original se decía “al expediente que le afecte” y en el texto 

adaptado de 2007 se ha modificado “al expediente que le concierna”; la 

segunda modificación se refiere al derecho de toda persona de dirigirse a 

las instituciones de la Unión en una de las lenguas “de la Constitución” 

en el texto adaptado y “de los Tratados” en el texto original. Obviamente 

son simples modificaciones del estilo de la redacción que no introducen 

ninguna novedad.
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La Ley Orgánica 1/2008, de 30 de julio nos remite en su artículo 2 al 

artículo 10.2 de la Constitución española, que establece que las normas 

relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución 

reconoce, se han de interpretar de conformidad con la Declaración 

Universal de Derechos Humanos y los Tratados y Acuerdos Internacionales 

sobre las mismas materias ratificados por España, luego los derechos 

fundamentales y las libertades que la Constitución reconoce se han de 

interpretar también de conformidad con lo dispuesto en la Carta de los 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 

Es relevante la interpretación sistemática que podría hacerse del artículo 

41 de la Carta que reconoce el derecho a una buena administración, pues 

los artículos 39 y 40 de la Carta reconocen a todo ciudadano de la Unión 

el derecho a ser elector y elegible en las elecciones al Parlamento Europeo 

y en las elecciones municipales, respectivamente; el artículo 44 reconoce 

a todo ciudadano de la Unión o toda persona física o jurídica que resida 

o tenga su domicilio social en un Estado miembro el derecho de petición 

ante el Parlamento Europeo y el artículo 45 se refiere a la libertad de 

circulación y de residencia de todo ciudadano de la Unión. Si hacemos 

una búsqueda en nuestra Constitución de los derechos enunciados de la 

Carta, observamos que el derecho a acceder a cargos públicos y participar 

en los asuntos públicos se reconoce en el artículo 23 de la Constitución; 

el derecho de petición se reconoce en el artículo 29; el derecho a circular 

libremente por el territorio nacional y a entrar y salir libremente de España 

en los términos que la ley establezca, se reconoce en el artículo 19. Todos 

estos artículos están integrados en la Sección primera del Capítulo segundo 

del Título I y por tanto son derechos fundamentales de máxima protección. 

Luego es relevante que la Carta sitúe sistemáticamente el derecho a una 

buena administración entre derechos que en la Constitución española son 

fundamentales y son, por tanto, susceptibles de las máximas garantías. 

No obstante, el derecho a una buena Administración al no tener su reflejo 

constitucional entre los derechos fundamentales no tiene valor de criterio 

de interpretación, aunque la voluntad de los redactores de la Carta camine 

en el reconocimiento del derecho a una buena Administración como 

derecho fundamental, y por tanto el derecho a la buena administración, 

referido a las Administraciones del Estado, no tiene reconocimiento jurídico 

ni siquiera por la vía de la Ley Orgánica 1/2008, de 30 de julio.

No obstante, el 
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2.3. Estatuto de autonomía

Recientemente, varios Estatutos de Autonomía, concretamente el 

Catalán14,  el Castellano Leonés15, el balear16 y el Andaluz han recogido 

de forma expresa el derecho a una buena administración. Mientras que el 

14  El Estatuto de Autonomía para Cataluña, Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, también 
reconoce el derecho a una buena administración. Su artículo 30 que lleva por título “Derechos 
de acceso a los servicios públicos y a una buena administración” y forma parte del título 
“Derechos, deberes y principios rectores” establece que “1. Todas las personas tienen derecho 
a acceder en condiciones de igualdad a los servicios públicos y a los servicios económicos 
de interés general. Las administraciones públicas deben fijar las condiciones de acceso y los 
estándares de calidad de estos servicios, con independencia del régimen de su prestación. 2. 
Todas las personas tienen derecho a ser tratadas por los poderes públicos de Cataluña, en 
los asuntos que les afectan, de forma imparcial y objetiva, y que la actuación de los poderes 
públicos sea proporcionada a las finalidades que la justifican. 3. Las leyes deben regular las 
condiciones de ejercicio y las garantías de los derechos a que se refieren los apartados 1 
y 2 y determinar los casos en que las administraciones públicas de Cataluña y los servicios 
públicos que dependen de ellas tienen que adoptar una Carta de derechos de los usuarios y 
de obligaciones de los prestadores”.

15   El Estatuto de Autonomía para Castilla y León, Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, 
también reconoce el derecho a una buena administración. Su artículo 12 que lleva por título 
“Derecho a una buena Administración” y forma parte del Título I “Derechos principios rectores” 
establece que “La Ley garantizará los siguientes derechos de los ciudadanos en sus relaciones 
con la Administración autonómica: a. A recibir información suficiente sobre los servicios y 
prestaciones a los que pueden acceder y sobre las condiciones del acceso a los mismos; b. 
A un tratamiento imparcial y objetivo de los asuntos que les conciernan y a la resolución 
de los mismos en un plazo razonable; c. Al acceso a los archivos y registros administrativos, 
a los documentos de las instituciones y administraciones públicas de Castilla y León, y a 
la información administrativa, con las excepciones que legalmente se establezcan; d. A la 
protección de los datos personales contenidos en ficheros dependientes de la Administración 
autonómica, garantizándose el acceso a dichos datos, a su examen y a obtener, en su caso, la 
corrección y cancelación de los mismos. Mediante Ley de las Cortes podrá crearse la Agencia 
de Protección de Datos de la Comunidad de Castilla y León para velar por el respeto de 
estos derechos en el marco de la legislación estatal aplicable; e. Al acceso en condiciones 
de igualdad y con pleno respeto a los principios constitucionales de mérito y capacidad a los 
empleos públicos en la Administración autonómica y en los entes de ella dependientes; f. A 
formular quejas sobre el funcionamiento de los servicios públicos”. 

16   El Estatuto de Autonomía para las Islas baleares, Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, 
también reconoce en su artículo 14 que lleva por rúbrica “Derechos en relación con las 
Administraciones Públicas” y forma parte del Título II “De los derechos, los deberes y las 
libertades de los ciudadanos de las Illes Balears”, el derecho a una buena administración en los 
siguientes términos: ”1. Sin perjuicio de lo que dispone la legislación básica del Estado, una Ley 
del Parlamento de las Illes Balears regulará el derecho a una buena administración y al acceso 
a los archivos y registros administrativos de las instituciones y Administraciones públicas de las 
Illes Balears. 2. Todos los ciudadanos tienen derecho a que las Administraciones públicas de las 
Illes Balears traten sus asuntos de forma objetiva e imparcial y en un plazo razonable, a gozar 
de servicios públicos de calidad, así como a acceder a la función pública en condiciones de 
igualdad y según los principios constitucionales de mérito y capacidad. 3. Los ciudadanos de 
las Illes Balears tendrán derecho a dirigirse a la Administración de la Comunidad Autónoma en 
cualquiera de sus dos lenguas oficiales y a recibir respuesta en la misma lengua utilizada. 4. En 
el ámbito de sus competencias, la Comunidad Autónoma garantizará la calidad de los servicios 
de la Administración de Justicia, la atención a las víctimas y el acceso a la justicia gratuita. 5. 
Las Administraciones públicas de las Illes Balears garantizarán políticas de protección y defensa 
de consumidores y usuarios y de sus asociaciones, así como de su derecho a ser informados y 
a intervenir, directamente o a través de sus representantes, ante las Administraciones públicas 
de las Illes Balears de acuerdo con la legislación del Estado y las Leyes del Parlamento”.
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Estatuto para Aragón no reconoce expresamente el Derecho a una buena 

administración, sino que tímidamente en su artículo 16 hacer referencia 

a los derechos en relación con los servicios públicos17. En el Estatuto de 

Autonomía para Andalucía en su artículo 31 que lleva por rubrica “Buena 

administración” y forma parte del Capítulo II “Derechos y Deberes” del 

Título I “Derechos Sociales, Deberes y Políticas Públicas” se garantiza “el 

derecho a una buena administración, en los términos que establezca la ley, 

que comprende el derecho de todos ante las Administraciones Públicas, 

cuya actuación será proporcionada a sus fines, a participar plenamente 

en las decisiones que les afecten, obteniendo de ellas una información 

veraz, y a que sus asuntos se traten de manera objetiva e imparcial y 

sean resueltos en un plazo razonable, así como a acceder a los archivos 

y registros de las instituciones, corporaciones, órganos y organismos 

públicos de Andalucía, cualquiera que sea su soporte, con las excepciones 

que la ley establezca”.

Los artículos 38, 39 y 41 del Estatuto son los que establecen las garantías 

de los derechos del capítulo II del Título I. Por tanto, el derecho a una 

buena administración, en primer lugar, vincula a todos los poderes públicos 

andaluces; debe ser interpretado en el sentido más favorable a su plena 

efectividad; el Parlamento debe aprobar las correspondientes leyes de 

desarrollo, que han de respetar, en todo caso, el contenido de los mismos 

establecido por el Estatuto, y han de determinar las prestaciones y servicios 

vinculados, en su caso, al ejercicio de este derecho. En segundo lugar, los 

actos de los poderes públicos de la Comunidad que vulneren el derecho a 

una buena administración podrán ser objeto de recurso ante la jurisdicción 

correspondiente, de acuerdo con los procedimientos que establezcan las 

leyes procesales del Estado. Y en tercer lugar, corresponde al Defensor 

o Defensora del Pueblo Andaluz velar por la defensa del derecho a una 

buena Administración.

No podemos obviar en este punto la importante aportación que 

hizo el Defensor del Pueblo Andaluz al reconocimiento del derecho 

17   Estatuto de Autonomía para Aragón, artículo 16 rubricado “Derechos en relación con los 
servicios públicos”: “1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad 
a unos servicios públicos de calidad. 2. Los ciudadanos y ciudadanas, en el marco de lo regulado 
por las Leyes, tienen derecho a formular solicitudes, peticiones, reclamaciones y recursos ante 
las Administraciones Públicas y a que éstos sean resueltos en los plazos adecuados. 3. Todas 
las personas tienen derecho a la protección de sus datos personales contenidos en las bases de 
datos de las Administraciones Públicas y empresas públicas aragonesas y las empresas privadas 
que trabajen o colaboren con ellas. Igualmente, tendrán derecho a acceder a los mismos, a su 
examen y a obtener su corrección y cancelación”. 
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a una buena Administración en el proceso de reforma del Estatuto de 

Autonomía Andaluz. El Comisionado Parlamentario Andaluz afirmó 

en su comparecencia ante la Comisión de desarrollo estatutario del 

Parlamento de Andalucía, que el deber de la Administración de actuar 

con sujeción al principio de legalidad y con objetividad en su tarea de 

satisfacer los intereses generales se debe expresar “en un marco de 

reciprocidad, teniendo muy en cuenta la presencia de los ciudadanos 

como parte esencial de las relaciones administrativas”. Por ello, en el 

texto del precepto estatutario que proponía18, el Defensor del Pueblo 

Andaluz reconocía que, tras las obligaciones de la Administración de 

actuar sobre estos principios, se generaba correlativamente una serie de 

derechos ciudadanos para merecer una buena Administración, gracias a 

la información, la transparencia, la agilización de los procedimientos o la 

participación en los asuntos públicos19.

Además, el Estatuto de Autonomía hace también referencias implícitas al 

derecho a una buena administración cuando fija para la Administración 

Autonómica como principios de actuación y gestión de sus competencias 

los principios de eficacia, eficiencia, racionalidad organizativa, jerarquía, 

simplificación de procedimientos, desconcentración, coordinación, coope-

ración, imparcialidad, transparencia, lealtad institucional, buena fe, 

protección de la confianza legítima, no discriminación y proximidad a los 

ciudadanos20; cuando establece la participación de los ciudadanos en los 

procedimientos administrativos o de elaboración de disposiciones que les 

18   El texto que el Defensor del Pueblo Andaluz proponía se reproduce a continuación: 

“1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía servirá con objetividad los 
intereses generales con pleno respeto al principio de legalidad y de acuerdo con los principios 
de eficacia, eficiencia, descentralización, desconcentración, coordinación, cooperación y 
responsabilidad de la gestión pública. 2. La actuación de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía asegurará a los ciudadanos y ciudadanas la efectividad de sus 
derechos en sus relaciones con ésta, garantizando una buena administración a través de la 
información sobre derechos y procedimientos, transparencia, agilización y participación en los 
procedimientos que les afecten”.

19   Vid. Comparecencia del Defensor del Pueblo Andaluz ante la Comisión de Desarrollo 
Estatutario, reforma del estatuto de autonomía para Andalucía, sesión número 5 de 15 de 
noviembre de 2004. Págs. 63 y 64.

20   Es significativo observar que muchos de estos principios tienen el rango de constitucionales 
pues se prevén en el artículo 103 de la CE, así el principio de objetividad, de jerarquía, de 
eficacia, descentralización, desconcentración y coordinación, pero otros que se enumeran en 
el artículo 3 y el artículo 4 de la Ley 30/1992, así el principio de cooperación, eficiencia, 
transparencia, buena fe, confianza legítima y lealtad institucional, y otros enumerados en el 
artículo 3 de la Ley 9/2007 de 22 de octubre de la Administración de la Junta de Andalucía se 
han elevado al rango de estatutarios, así el principio de racionalidad organizativa, simplificación 
de procedimiento, imparcialidad, no discriminación y proximidad a la ciudadanía.
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puedan afectar y a su regulación le aplica una reserva de ley al igual que al 

acceso de los ciudadanos a los archivos y registros de la Administración de 

la Junta de Andalucía. También hace referencias implícitas al derecho a una 

buena administración cuando impone a la Administración autonómica la 

obligación de hacer pública la oferta y características de prestación de los 

servicios y las cartas de derechos de los ciudadanos ante la misma21.

Respecto a la naturaleza jurídica del derecho a una buena Administración el 

Estatuto andaluz es claro al ubicar el derecho a una buena administración 

entre los derechos de los andaluces al ser incluido en el Capítulo II del 

Título I. También por el sentido literal y por la estructura de la norma de del 

precepto se pueda hacer la afirmación de que estamos ante un derecho, 

pues se reconoce un derecho, “el derecho a una buena administración”, y 

se establece un contenido esencial del mismo “ (…) comprende el derecho 

de todos ante las Administraciones Públicas, (�) a participar plenamente en 

las decisiones que les afecten (�) y a que sus asuntos se traten de manera 

objetiva e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable, así como 

a acceder a los archivos y registros de las instituciones, corporaciones, 

órganos y organismos públicos de Andalucía, cualquiera que sea su 

soporte, con las excepciones que la ley establezca.

El derecho existe por su consagración legal y que la ulterior regulación 

de sus términos se remita a una norma infraordenada, “se garantiza el 

derecho a una buena administración, en los términos que establezca la 

ley�” no resta virtualidad jurídica a la consagración estatutaria del derecho22. 

El derecho de que se trata se tiene por su consagración genérica en la 

norma estatutaria, sin que su existencia dependa ya de la ulterior norma 

de desarrollo, y ello independientemente de las dificultades que puedan 

derivarse en el momento de su justiciabilidad por la mayor o menor 

definición de su contenido en la norma estatutaria23. El artículo 31 vincula, 

21   Artículos 133, 134 y 137, respectivamente, del la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, 
de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

22   Sobre la positivización de los derechos vid. PÉREZ LUÑO, A. E. “La positividad de los 
derechos sociales: su enfoque desde la Filosofía del Derecho”. Derechos y libertades: Revista 
del Instituto Bartolomé de las Casas. Año 10, 14, 2006, págs. 151-178. La tercera generación 
de derechos humanos, Aranzadi, 2006. Derechos humanos, Estado de Derecho y Constitución, 
Tecnos, 2005. DE CASTRO CID, B., Los derechos económicos sociales y culturales. Análisis a la 
luz de la teoría general de los derechos humanos. Universidad de León, León, 1993.

23   Sobre los problemas de justiciabilidad de los derechos vid. ABRAMOVICH, V. y CURTIS, 
Ch., Los derechos sociales como derechos exigibles, Trotta, Madrid, 2002; BERRAONDO LÓPEZ, 
M. Los derechos humanos en la globalización, Diputación Foral de Guipúzcoa, Bilbao, 2004; 
CARRETERO SÁNCHEZ, S., El cambio de los derechos sociales y su justiciabilidad (Impacto 
jurídico de la inmigración en la teoría tradicional de los derechos humanos). Universidad 
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en virtud del artículo 38 del Estatuto, a todos los poderes públicos de 

Andalucía y por tanto el Parlamento tiene que aprobar la correspondiente 

ley de desarrollo del derecho que tienen que respetar, en todo caso, el 

contenido mínimo reconocido al derecho a una buena administración. 

Ahora bien ello no lleva a afirmar que, si entendemos que la Ley 9/2007, de 

22 de octubre de la Administración de la Junta de Andalucía es la adecuada 

en el ámbito autonómico a desarrollar este derecho, necesita una reforma 

que incorpore efectivamente el derecho a una buena administración y 

que desarrolle su contenido respetando el diseñando por el Estatuto, de 

ahí que el artículo 5 de esta ley, que se refiere al principio de la buena 

administración enumerado en su artículo 3.t), ya no sea suficiente porque 

la buena administración no solo es un principio sino también un derecho 

reconocido en el Estatuto24. No obstante, hay que dejar constancia del 

importante paso del legislador autonómico que en marzo de 2007 con 

la Ley de la Administración de la Junta de Andalucía reconocía, sin tener 

precedente en la legislación estatal el principio de la buena administración, 

que comprende una serie de derechos para los ciudadanos, y en octubre 

de ese mismo año reconoce el derecho a una buena administración en el 

Estatuto de Autonomía. 

En este punto cabe preguntarse si un Estatuto de Autonomía puede crear 

derechos distintos de los reconocidos en el Título I de la Constitución y si 

el reconocimiento de esos nuevos derechos puede suponer una quiebra 

Complutense Facultad de Derecho, Madrid, 2004; GARCÉS SANAGUSTÍN, A., Prestaciones 
sociales, función administrativa y derechos de los ciudadanos. McGraw Hill, Madrid, 1996; 
GARCÍA MORALES, A. F., La justiciabilidad de los derechos económicos, sociales y culturales, 
Universidad Complutense Facultad de Derecho, Madrid, 2003; ORDÓÑEZ SOLÍS, D., La 
protección judicial de los derechos fundamentales de solidaridad, Comares, Granada, 2006; 
PISARELLO, G., Los derechos sociales y sus garantías. Elementos para una reconstrucción, 
Trotta, Madrid, 2007. VICENTE GIMÉNEZ, T., La exigibilidad de los derechos sociales, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2006. 

24   Artículo 5. “Principio de buena administración: 1. En su relación con la ciudadanía, 
la Administración de la Junta de Andalucía actúa de acuerdo con el principio de buena 
administración, que comprende el derecho de la ciudadanía a: a) Que los actos de la 
Administración sean proporcionados a sus fines; b) Que se traten sus asuntos de manera 
equitativa, imparcial y objetiva; c) Participar en las decisiones que le afecten, de acuerdo con el 
procedimiento establecido; d) Que sus asuntos sean resueltos en un plazo razonable, siguiendo 
el principio de proximidad a la ciudadanía; e) Participar en los asuntos públicos; f) Acceder a la 
documentación e información de la Administración de la Junta de Andalucía en los términos 
establecidos en esta Ley y en la normativa que le sea de aplicación; g) Obtener información 
veraz; h) Acceder a los archivos y registros de la Administración de la Junta de Andalucía, 
cualquiera que sea su soporte, con las excepciones que la ley establezca. 2. En la organización 
y gestión de los servicios públicos se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de las 
personas con discapacidad.”
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del principio general de igualdad de los españoles25. La respuesta la 

encontramos en la Sentencia del Tribunal Constitucional 247/2007, 

de 12 de diciembre de 2007 que se ha dictado con motivo del recurso 

de inconstitucionalidad interpuesto por el Gobierno de Comunidad 

Autónoma de Aragón respecto al artículo 17.1 del Estatuto de Autonomía 

de la Comunidad Valenciana26.

Analicemos brevemente el motivo y las argumentaciones que originaron el 

recurso de inconstitucionalidad para entender y situar el pronunciamiento 

del Tribunal Constitucional27.

25   Esta cuestión ha sido ampliamente abordada por la doctrina y para profundizar en 
ello se sugiere la lectura de ORTEGA ÁLVAREZ, L., “Los derechos ciudadanos en los nuevos 
Estatutos de Autonomía” en Estado compuesto y derechos de los ciudadanos. Institut 
d’Estudis Autonòmics, Barcelona 2007, págs. 68 y ss.; CARRILLO LÓPEZ, M., “Los derechos, 
un contenido constitucional de los Estatutos de Autonomía” en Revista Española de Derecho 
Constitucional, núm. 80, 2007; págs.. 49 � 73; APARICIO WILHELMI, M. y PISARELLO, G., 
“El reconocimiento de derechos, deberes y principios en los Estatutos de Autonomía; ¿hacia 
una comprensión multinivel o en red de la protección de los derechos?” en El Clip, núm. 
42, 2007, págs. 12 y 13; APARICIO, M. A., Derechos y principios rectores en los Estatutos 
de Autonomía, Atelier, Barcelona, 2008.; CATALÁ I BAS, A. H., “La inclusión de una carta 
de derechos en los Estatutos de Autonomía” en Revista Española de la Función Consultiva, 
núm. 4, 2005 y GARCÍA ÁLVAREZ, M. y GARCÍA LÓPEZ, R. “El modelo de estado social ante 
la reforma de los Estatutos de Autonomía” en La reforma de los Estatutos de Autonomía, 
Revista Jurídica de Castilla y León, 2003.  Y sobre el estudio específico de de la inclusión de las 
Cartas de Derechos en concretos Estatutos de Autonomía vid. CATALÁ I BAS, A. H., “Estatuto 
valenciano y construcción del Estado social” en Modelo de Estado y Reforma de los Estatutos, 
obra que comprende comentarios diversos a los Estatutos o Proyectos de la Comunidad 
Valenciana, Andalucía, Galicia, Canarias, País Vasco. Fundación Prof. Broseta. Valencia, 2007; 
FERRERES COMELLA, V., “Derechos, deberes y principios en el Nuevo Estatuto de Autonomía 
de Cataluña” en obra colectiva del mismo título, CEPC, Madrid, 2006; MARTÍN CUBAS, J., 
“La reforma del Estatuto de la Comunidad Valenciana”, en Revista Cortes Generales, núm. 
66, 2005; TUR AUSINA, R., “La introducción de un catálogo de derechos en el nuevo Estatuto 
de Autonomía de la Comunitat valenciana”, en Un Estatuto para el siglo XXI, vol I, Revista 
valenciana d´Estudis autonòmics, núms. 47/48, 2005, págs. 180 y ss; AGUDO ZAMORA, 
M. J., “Derechos sociales y políticas públicas en la reforma del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía” en Nuevas políticas públicas. Anuario multidisciplinar para la modernización de 
las Administraciones Públicas, núm. 2 dedicado a los Derechos Sociales; del mismo autor sus 
comentarios a los “Derechos sociales, deberes y políticas públicas” en Comentarios al Estatuto 
de Autonomía de Andalucía (dir. S. Muñoz Machado y M. Rebollo Puig), Thomson-Civitas, 
Madrid, 2008. Comentario al Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana (dir. J. M. 
Baño León), Thomson/Civitas. La reforma de los Estatutos de Autonomía (ob. col.), Revista 
Jurídica de Castilla y León, Valladolid, 2003; SÁNCHEZ FÉRRIZ, R., “Derechos y libertades 
públicas en los Estatutos de Autonomía: especial referencia al de la Comunidad Valenciana” 
en Revista Valenciana d’Estudis Autonòmics, núm. 4, 1986 y CARRILLO LÓPEZ, M. “El nuevo 
Estatuto de Autonomía de Cataluña de 2006, en el marco de las reformas estatutarias en 
España”, Revista de derecho de Extremadura, num. 3, 2008, págs. 25-49.

26   Para un análisis del tratamiento concreto dado por la Sentencia a dicho precepto puede 
verse el excelente estudio de GARRORENA MORALES, A., en “La constitucionalidad de los 
nuevos Estatutos en materia de aguas”, Fundación IEA, Murcia, 2008, pág. 44 y ss.

27   Esta Sentencia del Tribunal Constitucional ha sido ampliamente analizada por la Doctrina, 
al respecto vid. Cfr. al respecto FERNÁNDEZ FARRERES, G., ¿Hacia una nueva doctrina 
constitucional del Estado Autonómico? (Comentario a la STC 247/2007 de 12 de diciembre 
sobre el Estatuto de Autonomía de la Comunidad valenciana), Thomson-Civitas, 2008, pág. 
74 y ss.;  ARAGÓN REYES, M., “A propósito de la crítica de Germán Fernández Farreres a la 
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El estatuto valenciano reconoce en el artículo 17.1 dos derechos a los 

valencianos, por un lado “el derecho a disponer del abastecimiento 

suficiente de agua de calidad” y por otro lado “el derecho de redistribución 

de los sobrantes de aguas de cuencas excedentarias atendiendo a criterios 

de sostenibilidad de acuerdo con la Constitución y la legislación estatal”. 

El Gobierno de Aragón, que interpuso el recurso, sostenía entre otros 

argumentos, que el reconocimiento de ese derecho excedía del contenido 

propio de un Estatuto de Autonomía, infringiendo el artículo 147 de la 

CE y los principios de unidad y de igualdad de los artículos 138 y 139.1 

de la CE28. El Gobierno de Aragón argüía que partiendo de los derechos 

establecidos en el título I de la Constitución como derechos subjetivos, de 

los que es titular el individuo frente a los poderes públicos, permitir que 

en los Estatutos de Autonomía se proclamen derechos que no tengan un 

enlace directo con los específicamente recogidos en la Constitución, aun 

cuando sea con invocación del artículo 9.2 CE, supone quebrar el principio 

general de igualdad de los españoles, así como el principio de unidad, de 

manera que el legislador orgánico, yendo más allá de los límites propios 

de los Estatutos de Autonomía como normas de articulación del sistema 

competencial, habría infringido el artículo 147 de la CE, haciendo las veces 

de un auténtico poder constituyente. 

Por su parte el Consejo de la Generalitat Valenciana negaba que el precepto 

recurrido exceda del contenido estatutario, vulnerando el artículo 147 

CE, y negaba también que pudiera suponer la quiebra del ejercicio de los 

derechos en condiciones de igualdad a que se refiere el artículo 149.1.1 CE. 

Para sostener esta postura afirmaba tres argumentos: el primero, incidía en 

la idea de interpretar que la inclusión del derecho reconocido en el artículo 

17.1 del Estatuto era la consecuencia de la obligación constitucional 

STC 247/2007”, en Revista de Estudios de Derecho Constitucional, núm. 83, 2008, pág. 149 
a 152; TORNOS MAS, J., “La Sentencia del Tribunal Constitucional 247/2007 y el sistema 
constitucional de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas” 
en Revista d´Estudis Autonòmics i Federals, núm. 7, octubre 2008, pág. 79 y ss. y CABELLOS 
ESPIÉRREZ, M. A., “La relación derechos-Estado Autonómico en la Sentencia sobre el Estatuto 
valenciano”, Revista d’Estudis Autonòmics i Federals, núm. 7, Octubre 2008, pág. 122 y ss.

28   Artículo 138 de la CE: “1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de 
solidaridad consagrado en el artículo 2 de la Constitución, velando por el establecimiento 
de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español, 
y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular. 2. Las diferencias entre los 
Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún caso, 
privilegios económicos o sociales”. Artículo 139.1 de la CE: “Todos los españoles tienen los 
mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado”. Vid. LUCAS VERDÚ, 
P. y LUCAS MURILLO DE LA CUEVA, P., “Comentario al artículo 139. Autonomía e igualdad. 
La posición jurídica de los ciudadanos en el Estado de las Autonomías” en Comentarios a la 
Constitución española, (dir. Oscar Alzaga), Cortes Generales-EDERSA, pág. 477. 
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de velar por el respeto y eficacia de los derechos de los ciudadanos; el 

segundo, se asentaba en que la titularidad por parte de la Comunidad 

Valenciana de competencias que afectan e inciden directamente en los 

derechos recogidos en el artículo 17.1 del Estatuto implica la obligación 

de desarrollar las políticas correspondientes, que sólo pueden ser efectivas 

si no se desvinculan de los derechos; y en tercer lugar, sostenía que la 

referencia a la organización de las instituciones propias como contenido 

necesario de los Estatutos de Autonomía, vía artículo 147.2 c) de la CE, 

no puede entenderse en un sentido meramente orgánico, sino que, antes 

bien, incluye los mandatos básicos de acción, entre los que se cuentan los 

principios rectores de la política social y económica.

Como solución a estas dos posturas jurídicas el Tribunal Constitucional 

aclara dos cuestiones: 

Si el artículo 139.1 y el artículo 149.1.1 de la Constitución implica una 

uniformidad absoluta del régimen de los derechos constitucionales 

en todo el territorio nacional.

Si el Estatuto de Autonomía es la norma adecuada para el 

reconocimiento de derechos distintos de los del Título I de la CE.

Respecto de la primera cuestión el Tribunal Constitucional afirma que el 

artículo 139.1 CE no contempla una uniformidad absoluta del régimen 

de los derechos constitucionales en todo el territorio nacional, sino un 

principio de igualdad sustancial susceptible de modulaciones diferenciadas 

en mayor o menor grado en las Comunidades Autónomas, según el 

tipo de derecho de que se trate y el reparto competencial en la materia 

implicada29. Ahondando en esta idea, reitera que afirma que aunque los 

derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del Título I de la 

Constitución tengan una aplicabilidad inmediata o directa de acuerdo con 

el contenido expresado por su propio enunciado constitucional, vinculando 

a todos los poderes públicos sin excepción, vía artículo 53 CE30, pudiendo 

29   Artículo 139.1 CE: “Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en 
cualquier parte del territorio del Estado”.

30   Cuanto acaba de exponerse constituye doctrina tradicional y reiterada del Tribunal 
Constitucional. Vid STC 25/1981, de 14 de julio, FJ 5 que se expresa en los siguientes 
términos: “en cuanto elemento fundamental de un ordenamiento objetivo, los derechos 
fundamentales dan sus contenidos básicos a dicho ordenamiento, en nuestro caso al del 
Estado social y democrático de Derecho, y atañen al conjunto estatal. En esta función, los 
derechos fundamentales no están afectados por la estructura federal, regional o autonómica 
del Estado. Puede decirse que los derechos fundamentales, por cuanto fundan un status 
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hablarse por tanto de un sustrato de igualdad en todo el territorio nacional 

respecto de estos derechos, nada determina que el régimen jurídico de 

los derechos constitucionales quede sustraído a las reglas del reparto 

competencial. Esto es así porque el artículo 53 de la Constitución no es un 

precepto que distribuye competencias31.

Por tanto, el Tribunal Constitucional asienta como primera conclusión 

que el artículo 139.1 CE no contempla una uniformidad absoluta del 

régimen de los derechos constitucionales en todo el territorio nacional, 

sino un principio de igualdad sustancial, luego el principio de igualdad 

en derechos y obligaciones de todos los españoles en cualquier parte del 

territorio nacional no puede ser entendido en modo alguno como una 

rigurosa y monolítica uniformidad del ordenamiento, pues la autonomía 

de la Comunidades Autónomas significa, precisamente, la capacidad de 

cada nacionalidad o región para decidir cuándo y cómo ejercer sus propias 

competencias, en el marco de la Constitución y del Estatuto. Por tanto, 

las Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas pueden ejercer 

sus competencias normativas en los ámbitos materiales previstos en cada 

Estatuto de Autonomía, lo que les habilita para establecer sus propias 

políticas u objetivos a través de los regímenes jurídicos que consideren 

más adecuados en cada caso.

Dando un paso más y para resolver la segunda cuestión, ya que el artículo 

139.1 CE no impide al legislador ordinario de las Comunidades Autónomas 

la regulación de determinados principios o enunciados que atribuyan 

verdaderos derechos subjetivos a los correspondientes ciudadanos, el 

Tribunal Constitucional se plantea si dicho precepto constitucional impide 

que sean los propios Estatutos de Autonomía los que contengan tales 

declaraciones o enunciados, formalizados como derechos estatutarios que 

jurídico-constitucional unitario para todos los españoles y son decisivos en igual medida para 
la configuración del orden democrático en el Estado central y en las Comunidades Autónomas, 
son elemento unificador, tanto más cuanto el cometido de asegurar esta unificación, 
según el art. 155 de la Constitución, compete al Estado. Los derechos fundamentales son 
así un patrimonio común de los ciudadanos individual y colectivamente, constitutivos del 
ordenamiento jurídico cuya vigencia a todos atañe por igual. Establecen por así decirlo una 
vinculación directa entre los individuos y el Estado y actúan como fundamento de la unidad 
política sin mediación alguna”.

31   Para profundizar en esta idea vid DE OTTO, I., “Los derechos fundamentales y la potestad 
normativa de las Comunidades Autónomas en la Jurisprudencia Constitucional”, Revista Vasca 
de Administración pública p, 10, 1984; BAÑO LEÓN, J. M., Las Autonomías territoriales y el 
principio de uniformidad de las condiciones de vida, Madrid, 1988, págs. 192-193; CARRO, 
J. L., “Contenido y alcance de la competencia del Estado definida en el artículo 149.1.1ª de la 
Constitución” REDL 1, 1981 y ÁLVAREZ CONDE, E., “Curso de Derecho Constitucional”, Vol. 
II, Tecnos, Madrid, 1993, págs. 359-360.  
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vinculen a los poderes públicos autonómicos y locales. Para ello el Tribunal 

analiza, por un lado, las previsiones constitucionales no incluidas en el 

artículo 147 CE y por otro lado, las propias previsiones del artículo 147 

CE32. 

Las primeras tienen como base los artículos 3.2, 4.2, 69.5, 145.2, 149.1.29, 

152.1 y 3 y 156.2 y disposiciones adicionales primera y cuarta de la CE. Según 

éstas el amplio margen de configuración constitucionalmente previsto 

de que gozan los Estatutos de Autonomía se caracteriza porque de la 

regulación que realicen los Estatutos de Autonomía pueden desprenderse, 

de modo inmediato, verdaderos derechos públicos subjetivos.

Analizando el contenido del artículo 147.2 de la CE el Tribunal 

Constitucional se centra en los apartados c) y d). En atención al contenido 

del artículo 147.2,c) el Estatuto de Autonomía tiene que contener la 

organización de las instituciones de las Comunidades Autónomas como 

“norma institucional básica” de cada Comunidad Autónoma y será pues 

el Estatuto de cada Comunidad el que, dentro del respeto a las previsiones 

constitucionales, deba trazar las líneas esenciales a que deberá ajustarse 

la organización y funcionamiento de sus instituciones. Por tanto, al ser 

los Estatutos, precisamente, la concreta fuente constitucionalmente 

prevista para dotar de sentido y alcance material a las instituciones 

autonómicas con la orientación que cada uno de ellas considere adecuada 

dentro del marco de la Constitución, dichas regulaciones estatutarias, 

llamadas constitucionalmente a producir una vinculación directa de los 

poderes públicos de la Comunidad, pueden generar verdaderos derechos 

subjetivos. 

Por otro lado, atendiendo al contenido del artículo 147.2, d) de la CE 

los Estatutos tienen que contener “las competencias asumidas dentro del 

marco establecido en la Constitución”. Por tanto, se habilita a los Estatutos 

de Autonomía para atribuir competencias a las Comunidades Autónomas, 

32   Sobre los contenidos mínimos, necesarios y suficientes de los Estatutos de Autonomía así 
como los contenidos posibles vid. MUÑOZ MACHADO, S. Derecho Público de las Comunidades 
Autónomas, 2º edic., Iustel, Madrid, 2007; LEGUINA VILLA, J.A. “La transferencia o la delegación 
de competencias por medio del Estatuto de Autonomía” en Estudios sobre la reforma del 
Estatuto, Institut d’Estudis Autonòmics, Generalidad de Catalunya, 2004; ALVAREZ CONDE, 
E., Reforma constitucional y reformas estatutarias, pág. 290-291; y asimismo en su Curso de 
Derecho Constitucional, pág. 510 y ss; ENTRENA CUESTA, R., “Comentario al artículo 147 
de la Constitución” en Comentarios a la Constitución, dir. Fernando Garrido Falla, 3º ed., 
Civitas, Madrid, 2001; y análogamente MARTÍN OVIEDO, J. M., “Estatutos de Autonomía. Su 
contenido y reforma” en Comentarios la Constitución española (dir. Oscar Alzaga), pág. 134. 
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correspondiendo a los órganos de autogobierno de éstas su ejercicio, lo 

que les permite configurar sus propias políticas, determinando con ello la 

existencia de verdaderos derechos públicos subjetivos de los ciudadanos. 

Partiendo de este dato, nada impide que el Estatuto de Autonomía, en 

cuanto norma institucional básica de la Comunidad Autónoma, al atribuir 

las competencias que han de ejercer los poderes públicos autonómicos, les 

impongan, de modo directo, criterios o directrices para su ejercicio o que 

lo hagan, de modo indirecto, mediante la formalización de enunciados o 

declaraciones de derechos a favor de los particulares. A juicio del Tribunal 

Constitucional ambos casos son supuestos en los que Estatuto formaliza 

mandatos al legislador y restantes poderes públicos autonómicos. Es por 

ello que dichos mandatos deberán estar conectados con una materia 

atribuida como competencia por el Estatuto y que, aunque vinculen 

efectivamente a los poderes públicos de la Comunidad Autónoma, 

necesitarán para adquirir plena eficacia del ejercicio por el legislador 

autonómico de la competencia normativa que le es propia, de manera que 

el principio o derecho enunciado carecerá de justiciabilidad directa hasta 

que se concrete, efectivamente, su régimen jurídico, pues sólo entonces 

se configurarán los consiguientes derechos subjetivos de los ciudadanos, 

al integrarse por dicho legislador las prescripciones constitucionales que 

han de ser necesariamente salvaguardadas. Por tanto, en atención al 

pronunciamiento del Tribunal Constitucional, en el ámbito de lo dispuesto 

por el art. 147.2 d) CE, los Estatutos de Autonomía no pueden establecer 

por sí mismos derechos subjetivos en sentido estricto, sino directrices, 

objetivos o mandatos a los poderes públicos autonómicos. Por ello, 

cualquiera que sea la literalidad con la que se expresen en los estatutos, 

tales prescripciones estatutarias han de entenderse, en puridad, como 

mandatos a los poderes públicos autonómicos, que, aunque les vinculen, 

sólo pueden tener la eficacia antes señalada. 

En conclusión, los Estatutos de Autonomía, que en el ámbito institucional del 

contenido estatutario pueden establecer derechos subjetivos por sí mismos, 

en el ámbito de atribución competencial requieren de la colaboración del 

legislador autonómico, de tal manera que las prescripciones estatutarias 

relativas a este último ámbito, cualquiera que sea el modo literal en 

que se enuncien, han de entenderse como mandatos, orientaciones u 

objetivos, dirigidos a los poderes públicos autonómicos para el ejercicio de 

competencias que el Estatuto atribuya.
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La sentencia del Tribunal Constitucional que hemos comentado fue firmada 

por la mayoría de los miembros del pleno del Tribunal Constitucional, 

pero a la firma se realizaron contundentes Votos Particulares de los 

cuales queremos tener especialmente en cuenta el formulado por el 

Magistrado Vicente Conde Martín de Hijas que disiente firmemente de, 

lo que él llama, “ardid dialéctico” de transformar apriorísticamente la 

declaración de derechos en los Estatutos en meros objetivos, directrices 

u orientaciones para el ejercicio de las competencias atribuidas a la 

Comunidad Autónoma. Para el Magistrado el juicio de constitucionalidad 

de una declaración de derechos en los estatutos de autonomía no puede 

solventarse “con independencia de la veste de que se revistan”, pues 

deberá ser precisamente esa “veste” la que habrá de tenerse en cuenta 

para decidir si el Estatuto está estableciendo un derecho, directamente 

atribuido en él a los españoles residentes en el territorio de la Comunidad 

Autónoma, o si, en vez de contemplar la posición jurídica de los 

ciudadanos, atribuyéndoles un derecho, está impartiendo una directriz 

para el ejercicio de las competencias atribuidas a los poderes públicos de la 

Comunidad Autónoma. El Magistrado del Tribunal Constitucional sostiene 

que es inconstitucional la declaración de Derechos distintos a los del Título 

I de la CE por los Estatutos de Autonomía, pero califica de inadmisible 

que el Tribunal en pro de mantener la constitucionalidad de los textos 

estatutarios, interprete y justifique que las declaraciones de derechos 

como meros principios rectores. 

Frente a la postura del Tribunal Constitucional y atendiendo, como 

explicado “ut supra” al sentido literal del precepto impugnado, a su 

estructura normativa y al contexto del mismo en una interpretación 

sistemática del Estatuto de Autonomía para Andalucía debe entenderse 

que se está estableciendo un derecho subjetivo exclusivamente para los 

ciudadanos de la Comunidad Autónoma Andaluza. Por tanto no es un 

derecho fundamental, puesto que en nuestro Derecho sólo pueden serlo 

los proclamados como tales en la Constitución, de ahí que no goce del 

mismo tipo de protección que tales derechos, sino que simplemente 

vinculen a los poderes públicos autonómicos. 

El derecho a una buena administración se proclama sin conexión alguna 

con el ejercicio de ninguna competencia de los poderes públicos de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía, sino más bien con la cobertura 

del artículo 147.2,c) de la Constitución. Según la jurisprudencia del 
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Tribunal Constitucional33, en atención a la previsión estatutaria de “la 

denominación, organización y sede de las instituciones autónomas 

propias”, artículo 147.2,c) CE, la organización de las instituciones de las 

Comunidades Autónomas admite trazar las líneas esenciales a que deberá 

ajustarse el funcionamiento de sus instituciones y la vinculación directa 

de los poderes públicos de la Comunidad con los ciudadanos, pudiendo 

generar verdaderos derechos subjetivos. El Estatuto de Autonomía de 

Andalucía regula en el Capítulo VII, ubicado en el Título IV “Organización 

Institucional de la Comunidad Autónoma” a la Administración de la 

Junta de Andalucía. Por tanto, al ser los Estatutos, precisamente, la 

concreta fuente constitucionalmente prevista para dotar de sentido y 

alcance material a la organización y funcionamiento de las instituciones 

autonómicas y al ser la Administración de la Junta de Andalucía una 

institución autonómica, al fijar las líneas esenciales de su funcionamiento 

y sus pautas y principios de actuación se ha reconocido explícitamente el 

derecho a una buena Administración, como una concreción del contenido 

estatutario de “organización de las instituciones autónomas propias” del 

artículo 147.2,c) de la CE.

En conclusión, no existe el derecho a una buena administración, cualquiera 

que sea la Administración de la que se trate, sino que existe el derecho a una 

buena administración autonómica, ello implica que si un ciudadano, vecino 

de Málaga, inicia un procedimiento administrativo ante la Subdelegación 

del Gobierno en la Provincia no puede hacer exigible la satisfacción de 

33   Vid STC 179/1989, de 2 de noviembre y STC 76/1988, de 26 de abril, entre otras. 
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su derecho a una buena administración, y lo mismo ocurriría si iniciara el 

procedimiento ante cualquier administración local. 

Ahora bien, nosotros hacemos una proposición que pondría orden en 

nuestro ordenamiento jurídico que, en ocasiones, se halla gravemente 

desorganizado y falto de coordinación y coherencia. Proponemos que el 

derecho a una buena administración debería ser un derecho exigible a 

todas las Administraciones públicas y para ello en una hipotética reforma 

constitucional debería tenerse en cuenta y debería ser configurado como 

un derecho fundamental para seguir la línea de interpretación del Derecho 

comunitario y elevar a rango constitucional lo que tímidamente como 

un derecho común empiezan a diseñar los Estatutos de Autonomía. Si el 

constituyente diera este paso, el derecho a una buena administración al 

configurarse como un derecho fundamental inserto en el ordenamiento 

jurídico, daría un contenido básico a dicho ordenamiento, en nuestro 

caso al del Estado social y democrático de Derecho, y atañería al conjunto 

estatal. En esta función, el derecho a una buena administración como 

derecho fundamental no estaría afectado por la estructura federal, 

regional o autonómica del Estado y en cuanto que fundaría un status 

jurídico-constitucional unitario para todos los españoles sería un elemento 

unificador para la configuración del orden democrático en el Estado central, 

en las Comunidades Autónomas y en los Entes Locales. El derecho a una 

buena administración sería así un patrimonio común de los ciudadanos 

individual y colectivamente, constitutivos del ordenamiento jurídico cuya 

vigencia a todos atañería por igual, requiriendo para su regulación, al 

tratarse de un derecho fundamental, de una ley orgánica resultado del 

trabajo parlamentario de las Cortes Generales.

Esta interpretación es difícil de casar con la que hemos mantenido 

para afirmar la validez del reconocimiento del derecho a una buena 

administración como auténtico derecho estatutario basado en el artículo 

147.1,c) en cuanto que contenido habilitado constitucionalmente en 

atención a la previsión estatutaria de “la denominación, organización y 

sede de las instituciones autónomas propias” que admite que a través 

de la organización de las instituciones de las Comunidades Autónomas 

se tracen las líneas esenciales a que debería ajustarse el funcionamiento 

de sus instituciones y la vinculación directa de los poderes públicos de 

la Comunidad con los ciudadanos, generando verdaderos derechos 

subjetivos. Ello daría lugar a que cada Comunidad Autónoma y a que la 

Administración General del Estado concibieran con distintos contenidos 
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el derecho a una buena administración, y de hecho ya ha ocurrido con la 

distinta definición que el Estatuto Catalán, Castellano-Leonés y Andaluz 

han dado a este derecho.

A día de hoy mantenemos la validez de que algunos los Estatutos de Autonomía 

proclaman como derecho estatutario el derecho a una buena administración 

con las vinculaciones jurídicas que respectivamente establecen los textos 

estatutarios, pero consideramos que esta no es la solución aceptable para 

configurar y crear en derecho a una buena administración que debe ser 

exigible por igual en todas las relaciones jurídicas de los ciudadanos con la 

Administración en cualquiera de sus manifestaciones territoriales. Por tanto 

sería deseable que constitucionalmente fuera reconocido como auténtico 

derecho y además como un derecho fundamental que reforzara el Estado 

Social, Democrático y de Derecho dando participación para su diseño a las 

distintas Administraciones Públicas y a los ciudadanos, directamente o a 

través de las instituciones a las que se dirigen para ser oídos y protegidos, 

así las instituciones de los Defensores; estatal, autonómico o locales. 

3.	 El contenido del Derecho a una Buena 

Administración dado por el Estatuto de 

Autonomía para Andalucía

La Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto 

de Autonomía para Andalucía, configura el derecho a una buena 

Administración con un contenido plural. Su artículo 31, que se rubrica 

“Buena administración”, atribuye a los ciudadanos el derecho a una buena 

Administración enunciando tres facultades concretas:

a)	El derecho de todos ante las Administraciones Públicas a participar 

plenamente en las decisiones que les afecten, obteniendo de ellas 

una información veraz.

b)	El derecho de todos ante las Administraciones Públicas a que sus 

asuntos se traten de manera objetiva e imparcial y sean resueltos en 

un plazo razonable.

c)	El derecho de todos ante las Administraciones Públicas a acceder a 

los archivos y registros de las instituciones, corporaciones, órganos 

y organismos públicos de Andalucía, cualquiera que sea su soporte, 

con las excepciones que la ley establezca. 
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Al interpretar el artículo 31 del Estatuto, podemos mantener dos posturas, 

por un lado, afirmar que las facultades mencionadas son el contenido 

del derecho a una buena Administración, pues cuando establece al 

legislador el mandato de aprobar una Ley parece que el sentido de la ley 

es sólo para determinar las garantías del derecho pero no su contenido, 

por otro lado, y considerando que es la interpretación más acertada, si 

atendemos al artículo 38 del Estatuto, este último enuncia que los derechos 

comprendidos en el capítulo II, entre ellos el de buena administración, 

deben ser interpretados en el sentido más favorable a su plena efectividad, 

sin perjuicio de que el Parlamento apruebe las correspondientes leyes de 

desarrollo, que respetarán, en todo caso, el contenido de los mismos 

establecido por el Estatuto, y determinarán las prestaciones y servicios 

vinculados a su ejercicio.

En cuanto a los titulares del derecho a una buena Administración el Estatuto 

de Autonomía de Andalucía mientras en el artículo 9 dice: “Todas las 

personas en Andalucía gozan como mínimo de los derechos reconocidos en la 

Declaración Universal de Derechos Humanos y demás instrumentos europeos 

e internacionales de protección de los mismos ratificados por España, en 

particular en los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales; en el Convenio Europeo para la 

Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y en 

la Carta Social Europea”; el artículo 12 establece que “los destinatarios de 

las políticas públicas y los titulares de los derechos y deberes contenidos en 

este Título son todas las personas con vecindad administrativa en Andalucía”. 

Ambos artículos nos permiten hacer una reflexión, si entendemos que el 

derecho a una buena Administración es un derecho que tiene su origen en 

la concreción del contenido estatutario de “organización de las instituciones 

autónomas propias” y por tanto en su autonomía para establecer las pautas 

de organización y funcionamiento de su Administración Pública, este derecho 

debiera predicarse de “todas las personas en Andalucía” y no sólo de “las 

personas con vecindad en Andalucía” porque las Administraciones Públicas 

mantienen actuaciones tanto con vecinos como con aquellos que habitan en 

la ciudad de forma más o menos temporal, pero que no tienen tal condición 

reconocida y ante cualquiera de ellos deben facilitar información y actuar con 

objetividad, resolviendo expresamente los procedimientos administrativos que 

entablen con ellos. 
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3.1.	El derecho de todos ante las Administraciones Públicas a 

participar plenamente en las decisiones que les afecten, 

obteniendo de ellas una información veraz

Es preciso interpretar el derecho de todos a participar en las decisiones 

que les afecten, en el sentido más favorable de participación tanto en los 

asuntos públicos derivados de las distintas potestades de planeamiento, 

como en la tramitación de los procedimientos administrativos en los que 

se es parte interesada. 

En los tiempos que vivimos, los ciudadanos reclaman una mayor 

participación en la vida pública. La sociedad es sujeto, con una cualificación 

muy relevante, para valorar la actuación de las Administraciones Públicas 

y proponer cambios que conduzca a un mejor acceso a ellas y una mejor 

gestión de los intereses generales. 

A través del reconocimiento a todos a participar plenamente en las decisiones 

administrativas que les afecten, obteniendo de ellas una información 

veraz, la participación ya no es solamente un criterio que debe guiar el 

buen proceder de las Administraciones Públicas, sino que es un auténtico 

derecho que debiera manifestarse de múltiples formas y por tanto no sólo 

en la intervención de los ciudadanos en los asuntos de interés propio, sino 

también en los asuntos relativos a los intereses generales. No podemos 

obviar que la noción de interés general debe vincularse a la noción de 

servicio a los ciudadanos y por tanto las Administraciones Públicas deben, 

por un lado, romper el monopolio interpretativo de lo que es el interés 

general, en cuya definición deben participar los ciudadanos porque la 

Administración ya no es dueña de los intereses generales, sino que debe 

definirlos a través de una acción combinada con ellos. Por otro lado, las 

Administraciones, deben romper con la idea de que el interés general es 

independiente de los intereses individuales y colectivos porque, sobre todo 

en la actividad discrecional de las Administraciones Públicas, la adopción 

de decisiones acertadas y oportunas es el fruto del conocimiento y la toma 

en consideración de los intereses privados singulares y colectivos. 

En este sentido, el punto en común de muchas de las reclamaciones y 

quejas de los ciudadanos y las asociaciones en materia medio ambiental y 

urbanística que se formalizan en la oficina del Defensor del Ciudadano/a, 

está constituido por el sentimiento de un déficit de participación 

ciudadana en las decisiones públicas sobre los grandes proyectos, la falta 
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de explicación general de la decisión adoptada, la predeterminación de tal 

decisión con carácter previo a los procedimientos de información pública, 

la no consideración de otras alternativas potencialmente más idóneas 

desde el punto de vista ambiental y la ausencia de verdaderos programas 

de vigilancia. 

Es notorio que la participación es un aspecto básico para el desarrollo de 

la persona en su condición de ciudadano/a y por ello en la definición de las 

políticas públicas y en la actuación administrativa deben tenerse en cuenta 

todos aquellos objetivos y proyectos formulados por los distintos sectores 

de la sociedad a fin de poder, posteriormente, establecer prioridades 

de manera clara y rigurosa partiendo de un amplio conocimiento de 

las alternativas, y recomiendan a las Administraciones Públicas que den 

cumplimiento al derecho de participación en los asuntos públicos y habiliten 

medios y fórmulas para incrementar la participación pública, clave para 

obtener el consenso social y la corresponsabilidad ciudadana. Hay que 

exigir que la Administración se adapte a los nuevos tiempos, pero también 

es conveniente formar a la sociedad para que tomemos consciencia de 

que, en todos los aspectos de la vida en sociedad, los ciudadanos estamos 

implicados en la satisfacción del interés general.

Hemos afirmado que la participación que se diseña en el artículo 31 

del Estatuto de Autonomía parece limitarse tan sólo a la obtención de 

información veraz, pero en nuestro modesto entender ésta interpretación 
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no es del todo correcta, pues no es interpretada de la forma más favorable 

para su plena efectividad. Más que una limitación debería ser entendida 

como un presupuesto, pues para poder participar es imprescindible poseer 

información veraz. Si la buena administración ha de llevar a cabo “una 

actuación proporcionada a sus fines” y su fin prioritario es la satisfacción 

de interés general, artículo 103 de la CE y 133 del Estatuto, al ser el interés 

general un servicio a los ciudadanos, el conocimiento y manejo de los 

intereses de los ciudadanos es imprescindible para que la Administración se 

pronuncie con la solución más favorable y adecuada a tal servicio. De esta 

forma la participación desempeña un papel fundamental como vehículo 

que pone de manifiesto los intereses implicados en una determinada 

situación. De igual modo, la información que la propia Administración 

pública proporcione a los ciudadanos, a fin de que estos decidan cuáles 

son sus intereses en un caso concreto, adquiere una especial relevancia.

Como hemos dicho, es preciso interpretar el derecho de todos a participar en 

las decisiones que les afecten, en el sentido más favorable de participación 

en la tramitación de los procedimientos administrativos en los que se es 

parte interesada. En este último caso queremos hacer especial mención a 

la participación de los ciudadanos en la terminación convencional de los 

procedimientos.

El artículo 88 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 

de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 

regula los acuerdo y convenios como una simple modalidad de terminación 

del procedimiento alternativa a la figura del acto administrativo como 

decisión unilateral. Pero son algo más que eso, pues constituye una forma 

de acción administrativa que se inscribe en la potenciación de los derechos 

de participación ciudadana colaborando, como ya hemos explicado, en la 

propia definición final de los intereses públicos a satisfacer. 

La dicción literal del precepto mencionado establece que “las 

Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o 

contratos con personas tanto de derecho público como privado, siempre 

que no sean contrarios al Ordenamiento Jurídico ni versen sobre materias 

no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés 

público que tienen encomendado…”. Aunque la Ley enumera una gran 

variedad de figuras, la doctrina las reconduce a dos tipos esenciales: 

convenios y conciertos. 
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Los convenios pueden insertarse en un procedimiento administrativo 

que termina por una resolución expresa o acto administrativo, teniendo 

además carácter vinculante respecto de ella o no; o pueden formalizarse 

como negocios públicos que ponen fin al procedimiento administrativo en 

el que se inscriben constituyendo una alternativa al acto administrativo.

El ámbito al que pueden extenderse estos acuerdos, pactos, convenios 

o contratos, no lo precisa la Ley del Procedimiento Común, y además la 

celebración de los mismos requiere que una norma específica establezca tal 

posibilidad, siendo ésta la que debe regular el alcance, efectos y régimen 

jurídico específico que les corresponda.

En este sentido, el legislador debe enfocar su función de legislar en 

dotar a los ciudadanos de mecanismos de mayor participación en las 

decisiones públicas de forma que potencie no solo las condiciones del 

Estado Democrático sino también las condiciones del Estado Social. Y para 

ello la Administración pública debe tener clara su naturaleza instrumental 

del poder público que ha de satisfacer el interés general codefinido por 

el legislador, en abstracto, y por la Administración y el Ciudadano, en 

concreto, y debe remover los obstáculos y facilitar las condiciones que 

conduzcan a la terminación convencional de los procedimientos con todas 

las garantías de objetividad y satisfacción al interés general. 

Los convenios y consorcios tienen como causa la satisfacción el interés 

público, y no pueden ser contario al Ordenamiento jurídico ni versar sobre 

materias no susceptibles de transacción. Para evitar que estos degeneren 

en formas de puro chantaje al ciudadano, debería prohibirse que en los 

mismos pudieran imponerse obligaciones más gravosas que las procedentes 

en el acto unilateral, por un contenido igual al legalmente propio de este 

acto administrativo. Y para evitar que el convenio degenere en una forma 

de pura satisfacción de intereses privados en detrimento de los públicos, 

se han de hacer cumplir la obligación de la motivar y los principios de 

publicidad, objetividad y transparencia a los que nos referiremos más 

adelante. 

En las páginas siguientes analizaremos como la institución de los 

Defensores, en su manifestación estatal, autonómica y local, especialmente, 

el Defensor del Ciudadano/a tal y como ha sido diseñado en sus Estatutos, 

pueden a través de su función de mediación contribuir a fomentar la 
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forma de terminación de los procedimientos administrativo basados en el 

acuerdo entre la Administración y los ciudadanos interesados. 

3.1.1.	La Administración electrónica como cauce de participación 

e instrumento de intercambio de informaciones entre la 

Administración y el ciudadano

La Constitución impone a las Administraciones Públicas que actúen 

con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho y entre los principios que 

han de inspirar su actuación se encuentran los de eficacia y eficiencia 

que concretados en el actuar común y natural de las Administraciones 

Públicas ha de tener su manifestación más importante en el procedimiento 

administrativo. Como respuesta a este mandato constitucional el 

legislador de Cortes Generales, en su obligación también de trasponer 

Directivas Europeas, está consolidando una política de fomento en la 

implantación de la progresiva utilización de los medios electrónicos y de la 

Sociedad de la Información en el ámbito del sector público dando como 

resultado el reconocimiento general del derecho ciudadano de acceder 

electrónicamente a las Administraciones Públicas. 

El uso y la aplicación de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones hacen posible acercar la Administración a los ciudadanos 

y con ello el legislador remueve el obstáculo que para la participación en 

la vida política, social y económica supone la barrera que levanta el tiempo 

y el espacio en la relación del ciudadano con la Administración, es decir, 

disminuye la distancia entre la Administración y el ciudadano y disminuye 

el tiempo que hay que dedicar a la relación con ella para la realización de 

muchos trámites de la vida diaria que empiezan a veces por la necesidad 

de una primera información que exige un desplazamiento inicial, más los 

sucesivos desplazamientos y tiempo que se dedican a posteriores trámites 

a hacer con la Administración para las actividades más elementales. 

Las relaciones de los ciudadanos y la Administración a través de medios 

electrónicos se regula en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso 

Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos. En esta ley el legislador 

manifiesta su voluntad rotunda de dar el paso del “podrán” al “deberán” 

y consagra la relación de los ciudadanos con las Administraciones Públicas 

por medios electrónicos como un derecho de los ciudadanos y como una 

obligación correlativa para tales Administraciones. 
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Entre las importantes aportaciones de la ley hay que destacar que se regulan 

los derechos de los ciudadanos en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas a través de medios electrónicos, entre ellos el derecho de acceso a 

la información administrativa, pues el legislador es consciente que el uso de 

las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, en particular, 

internet y los métodos de administración electrónica, constituyen una 

herramienta de incalculable potencialidad para hacer realidad en nuestros 

días el acceso ciudadano a la información de la Administración. 

 Para garantizar el pleno ejercicio de los derechos, se establece la obligación 

de las Administraciones de habilitar diferentes canales o medios para la 

prestación de los servicios electrónicos. Una cuestión fundamental asociada 

a la participación cívica a través de la Administración electrónica es la 

existencia de la denominada brecha digital. La Exposición de Motivos de 

la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos 

a los Servicios Públicos afirma que el uso de medios electrónicos no puede 

significar merma alguna del derecho del interesado en un expediente a 

acceder al mismo en la forma tradicional, así como tampoco puede suponer 

un freno o un retraso para que la Administración internamente adopte los 

mecanismos más adecuados, en este caso los medios electrónicos, que le 

permiten mejorar procesos y reducir el gasto público. 

El legislador se muestra preocupado en conjugar ambos requerimientos 

y, en este sentido, impone a la Administración el deber de incorporar las 

nuevas tecnologías a su funcionamiento interno y, simultáneamente, el 

deber de garantizar que aquellos ciudadanos que por cualquier motivo, 

ya sea la no disponibilidad de acceso a las nuevas tecnologías, la falta 

de formación, o la existencia de alguna discapacidad, no puedan acceder 

electrónicamente a la Administración Pública, puedan disponer de los 

medios adecuados para seguir comunicándose con la Administración con 

los mismos derechos y garantías. Una posible solución a este problema 

es la formación del personal al servicio de la Administración que atiende 

al público para que hagan posible la comunicación de estos ciudadanos 

con la Administración Electrónica, por la disponibilidad de puntos de 

acceso electrónico públicos en sedes administrativas y por establecer las 

previsiones generales que sean garantía de los derechos de los ciudadanos 

y de un tratamiento igual ante todas las Administraciones.
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3.2.	El derecho de todos ante las Administraciones Públicas a que 

sus asuntos se traten de manera objetiva e imparcial y sean 

resueltos en un plazo razonable

3.2.1.	El deber de resolver 

El presupuesto de esta facultad del derecho a una buena Administración casi 

lo podíamos fijar en “el derecho de todos ante las Administraciones a que 

sus asuntos se traten”. La obligación de dictar resolución expresa en todos 

los procedimientos y notificarla cualquiera que sea su forma de iniciación 

deriva de la plenitud del sometimiento de la actuación administrativa a 

la Ley y al Derecho tal y como indica el artículo 103.1 CE. Igualmente 

constituye una garantía frente a la arbitrariedad e irracionabilidad de la 

Administración Pública, puesto que permite conocer cuáles han sido los 

criterios jurídicos que fundamentan la decisión34 y permite la función 

jurisdiccional de control de dicha actuación como prevé el artículo 106.1 

CE, de manera que no existan comportamientos de la Administración 

Pública inmunes al control judicial.

En el momento en el que a la Administración se le impone el deber de 

resolver, hay que ofrecer remedios y garantías no solo contra la actuación 

efectiva y real que cause un perjuicio por ser contraria al ordenamiento 

jurídico sino también contra la inactividad administrativa. 

Parafraseando al profesor Nieto en una publicación de 1962, “No se 

trata ya�por poner un ejemplo�de que el policía no invada nuestro hogar 

en las horas de recogimiento nocturno; es que este recogimiento sería 

imposible sin el policía que vigila en la acera por nuestra seguridad y, 

más aún, sin el servicio municipal de electricidad (o la reglamentación 

del mismo), que nos permite leer nuestro libro, y sin la ordenanza de 

ruidos nocturnos, que impide al vecino que nos moleste con su radio, 

excesivamente potente”. Tras este ejemplo exagerado hasta la caricatura y 

por ello sumamente expresivo, el profesor Nieto afirmaba “a la esencia de 

una buena Administración corresponde no solamente el que el policía no 

allane nuestra morada, sino también el que nos garantice el servicio de luz 

y la paz y el silencio nocturnos”. Por ello el profesor Nieto se preguntaba 

“cómo es posible que legislaciones y autores que reconocen sin reservas 

esta situación y nos brindan remedios adecuados contra el policía que 

34  Vid. STC 112/1996, de 24 de junio y 87/2000, de 27 de marzo, entre otras.
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invade la morada, nada hacen contra el policía que cruzado de brazos 

permite que se nos corte la luz o que el vecino nos moleste. Tan ilegal es 

una situación como la otra”35. 

Es necesario situar estas palabras en su contexto. En 1962 estaba 

vigente la Ley de 27 de diciembre de 1956, reguladora de la Jurisdicción 

contencioso-administrativa que no reconocía que frente a la inactividad de 

la Administración cupiera el recurso ante la jurisdicción especializada, de 

ahí su alegato a que se reconociera que tan ilegal eran los excesos de la 

actuación administrativa como la pura inactividad. Hoy en día, este paso 

de reconocimiento legal de agravio administrativo y lesión al ciudadano 

por la falta de actuación o inactividad administrativa y la garantía 

jurisdiccional, ya está superado, pues el artículo 25.2 de la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 

afirma que “También es admisible el recurso contra la inactividad de 

la Administración”, no obstante en la práctica administrativa aún hay 

que crear conciencia pues, es llamativo y debería sonrojar al aparato 

administrativo, que en muchas ocasiones, el agravio administrativo y la 

indefensión que los ciudadanos alegan sufrir ante las instituciones de los 

Defensores en sus distintas manifestaciones estatal, autonómica y local, se 

acrecienta no ya con el padecimiento de una determinada situación, sino 

con la frecuente pasividad de la Administración Pública competente para 

resolver los procedimientos administrativos y para aplicar o hacer respetar 

la legislación vigente en los casos concretos que los vecinos denuncian.

3.2.2.	El deber de resolver en un plazo razonable 

La base del derecho a una buena administración es que, efectivamente, 

los asuntos de los ciudadanos se traten, es decir, que se cumpla lo 

dispuesto en el artículo 42.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común, el deber de resolver expresamente, y siempre, 

todo procedimiento administrativo que se inicie tanto a instancia de 

parte como de oficio. Por tanto la Administración no puede abstenerse 

de resolver expresamente a pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia 

del ordenamiento jurídico de ahí que el incumplimiento de este deber de 

35   Vid. NIETO GARCÍA, A. “La inactividad de la Administración y el recurso contencioso-
administrativo” Revista de Administración Pública, núm. 37, 1962, págs. 75-126 y NIETO 
GARCÍA, A. La inactividad de la Administración en la LJCA de 1998, Justicia administrativa: 
Revista de derecho administrativo, núm. 1, 1999 (Ejemplar dedicado a: Ley de la jurisdicción 
contencioso-administrativa), págs. 45-64. 
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resolver sea causa de responsabilidad para el titular del órgano que debió 

resolver36. Su obligación de resolver no puede quedar indefinidamente 

abierta dejándolo a la voluntad de la propia Administración pues ello 

acarrea, además una vulneración del principio de seguridad jurídica, una 

evidente lesión de los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos 

que a menudo precisan de una resolución administrativa bien porque 

constituye un título habilitante para ejercer una actividad o bien porque 

supone el reconocimiento de un concreto derecho.

El artículo 42.2 de la Ley del Procedimiento Administrativo señala que 

el plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el 

fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento, sin 

que dicho plazo pueda exceder de seis meses, salvo que una norma con 

rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto en la normativa 

comunitaria europea. Por tanto, la regla general es que el plazo máximo 

para resolver sea seis meses y la excepción es el plazo superior que puede 

establecer una norma con rango de Ley o una normativa comunitaria 

europea, sin embargo, tanto las Cortes Generales como los Parlamentos 

de las Comunidades Autónomas han aprobado leyes con el único objetivo 

de regular esta cuestión y con el resultado de ampliar siempre los plazos en 

que debe notificarse la resolución expresa del procedimiento administrativo, 

retrasando por tanto la producción del silencio administrativo37. 

Sólo en el caso de que la norma reguladora del concreto procedimiento 

no fije expresamente el plazo máximo para recibir notificación, se aplicará 

el plazo subsidiario que la Ley 30/1992 se ha preocupado de establecer 

y que es de tres meses. Los plazos se cuentan desde la fecha en que la 

solicitud haya tenido entrada en el registro del órgano competente para 

su tramitación, no pues desde que el interesado la haya presentado en 

alguno de los registros que autoriza su artículo 38.4, sino sólo ante registro 

del órgano competente para su tramitación38.

36   Artículo 42.7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

37   Ley de la Comunidad Autónoma de Andalucía 9/2001, de 12 de julio, por la que se 
establece el sentido del silencio administrativo y los plazos de determinados procedimientos 
como garantías procedimentales para los ciudadanos.

38   Artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común: “Las solicitudes, escritos 
y comunicaciones que los ciudadanos dirijan a los órganos de las Administraciones públicas 
podrán presentarse:”1. En los registros de los órganos administrativos a que se dirijan. 2. En los 
registros de cualquier órgano administrativo, que pertenezca a la Administración General del 
Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autónomas, o a la de alguna de 
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Por otra parte, cada Administración Pública está obligada a mantener 

actualizadas las publicaciones informativas correspondientes y está 

obligada, en el plazo de los diez días siguientes a la recepción de sus 

correspondientes solicitudes en el registro del órgano competente para su 

resolución, a informar también a todos los ciudadanos de cuál es el plazo 

de producción del silencio y cuál es su efecto.

3.2.3.	El silencio administrativo 

Sin embargo, el deber de resolver y de hacerlo en plazo es, con más 

frecuencia de la deseada, incumplido por las Administraciones Públicas 

por diversas causas, unas veces opera la pereza funcionarial, otras el 

lento actuar de los servicios, otras la mala fe, e incluso es habitual la 

causa alegada por las Administraciones, especialmente en el caso de las 

Administraciones municipales, de la falta de medios técnicos o personales. 

Como de la resolución administrativa dependen en muchas ocasiones el 

ejercicio de los derechos y libertades, la no resolución en plazo condiciona 

gravemente el funcionamiento de la vida económica y de las relaciones 

sociales de ahí que el legislador se preocupara de regular los efectos 

del silencio administrativo, es decir, la posibilidad de que el interesado 

pudiera reaccionar frente a ese silencio o de atribuirle efectos directos, 

considerándolo como un tipo de acto administrativo: el acto presunto. 

Sin perjuicio de esta ficción legal, no podemos dejar de afirmar, siendo 

rotundos, que allá donde se produce el silencio administrativo no existe 

buena administración y por tanto se infringe el derecho a una buena 

administración, pues cuando la Administración tiene la obligación de dar 

respuesta expresa dentro de un plazo de tiempo, el silencio es siempre 

insuficiente porque el ciudadano tiene el derecho de recibir una respuesta 

expresa y motivada. Luego.

Como consecuencia del juego del silencio administrativo, puede ocurrir, por 

un lado, que la solicitud del interesado se considere estimada, es este caso 

las entidades que integran la Administración Local si, en este último caso, se hubiese suscrito 
el oportuno convenio. 3. En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente 
se establezca. 4. En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el 
extranjero. 5. En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes.

Mediante convenios de colaboración suscritos entre las Administraciones públicas se 
establecerán sistemas de intercomunicación y coordinación de registros que garanticen su 
compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y de 
las solicitudes, escritos, comunicaciones y documentos que se presenten en cualquiera de los 
registros”.
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estamos ante el silencio positivo que es un verdadero acto administrativo 

al que se le llama acto presunto y que sustituye plenamente la falta de 

resolución por acto expreso; y, por otro lado, que la solicitud del interesado 

se considere desestimada, en este caso estamos ante el silencio negativo 

que implica la desestimación de su pretensión y no es un acto administrativo 

sino una mera ficción legal que permite al interesado reaccionar contra el 

silencio administrativo permitiéndole interponer el recurso administrativo 

o contencioso-administrativo que resulte procedente. 

La legislación establece distintos efectos en orden a que el silencio 

administrativo se haya producido en procedimientos iniciados a solicitud de 

interesado o bien hayan sido iniciados de oficio por la propia Administración 

Pública. 

En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, el artículo 43.2 

de la Ley de Procedimiento Administrativo señala, como regla general, 

que jugará el silencio positivo, salvo que una norma con rango de Ley 

o norma de Derecho Comunitario Europeo establezca lo contrario. Sin 

embargo, a continuación, el mismo precepto establece una serie de 

supuestos excepcionales en que jugará el silencio negativo y que son éstos: 

a) Procedimientos de ejercicio del derecho de petición, a que se refiere el 

artículo 29 de la Constitución. Son aquéllos casos en que se formulan las 

denominadas “peticiones graciables”, esto es, solicitudes de los ciudadanos 

que no tienen un apoyo concreto en el ordenamiento, de modo que más 

que jurídico tienen un carácter esencialmente político; b) Solicitudes cuya 
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estimación tendría como consecuencia que se transfirieran al solicitante o 

a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público; c) 

Procedimientos de impugnación de actos y disposiciones. Sin embargo, 

si la solicitud inicial del interesado había sido desestimada en virtud del 

silencio negativo y en vía de recurso de alzada, no en el caso del recurso 

potestativo de reposición, persiste el silencio de la Administración, como 

una especie de sanción hacia ésta, juega el silencio positivo.

En las leyes que tanto las Cortes Generales como los Parlamentos de las 

Comunidades Autónomas han aprobado para establecer los plazos máximos 

para resolver y notificar los actos que ponen fin a los procedimientos 

administrativos, han regulado también el sentido del silencio y mientras en 

la ley 30/1992, la regla general es el sentido positivo, estas leyes han hecho 

una interpretación más restrictiva del silencio39.

En los procedimientos iniciados de oficio, el artículo 44 distingue entre 

aquellos procedimientos de los que puede derivarse el reconocimiento 

o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones jurídicas 

individualizadas y aquellos procedimientos en que la Administración ejercita 

potestades sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles 

de producir efectos desfavorables o de gravamen. En el primer caso, los 

interesados han de entender desestimadas sus pretensiones por silencio 

administrativo; y en el segundo, se produce la caducidad, por tanto, es 

este último no estamos ante un acto presunto sino que la ausencia de 

notificación y resolución comporta la caducidad del procedimiento cuyos 

efectos y fundamentos son distintos a los de la institución del silencio. 

Tanto en los procedimientos iniciados a instancia de parte como aquellos 

iniciado de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se 

haya dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración 

del cumplimiento de la obligación legal de resolver, pero la obligación de 

dictar resolución expresa debe ajustarse a los dispuesto en el artículo 43.4 

de la Ley del Procedimiento Administrativo así, en los casos de estimación 

por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción 

del acto presunto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo, 

mientras que en los casos de desestimación por silencio administrativo, la 

39   En este sentido ver la Ley de la Comunidad Autónoma de Andalucía 9/2001, de 12 de 
julio, por la que se establece el sentido del silencio administrativo y los plazos de determinados 
procedimientos como garantías procedimentales para los ciudadanos. 
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resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la 

Administración sin vinculación alguna al sentido negativo del silencio. 

Los problemas fundamentales que plantea el acto presunto obtenido por 

silencio administrativo positivo son los de la determinación de su contenido 

y el de su acreditación o prueba. Respecto al contenido, éste se corresponde 

exactamente con lo solicitado por el interesado y en los términos expresados 

en la solicitud, sin embargo, con buen criterio, el legislador para prevenir 

los abusos a los que podría conducir esta conclusión, ha establecido en el 

artículo 62.1,f) de la Ley de Procedimiento Administrativo, la nulidad de 

pleno derecho de los actos que concedan facultades o derechos para los 

que se carezca de los requisitos esenciales para su obtención.

En cuanto a la acreditación y prueba de los actos producidos por silencio 

administrativo, en cualquiera de sus dos manifestaciones, se pueden 

hacer valer tanto ante la Administración como ante cualquier persona 

física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos desde 

el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la 

resolución expresa sin que la misma se haya producido, y su existencia 

puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, 

incluido el certificado acreditativo del silencio producido que pudiera 

solicitarse del órgano competente para resolver. Solicitado el certificado, la 

Administración deberá emitirlo en el plazo máximo de quince días. 

Para activar los mecanismos judiciales de defensa contra la falta de actuación 

administrativa es necesario distinguir si nos encontramos ante la inactividad 

de la Administración Pública o ante el silencio administrativo. El recurso 

contencioso administrativo contra la inactividad de la Administración 

sólo puede tener lugar cuando ésta, en virtud de una disposición general 

que no precise de actos de aplicación, o en virtud de un acto, contrato o 

convenio administrativo, esté obligada a realizar una prestación concreta 

en favor de una o varias personas determinadas, como previene el artículo 

29.1 de la Ley de la Jurisdicción. En los demás casos nos encontramos ante 

el silencio administrativo con sentido negativo40. 

La defensa y promoción del derecho a una buena Administración que 

hacen las instituciones del Defensor estatal, autonómica y especialmente 

40   Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de enero de 2003, sala de lo Contencioso 
Administrativo. Ponente: Manuel Goded Miranda. Vid. Fundamento Jurídico 2º.
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el Defensor del Ciudadano/a se basa en su auctoritas, en su poder de 

convicción y en el uso de los medios de comunicación. Cuando el 

Defensor del Ciudadano/a tiene conocimiento de la falta de actuación 

de la Administración pública, en el ámbito de su competencia, el primer 

paso de su actividad va encaminada a investigar cuál es la situación 

existente y, en caso de conflicto, despliega sus facultades de servir de 

enlace y de mediación. En los casos de falta de actuación administrativa, 

inculca a la Administración, a través de sus recomendaciones, sugerencias 

y recordatorios de deberes, la necesidad de resolver expresamente o la 

necesidad de actuar de acuerdo con la legislación vigente, con ello no 

sólo puede hacer cambiar la dinámica de no actuación, sino que genera 

en torno a los requerimientos de los ciudadanos una aureola de seguridad 

jurídica y eficacia contribuyendo a hacer la Administración pública más 

participativa.

3.2.4.	El trato objetivo e imparcial. Su conexión con la conducta de 

los empleados públicos

En el servicio de los intereses públicos, la Administración debe obrar con 

absoluta y plena objetividad. La objetividad bajo este prisma implica la 

neutralidad ideológica respecto de lo establecido en las normas u órdenes 

que ha de cumplir. En otro plano, la objetividad implica el deber de 

imparcialidad en la acción administrativa que es una consecuencia del 

principio de igualdad ante la Ley en el procedimiento administrativo. Y, 

por otro lado, la objetividad supone que se persiguen necesariamente 

intereses públicos, aquellos que constituyen el fin de la potestad que se 

ejerce, y no ninguna otra finalidad, lo que podría acarrear el vicio de la 

desviación de poder.

En el procedimiento administrativo, la imparcialidad, por la cual se trata 

de garantizar la objetividad en la actuación administrativa, se materializa a 

través de los mecanismos de la abstención y de la recusación. A través de 

la abstención, en unas ocasiones, las autoridades y el personal al servicio 

de las Administraciones en quienes se den las circunstancias que vamos a 

mencionar a continuación deben abstenerse de intervenir en el procedimiento, 

comunicándolo a su superior inmediato para que resuelva lo procedente, 

en otras, la abstención puede ser ordenada por los órganos superiores a las 

personas en quienes se dan las circunstancias que se van a señalar41: 

41   Artículo 28 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
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a)	tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya 

resolución pudiera influir la de aquél ser administrador de sociedad 

o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún 

interesado; 

b)	tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de 

afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, 

con los administradores de entidades o sociedades interesadas y 

también con los asesores, representantes legales o mandatarios 

que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho 

profesional o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la 

representación o el mandato; 

c)	tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las 

personas mencionadas en el apartado anterior; 

d)	haber tenido intervención como perito o como testigo en el 

procedimiento de que se trate; 

e)	tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada 

directamente en el asunto, o haberle prestado en los dos últimos 

años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier 

circunstancia o lugar. 

Cuando sean los interesados los que en un procedimiento administrativo 

adviertan una de las circunstancias anteriores, serán los que promuevan la 

recusación que se planteará por escrito, expresando la causa o causas en que 

se funda, en cualquier momento de la tramitación del procedimiento42.

Completando lo anterior, la buena administración y, por tanto, el 

tratamiento objetivo e imparcial de los asuntos que le presenten los 

ciudadanos, se encuentra condicionado con el comportamiento y la ética 

de los empleados públicos, es decir del conjunto de mujeres y hombres 

que constituyen el elemento vital de la organización administrativa. 

El legislador estatal ha mostrado la íntima conexión entre el derecho a una 

buena administración y la labor desempeñada por los empleados públicos, 

pues en la Exposición de motivos de la Ley 7/2007, de 12 de abril del 

42   Artículo 29 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
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Estatuto Básico del Empleado Público afirma que “las Administraciones y 

entidades públicas de todo tipo deben contar con los factores organizativos 

que les permitan satisfacer el derecho de los ciudadanos a una buena 

administración, que se va consolidando en el espacio europeo, y contribuir 

al desarrollo económico y social. Entre esos factores el más importante es, 

sin duda, el personal al servicio de la Administración”. 

La propia Administración tiene que avivar entre sus empleados, la cultura 

de lo público y hacer que sus empleados tomen conciencia de ser servidores 

públicos. Esto último significa que cuando alguien demande un servicio 

en una dependencia administrativa, recuerde que el ciudadano debe ser 

correctamente atendido y satisfecho en su demanda. Es necesario recordar 

a los empleados públicos su vocación al servicio de lo público y para ello es 

positivo que las Administraciones Públicas muestren interés y materialicen 

los códigos de buena conducta como el instrumento para impulsar el 

comportamiento ético de sus empleados. 

Los códigos éticos o de conducta se componen de postulados, principios 

o pautas de actuación más amplias y genéricas que las normas jurídicas. 

Y por ello ha de ser distinguido de aquel texto que, por más que también 

reciba la denominación de código de conducta u otra semejante, incluya 

sanciones de índole jurídica. Los códigos de buena conducta constituyen 

instrumentos esencialmente preventivos, ideales para la configuración del 

entorno ético del actuar administrativo por dos motivos: primero, por su 

fin, porque pretenden persuadir a sus destinatarios para que interioricen 

sus preceptos, no como consecuencia del temor a una posible sanción, sino 

por su propio convencimiento ético; y segundo, por su método, ya que se 

proponen incentivar la actuación ética, no merced a recursos punitivos, 

sino acudiendo a estímulos puramente deontológicos y axiológicos, 

coadyuvados, todo lo más por apelaciones a la calidad en el servicio y a la 

excelencia en su prestación. 

En relación a ello, la Exposición de motivos del Estatuto Básico del 

Empleado Público también afirma que “por primera vez se establece 

en nuestra legislación una regulación general de los deberes básicos 

de los empleados públicos, fundada en principios éticos y reglas de 

comportamiento, que constituye un auténtico código de conducta. Estas 

reglas se incluyen en el Estatuto con finalidad pedagógica y orientadora, 

pero también como límite de las actividades lícitas, cuya infracción puede 

tener consecuencias disciplinarias. Pues la condición de empleado público 
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no sólo comporta derechos, sino también una especial responsabilidad y 

obligaciones específicas para con los ciudadanos, la propia Administración 

y las necesidades del servicio”. Ahora bien aunque la Exposición de 

motivos parece ser rotunda en lo especial de los deberes de los empleados 

públicos, es un recurso paradójico, pues el número de artículos que 

regulan los derechos de los empleados públicos, del artículo 14 al 51, 

y la extensión de los mismos, es notablemente superior a los artículos 

que regulan sus deberes, artículo 52 al 54. Además, aunque con buen 

criterio la Disposición Adicional Primera de la Ley extiende estos principios 

y reglas a las entidades del sector público estatal, autonómico y local que 

estén definidas así en su normativa específica y que no estén incluidas 

en el artículo 2 del Estatuto43, pensamos que la regulación de estos 

deberes es insuficiente pues se basa en principios y reglas que informan 

la interpretación y aplicación del régimen disciplinario de los empleados 

públicos. 

El legislador concreta tres deberes de los empleados públicos:

a)	Desarrollar sus tareas con diligencia;

b)	Velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la 

Constitución y del resto del ordenamiento jurídico; 

c)	Actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad, 

neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedi-

cación al servicio público, transparencia, ejemplaridad, austeridad, 

accesibilidad, eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y 

medioambiental, y respeto a la igualdad entre mujeres y hombres.

43   Artículo 2. de la de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público: 
“Ámbito de aplicación. 1. Este Estatuto se aplica al personal funcionario y en lo que proceda 
al personal laboral al servicio de las siguientes Administraciones Públicas: La Administración 
General del Estado; Las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades 
de Ceuta y Melilla; Las Administraciones de las Entidades Locales; Los Organismos Públicos, 
Agencias y demás Entidades de derecho público con personalidad jurídica propia, vinculadas o 
dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas; Las Universidades Públicas. 2. En 
la aplicación de este Estatuto al personal investigador se podrán dictar normas singulares para 
adecuarlo a sus peculiaridades. 3. El personal docente y el personal estatutario de los Servicios 
de Salud se regirán por la legislación específica dictada por el Estado y por las Comunidades 
Autónomas en el ámbito de sus respectivas competencias y por lo previsto en el presente 
Estatuto, excepto el Capítulo II del Título III, salvo el artículo 20, y los artículos 22.3, 24 y 84. 
4. Cada vez que este Estatuto haga mención al personal funcionario de carrera se entenderá 
comprendido el personal estatutario de los Servicios de Salud. 5. El presente Estatuto tiene 
carácter supletorio para todo el personal de las Administraciones Públicas no incluido en su 
ámbito de aplicación”.
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Con posterioridad el legislador distingue entre principios éticos y principios 

de conducta. Entre los primeros, destacan aquellos que garantizan la 

satisfacción de los intereses generales y promueven las condiciones de 

neutralidad, objetividad y diligencia, desterrando toda conducta de 

discriminación, de satisfacción de intereses personales y corruptelas o 

clientelismos44. Entre los principios de conducta, hay que diferenciar aquellos 

principios que inciden directamente en las relaciones con los ciudadanos 

así: tratar a los ciudadanos con atención y respeto, en la lengua que se 

solicite siempre que sea oficial en el territorio; Informar a los ciudadanos 

sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer; facilitar 

el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones; rechazar 

cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más 

allá de los usos habituales, sociales y de cortesía; y aquellos principios que 

se refieren a las conductas intraadministrativas45.

44   Artículo 53 de la de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado 
Público: “Principios éticos.: 1. Los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto 
de normas que integran el ordenamiento jurídico. 2. Su actuación perseguirá la satisfacción 
de los intereses generales de los ciudadanos y se fundamentará en consideraciones objetivas 
orientadas hacia la imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro factor que 
exprese posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras que 
puedan colisionar con este principio. 3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad 
y buena fe con la Administración en la que presten sus servicios, y con sus superiores, 
compañeros, subordinados y con los ciudadanos. 4. Su conducta se basará en el respeto 
de los derechos fundamentales y libertades públicas, evitando toda actuación que pueda 
producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo, 
orientación sexual, religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social. 5. Se abstendrán en aquellos asuntos en los que 
tengan un interés personal, así como de toda actividad privada o interés que pueda suponer un 
riesgo de plantear conflictos de intereses con su puesto público. 6. No contraerán obligaciones 
económicas ni intervendrán en operaciones financieras, obligaciones patrimoniales o negocios 
jurídicos con personas o entidades cuando pueda suponer un conflicto de intereses con las 
obligaciones de su puesto público. 7. No aceptarán ningún trato de favor o situación que 
implique privilegio o ventaja injustificada, por parte de personas físicas o entidades privadas. 
8. Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la 
consecución del interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización. 9. No 
influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa 
causa y, en ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de los 
cargos públicos o su entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo de 
los intereses de terceros. 10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les 
encomienden y, en su caso, resolverán dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su 
competencia. 11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público 
absteniéndose no solo de conductas contrarias al mismo, sino también de cualesquiera otras 
que comprometan la neutralidad en el ejercicio de los servicios públicos. 12. Guardarán secreto 
de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y mantendrán la 
debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan 
hacer uso de la información obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del 
interés público”.

45   Artículo 54 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público: 
“Principios de conducta. 1. Tratarán con atención y respeto a sus superiores y a los restantes 
empleados públicos. 2. El desempeño de las tareas correspondientes a su puesto de trabajo se 
realizará de forma diligente y cumpliendo la jornada y el horario establecidos. 3. Obedecerán 
las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que constituyan una 
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Para promover y garantizar la buena administración en el seno de sus 

órganos y organismos, las Administraciones Públicas deben perder el 

miedo y deben tener menos reticencias a la hora de iniciar expedientes 

disciplinarios cuando se producen infracciones que son contrarias a 

la buena administración y por tanto vulneran el derecho a una buena 

Administración de los ciudadanos.

Es preciso mostrar con claridad una idea de la que estamos convencidos, 

en el marco de la ordenación de las políticas de personal, de calidad de 

los servicios, de formación y promoción de los empleados, en los que los 

códigos de conducta encuentran su ámbito natural de desarrollo y eventual 

eficacia, limitarse a incorporar su contenido a unos cuantos preceptos 

legales puede ser formalmente llamativo y deseable, pero operativamente 

inútil si no se tiene la voluntad decidida de hacerlos realidad a través de un 

plan de acción bien estructurado que logre de la mayoría de los empleados 

públicos que lo interioricen y lo hagan suyo como un elemento propio de 

su identidad a través de programas de formación y controles de calidad.

Los Defensores, en cualquiera de sus manifestaciones, pueden desempeñar 

un relevante papel en el control de las cuestiones contempladas en los 

códigos de ética o de conducta, puesto que pueden actuar como auténticos 

colaboradores en la redacción y concreción de los mismo, no en vano 

reciben las quejas de los ciudadanos y conocen sus demandas respecto al 

trato que reciben de las administraciones. Por otro lado, pueden contribuir 

a identificar conductas que se apartan de los códigos de conducta y a 

rectificarlas. A este respecto, tanto el legislador de Cortes Generales, al 

regular la institución del Defensor de Pueblo Español en 1981, como el 

legislador autonómico andaluz al regular la institución del Defensor del 

Pueblo Andaluz en 1983 diferenciaron que las quejas que llegaran al 

Defensor podrían ser de dos tipos: las objetivas y las subjetivas46. En estas 

infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán inmediatamente 
en conocimiento de los órganos de inspección procedentes. (�) 5. Administrarán los recursos y 
bienes públicos con austeridad, y no utilizarán los mismos en provecho propio o de personas 
allegadas. Tendrán, asimismo, el deber de velar por su conservación. (�) 7. Garantizarán la 
constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y entrega a sus posteriores 
responsables. 8. Mantendrán actualizada su formación y cualificación. 9. Observarán las 
normas sobre seguridad y salud laboral. 10. Pondrán en conocimiento de sus superiores o de 
los órganos competentes las propuestas que consideren adecuadas para mejorar el desarrollo 
de las funciones de la unidad en la que estén destinados. A estos efectos se podrá prever la 
creación de la instancia adecuada competente para centralizar la recepción de las propuestas 
de los empleados públicos o administrados que sirvan para mejorar la eficacia en el servicio” 

46   Artículos 20, 21, 23 y 24 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo 
y artículos 20, 21, 23 y 24 de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del Pueblo 
Andaluz. 
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últimas los ciudadanos ponen en conocimiento del Defensor conductas 

irregulares de los funcionarios. Cuando, tras la oportuna investigación, las 

actuaciones practicadas por el Defensor, estatal o autonómico, revelan que 

la queja ha sido originada presumiblemente por el abuso, arbitrariedad, 

discriminación, error, negligencia u omisión de un funcionario, el Defensor 

puede dirigirse al afectado haciéndole constar su criterio al respecto y, con 

la misma fecha, debe dar traslado de dicho escrito al superior jerárquico 

formulando las sugerencias que considere oportunas, entre las cuales 

podría sugerirse que se iniciara el procedimiento disciplinario en el caso de 

haberse constatado la comisión de infracciones. 

3.3	El derecho de todos ante las Administraciones Públicas 

a acceder a los archivos y registros de las instituciones, 

corporaciones, órganos y organismos públicos de Andalucía, 

cualquiera que sea su soporte, con las excepciones que la ley 

establezca

El derecho de todos los ciudadanos a participar plenamente en las 

decisiones que les afecten, obteniendo de ellas una información veraz, 

está íntimamente relacionado con otra de las facultades del derecho a 

una buena administración diseñando en el artículo 31 del Estatuto de 

Autonomía Andaluz: el derecho a acceder a los archivos y registros de las 

instituciones, corporaciones, órganos y organismos públicos de Andalucía, 

cualquiera que sea su soporte, con las excepciones que la ley establezca.

El reconocimiento de este derecho es una consecuencia más de que 

las Administraciones Públicas están al servicio de los ciudadanos. Esta 

previsión no es ex novo del artículo 31 del Estatuto de Autonomía de 

Andalucía, pues ya el artículo 105.b) de CE lo prevé como una garantía del 

ciudadano que con una significación más amplia se desarrolla en la Ley de 

Procedimiento Administrativo, en el artículo 37. El acceso está abierto a 

archivos y registros, cualquiera que sea el soporte material de los actos a 

consultar. Para el ejercicio de este derecho, es preciso que el procedimiento 

haya terminado en la fecha de solicitud del acceso y que no se encuentre 

clasificado como secreto por afectar a la defensa y seguridad del Estado 

o a la averiguación de los delitos o a la intimidad de las personas. En este 

último caso, el derecho se limita a las personas afectadas, que podrán 

exigir, cuando haya causa para ello, completar o modificar los datos del 

registro o archivo consultado, salvo que se trate de expedientes caducados 

de los que no pueda derivarse efectos sustantivos. 
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Las demás limitaciones se tratan sin embrago, de manera difusa, 

estableciendo que el acceso podrá ser denegado cuando prevalezcan 

razones de interés público, de terceros que sean dignos de protección 

o cuando lo disponga la Ley, debiendo en tales casos dictar el órgano 

competente una resolución denegatoria motivada.

El derecho de acceso a archivos y registros debe ejercerse de forma 

individual, especificando qué documento o documentos o datos se desean 

consultar. Se admite el acceso directo a los archivos sólo en el caso de 

investigadores que acrediten el interés histórico, científico o cultural de 

la consulta, siempre que quede salvaguardada la intimidad de los datos 

personales. En ningún caso el acceso directo a los archivos y registros podrá 

afectar al buen funcionamiento de los servicios públicos. El contenido del 

derecho conlleva el de obtener copias o certificados de los documentos 

que se den a conocer, previo pago de las exacciones que se establezcan. 

Por último, la Ley de Procedimiento Administrativo Común consagra 

un acceso general o colectivo de este derecho mediante la publicación 

periódica de aquellos documentos de interés general.

3.4.	Otras exigencias del Derecho a una Buena Administración: La 

motivación y la Cuestión Organizativa de las Administraciones 

Públicas

3.4.1.	La motivación y la Jurisprudencia del Tribunal Supremo

Aunque el Estatuto de Autonomía para Andalucía guarda silencio respecto 

a la obligación de motivar las decisiones administrativas, se puede afirmar 

que se reconoce implícitamente en la exigencia de la imparcialidad y la 

objetividad del actuar administrativo. 

Si atendemos a la enumeración de las facultades del derecho a una buena 

Administración de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea nos encontramos con el deber de la Administración de motivar 

sus decisiones47. La motivación obliga a expresar las razones por las que 

se dicta el acto administrativo, y debe tener la amplitud necesaria para 

que los interesados tengan el debido conocimiento de las razones del acto 

y poder, en su caso, basar posteriormente la defensa de sus derechos e 

intereses.

47   Artículo 41.2,c) de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea.
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Todos los actos pueden ser motivados pero, en el caso de los actos más 

relevantes, el legislador, a través de la Ley del Procedimiento Común, ha 

impuesto la necesidad de manifestar formalmente los motivos por lo que 

se dictan. Los supuestos son tan amplios que prácticamente, solo los actos 

reglados favorables al interesado y no perjudiciales para terceros, quedan 

exentos de la motivación. Los actos que deben ser motivados en función 

del artículo 54 de la Ley del Procedimiento Común son: 

a)	Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos; 

b)	Los que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de 

disposiciones o actos administrativos, recursos administrativos, 

reclamaciones previas a la vía judicial y procedimientos de 

arbitraje; 

c)	Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes 

o del dictamen de órganos consultivos; 

d)	Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo 

de ésta, así como la adopción de medidas provisionales previstas en 

los artículos 72 y 136 de esta Ley; 

e)	Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia o de 

ampliación de plazos; y 

f) Los que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, 

así como los que deban serlo en virtud de disposición legal o 

reglamentaria expresa.

La jurisprudencia española, a través del deber de motivación de las 

resoluciones administrativas y de la decisión del procedimiento que 

debe seguir la Administración en la adopción de sus decisiones, ha 

ido introduciendo el concepto de buena administración Así a modo 

de ejemplo, la reciente sentencia de la Sentencia del Tribunal Supremo 

de 14 de octubre de 2008, en relación con el procedimiento que debe 

seguir la administración en la adopción de las decisiones, afirma en su 

fundamento jurídico sexto, que “el derecho de protección jurídica en las 

relaciones con las Administraciones Públicas, que se refleja en el derecho 

a una buena administración, que impone que el asunto sea tratado 

imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable, que se 
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consagra en el artículo 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales 

de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000, no garantiza el derecho 

de los ciudadanos u Entes públicos a seleccionar arbitrariamente el 

procedimiento administrativo que consideren adecuado para satisfacer 

la salvaguarda de sus derechos e intereses legítimos, al tratarse de una 

facultad que se atribuye a la Administración Pública competente para 

incoar el procedimiento legalmente establecido”. 

Respecto al deber de motivar, la Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de 

julio de 2008, en su fundamento jurídico quinto, dice que “no podemos 

olvidar que la exigencia de motivación de los actos administrativos constituye 

una constante de nuestro ordenamiento jurídico y así lo proclama el 

artículo 54 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 

teniendo por finalidad la de que el interesado conozca los motivos que 

conducen a la resolución de la Administración, con el fin, en su caso, de 

poder rebatirlos en la forma procedimental regulada al efecto. Motivación 

que, a su vez, es consecuencia de los principios de seguridad jurídica y de 

interdicción de la arbitrariedad enunciados por el apartado 3 del artículo 

9 de la Constitución Española (CE) y que también, desde otra perspectiva, 

puede considerarse como una exigencia constitucional impuesta no sólo por 

el artículo 24.2 CE, sino también por el artículo 103 (principio de legalidad 

en la actuación administrativa). Por su parte, la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, proclamada por el Consejo Europeo 

de Niza de 8/10 de diciembre de 2000, incluye dentro de su artículo 41, 

dedicado al Derecho a una buena Administración, entre otros particulares, 

la obligación que incumbe a la Administración de motivar sus decisiones. 

Tal precepto se contempla en la actualidad como el futuro artículo II-101 

del Tratado por el se establece una Constitución para Europa”.

3.4.2.	La cuestión organizativa de las Administraciones Públicas. 

La pluralidad de Administraciones Públicas y su complicado 

entramado de organización territorial e institucional

La Administración Pública es una parte de la estructura organizativa del 

Estado que dirige el Poder Ejecutivo para el cumplimiento de los fines 

e intereses públicos. Desde el punto de vista jurídico, la consideración 

subjetiva de la Administración implica el reconocimiento de personalidad 

jurídica que significa, en esencia: constituir un centro de imputación de 

normas y relaciones jurídicas, ser sujeto de relaciones jurídicas, ser titular 
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de potestades, derechos y obligaciones jurídicas. La personalidad jurídica 

es, por tanto, una necesidad absoluta para poder establecer la cualidad de 

sujeto jurídico de la Administración Pública para someter sus actuaciones 

al control de los Tribunales. Ahora bien, este concepto institucional de 

Administración Pública que toma el singular por el plural, se integra por 

una pluralidad de personas jurídicas. 

En cuanto que la CE diseña un Estado territorialmente plural en el 

que conviven la Administración General del Estado, las Comunidades 

Autónomas, las Provincias, Municipios y otros Entes Públicos con 

personalidad jurídica reconocida para el ejercicio de sus propias 

competencias, se reconoce la pluralidad de las Administraciones 

Públicas. 

Desde el punto de vista político y administrativo, la Administración 

del Estado y de las Comunidades Autónomas, responden al modelo 

institucional, montado sobre principios burocráticos según el cual su 

legitimación deriva de su papel de ejecutar la Ley y de su dependencia de 

los respectivos Gobiernos. El carácter dual que asigna el artículo 97 de la 

CE al Gobierno de la Nación y el artículo 119.1 del Estatuto de Autonomía 

de Andalucía al Consejo de Gobierno, supone que el Gobierno central 

y autonómico, en sus respectivos ámbitos, son Administración pero no 

sólo Administración. En cambio, la Administración local responde al 

modelo corporativo de legitimación directa, en el que los ciudadanos, no 

eligen parlamentarios que designen luego al presidente, sino que eligen 

directamente a los gestores, es decir, a los concejales, y entre ellos y por 

ellos se elige al alcalde. Los elegidos se integran así en la Administración, 

son Administración. De ahí que se haya podido decir gráficamente, que 

el Estado y las Comunidades Autónomas tienen Administración, mientras 

que las Corporaciones Locales son Administración. 

Desde este prisma, las Administraciones Públicas dotadas cada una de 

ellas de personalidad jurídica única para el cumplimiento de sus fines 

reconducen el concepto institucional de Administración Pública a múltiples 

personas jurídicas que pueden agruparse en cinco categorías esenciales:

a)	La Administración General del Estado.

b)	La Administración de cada una de las Comunidades Autónomas, en 

el caso andaluz, la Junta de Andalucía.
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c)	Las Administraciones locales, integradas por los Municipios, 

Provincias, Islas, Entidades locales menores, Comarcas y Áreas 

Metropolitanas, entre otras.

d)	Las Administraciones Institucionales creadas por las Administraciones 

anteriores48.

e)	Las Corporaciones de Derecho Público representativas de intereses 

profesionales (Colegios Profesionales) o económicos (Cámaras)49.

Así las cosas, se puede valorar que existen demasiadas Administraciones 

máxime si se tiene el dato de que la Administración del Estado, aumenta 

48   Bajo el genérico y equívoco nombre de Administración Institucional se encuadran diferentes 
Entes de carácter instrumental y diversa naturaleza creados por la Administración Pública para 
el cumplimiento de diversas funciones públicas específicas en régimen de descentralización 
funcional. El adjetivo instrumental implica que se crean para el cumplimiento de ciertos fines 
sectoriales específicos, como un instrumente para lograr los objetivos de que se trate, pero 
su existencia no es imprescindible, pues esos mismos fines se pueden lograr atribuyendo su 
responsabilidad y gestión a órganos, dentro de la propia Administración, evitando con ello la 
creación de estos Entes. 

Aunque toda clasificación en este campo adolece de imprecisiones, se puede hacer una cierta 
sistematización en base a dos criterios: su naturaleza y el régimen jurídico que le es aplicable. 
Desde el punto de vista de su naturaleza, se puede hablar de personas jurídicas públicas y 
personas jurídicas que adoptan una forma de carácter privado, es decir, una forma societaria. 
Así, en el ámbito de la Administración General del Estado las Sociedades Mercantiles Públicas 
y las nuevas fundaciones del Sector Público (artículo 42 y 53 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, 
de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado y artículo 2 y 4 de 
la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones). En el ámbito de la Administración de la 
Junta de Andalucía, las Sociedades mercantiles del sector público andaluz, las Fundaciones del 
sector público andaluz, las Agencias públicas Empresariales y las Agencias de Régimen Especial 
(artículo 52 y artículo 54.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta 
de Andalucía). Los Entes instrumentales que adoptan una forma de carácter privado, salvo en 
determinadas cuestiones de su régimen financiero, presupuestarios y de contratos, se rigen 
por el Derecho Privado, así desde el punto de vista económico son sector público, pero desde 
el punto de vista jurídico no son Administración.

Dentro de los Entes instrumentales de naturaleza pública hacemos una diferenciación en 
función de su régimen jurídico porque existen entes públicos sometidos íntegramente al 
Derecho Público y entes igualmente públicos pero sometidos al Derecho Privado. Ahora bien, 
todos ellos son considerados Administraciones Públicas en función del artículo 2 de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
Ejemplo de ello son, en el ámbito de la Administración General del Estado, los Organismo 
Públicos (artículos 41 a 64 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento 
de la Administración General del Estado) y las Agencias Estatales (Ley 28/2006, de 18 de 
julio, de Agencias Estatales para la mejora de los servicios públicos) y, en el ámbito de la 
Comunidades Autónoma de Andalucía, las Agencias Administrativas (artículos 54 a 67). 

49   Se tratan de entes públicos asociativos, es decir, agrupaciones de particulares, creados 
por el Estado o la Comunidad Autónoma y dotados de personalidad jurídica a los que se 
les atribuye la gestión de ciertos fines públicos, que conviven con los de la defensa de fines 
privados de sus miembros. Son Administraciones en cuanto en cuanto actúan en el ámbito de 
esos fines públicos y entes privados en el resto de su actividad. Los Entes con base corporativa 
más característicos son: los Colegios Profesionales, las Cámaras de Comercio, las Cofradías de 
Pescadores y las Federaciones Deportivas entre otros. 
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ligeramente el número de departamentos ministeriales, prolifera el número 

de Organismos Públicos, Agencias, Entidades Públicas Empresariales, 

con la consiguiente multiplicación de órganos administrativos y la 

correlativa distribución de competencias entre ellos. Por su parte las 

Comunidades Autónomas imitan al Estado en su organización sin una 

rigurosa justificación o explicación funcional, creando una engordada 

Administración Institucional. Y en cuanto a la Administración local, se 

crean nuevos entre territoriales, unos por asociación, como las comarcas, y 

otros por segregación, como la división de municipios en los que la mayor 

parte de ellos quedan con muy escasa población y recursos. 

Todo ello acarrea que hayan demasiados empleados públicos y que 

mientras ciertas actividades y servicios públicos se prestan al mismo 

tiempo por distintas Administraciones, duplicando esfuerzos y gastos 

innecesariamente; otros servicios públicos no se prestan, unas veces por 

la confusión legislativa en la atribución de competencias y otras, por 

carecer la actividad interadministrativa de la imprescindible coordinación, 

teniendo como resultado que, con más frecuencia de la deseada, unas 

Administraciones obstaculizan o paralizan la acción de otras. 

Habida cuenta de la previsión de tantas instancias administrativas territoriales 

e institucionales, la definición nítida y estricta de las competencias de cada 

una es un elemento decisivo para evitar la superposición y el solapamiento 

mencionados y por tanto para dar satisfacción y garantizar los derechos 

e intereses de los ciudadanos. Pero la Constitución y los Estatutos de 

Autonomía y las leyes que la desarrollan en este aspecto tampoco rinden 

una idea cabal de la distribución de competencias administrativas entre las 

Administraciones territoriales. Lejos de fijar el reparto de atribuciones sobre 

la base de bloques materiales enteros, lo que resulta de difícil viabilidad en 

un mundo tan interdependiente, la mayor parte de las competencias de las 

Comunidades Autónomas son competencias compartidas, y en algunos 

casos hasta concurrentes con otras que corresponden al Estado sobre las 

mismas materias. Por otro lado, los Estatutos de Autonomía, apurando al 

máximo el techo competencial de la respectiva Comunidad, le atribuyen 

competencias, de las mal llamadas exclusivas que, en realidad, no lo son 

al incluir en la enumeración de la materia la expresión “sin perjuicio” que 

confunden la delimitación competencial50. 

50   Por ejemplo el artículo 70 del Estatuto de Autonomía de Andalucía regula la competencia 
de la Comunidad Autónoma sobre la Publicidad en los siguientes términos: “Corresponde a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía la competencia exclusiva sobre la publicidad en general 
y sobre publicidad institucional sin perjuicio de la legislación del Estado”.
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Respecto a la Administración Local, la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 

de las Bases del Régimen Local no define con precisión las competencias 

de los municipios sino que se remite a las leyes sectoriales, en una serie de 

materias sobre las que también otras Administraciones territoriales tienen 

atribuidas competencias. Lo que si hace la Ley de Bases del Régimen 

local es imponerles algunos servicios obligatorios, como por ejemplo el 

alumbrado público, el cementerio, la recogida de residuos, limpieza viaria, 

abastecimiento domiciliario de agua potable, o el alcantarillado entre otros. 

Al mismo tiempo la Ley habilita a los municipios para crear otros servicios y 

promover actividades en beneficio de la comunidad vecinal, y para realizar 

actividades complementarias de las de otras Administraciones Públicas, en 

particular las relativas a la educación, la cultura, la promoción de la mujer, 

la vivienda, la sanidad y la protección del medio ambiente51.

De manera todavía más abstracta, la propia Ley de Bases atribuye a las 

Diputaciones Provinciales: a) La coordinación de los servicios municipales 

entre sí para la garantía de la prestación integral y adecuada, para lo 

cual ha de asegurar el acceso de la población de la provincia al conjunto 

de los servicios mínimos de competencia municipal y la mayor eficacia 

y economía en la prestación de éstos mediante cualesquiera fórmulas 

de asistencia y cooperación municipal; b) La asistencia y la cooperación 

jurídica, económica y técnica a los Municipios, especialmente los de 

menor capacidad económica y de gestión; c) La prestación de servicios 

públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, supra comarcal; d) 

La cooperación en el fomento del desarrollo económico y social y en la 

planificación en el territorio provincial, de acuerdo con las competencias 

de las demás Administraciones Públicas en este ámbito, y e) el fomento y 

la administración de los intereses peculiares de la provincia. 

Ante este complicado y difuso entramado administrativo el ciudadano que 

acude a las instituciones del Defensor del Pueblo, del Defensor del Pueblo 

Andaluz o del Defensor del Ciudadano/a, se muestra agraviado porque 

se siente desinformado sobre la Administración a la que ha de dirigirse 

cuando tiene que reclamar una prestación o servicio o cuando insta a una 

Administración que impida o cese una determinada conducta perjudicial 

para sus derechos o intereses. En muchos casos el ciudadano no obtiene 

una respuesta satisfactoria por parte de la Administración cuando estás 

responden que como no son competentes no pueden ayudarle. Con estas 

51   Vid. artículos 25 a 28 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. 
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conductas administrativas se pone de manifiesto que las situaciones en 

las que es protagonista la descoordinación administrativa entre distintas 

Administraciones y entre órganos de una misma Administración son 

más frecuentes de lo deseable y que por tanto la coordinación entre 

las Administraciones Públicas no es tan real y efectiva como debiera. Es 

necesario exigir a las Administraciones Públicas que faciliten y publiciten 

más puntos de información administrativa e interadministrativos donde se 

atienda a los ciudadanos y se les oriente sobre la concreta Administración 

pública a la que han de dirigirse. Para ello se hace imprescindible el 

fomento de las relaciones interadministrativas adoptando las soluciones 

y mecanismos que prevé el ordenamiento jurídico en general y la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre de régimen jurídico de las Administraciones 

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común52 y la Ley de 7/198, de 

2 de abril, reguladora de las bases del Régimen Local. 

Teniendo en cuenta las previsiones normativas existentes, las sugerencias 

que la Administración recibe del Defensor del Pueblo, del Defensor del 

Pueblo Andaluz y de los Defensores Locales, los pronunciamientos 

jurisprudenciales existentes y las valoraciones doctrinales, es hora de 

exigir a las Administraciones Públicas un cambio, una operativa renovada 

donde las competencias no sean el fin, sino el instrumento que facilite 

la coordinación para buscar la consecución de los fines públicos y la 

satisfacción de los intereses de los ciudadanos. 

La Administración del Estado debe ejercer su función de coordinación 

a través de la convocatoria de reuniones periódicas con el resto de 

Administraciones Públicas, debe materializar los contenidos previstos 

en los preceptos reguladores de las relaciones interadministrativas en la 

Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas que diseñan el 

foro de consultas y deliberaciones necesarias en las que se pongan en 

común las acciones de las propias competencias para lograr una efectiva 

y respetuosa coordinación que contribuye a aplicar la metodología de no 

usurpar o subordinar competencias sino de definir las propias y ejercerlas 

respetando las ajenas, todo ello a través de un mecanismo dónde prime 

la información, la colaboración y la lealtad institucional, donde no cabe el 

ejercicio inconexo de competencias exclusivas sino la actuación coherente 

de competencias concurrentes. Las Administraciones han de ser conscientes 

52   Véase el Título I de la mencionada ley que regula las Administraciones Públicas y sus 
relaciones contemplando como mecanismos de relación interadministrativa la Conferencias 
sectoriales; los convenios de colaboración, los planes y los programas.
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que en su servicio a los ciudadanos una fórmula de eliminar el riesgo de 

duplicidades y de la inactividad es la constitución de organismos mixtos de 

gestión en los que intervengan todas las Administraciones afectadas y en 

los que se dé cabida la participación de los ciudadanos.

Además, las Administraciones Públicas tienen el ejemplo de coordinación 

entre el Defensor del Pueblo y los Comisionados Parlamentarios 

Autonómicos que en las conferencias o reuniones anuales de coordinación 

tratan cuestiones comunes mediante la previa concreción de temas 

monográficos y adoptan los oportunos acuerdos. Estas reuniones han 

ayudado a la superación de las disfunciones y dificultades que han surgido, 

sirven para profundizar en la coordinación necesaria con el objeto de que 

las instituciones funcionen eficazmente y sientan los criterios sobre la 

forma de actuar ante situaciones o problemas específicos cuando existen 

competencias concurrentes. De igual manera, tienen otro ejemplo en la 

Coordinadora de Defensores Locales de Andalucía con los principales 

objetivos de conseguir la coordinación técnica en la tramitación diaria 

de expedientes de quejas y reclamaciones y de ser interlocutora con el 

Defensor del Pueblo Andaluz y Estatal, con la Federación Andaluza de 

Municipios y Provincias, con el Foro de Defensores Locales de Cataluña y 

con las Administraciones e instituciones de Andalucía.

El reto de la racionalización administrativa de nuestra organización 

territorial e institucional que incumbe a todas las Administraciones 

no puede llevarse a cabo si falta voluntad política. Es por ello que los 

Defensores, en cualquiera de sus manifestaciones, estatal, autonómica o 

local pueden contribuir enormemente, con su auctoritas, con los datos 

que manejan y con las resoluciones que emiten, a provocar y acelerar un 

cambio político basado en principios y comportamientos donde primen 

la generosidad y la cooperación superando el viejo cliché aislacionista 

y la tentación de arrojar toda la responsabilidad sobre el vecino. En su 

dación de cuentas ante la institución política que los elige, ya sean las 

Cortes Generales, los Parlamentos Autonómicos o los plenos de los 

Ayuntamientos o las Diputaciones, los Defensores han de ser rigurosos 

en su actividad de denuncia, contundentes en su crítica a los procederes 

administrativos contrarios al ordenamiento jurídico y contrarios a la 

equidad y tajante en el continuo recordatorio del carácter instrumental 

de la Administración que ha de satisfacer el interés público y por tanto ha 

de satisfacer a los ciudadanos. Por otro lado, en su actividad propositiva, 

los Comisionados Parlamentarios y, si cabe la expresión, los Comisionados 



87

Las tecnologías de la Información y los derechos de la ciudadanía

Plenarios, en el caso de los Defensores Locales, han de ser imaginativos, 

innovadores y seductores, en cuanto que han de cautivar el ánimo de 

nuestros representantes políticos, ejerciendo su irresistible influencia moral 

en la presentación de sus sugerencias, recomendaciones, advertencias y 

recordatorios de deberes.  

4.	 La promoción y garantía del Derecho Ciudadano a una 

Buena Administración en el ámbito local: La creación de 

la Oficina Pública del el Defensor del Ciudadano/a 

El principio que preside las relaciones de la Administración local y de los 

ciudadanos es la proximidad no en vano, el ciudadano identifica a la 

Administración local como aquella organización que determina su modo de 

vida diaria, tanto para limitar y condicionar el ejercicio de sus derechos como 

para satisfacer la prestación de todo tipo de servicios. Independientemente 

de la esfera de poder que adopta las decisiones, muchas de ellas inciden 

en el ámbito local y en la vida de los ciudadanos, de ahí que la mayoría de 

ellos tiendan a identificar a cualquier Administración con la Administración 

Local.

Si atendemos a la posición de la Administración local, respecto al resto 

de las Administraciones, ésta, por su cercanía a los ciudadanos, es la 

Administración más privilegiada para conocer cuáles son las necesidades y 

carencias de los vecinos. Esta realidad remarca la importancia del principio 

de buena administración y de las instituciones que deben garantizar su 

cumplimiento dentro de las Administraciones Locales. El diseño por parte 

de una Administración Local de las Defensorías Locales debe respetar unas 

condiciones inexcusables para la salvaguarda de su prestigio y su eficacia: 

a saber, que su elección responde a un mandato democrático de ahí que 

deba ser elegido por el Pleno de su Corporación con mayoría cualificada; 

que se predique de él la independencia política y sea dotado de medios 

suficientes para el ejercicio de sus competencias y finalmente que en el 

desarrollo de su actividad cumpla con el principio de lealtad institucional y 

respeto a su propio ámbito de competencias.

Veamos cuales son las normas jurídicas que habilitan la creación de la 

Oficina Pública del Defensor del Ciudadano/a, su naturaleza jurídica, su 

ámbito de competencia, sus funciones, la proyección de su actividad en 

beneficio de la tutela y defensa del Derecho a una buena administración 

y cómo articula su relación con el Defensor del Pueblo, el Defensor del 
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Pueblo Andaluz y otras instituciones análogas de ámbito municipal y 

provincial. 

4.1.	Encuadre normativo y cobertura legal de la creación de la 

Oficina del Defensor del Ciudadano/a 

El Defensor del Ciudadano/a es una institución provincial regulada por 

el Estatuto del Defensor del Ciudadano/a aprobado por el pleno de la 

Corporación Provincial de Málaga en su sesión celebrada el 13 de mayo de 

2003. Esta norma provincial tiene su cobertura en distintas disposiciones 

normativas. Es obligado mencionar en primer lugar la Carta Europea de 

Autonomía Local, en concreto su artículo 6.1 que reconoce la capacidad 

de los entes locales de definir por sí mismos las estructuras administrativas 

internas con las que pretenden dotarse con objeto de adaptarlas a sus 

necesidades específicas y a fin de permitir una gestión eficaz. Asimismo, 

en el ámbito del Consejo de Europa, se han venido adoptando, en los 

últimos años, diversas Resoluciones y Recomendaciones en las que instan 

a las autoridades europeas a la creación de figuras similares a las de los 

Ombudsman o Defensores del Pueblo, al considerar que contribuyen 

decisivamente, de una parte, a reforzar el sistema de protección de los 

derechos y libertades de la ciudadanía y, por otra, a facilitar y mejorar las 

relaciones entre ésta y las Administraciones Públicas. De un modo más 

concreto, la Resolución 80 (1999) y la Recomendación 61 (1999), adoptadas 

por el Congreso de los Poderes Locales y Regionales del Consejo de Europa, 

recomiendan a las autoridades europeas regionales y locales la creación de 

estas figuras, en sus correspondientes niveles territoriales para contribuir 

a “mejorar la protección de los ciudadanos y las minorías, el respeto a sus 

derechos, la gestión de los asuntos públicos y el funcionamiento de estas 

Administraciones”.

En segundo lugar, la Constitución Española de 1978 en su artículo 137 

diseña la estructura territorial de Estado y dota a la provincia de autonomía 

para la gestión de sus propios intereses. 

En tercer lugar, el Estatuto de Autonomía para Andalucía en su artículo 

60.1,e) atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva 

en materia de régimen local que, respetando el artículo 149.1.18ª de la 

Constitución y el principio de autonomía local, incluye el régimen de los 

órganos complementarios de la organización de los entes locales. 
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En cuarto lugar, la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 

del Régimen Local, en su artículo 4.1,a), atribuye a las Diputaciones 

Provinciales, en cuanto que Administración Pública de carácter territorial 

y dentro de la esfera de sus competencias, la potestad reglamentaria y de 

autoorganización. Una de las reglas a las que responde la organización 

provincial la encontramos en el artículo 32.3 de la Ley de Reguladora de las 

Bases del Régimen Local, en ella se afirma que los órganos complementarios 

de las Diputaciones Provinciales se establecen y regulan por ellas mismas, 

sin perjuicio de que las leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen 

local pueden establecer una organización provincial complementaria de la 

prevista en este texto legal. El órgano al que la Ley asigna la competencia de 

la organización de la Diputación y la aprobación de la plantilla de personal 

y la relación de puestos de trabajo es el Pleno en virtud del artículo 33.2 

apartados a) y f) respectivamente.

4.2.	Misión encomendada de asesoramiento, información, 

atención, enlace y mediación entre el ciudadano y la 

Administración Provincial

El Estatuto del Defensor del Ciudadano/a establece en su artículo 1 que 

la misión que tiene esta Oficina encomendada es el asesoramiento, 

información, atención y enlace o mediación ante los conflictos con base en 

las actuaciones de carácter administrativo que surjan entre los ciudadanos 

y la Administración Provincial, incluidos sus organismos y entidades. Para 

ello la Oficina del Defensor del Ciudadano/a se configura como una Oficina 

de carácter Público atribuyéndole funciones de enlace y colaboración entre 

la Administración Provincial y la ciudadanía. En el desempeño de esta 

misión tiene autonomía, independencia y libertad de criterio, por tanto 

no recibe instrucciones de ninguna autoridad ni está sujeto a mandato 

imperativo alguno53. 

El artículo transcrito delimita la función encomendada al Defensor del 

Ciudadano/a, las personas que pueden beneficiarse de su actuación y el 

objeto sobre el que recae la intervención. La misión que se le encomienda 

es asesorar, informar, atender y ser enlace o mediador entre el ciudadano y 

la Administración Provincial cuando entre ambos existe un conflicto que ha 

de tener su base en una actuación administrativa. Evidentemente, aunque 

en los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a se obvia toda expresión 

53   Vid. artículo 1.2 del Estatuto del Defensor del Ciudadano/a.
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relativa a la tutela o defensa de los derechos de los ciudadanos, la razón 

principal de ser de los ombudsman es ésta y no puede separase la misión 

de asesorar, informar, atender y ser enlace o mediador entre el ciudadano y 

la Administración Provincial de la finalidad de velar y proteger los derechos 

de los ciudadanos, pues cuando existe un conflicto entre el ciudadano y 

la Administración existe porque el ciudadano considera vulnerado uno de 

sus derechos y por tanto acude al Defensor de Ciudadano/a solicitando no 

sólo una tutela o protección de su derecho sino también una solución a 

tal conflicto. De ahí que una interpretación teleológica de la actuación del 

Defensor del Ciudadano/a nos lleve a afirmar que la función de asesorar, 

informar, atender y ser enlace o mediador entre la Administración provincial 

y los ciudadanos persigue la tutela de los derechos de estos y por tanto la 

correcta materialización de las competencias provinciales y la satisfacción 

de los servicios públicos que la Administración debe prestar. 

Entre los fines propios y específicos de las Diputaciones, el artículo 31.2 de 

la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local enuncia el de asegurar 

la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio de los 

servicios de competencia municipal, de ahí que afirmemos que la función 

de asesorar, informar, atender y ser enlace o mediador no solo se refiere 

a los conflictos que pueden surgir entre el ciudadano y la Administración 

Provincial, sino que implícitamente, debería ser mucho más extenso y 

debería ampliarse a los municipios que integran la provincia y que no se 

han dotado de un mecanismo de garantía de derechos similar al Defensor 

del Ciudadano/a. Para evitar conflictos entre los municipios y la Diputación 

y entre los órganos como las Comisiones de Reclamación y Sugerencias o 

los posibles Defensores municipales que se pudieran crear y los provinciales 

convendría que la futura Ley autonómica que regulara el régimen local 

previera la creación de los Defensores Locales y definiera su ámbito de 

competencias. Con ello se dotaría a estas instituciones de la fuerza legal 

que implicaría su reconocimiento. 

Cuando hablamos de los derechos de los ciudadanos nos estamos 

refiriendo a los derechos reconocidos en el título I de la Constitución y por 

tanto a los derechos enunciados en el artículo 10 y todos los que a través 

de él se reconozcan; los derechos fundamentales y las libertades públicas 

englobados en la sección 1ª del Capítulo II del Título I, los derechos de los 

ciudadanos reconocidos en la sección 2ª del Capítulo II; y los principios 

rectores de la política social y económica enunciados en el Capítulo III. 

Es especialmente en estos últimos derechos en los que el Defensor del 
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ciudadano/a puede desarrollar su actividad más importante y eficaz en 

el sentido de que puede tutelar derechos que inciden en aspectos de la 

vida del ciudadano/a en relación con la Administración provincial cuya 

protección jurisdiccional resulta difícil o imposible. Recordemos que estos 

principios sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo 

con lo que dispongan las leyes que los desarrollen, sin perjuicio de que han 

de informar la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los 

poderes públicos y por tanto la Administración, en este caso provincial, ha 

de reconocerlos, protegerlos, y respetarlos. 

Es en estos derechos en los que juegan un papel importante los principios 

del artículo 103.1 de la Constitución, piénsese por ejemplo en la relación 

existente entre los derechos prestacionales de la sanidad, la cultura o el 

medio ambiente y los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, 

desconcentración y coordinación. 

Además de los derechos reconocidos en la Constitución, en función de la 

postura que hemos mantenido antes al interpretar el artículo 31 del Estatuto 

de Autonomía, y al considerar el derecho a una buena administración 

como un auténtico derecho y no sólo como un principio rector, el 

Defensor del Ciudadano/a puede desempeñar una importante función. 

Junto a la utilización de los principios del artículo 103 de la CE como 

principios criterios de denuncia de disfuncionalidades administrativas y de 

creación de conciencia de voluntad administrativa de revisión, corrección y 

modernidad, también ha de tener en cuenta los principios que en el artículo 

133 se enumeran: eficacia, eficiencia, racionalidad organizativa, jerarquía, 

simplificación de procedimientos, desconcentración, coordinación, coope-

ración, imparcialidad, transparencia, lealtad institucional, buena fe, 

protección de la confianza legítima, no discriminación y proximidad a los 

ciudadanos. 

Como el derecho a una buena administración aún está en vías de ser 

completado en su contenido normativa, el Defensor del Ciudadano/a con 

los resultados de su actividad investigadora materializados en sugerencias, 

recomendaciones y advertencias, puede ayudar a la Administración 

Provincial a concretar el derecho a una buena administración a través del 

diseño de las Cartas de Derechos, pues no podemos olvidar que la oficina 

del Defensor del Ciudadano/a debe ser entendida por la Administración 

Provincial como una fuente de constante colaboración. 
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Asimismo respecto a este grupo de derechos es importante la facultad 

que corresponde al Defensor del Ciudadano/a de dirigirse al Defensor 

del Pueblo Andaluz para participar en la facultad de iniciativa normativa 

que tiene atribuida el Defensor del Pueblo Andaluz haciéndole llegar 

las propuestas correspondientes en el ámbito de sus competencias54. 

Por tanto, sugiriendo el desarrollo normativo se consigue que se vayan 

dictando las normas, legales unas veces y reglamentarias otras, que hagan 

que esos grandes principios rectores de la política social y económica se 

plasmen en la realidad. 

No obstante lo anterior, hacemos una puntualización más. La doctrina ha 

mantenido opiniones discrepantes cuando ha analizado la institución del 

Defensor del Pueblo y la de los Comisionados parlamentarios. Así, distinguen 

entre la llamada función principal y la llamada función instrumental. Para 

un sector, la capacidad de supervisión de la Administración pública se 

asienta, única y exclusivamente, en su misión de defender los derechos 

del Título I de la Constitución, de tal forma que sólo podrá entrar a 

examinar la actuación de las Administraciones si afectan a los derechos 

mencionados. Esta postura doctrinal se asienta en la interpretación 

del artículo 54 de la Constitución que señala con claridad meridiana la 

designación del Defensor por las Cortes “para la defensa de los derechos 

comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad 

de la Administración�“, por tanto, en esta redacción definitiva el control 

de la Administración pública y su sometimiento, a los principios del Estado 

de Derecho, se subsume con la finalidad defensora o garantizadora de los 

derechos del Título I y sólo cobra sentido dentro de esta finalidad55. 

Sin embargo, otros autores consideran, que al Defensor del Pueblo y a 

los Comisionados Parlamentarios debieran habérseles facultado para 

supervisar la actividad administrativa en los casos de mala administración 

aunque tales prácticas no lesionen directa o indirectamente los derechos 

54   Vid. estipulación 6.3 del Convenio de colaboración entre la Diputación Provincial de 
Málaga y el Defensor del Pueblo Andaluz por el que se establecen las bases de la cooperación 
y coordinación que deben presidir las relaciones entre esta institución y la oficina del Defensor 
del Ciudadano/a de esta Administración provincial: “De conformidad con estas bases y 
principios, los compromisos a asumir por el Defensor del Pueblo Andaluz en su relación con 
la Oficina del Defensor del Ciudadano/a, se concretarían en los siguientes:… 3. Posibilitar la 
participación de la Oficina del Defensor del Ciudadano/a en la facultad de iniciativa normativa 
que tiene atribuida el Defensor del Pueblo Andaluz en su Ley reguladora, a cuyo fin podrán 
realizar las propuestas correspondientes en el ámbito de sus competencias.” 

55   Vid. VARELA SUANÇES-CARPEGNA, J. “La naturaleza jurídica del Defensor del Pueblo”. 
Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 8/1983, págs. 62 – 80.
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subjetivos, ya que estos últimos están garantizados en la Constitución 

por otros medios, mientras que la defensa de los ciudadanos frente a 

determinadas irregularidades o corruptelas administrativas, no siempre 

ilegales, resta sin garantizarse plenamente56. Esta parece ser la postura 

que ha adoptado el Pleno de la Diputación de Málaga cuando aprobó el 

Estatuto del Defensor del Ciudadano/a, pues omite toda referencia expresa 

a la misión de defensa o tutela de los derechos de los ciudadanos, aunque 

como hemos explicado con anterioridad una interpretación teleológica 

nos lleve a afirmar que la función de asesorar, informar, atender y ser 

enlace o mediador entre la Administración provincial y los ciudadanos 

persigue la tutela y la satisfacción de los derechos de estos. Además es 

muy difícil imaginar una actuación de la Administración Pública que no 

lesione directa o indirectamente ninguno de los derechos comprendidos 

en el Título I de la Constitución en toda su extensión. Es más, el propio 

Defensor del Ciudadano/a ha hecho afirmaciones en este sentido y en 

el informe anual de marzo 2006/2007 se define a sí mismo como “una 

institución de defensa de los derechos de ciudadanía” y marca como 

prioridades en el ejercicio de sus competencias, “la actuación de defensa 

de los derechos de aquellos colectivos que tienen mayores dificultades 

para su ejercicio”57. 

El objeto de la investigación del Defensor del Ciudadano/a es una actuación 

administrativa que haya dado lugar a un conflicto entre el ciudadano y 

la Administración provincial luego para ello ha de actuar supervisando 

la actuación de la Administración provincial. A tenor de lo dispuesto en 

el Estatuto del Defensor del Ciudadano/a, por Administración Provincial 

se entiende todos sus organismos y entidades. Luego los Estatutos han 

configurado un concepto amplio de Administración Provincial. En este 

sentido es comúnmente aceptado y corroborado por la práctica de los 

Comisionados Parlamentarios, instituciones a las que es afín el Defensor 

del Ciudadano/a, que su objeto de control se extiende a toda actividad 

administrativa sujeta a derecho administrativo, con entera independencia 

del sujeto que la realice y de la forma adoptada para su desarrollo, por 

tanto cabrá la supervisión de las actuaciones llevadas a cabo por empresas 

o corporaciones de Derecho público dependientes, en este caso, de la 

Administración provincial. Es por ello que la interpretación que se haga 

56   Vid. GARRIDO FALLA, F., “Comentario al artículo 54”; En la obra colectiva: Comentarios a 
la Constitución, Editorial Civitas, Madrid, 1985, págs. 898-908.

57   Vid Informe anual marzo 2006/2007, págs. 37 y 80. 
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de ella debe acomodarse a la realidad actual de la actividad de prestación 

de los servicios públicos, con independencia de que toda o parte de su 

actividad se desarrolle de acuerdo con el Derecho Privado, porque existe 

actividad de servicio público cuando el organismo en cuestión se dedica a 

la satisfacción de una necesidad de interés general o desde que existe un 

elemento de control de la Administración sobre este organismo. De ahí 

que deban quedar sometidas a la actividad del Defensor del Ciudadano/a 

aquellas entidades que, sin tener el carácter legal o reglamentario de 

públicas, ejercen potestades administrativas o funciones delegadas como 

es el caso de las concesiones. 

Igualmente, deben quedar sometidas las Corporaciones Públicas en la 

medida en que estén sometidas al Derecho Público y, al menos, parte de 

su estructura o de su actividad se rija por normas de Derecho público. Por 

tanto lo que queda sometido a control es única y exclusivamente la actividad 

que se dirige inmediatamente al ejercicio de la función o actividad pública 

sometida al Derecho Administrativo. Lo que hay que evitar en todo caso 

es que el ciudadano quede indefenso ante la vulneración de sus derechos 

por parte de la Administración constituida en cualquiera de las formas que 

haya podido adoptar para huir del Derecho Administrativo.

Además de esta cuestión es necesario hacer una matización más sobre 

el objeto de investigación del Defensor del Ciudadano/a. De hecho, la 

realidad ha desbordado la previsión del artículo 1 de los Estatutos de esta 

institución, pues la Oficina recibe quejas no sólo sobre la Administración 

Provincial, sino sobre todas las Administraciones Públicas, entre otros 

motivos porque el ciudadano desconoce la compleja y confusa realidad 

de la organización de las Administraciones Territoriales e Institucionales 

que hemos analizado con anterioridad58. Por ello cuando el Defensor 

del Ciudadano/a recibe quejas relativas a la Administración autonómica 

andaluza, se las remite al Defensor del Pueblo Andaluz en virtud del 

Convenio de colaboración entre la Diputación Provincial de Málaga y el 

Defensor del Pueblo Andaluz por el que se establecen las bases de la 

cooperación y coordinación entre ambas instituciones. De igual modo 

cuando recibe quejas relativas a la Administración General del Estado, 

que corresponden con el ámbito de actuación del Defensor del Pueblo, el 

58   Del total de quejas planteadas desde marzo de 2006 a marzo de 2007 el 11% se referían 
a la Administración General de Estado; el 27% a la Administración Autonómica; el 38% al 
Ayuntamiento de Málaga y el 24% a otros Ayuntamientos de la provincia. Vid Informe anual 
marzo 2006/2007, pág. 43. 
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Defensor del Ciudadano/a, de oficio, las ha derivado al Comisionado de 

las Cortes Generales, previa comunicación a las personas interesadas. Y 

cuando recibe quejas de los vecinos respecto de su municipio se las remite 

a la respectiva Comisión de Reclamaciones y Sugerencias o al Defensor 

municipal que se haya creado. 

En definitiva, en estos casos, el Defensor del Ciudadano/a, atiende, 

asesora e informa al ciudadano, comunicándole que no puede entrar a 

conocer sobre la cuestión, ni servir de enlace o mediador con esa otra 

Administración Pública. Esta conclusión se le notifica al ciudadano mediante 

escrito motivado, intentando orientarle hacia la solución del problema 

e indicándole el organismo administrativo o judicial donde deberían 

presentar el oportuno recurso59. La práctica de la Oficina ha demostrado 

que esta línea de actuación ha sido muy bien recibida por los ciudadanos, 

ya que en lugar de comunicarles “esto no nos corresponde”, se le orienta, 

asesora y se les remite al organismo correspondiente60.

Los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a diseñan una delimitación 

negativa de las materias sobre las que el Defensor del Ciudadano/a no 

puede entrar a conocer. Así el artículo 1.4 matiza que el Defensor del 

Ciudadano/a no puede requerir información sobre cuestiones de personal 

o las que esté siendo objeto de proceso judicial. Y por último, este mismo 

apartado afirma rotundamente que queda fuera de la competencia del 

Defensor del Ciudadano/a las funciones de control político. 

No podemos concluir este apartado sin hacer una positiva reflexión sobre 

la actividad mediadora del Defensor del Ciudadano/a. La activa presencia 

de la Administración en la vida de los ciudadanos, provoca un incremento 

de los comportamientos contradictorios entre el reconocimiento formal de 

los derechos y la realización efectiva de los mismos que sitúa al ciudadano, 

en muchas ocasiones, en un terreno de notoria inferioridad para hacer 

valer o utilizar los instrumentos que el ordenamiento jurídico pone a su 

disposición. La Administración provincial en concreto, y la local en general, 

en su actividad administrativa común necesitan un control más allá de los 

sistemas tradicionales, es decir más allá del principio de jerarquía de la 

propia Administración que, en muchos casos, por corporativismo, no inicia 

sus actuaciones y más allá del control judicial, procedimiento demasiado 

59   Vid. el artículo 8 de los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a.

60   Vid, Informe anual febrero 2005/2006, pág. 87. 
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gravoso, caro en dinero y tiempo que, además, sólo conoce por estas 

desventajas de un mínimo de controversias. Si llegamos a la conclusión de 

que estos controles o no cumplen su función, o son excesivamente caros y 

lentos, se deduce la necesidad de introducir en nuestro Derecho una nueva 

figura que fiscalice y controle la Administración y ofrezca mecanismos 

alternativos a los judiciales para la resolución de conflictos.

El Defensor del Ciudadano/a es una Oficina concebida para resolver los 

conflictos de los ciudadanos con la Administración Provincial desde la 

persuasión, el diálogo y la mediación, utilizando como único instrumento 

la fuerza de la palabra y la razón. Es una magistratura de persuasión u 

opinión capaz de velar y proteger el derecho a una buena Administración 

pues, se adentra tanto en una crítica y denuncia de acciones y conductas 

que puedan considerarse ilegales, como en comportamientos que entran 

dentro del marco formal de la ley, pero que son ineficaces, morosos, o en 

ocasiones, incluso, contrarios a la ética, siempre que afecten a los derechos 

y libertades de los ciudadanos. 

Configurado el Defensor del Ciudadano/a de este modo coexiste de 

modo respetuoso, pacífico y coordinado, con las formas tradicionales de 

control administrativo pues la magistratura de persuasión u opinión no 

pretende sustituir a los medios tradicionales de control en la defensa de los 

derechos y libertades de los ciudadanos, sino que persigue la finalidad de 

complementarlos, dinamizarlos y, con ello, hacerlos más eficaces.

Es sumamente positivo y oportuno para promover y consolidar el derecho a 

una buena administración que los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a 

reconozcan como una de sus misiones la de mediar ante los conflictos que 

surjan entre los Ciudadanos y la Administración Provincial pues con ello 

contribuye a hacer la Administración más participativa. 

Cuando el Defensor del Ciudadano/a actúa como mediador es un tercero 

neutral que intenta contribuir a una solución acordada, organizando el 

intercambio de puntos de vista entre las partes, ayudándoles a buscar 

puntos de encuentro de sus respectivas posiciones y, en definitiva, 

propiciando una composición de sus intereses. La mediación no comporta, 

necesariamente, un resultado positivo; es decir, puede resultar infructuosa, 

lo que implica que el procedimiento deberá resolverse por otras vías, en 

su caso, judiciales.
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Lo característico de la mediación, y aquí importa mucho subrayarlo, es 

que el mediador no decide, al contrario que el tercero que hace las veces 

de árbitro o el órgano que resuelve un recurso administrativo o judicial. El 

Defensor del Ciudadano/a no decide, ni modifica o anula las resoluciones 

de la Administración Provincial, sino que, por lo general, investiga y se 

informa de los problemas para sugerir actuaciones o recomendar criterios 

además de otras advertencias y recordatorios de deberes legales61. A través 

de la mediación simplemente se ayuda a las partes a encontrar una solución 

negociada, pero son las propias partes las que deciden, en último término, 

si aceptan o no las propuestas o sugerencias del mediador o las que, a 

través de los buenos oficios de aquél, son capaces de alcanzar un acuerdo, 

bajo su exclusiva responsabilidad. A través de la mediación, el Defensor 

del Ciudadano/a facilita a las partes la resolución de un litigio, pero son 

las propias partes las que deciden libremente, sin más compromiso que el 

de aceptar la mediación. La tarea del Defensor del Ciudadano/a, muchas 

veces ardua y sutil, consiste en facilitar ese resultado, pero sin ningún 

tipo de imposición, sino sólo con el apoyo de su autoridad personal o 

institucional y de su habilidad para convertir un desacuerdo inicial en una 

composición amistosa de los intereses en presencia.

Por tratarse de un procedimiento informal y vinculado a la voluntad de 

las partes, que no tiene carácter decisorio, la mediación puede utilizarse 

con diferentes finalidades. Por un lado, en los supuestos de terminación 

convencional previstos por las leyes y reglamentos, con el objeto de facilitar 

el pacto o acuerdo que puede poner fin al procedimiento. También en 

sustitución del recurso ordinario contra un acto o decisión administrativa ya 

adoptado, como prevé el artículo 107.2 de la Ley 30/1992, aunque quizá 

no sea éste el caso más apropiado, porque no es muy lógico constreñir 

la labor de mediación a plazos estrictos y a otras formalidades, como es 

característico de los procedimientos de impugnación. La mediación puede 

ser útil siempre que exista un conflicto, antes o después de una decisión. 

Incluso si el conflicto está ya sustanciándose en la vía judicial, pues nada 

impide, en principio, alcanzar un acuerdo extrajudicial conveniente para 

todas las partes, que pueda poner fin al litigio. Conviene recalcar que la 

mediación no excluye ni condiciona, en ningún caso, el ejercicio del derecho 

a la tutela judicial efectiva. La conciliación, la transacción, la posibilidad de 

alcanzar acuerdos y la actividad de mediación que facilita conseguirlos, 

61   Artículo 11.1 de los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a.
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constituyen si no una alternativa general y mucho menos una panacea, 

sí, al menos, un complemento de la tutela judicial; Son instrumentos que, 

junto a otros, pueden contribuir en alguna medida a descongestionar el 

aluvión de asuntos que hoy en día recae en exclusiva sobre las cargadas 

espaldas de los Tribunales Contencioso administrativos62.

Conviene insistir en todas estas características, para poner de relieve que 

el recurso a la mediación no priva a la Administración de sus potestades 

de decisión unilateral en ningún caso, potestades que puede utilizar si 

la mediación no llega a buen fin. La mediación no tiene una naturaleza 

intrínsecamente jurídica de ahí que su alcance sea más amplio que el del 

arbitraje o la resolución de un recurso administrativo. No quiere decirse 

con ello, como es evidente, que la mediación no deba desempeñarse 

dentro de los límites del Derecho, está claro que sí, pero, en ese marco, 

la mediación no tiene por qué basarse sólo en argumentos jurídicos, sino 

que ha de tener en cuenta factores de equidad y de justicia material y, en 

general, todos aquellos elementos de oportunidad que permitan alcanzar 

una solución razonable y satisfactoria para las partes. Mientras que jueces, 

árbitros y órganos de resolución de recursos sólo pueden decidir en 

aplicación del Derecho vigente, a través de la mediación se puede pretender 

y conseguir justamente el compromiso de modificar alguna norma, cuando 

sea su contenido o su estricta aplicación la causa del conflicto o resulte 

conveniente reformarla para resolverlo pacíficamente63. 

Ahora bien, cabe preguntarse si la mediación o, más en general, los 

intentos de conciliación y negociación pueden tener virtualidad real en 

las relaciones entre los ciudadanos y la Administración. Porque, si bien 

son modos suficientemente probados en aquellos casos en que las partes 

se hallan en una posición de sustancial igualdad jurídica, las relaciones 

internacionales, laborales, mercantiles y civiles en general, puede dudarse 

de que puedan trasplantarse con éxito a un ámbito en el que una de las 

partes, la Administración, tiene, al fin y al cabo, la facultad de decidir 

unilateralmente, por regla general, con independencia del posterior 

control judicial, en su caso. Desde este punto de vista no se puede ser 

62   Vid. ROVIRA VIÑAS, A., Introducción a Comentarios a la Ley Orgánica del Defensor del 
Pueblo” Editorial Aranzadi, 2002, Navarra, cit. pág. 33.

63   Sobre la exclusión del arbitraje como una posibilidad de actuación de la institución de 
los Comisionados Parlamentarios ver GIRÓN CARO, C. “La intervención de los Defensores del 
Pueblo Andaluz” XII Jornadas de Coordinación entre Defensores del Pueblo, Sevilla 1,2 y 3 de 
Octubre de 1997, págs. 89-97.
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demasiado optimista a priori, pero hay que caminar en este sentido. La 

conciliación, la terminación convencional, incluso la puesta en marcha de 

un procedimiento de mediación, dependen de un acuerdo de voluntades 

al que la Administración debe concurrir. Y, si bien es lógico pensar que el 

ciudadano está muchas veces deseoso de resolver sus controversias con 

la Administración por medio de acuerdos y negociaciones, sin tener que 

iniciar un proceso, e inclusive de recurrir a una mediación si le resulta 

gratuita o a un coste soportable, no cabe esperar lo mismo en sentido 

recíproco. 

De todas formas, la experiencia, especialmente la de los últimos tiempos, 

demuestra que hay ocasiones en que también a la Administración le 

interesa resolver un problema de manera rápida y consensuada, si es 

necesario apelando algún tipo de mediación. A veces porque, aunque 

tenga la potestad jurídica de hacerlo, no le es fácil imponer en la práctica 

el cumplimiento de ciertas decisiones unilaterales, si generan una fuerte 

oposición social. Por eso entendemos que la inclusión de la mediación 

entre las misiones que tiene encomendadas el Defensor del Ciudadano/a 

es un acierto y es necesario valorar muy positivamente el resultado de la 

voluntad de la Administración Provincial de propiciar mecanismos y resortes 

conducentes a mejorar e implantar el Derecho a una buena administración. 

Dadas las características de la Oficina del Defensor del Ciudadano/a, el 

despliegue de las facultades de su titular y su actividad al servicio de esta 

fórmula de solución extrajudicial de conflictos, incluso en procedimientos 

especialmente complejos y con implicación de múltiples intereses, como por 

ejemplo los medioambientales, los relativos a la vivienda, constituye una 

buena experiencia para la gradual renovación del sistema administrativo y 

la consolidación del derecho a una buena administración.

La mediación llevada a cabo por el Defensor del Ciudadano/a fomenta 

y fortalece la participación de los ciudadanos y con ello se garantizan 

los principios de objetividad, imparcialidad y transparencia; facilita el 

diálogo, el acercamiento de posturas y la formulación de propuestas de 

entendimiento comunes que permitan una solución negociada del conflicto. 

No en vano, entre las ventajas de la mediación debemos destacar: primero, 

que las medidas acordadas a través de la mediación implican una mayor 

responsabilidad de las partes en el cumplimiento de sus obligaciones; 

segundo, que las decisiones así pactadas implican una mayor protección 

de los intereses en juego, al tomar en consideración las respectivas 

posiciones de las partes; tercero, la mayor satisfacción de las soluciones 
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adoptadas por las partes inspiradas por un espíritu de negociación; cuarto, 

se configura como una medida mucho más barata que los gastos que 

supone emprender una vía judicial y quinto, es una medida caracterizada 

por la celeridad, en cuanto que se trata de un proceso rápido que en varias 

entrevistas puede concluir.

Ahora bien, es necesario dotar a las instituciones que se crean, de los 

instrumentos necesarios para llevar a cabo su función y el reconocimiento de 

la función mediadora del Defensor del Ciudadano/a, exige, para satisfacer 

la pretensión de los ciudadanos que acuden a él, y en cuanto a la obligación 

de suspender su actividad y rechazar la queja cuando está pendiente una 

resolución judicial, de un comentario crítico. Cuando un ciudadano acude 

al Defensor del Ciudadano/a acude no sólo con la finalidad de realizar 

una denuncia, sino con la finalidad de que el conflicto que mantiene 

con la Administración sea resuelto, es decir busca soluciones en tiempo 

y forma. Sin embargo el Defensor del Ciudadano/a tiene que suspender 

su actividad y rechazar la queja, cuando está pendiente una resolución 

judicial. Esta suspensión de las cuestiones “sub iudice”, son contrarios a la 

naturaleza complementaria que consideramos necesaria para la Institución 

del Defensor del Ciudadano/a respecto a los mecanismos tradicionales de 

control administrativo y especialmente de los Tribunales. Es por ello que 

estimamos conveniente una reforma de los Estatutos del Defensor del 

Ciudadano/a a fin de que continúe conociendo del asunto “sub iudice”, 

para propiciar una solución rápida de la cuestión litigiosa en vía judicial. 

Más aún cuando la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa de 

1998, en su Exposición de Motivos afirma que para lograr una justicia ágil 

y de calidad es necesario que el control de la legalidad de las actividades 

administrativas se haga por otras vías complementarias a la judicial y 

cuando en su artículo 77 reconoce el desistimiento, el allanamiento, el 

reconocimiento en vía administrativa de las pretensiones del demandante y 

la transacción, como otros medios de terminación del proceso. El Defensor 

del Ciudadano/a, también en un asunto “sub iudice” puede ejercer una 

notoria influencia persuasoria para propiciar los acuerdos que pongan fin 

al proceso, favoreciendo así la más pronta satisfacción de los derechos y 

libertades constitucionales en juego. 
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4.3.	La Proyección de su actividad y su incidencia en el derecho a 

una buena administración:

4.3.1.	Actividad Preventiva y de Denuncia: la investigación, el 

informe anual y el uso de los medios de comunicación

El respeto del derecho a una buena administración requiere la presencia 

activa del Defensor del Ciudadano/a ya que no todo conflicto con la 

Administración provincial debe judicializarse no sólo por los costes 

económicos y temporales sino porque no toda mala práctica administrativa 

es susceptible de corregirse en vía judicial. 

El Defensor del Ciudadano/a actúa como garante de la buena administración 

provincial siendo defensor del los derechos de los ciudadanos tanto en los 

casos de vulneración concreta de sus derechos como ejerciendo una labor 

preventiva para evitar la mala administración provincial en un futuro.

Para ello actúa a instancia de los ciudadanos. El Estatuto del Defensor 

del Ciudadano/a regula ampliamente la legitimación pues puede presentar 

una queja, a tenor del artículo 1 de su Estatuto “los ciudadanos” y a tenor 

del artículo 6 “toda persona natural o jurídica que invoque un interés 

legitimo”. De ello debemos interpretar que pueden acudir al Defensor 

toda persona que viva en la provincia de Málaga sea o no sea vecino. En 

cuanto a la determinación de qué se entiende por interés legítimo debemos 

concretar que ha de tratarse de una posición de ventaja o beneficio que 

provenga del ordenamiento jurídico, no nos referimos a la existencia de 

un derecho subjetivo, pero sí a que la posición que se trate de defender 

venga amparada por la norma; en definitiva que la persona que presenta 

la queja haya sido, directa o indirectamente, perjudicada en un derecho o 

un interés que tiene reconocido por el ordenamiento jurídico. Ello nos lleva 

a entender que con la introducción de este término se pretende proteger 

no la salvaguarda del Derecho objetivo, sino la defensa de los derechos de 

los ciudadanos.

Aquellas personas, jurídicas o naturales que cumplen con los escasos 

condicionantes de legitimidad previstos en los Estatutos del Defensor 

del Ciudadano/a se dirigen a él a través de una queja, firmada por ellos, 

con indicación de su nombre, apellidos, domicilio, en escrito razonado y 

adjuntando cuantos documentos y medios de prueba las fundamenten. 
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Aunque de la redacción del artículo 6, en sus apartados 4 y 5, pueda 

deducirse que la presentación es a través de la presentación física del 

papel, o la formulación verbal de la misma, para lo cual hay que solicitar 

una previa entrevista, debe admitirse la posibilidad de que un ciudadano 

se dirija virtualmente a la oficina del Defensor del Ciudadano/a. Vivimos 

en la sociedad de la información, y es precisamente la Ley 11/2007, de 22 

de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos 

la que ha dado un paso decisivo y comprometido para incorporar las 

nuevas tecnologías como medio normal y habitual en las relaciones de los 

ciudadanos con la Administración Pública. Para dar respuesta a la realidad 

social de uso de las nuevas tecnologías, el Defensor del Ciudadano/a 

dispone de un formulario de queja a rellenar para su envío por e-mail64. 

Un controvertido límite temporal se prevé en los Estatutos del Defensor del 

Ciudadano/a para la presentación de la queja ya que ésta deberá presentarse 

en el plazo máximo de seis meses contado a partir del momento en que el 

ciudadano tuviera conocimiento de los hechos susceptibles de motivar la 

queja. Este límite sólo es predicable del inicio de las actuaciones a instancia 

de parte y no cuando proceda de oficio, de ahí que su virtualidad sea 

relativa en el sentido de que el Defensor del Ciudadano/a ante una queja 

que considere justa y presentada fuera de plazo puede asumirla de oficio 

y así, de un lado, procede a tener una actitud de denuncia y crítica de 

las mala prácticas administrativas y, de otro lado, se permite iniciar sus 

facultades de enlace o mediación para la resolución del conflicto entre la 

Administración Provincial y el ciudadano afectado.

Cuando las actuaciones llevadas a cabo por el Defensor del Ciudadano/a 

revelen o muestren indicios racionales de criminalidad su actuación de 

denuncia se concreta en poner los hechos en conocimiento del Ministerio 

Fiscal. Esta obligación no solo se deriva del artículo 9.4 de sus Estatutos 

sino también de lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ya que 

la acción penal es pública y la reserva de las actuaciones del Defensor del 

Ciudadano/a en el examen de los documentos que aportan los funcionarios 

no puede oponerse a esta obligación legal. De hecho el Defensor del 

Ciudadano/a ha presentado escritos de denuncias, admitidas a trámite, 

64   http://www.malaga.es/areas/defensor/queja/online.asp. En el informe anual de la gestión 
realizada por el Defensor del Ciudadano/a desde marzo de 2006 a marzo de 2007, internet ha 
sido el segundo modo más usado por los ciudadanos para presentar la queja. El 33% de las 
quejas se presentaron por Registro, el 28% por correo electrónico e internet, el 24% a través 
de entrevistas personales. Vid. Informe anual marzo 2006/2007, pág. 44. 
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al Fiscal Jefe de la Audiencia Provincial de Málaga como resultado de las 

actuaciones de dos quejas relativas al mobbing inmobiliario65. 

Además de las actuaciones de investigación llevadas a cabo como 

consecuencia de la presentación de quejas y de la actuación de oficio, el 

Defensor del Ciudadano/a concreta su actividad de denuncia en su dación 

de cuentas ante el Pleno de la Diputación. Esta dación de cuentas se celebra 

anualmente y bajo la forma de informe presentado en sesión ordinaria. No 

obstante, si existen situaciones o hechos de gravedad o urgencia, que así 

lo aconsejen, puede presentar, en cualquier momento, a iniciativa propia 

un informe extraordinario ante el pleno66.

El informe se configura por tanto como el cauce fundamental de relación 

entre el Pleno de la Diputación y el Defensor del Ciudadano/a. Respecto 

al Defensor del Ciudadano/a, el informe se presenta como el instrumento 

para dar cumplimiento a la obligación de dar cuentas de su gestión, 

mientras que para el Pleno de la Diputación el informe es la herramienta 

para procurarse una información de primera mano sobre el estado real 

de la Administración Provincial, su funcionamiento, su eficacia y sus 

problemas. Por ello esta institución ha de ser consciente de la función que 

cumple y tratar de ser lo más objetiva posible, reforzando la idea de que el 

informe no es un instrumento contra nadie sino un documento para todos 

que habrá de ser crítico y fiel reflejo, sobre todo, de aquello de la realidad 

que va mal. 

Además de esta función que podíamos calificar de denuncia, los informes 

cumplen otra función que podemos definir preventiva de nuevas 

vulneraciones de derechos, en la medida en que pueden servir de estímulo 

para que el funcionario cumpla con mayor diligencia sus obligaciones y las 

autoridades adopten con mayor responsabilidad las medidas oportunas. 

Esta función preventiva se cumple siempre que la Administración Provincial 

sea sensible a la llamada clara y objetiva a la reflexión y al compromiso que 

entraña el informe. A la reflexión, porque de su lectura extraemos cuales 

son las demandas que reclama la sociedad para conseguir un grado más 

elevado de modernidad, progreso, agilidad, justicia y equilibrio estructural. 

Al compromiso, porque ante esta demanda la institución provincial está 

en la obligación de dar respuestas adecuadas, remover y eliminar los 

65   Vid. Informe anual marzo 2006/2007, pág. 39. 

66   Artículo 12 de los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a.
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obstáculos que impidan al ciudadano el pleno ejercicio y disfrute de sus 

derechos y libertades. 

El Defensor del Ciudadano/a es un órgano adscrito a la Presidencia de la 

Diputación y depende orgánicamente del pleno de la Diputación Pueblo. 

Ello nos lleva a afirmar que la Presidencia de la Diputación y el Pleno han 

de ser consecuentes con el órgano de control y colaboración que crean; 

de no ser así, se trataría de un órgano que da un buen tono, pero sirven 

para poco, además de costar caro a los contribuyentes. Esto significa 

que han de ser conscientes del trabajo que está realizando y seguirlo de 

forma constante. De ahí que valoremos muy positivamente la previsión del 

artículo 9.1 de los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a que establece 

que una vez recibida la queja, la Oficina del Defensor del Ciudadano/a, la 

comunicará directamente a la Presidencia de la Corporación Provincial. 

Volviendo al tema de los informes es conveniente afirmar que cuando hay 

problemas sociales graves es fundamental que la relación o la conexión 

que hay entre ciudadanía y los poderes públicos sea lo más intensa 

posible. En este sentido, el Defensor del Ciudadano/a actúa como una 

verdadera escuela de ciudadanía y, sobre todo, como un mecanismo de 

participación de los ciudadanos que enriquece y tutela el derecho a una 

buena administración. 	

Respecto al contenido del Informe, en él se da cuenta del número y del 

tipo de quejas presentadas, de aquellas que han sido rechazadas y sus 

causas, de las quejas que han sido objeto de investigación y del resultado 

de las mismas, así como de las sugerencias y recomendaciones admitidas 

por la corporación provincial67. Su regulación jurídica suscita una duda 

inicial: ¿es una norma de mínimos, o una norma de estricta sujeción? Con 

esta pregunta se plantea, en primer lugar, si el informe tiene que limitar su 

contenido a lo previsto en el precepto normativo, de modo que resultaría 

ser una mera recopilación de datos, que diera cuenta del volumen de 

actividad del Defensor del Ciudadano/a relacionada exclusivamente con 

la recepción de quejas y la emisión de sugerencias y recomendaciones, 

o si esta enumeración sólo ha de tomarse como una obligación inicial 

e inexcusable, de modo que esos datos tuvieran que figurar en todo 

caso, pero con la posibilidad de que el informe incluyera otros datos no 

mencionados o incluso otros aspectos de la actividad de la institución.

67   Vid. Artículo 12.3 de los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a. 
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En este mismo orden de consideraciones, pero con otra dimensión, 

también se ha planteado si el informe debe limitarse a ofrecer al Pleno de 

la Diputación un panorama, más o menos completo, de las actuaciones 

llevadas a cabo, con lo que tendría un carácter básicamente informativo, o 

si ha de entrar en la valoración de las circunstancias políticas, económicas 

y sociales que están en el origen de esa actividad y, consecuentemente, 

pronunciarse acerca de las medidas de uno u otro orden con las que se 

podría contribuir a paliarlas o incluso a hacerlas desaparecer.

Como respuestas a estas dudas afirmamos que no puede considerarse 

excluyente, como un catálogo cerrado, los contenidos enumerados en el 

apartado 3 del artículo 12 de los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a. 

De esta manera, se acepta la idea de que el informe puede ocuparse, sin 

eludir la dación de cuentas sobre los aspectos señalados en el apartado 

3, de cualquier otra cuestión que el Defensor del Ciudadano/a considere 

relevante. Además el Defensor del Ciudadano/a debe hacer las valoraciones 

que tras sus actuaciones estime oportunas y que contribuyan a la mejora 

de la Administración arraigando y creando conciencia y cultura del derecho 

a una buena administración a la propia Administración y al conjunto de la 

ciudadanía. 

El Informe del Defensor del Ciudadano/a constituye un reto sobresaliente 

y una enérgica llamada de doble atención: por un lado se encuentra 

muy documentado, ofreciendo datos consistentes y sugiriendo caminos 

para superar un conjunto de situaciones que resultan intolerables y que 

no tienen explicación alguna. Por otro lado, constata que situaciones 

delicadísimas e injustificables se reiteran y afianzan, entre la inercia y la 

pasividad administrativa. Ello pone al descubierto, de un lado, la falta de 

reacción ante situaciones muy enojosas que en gran medina pueden ser 

superadas, pero de otro lado, lo que ya es más grave, la inconsistencia e 

ineficacia del sistema administrativo en muchas situaciones.

Por todo ello, los informes que elabora el Defensor del Ciudadano/a 

proporcionan una valiosa información para conocer el estado de la 

Administración Provincial y, aún más, de la propia sociedad, de ahí que 

al igual que se identifica el informe del Defensor del Pueblo con una 

radiografía social de España, en la que se reflejan los problemas que 

afectan a los ciudadanos, el informe del Defensor del Ciudadano/a muestra 

la radiografía social de la provincia, pues, a través de su contenido, se 

puede realizar una evaluación muy aproximada de las preocupaciones 

los informes que 
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principales de los ciudadanos, del estado de cada uno de los sectores 

de la actividad pública, de su eficacia y de sus carencias y también de la 

visión que los ciudadanos, el Defensor y la propia Administración tienen 

de las diferentes materias que se tratan en el Informe. En este sentido, 

ALZAGA VILLAAMIL señalaba que los informes del Defensor del Pueblo 

“son de extraordinario valor por la utilísima información que contienen 

sobre los vicios más frecuentes o más graves en que incurren nuestras 

Administraciones Públicas en el respeto de los derechos fundamentales, lo 

que permite orientar tanto la labor crítica de la oposición como la tarea de 

gobierno hacia la superación de esas lacras, e incluso en ocasiones logra 

influjo positivo y directo en la opinión pública”68.

El Defensor del Ciudadano/a es consciente del influjo positivo y directo que 

sus actuaciones pueden reflejar en la opinión pública y en beneficio del 

derecho a una buena Administración. Cuanto mayor sea la difusión, mayor 

“auctoritas” le confiere y más contribuye a humanizar la Administración 

en sus relaciones con los ciudadanos. Y en el caso de la difusión de los 

informes, éstos pueden cumplir, llegado el caso, la finalidad de constituir 

una denuncia pública de determinadas prácticas administrativas. De ahí 

que tras su presentación en el Pleno de la Diputación, el Defensor del 

Ciudadano/a, dé a conocer el informe a la ciudadanía. 

La publicación de los informes anuales ha sido llevada a cabo por la 

Diputación Provincial de Málaga, concretamente por la Sociedad de 

Planificación y Desarrollo. Una característica destacada de esta edición es 

su rápida confección, pues todos han aparecido en el mismo año en el que 

se han presentado, una vez que se han sustanciado todos los trámites de 

su presentación ante el Pleno de la Diputación. Del informe también se da 

cuenta a los diferentes medios de comunicación, que sirven de vehículo 

para darlo a conocer a la sociedad en su conjunto, e incluso el Defensor 

del Ciudadano/a utiliza medios adicionales de publicidad de su labor, por 

ejemplo, incluyéndolo en su página web institucional.

Si el Defensor del Ciudadano/a no diera a conocer su trabajo y los frutos 

del mismo, su función apenas tendría sentido, convirtiéndose en un figura 

68   Vid. ALZAGA VILLAAMIL, O., “Las garantías para la protección de los derechos”, en 
ALZAGA VILLAAMIL, O., GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, I. y RODRÍGUEZ ZAPATA, J., Derecho político 
español según la Constitución de 1978, vol. II, Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 
1998, pág. 248.
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ascética y virtuosa que dice que ayuda a los ciudadanos, pero nadie sabe 

cómo, ni cuándo, ni ante quién69.

Precisamente a través de esta caracterización se pone de relieve una 

doble faceta de las funciones del Defensor del Ciudadano/a. Por un lado, 

la Institución pretende solucionar problemas individuales a través del 

examen de las quejas promovidas por los ciudadanos afectados, teniendo 

que respetar su privacidad por medio de la obligada reserva con respecto 

a las investigaciones y en general, de todos los trámites. La otra cara de 

la moneda está constituida precisamente por la necesidad de publicidad 

que su actuación demanda, puesto que es de interés público conocer los 

supuestos en los que se intervino, la forma en que se hizo y la valoración 

que realiza el Defensor después de llevar a cabo su tarea supervisora. Este 

traslado a la sociedad se produce precisamente a través de los Informes 

dirigidos al Pleno de la Diputación. Con ellos aumenta el grado de 

confianza de los ciudadanos respecto al Defensor del Ciudadano/a, pues 

ven en la publicidad una garantía de su actuación objetiva y al margen de 

toda posible connivencia con la Administración. 

A través de la publicidad el Defensor del Ciudadano/a da a conocer sus 

criterios en relación a las diferentes materias públicas en que interviene, 

estableciendo algo que en cierta manera se asemeja a los criterios 

jurisprudenciales, una jurisprudencia de autoridad. Estos criterios, que 

se ponen en conocimiento de todos, pueden servir a los ciudadanos 

interesados en promover una queja, que sabrán a qué atenerse en relación 

con el problema que les concierne y con la eventual posición del Defensor 

ante el mismo; pero también pueden servir a la propia Administración 

provincial, que por medio de los Informes conocerá de antemano el criterio 

del Defensor del Ciudadano/a ante los diferentes asuntos a los que se 

enfrente. En este marco, se hace imprescindible, por tanto, el desarrollo de 

dispositivos de difusión que hagan llegar la información producida por esta 

institución al mayor número de ciudadanos posibles, y en las condiciones 

más idóneas que se puedan.

En su actividad de denuncia y concienciación, el Defensor del Ciudadano/a 

utiliza con naturalidad los medios de comunicación, ya sea la prensa, la 

radio o la televisión que están al alcance de la ciudadanía y hoy en la 

69   En relación a la expresión “figura ascética y virtuosa” referida al Defensor del Pueblo, Vid. 
FERNÁNDEZ SEGADO, F. “El sistema constitucional español”, Dykinson, Madrid, 1992, pág. 498.
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sociedad mediática en la que vivimos tienen más repercusión. La denuncia 

pública de una situación anómala concreta puede desencadenar reformas 

en el ámbito administrativo, que de otro modo irían delegándose hasta 

olvidarse. La presión que ejercen por los medios de comunicación y la 

opinión pública han de servir de respaldo a su gestión, evitando que sus 

informes se pierdan en los “sótanos de las instalaciones administrativas” 

y provocando, sin duda, cambios en las actuaciones de la administración, 

que tal vez de otro modo no se conseguirían.

Es necesario destacar la buena acogida que han dispensado los medios 

de comunicación a la Oficina del Defensor del Ciudadano/a. Esta atención 

de los medios se ha centrado tanto a nivel de ruedas de prensa, tribunas 

de opinión, entrevistas y participaciones periódicas en programas 

radiofónicos. 

El acceso a la información sobre las actuaciones del Defensor del 

Ciudadano/a no solo es un derecho de la ciudadanía sino también un 

deber que la Oficina ha de cumplir en la medida de sus posibilidades. Es 

decir, más allá del derecho que asiste a la ciudadanía, con las limitaciones 

legales que en cada caso se establezcan, está el espíritu de la Oficina del 

Defensor del Ciudadano/a de que se conozcan sus actuaciones por lo que 

debe autoexigirse, cuantos mecanismos pueda activar para potenciar la 

difusión y, por ende, el conocimiento y entendimiento de la labor que 

desarrolla. La estratégica de la Oficina del Defensor del Ciudadano/a en su 

relación con los medios de comunicación es la presencia de modo asiduo 

por considerar que un porcentaje significativo de las temáticas abordadas, 

al ser colectivas, planteadas por plataformas, federaciones y asociaciones, 

por afectar a una amplia mayoría de ciudadanos, deben ser difundidas a 

través de los medios de comunicación social70. 

De esta manera se valora y rentabiliza el trabajo del Defensor del 

Ciudadano/a. En términos sociales se da satisfacción a los principios de de 

eficacia, rentabilidad y se tiene como resultado la valoración de la Oficina. 

Para la consecución de este objetivo es preciso que su actuación tenga 

efectos sociales, es decir, que tenga una repercusión en la sociedad, que 

sirva para mejorar las condiciones que entran dentro de su ámbito de 

competencias. Y esto se consigue, en su mayor grado, actuando desde 

varios espacios entre los que al capítulo de la difusión es preciso dedicarle 

una atención muy especial. 

70   Vid. Informe anual marzo 2006/2007, págs. 70 y 71.
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En el desarrollo de la actividad investigadora, de la rendición de cuentas a 

través del informe anual y de la difusión de sus actuaciones, el Defensor del 

Ciudadano/a va creando escuela, va haciendo camino en la concienciación, 

no solo de la Administración, de la exigencia legal satisfacer el derecho a 

una buena administración, sino que se va informando y formando a la 

ciudadanía en la cultura de exigir una buena administración. 

4.3.2. La actividad de promoción del derecho ciudadano a una 

buena administración 

La actuación del Defensor del Ciudadano/a es virtuosa no sólo por la 

recepción de las quejas y sus investigaciones de oficio, ni la formulación de 

las sugerencias, advertencias y recomendaciones, ni la elaboración de sus 

informes, ni si quiera el ser la valiente voz de aquellos a los que no se les 

quiere escuchar y son molestos, sino por la actividad de promoción de los 

derechos que lleva a cabo. Siendo consciente de que los mecanismos de 

participación democrática se refuerzan con el conocimiento de los derechos 

y la formación en los derechos, solo así pueden exigirse y disfrutarse, la 

Oficina del Defensor del Ciudadano/a viene desarrollando actividades en 

este sentido.

Haciendo gala de los principios de buenas relaciones administrativas y de 

colaboración, la Oficina del Defensor del Ciudadano/a y la Delegación de 

la Consejería de Educación de la Junta de Andalucía acordaron, desde 

el año 2006, llevar a cabo una iniciativa educativa para la difusión y la 

divulgación de la figura del Defensor del Ciudadano/a con el objetivo de 

formar a las nuevas generaciones en el uso de este recurso para la defensa 

de sus derechos. Los destinatarios han sido estudiantes de Educación 

Secundaria y dos de los objetivos que se han fijado entre otros: fomentar 

la participación, integración, accesibilidad y viabilidad en la utilización del 

Defensor del Ciudadano/a como recurso para la defensa de los derechos 

civiles y humanos y facilitar el tratamiento de temáticas de interés social 

entre los jóvenes para promover valores sociales71.

Otra iniciativa de la Oficina del Defensor del Ciudadano/a es la publicación 

de una colección de temas monográficos, sobre los asuntos que los 

ciudadanos y ciudadanas de la provincia de Málaga plantean ante la 

71   Vid Informe anual marzo 2006/2007, págs. 17 a 19 y 136 a 213; y vid Informe anual abril 
2007/2008, págs. 7 a 9. 
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Oficina. La primera publicación de esta colección es un libro sobre el acoso 

inmobiliario por entender el Defensor del Ciudadano/a que es uno de los 

problemas más vergonzosos y que más humilla a una sociedad completa 

pues se ceba en las personas más desfavorecidas de la población, personas 

mayores, enfermas o con alguna discapacidad y, en general, todas con 

escasos recursos y buena parte de ellas solas. Con la publicación de 

este libro el Defensor del Ciudadano/a pretende hacer llegar a toda la 

ciudadanía, la información básica de qué es el acoso inmobiliario, en qué 

marco legal se produce y de qué forma pueden defenderse las personas 

afectadas, siendo un cauce de información y asesoramiento para todos los 

que sufren esta lacra social y para los que tienen obligación de intervenir 

para evitar esos abusos e injusticias72. 

La segunda de las publicaciones de esta colección de temas monográficos, 

es la presente publicación dedicada al estudio del derecho a una buena 

administración. La finalidad del análisis de esta monografía es definir 

la naturaleza y contenido de tal derecho porque sólo englobándolo 

en la respectiva categoría de derechos y conociendo su contenido 

podremos disfrutarlo, defenderlo y exigirlo. El Defensor del Ciudadano/a 

denuncia, tras su comprobación en el curso de sus investigaciones, 

el injustificado incumplimiento de las reglas más elementales del 

procedimiento administrativo, afirmando que la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común, no constituye aún una completa 

garantía de los derechos de los ciudadanos en relación con la actuación 

de las Administraciones Públicas, en la medida en que se incumplen 

principios tan básicos como la obligación de resolver, abusando del 

silencio administrativo. Se denuncian comportamientos irregulares de la 

Administración, incumplimientos legales, la falta de objetividad en sus 

decisiones, la dejadez administrativa y la lentitud. 

Todos estos comportamientos son contrarios al derecho a una buena 

Administración y la Oficina del Defensor del Ciudadano/a quiere, no sólo 

denunciarlos, sino crear conciencia en la Administración de la necesidad de 

cumplir el principio de legalidad, el principio de eficacia, transformándose 

en una organización que da respuesta a las necesidades de los ciudadanos 

72   Vid El Acoso inmobiliario. Una lucha desigual. El caso de Málaga. Dirección: GUTIÉRREZ 
RODRÍGUEZ, F. Oficina del Defensor del Ciudadano/a de la Diputación Provincial de Málaga y 
Airon Sesenta. 2008. Cit. Pág.15. 
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a los que sirve con objetividad y a los que debe tratar no solo con respeto 

y deferencia, sino con humanidad.

Otra de las actividades que la Oficina del Defensor del Ciudadano/a lleva 

a cabo para la promoción de los derechos de los ciudadanos son las 

reuniones que mantiene con los movimientos asociativos en toda su amplia 

tipología (agentes, asociaciones, organizaciones sociales, federaciones, 

comunidades de vecinos, plataformas ciudadanas�). El Defensor es 

consciente del importante papel que para la defensa y promoción de los 

derechos juegan estas organizaciones pues son las intermediarias para 

llegar a los colectivos sociales más vulnerables de la sociedad73.

La colaboración continua que se prestan la Oficina del Defensor del 

Ciudadano/a y la Universidad de Málaga es otra de las actividades 

encaminadas a la promoción de los derechos de los ciudadanos que se ha 

concretado en la organización de Cursos de Verano, charlas, encuentros y 

reuniones con profesores y estudiantes74. 

Finalmente, otra de las actividades de promoción de los derechos y en 

concreto de la promoción del derecho a una buena administración es la 

asunción por parte de la Oficina del Defensor del Ciudadano/a, desde sus 

comienzos, del compromiso con la ciudadanía de la prestación de servicios 

de calidad, sujetando su actuación administrativa a unos criterios de 

funcionamientos basados en un criterio de flexibilidad desde el punto de 

vista procedimental, al atender a quienes han demandado su intervención; 

en el criterio de la inmediatez, al actuar con la mayor rapidez posible en 

la solución de los asuntos que han llegado a la Oficina; en el criterio del 

seguimiento de los temas, incluso después de haber concluido formalmente 

su tramitación. Para ello el Defensor del Ciudadano/a ha establecido unos 

compromisos concretos sobre el tipo de conducta y servicios que reciben 

los ciudadanos que acuden a él. Con la adopción de esta iniciativa se 

persigue, en definitiva, aproximar la Oficina del Defensor del Ciudadano/a 

a la sociedad malagueña, posibilitando la información, la transparencia, la 

participación, la responsabilidad y la mejora continua de los servicios de la 

Administración provincial en función de las demandas ciudadanas75. 

73   Vid Informe anual febrero 2005/2006, págs. 39 a 41; vid. Informe anual marzo 2006/2007, 
págs. 55 a 61y vid Informe anual abril 2007/2008 (resumen al pleno), págs. 24-33. 

74   Vid. Informe anual febrero 2005/2006, pág. 43; vid. Informe anual marzo 2006/2007, 
pág. 73 y vid. Informe anual abril 2007/2008 (resumen al pleno), pág. 24-33.

75   Vid. Informe anual febrero 2005/2006, págs. 17 a 20; vid. Informe anual marzo 2006/2007, 
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4.3.3.	La Garantía del Derecho Ciudadano a una Buena 

Administración

Los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a parten de una negación 

aclaratoria de sus funciones al establecer que no es competente para 

modificar o anular los actos y resoluciones de la Administración Pública76. Sin 

embargo, puede sugerir criterios alternativos para la posible modificación 

de los actos y las resoluciones. Una vez concluida la fase investigadora 

el procedimiento llega a su fin y en función del artículo 11.2 de los 

Estatutos del Defensor del Ciudadano/a la forma que pueden adoptar las 

conclusiones del Defensor son las advertencias y las recomendaciones. 

El resultado de las investigaciones, por un lado, se traslada a quienes 

hubieran formulado la queja y a la autoridad o personal afectado y por 

otro lado se incluyen en el informe anual que el Defensor ha de presentar 

ante el Pleno de la Diputación. En el artículo 12.3 se especifica que en 

el informe anual han de incluirse el resultado de la investigación de las 

quejas, especificando las sugerencias o recomendaciones que han sido 

admitidas por la Corporación Provincial. Luego realmente los Estatutos 

diseñan tres formas de concluir las investigaciones: las recomendaciones, 

las advertencias y las sugerencias.

En cuanto a la tipología de estas resoluciones es interesante destacar 

que atendiendo a la práctica del Defensor del Pueblo, y por tanto 

haciendo una interpretación análoga, estas resoluciones se diferencian 

no sólo por el contenido sino porque responden a situaciones diferentes 

y peculiares; de ahí que entre ellas singularice a las advertencias como 

las resoluciones que se deben dictar ante dos situaciones especialmente: 

cuando no se advierta ilegalidad ni conducta especialmente dolosa del 

funcionario pero sí se considere poco diligente o excesivamente descortés, 

y cuando existan problemas de organización interna que perturben el 

buen funcionamiento del servicio. Por su parte, las recomendaciones son 

resoluciones fundamentadas en los principios constitucionales que se 

dirigen a las Administraciones para exponerles la conveniencia de dictar 

una determinada norma o modificar alguna de las existentes por razones de 

adecuación constitucional con el fin de evitar contradicciones normativas 

o para llenar un determinado vacío legal. Las sugerencias, por otro lado, 

son resoluciones que instan a la Administración a que modifiquen un acto 

págs. 23 a 29 y vid. Informe anual abril 2007/2008 (resumen al pleno), pág. 5.

76   Artículo 11.1 de los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a.
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concreto, cambien de criterio en su aplicación, acuerden un determinado 

acto o se abstengan de resolver aunque no venga existiendo actuación 

administrativa irregular77. Estos tres tipos de resoluciones son buenos 

instrumentos para contribuir a hacer cultura de buena administración y 

por tanto garantizar y hacer valer el derecho a una buena administración. 

Los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a no establecen la obligación 

por parte de la autoridad y del personal afectado por la queja de responde 

al informe o notificación del resultado de las investigaciones. En cambio, 

la estipulación segunda del Convenio de Colaboración entre la Diputación 

Provincial de Málaga y el Defensor del Pueblo Andaluz por el que se 

establecen las bases de la cooperación y coordinación que deben presidir 

las relaciones entre la Oficina del Defensor del Pueblo Andaluz y la Oficina 

del Defensor del Ciudadano/a de la Administración Provincial, establece 

que para el efectivo ejercicio de las tareas encomendadas la Defensor del 

Ciudadano/a, los servicios, unidades, organismos y empresas dependientes 

de la Diputación Provincial de Málaga, prestarán a la Oficina, con carácter 

preferente y urgente, el auxilio y colaboración que precisen, evitando 

actitudes obstruccionistas o entorpecedoras del desarrollo de las funciones 

que le encomienda su Estatuto regulador.

 El artículo de los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a relativo al informe 

anual exige que en el contenido del mismo se especifiquen las sugerencias 

o recomendaciones admitidas por la Corporación Provincial78, luego, 

parece razonable entender que la respuesta de la autoridad o del personal 

afectado por la queja no debería limitarse a un mero acuse de recibo sino 

que habría de manifestar de modo expreso la aceptación o el rechazo 

a la recomendación recibida. Es más, sería conveniente que la respuesta 

contuviera las medidas que la unidad administrativa fuera a adoptar 

teniendo en cuenta los razonamientos del Defensor del Ciudadano/a. 

En cuanto al efecto que producen las sugerencias en todas sus 

manifestaciones debemos tener en cuenta que nos encontramos ante 

una magistratura de persuasión, de ahí que las recomendaciones dirigidas 

a la Administración, aún no teniendo fuerza vinculante desde la óptica 

77   Vid. GIL ROBLES y GIL DELGADO, A., “El Control parlamentario de la Administración” 
Instituto de Estudios Administrativos, 1977, Madrid, cit. pág. 308 y el Informe del Defensor 
del Pueblo a las Cortes Generales correspondiente a la gestión realizada durante el año 2000, 
págs. 61-62.

78   Artículos 10 y 11 del Estatuto del Defensor del Ciudadano/a.
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jurídica, sí estén revestidas de un elevado poder persuasivo en relación 

con los escalones inferiores de la Administración ante la posibilidad de que 

el Defensor del Ciudadano/a acuda a la Presidencia de la Diputación y al 

pleno de la misma.

No debemos olvidar que la función del Defensor del Ciudadano/a no se 

agota en la producción de una simple declaración de voluntad valorando 

una situación o actuación administrativa, sino que, antes bien, la 

función del Defensor del Ciudadano/a es la de promover el buen actuar 

administrativo, es decir, garantizar el derecho a una buena Administración, 

por lo que debe entenderse de forma unitaria desde la iniciación de la 

queja hasta la modificación de la situación que dio motivo a la misma. 

En este sentido, ni siquiera en el informe anual se agota la terminación 

de cualquier investigación, antes al contrario, existen situaciones que sólo 

tras una denuncia continuada y permanente durante varios años, reflejada 

oportunamente en cada uno de los informes anuales, han encontrado eco 

y solución mediante una rectificación de la Administración. El seguimiento 

que la institución realiza de cada expediente no se agota hasta la 

efectiva modificación de los criterios administrativos que dieron lugar al 

convencimiento institucional de que la situación respecto del ciudadano 

debe ser corregida para la protección de sus derechos o para garantizar el 

adecuado funcionamiento administrativo.

Cuando el Defensor del Ciudadano/a ejerce sus funciones de mediador, 

el resultado de su actividad es diferente respecto a la simple actividad 

de investigación. Los efectos de la mediación pueden ser los siguientes: 

o la mediación no progresa y por tanto no tiene un resultado positivo 

continuando el conflicto, o la mediación es un éxito y el conflicto se resuelve. 

Recordemos que en este caso el mediador no decide, sino que sólo actúa 

intentando contribuir a una solución acordada, organizando el intercambio 

de puntos de vista entre las partes, ayudándoles a buscar puntos de 

encuentro de sus respectivas posiciones y, en definitiva, propiciando una 

composición de sus intereses. El resultado de esa mediación se manifestará 

en el correspondiente acto administrativo que se habrá adoptado teniendo 

en cuentas los intereses de ambas partes, bien sea a través de la clásica 

terminación unilateral de la Administración o bien sea mediante la fórmula 

de la terminación convencional.

Concluimos por tanto que el Defensor del Ciudadano/a a través de la 

formulación de sus sugerencias, advertencias y recomendaciones y a través 
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de sus funciones de mediador, contribuye a satisfacer y a dar fuerza y valor 

al derecho a una buena administración pues fomenta la participación de 

la ciudadanía en los asuntos públicos. No obstante, a veces, la realidad 

demuestra que la colaboración y la atención de las resoluciones del 

Defensor del Ciudadano/a quedan al arbitrio de la condición del titular del 

órgano administrativo al que se dirige, si la voluntad es de colaboración se 

prosigue con la investigación; si por el contrario la voluntad es hostil, o bien 

se produce el archivo de la queja, o bien prosiguiéndose la investigación, 

la resolución que adopta el Defensor del Ciudadano/a es descaradamente 

desatendida. Es por ello que insistimos en que la oficina del Defensor del 

Ciudadano/a no cese en su empeño de presentarse ante la Administración 

provincial como un colaborador que tiene como finalidad última lograr 

que ciertos métodos de funcionamiento, cuanto menos irrespetuosos con 

los derechos y libertades, se tornen en promocionales y respetuosos. 

4.4.	Las relaciones del Defensor del Ciudadano/a con el Defensor 

del Pueblo, con el Defensor del Pueblo Andaluz y con figuras 

análogas de ámbito municipal y provincial

El respeto y la garantía de los derechos y libertades de las personas es 

base esencial del modelo democrático de convivencia que se reconoce en 

el artículo 1.1 de la Constitución, y que se articula en diversos cauces e 

instrumentos institucionales para protegerlos y asegurar su ejercicio. 

Uno de esos cauces institucionales para proteger y asegurar los derechos 

y libertades de las personas han sido la institución del Defensor del Pueblo 

como Alto Comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para 

la defensa de los derechos comprendidos en su Título I, a cuyo efecto puede 

supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes 

Generales79 y las instituciones análogas que se han creados en algunas 

de las Comunidades Autónomas en función de su previsión estatutaria80. 

79   Artículo 54 de la CE y artículo 1 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del 
Pueblo. Vid. una extensa bibliografía en ÁVILA RODRÍGUEZ, C.M., El Defensor del Pueblo y el 
Defensor del Pueblo Andaluz ante las Políticas Ambientales, Editorial Tirant lo Blanch, 2007, 
413 páginas.

80   Sobre la normativa reguladora de los Comisionados Parlamentarios Autonómicos vid. 
Ley 3/1985, de 27 de febrero que crea y regula la institución del Ararteko del País Vasco; 
Ley 14/1984, de 20 de mayo, del Sindic de Greuges de Cataluña; Ley 6/1984, de 5 de junio 
que regula el Valedor del Pueblo de Galicia; Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del 
Pueblo Andaluz; Ley 11/1988, de 26 de diciembre del Síndico de Agravios; Ley 4/1985, de 
27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón; Ley 7/2001, de 31 de julio, del Diputado del 
Común; Ley 1/1993, de 10 de marzo, del Sindic de Greuges de las Islas Baleares; Ley 2/1994, 
de 9 de marzo, del Procurador del Común de Castilla León; Ley 6/2006, de 2 de mayo, del 
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Igualmente, como manifestaciones de la capacidad organizativa de los 

entes locales, se han ido creando figuras de este tipo en el ámbito de 

las Administraciones Locales, persiguiendo éstas un saludable ánimo de 

funcionamiento democrático, aportando un cauce cualificado de atención 

a la ciudadanía en sus demandas.

Antes de entrar a analizar cuáles son las relaciones que mantiene el Defensor 

del Ciudadano/a con otros Defensores es necesario hacer un apunte sobre 

la distribución de competencias entre el Defensor del Pueblo, el Defensor 

del Pueblo Andaluz y el Defensor del Ciudadano/a. La competencia 

de supervisión de las Administraciones Públicas de la que es titular el 

Defensor del Pueblo abarca a todas las Administraciones territoriales: la 

Administración General del Estado, las Administración autonómica y la 

Administración local. Cuando las quejas se refieren a la actuación de la 

Administración Autonómica, es el propio ciudadano el que concreta la 

competencia de supervisión del Defensor del Pueblo o del Defensor del 

Pueblo Andaluz, en función de ante quién presenta la queja y en virtud del 

acuerdo de Cooperación y Coordinación entre el Defensor del Pueblo y el 

Defensor del Pueblo Riojano; Ley foral 4/2000, de 3 de julio, del Defensor del Pueblo de la 
Comunidad Foral de Navarra y Ley del Principado de Asturias 5/2005, de 16 de diciembre, del 
Procurador General. 
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Defensor del Pueblo Andaluz81, que fue denunciado por el Defensor del 

Pueblo pero parecer seguir siendo la pauta de las relaciones entre ambas 

instituciones. No obstante, la institución que la reciba puede solicitar la 

colaboración de la otra para la investigación y propuesta de resolución si 

entiende: en el caso del Defensor del Pueblo, que la intervención próxima y 

directa del Defensor del Pueblo Andaluz puede contribuir a una más rápida 

y eficaz solución; y en el caso del Defensor de Andaluz, cuando considere 

que los efectos de la resolución, debido a la trascendencia de las quejas, 

incidan en el área de actuación de la Administración General del Estado. 

En estos casos, sin perjuicio de su competencia, el Defensor del Pueblo 

puede solicitar la cooperación del Defensor del Pueblo Andaluz para la 

investigación de dichas quejas. La cooperación que solicita el Defensor del 

Pueblo del Defensor del Pueblo Andaluz, puede concretarse tanto en quejas 

individualizadas como en áreas generales de la actuación administrativa. 

En todo caso, la cooperación en este ámbito, se limita al procedimiento de 

investigación ya que una vez concluido, el Defensor del Pueblo Andaluz 

procede a su documentación elaborando unas conclusiones que remite al 

Defensor del Pueblo quien finalmente adopta la resolución pertinente82. 

En cuanto a la supervisión de la Administración Local, el Defensor del 

Pueblo Andaluz asume la investigación y la resolución de todo aquello que 

afecte a las materias en las que el Estatuto de Autonomía de Andalucía 

otorga competencias a la Comunidad Autónoma y remite al Defensor del 

Pueblo aquellas quejas que sean competencias de éste. No obstante, el 

Defensor del Pueblo se reserva la competencia de investigar y resolver 

todas las quejas que por su trascendencia o por razón de homologar 

criterios anteriores, lo requieran.

Centrándonos en los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a, estos, 

mientras guardan un respetuoso silencio respecto al Defensor del Pueblo, 

establecen una estrecha relación con la institución del Defensor del Pueblo 

Andaluz, pues, además de establecer la pauta de funcionamiento de 

remitir al Defensor del Pueblo Andaluz aquellas quejas que se relacionan 

con su ámbito de competencias reconoce que la oficina del Defensor del 

81   Publicado en el BOJA número 79, de 10 de julio de 1997.

82   Si la materia objeto de investigación ha sido transferida, el acuerdo preveía que el Defensor 
del Pueblo Andaluz para desempeñar las funciones que le son atribuidas por el Estatuto, por 
su ley reguladora y por el mencionado acuerdo, pudiera dirigirse a toda clase de autoridades, 
organismos, funcionarios y dependencias de cualquier clase de Administración con sede en la 
Comunidad Autónoma.
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Ciudadano/a mantendrá una estrecha colaboración con la del Defensor 

del Pueblo Andaluz para todos aquellos asuntos que sean de interés 

común83.

Las buenas relaciones entre ambas instituciones se han materializado en 

la firma de un convenio de colaboración entre la Diputación Provincial de 

Málaga y el Defensor del Pueblo Andaluz por el que se establecen las bases 

de la cooperación y coordinación que deben presidir las relaciones entre 

la Oficina del Defensor del Pueblo Andaluz y la Oficina del Defensor del 

Ciudadano/a de la Administración Provincial84. Este convenio respeta las 

bases acordadas en el convenio firmado entre el Comisionado Parlamentario 

Autonómico y la Federación Andaluza de Municipios y Provincias (FAMP), 

para la creación de órganos e instituciones a los que se asignen funciones 

de defensa de derechos en el ámbito de las Administraciones Locales, así 

como la imprescindible colaboración que se debe establecer entre éstos y 

el Defensor. 

Sin duda, es necesario reconocer y elogiar la firma de este convenio, 

pues es la expresión de la voluntad unánime del Defensor del Pueblo 

Andaluz y la Oficina del Defensor del Ciudadano/a de cooperar y auxiliarse 

recíprocamente para el más eficaz cumplimiento de sus cometidos, 

promoviendo las técnicas y medios oportunos con el fin de mejorar la 

protección de los derechos de la ciudadanía.

Las relaciones entre ambas Oficinas están presididas por los principios 

generales de: cooperación, colaboración, coordinación, eficiencia en el 

uso de los recursos públicos y lealtad institucional. El convenio parte de 

la independencia de cada una de estas instituciones en el ejercicio de las 

funciones que tienen encomendadas, sin perjuicio de la competencia que 

legalmente corresponde al Defensor del Pueblo Andaluz en el ejercicio de 

las funciones de supervisión de las Administraciones Públicas, y entre ellas 

la Administración Local y Provincial. 

Ambas Oficinas asumen el compromiso de informar adecuadamente a la 

ciudadanía sobre la posibilidad de realizar sus consultas o presentar sus 

quejas ante el Defensor del Pueblo Andaluz o ante la Oficina del Defensor 

del Ciudadano/a, en el ámbito de sus respectivas competencias. Es por 

83   Vid. artículo 7.1,e) y artículo 9.5. de los Estatutos del Defensor del Ciudadano/a. 

84   Firmado en Málaga el 23 de enero de 2006.
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ello que respetan la voluntad de la ciudadanía con respecto a su decisión 

de presentar una queja o reclamación ante la institución autonómica 

o el órgano de ámbito provincial, en relación con actuaciones de la 

Administración Provincial. En el caso de que la misma persona hubiera 

presentado la misma queja ante las dos instituciones, el Defensor del 

Pueblo Andaluz y el Defensor del Ciudadano/a acuerdan las oportunas 

fórmulas de coordinación entre ellas, a fin de evitar disfuncionalidades. 

En el Convenio, el Defensor del Pueblo Andaluz en su relación con la 

Oficina del Defensor del Ciudadano/a, contrae una serie de compromisos, 

en concreto, la cooperación en materia de formación; el asesoramiento; 

la utilización de modelos de soportes documentales y aplicaciones 

informáticas propias; el acceso a bases de datos públicas de actuaciones 

propias e intercambio de informes y publicaciones. Asimismo asume el 

compromiso de información sobre los asuntos a que afectan las quejas 

referidas a la provincia de Málaga, así como sobre las resoluciones más 

significativas adoptadas en relación con las mismas, dentro del respeto a 

las debidas garantías legales.

El Defensor del Pueblo Andaluz brinda a la Oficina del Defensor del 

Ciudadano/a la posibilidad de participar en la facultad de iniciativa 

normativa que tiene atribuida el Comisionado Parlamentario Autonómico 

en su Ley reguladora, realizando las propuestas que estime convenientes 

en el ámbito de sus competencias.

Finalmente el Defensor del Pueblo Andaluz se compromete, no sólo, a 

promover las tareas de coordinación con otros órganos e instituciones 

similares existentes en Andalucía a través del desarrollo de reuniones 

periódicas para armonizar el ejercicio de sus funciones, sino también 

a fomentar el desarrollo de actuaciones conjuntas de divulgación 

que redunden en una protección más efectiva de los derechos de la 

ciudadanía.

Fruto de la colaboración del Defensor del Pueblo Andaluz y de las 

inquietudes y preocupaciones que se suscitaron en el Curso de Verano 

de la Universidad de Málaga que dirigió el Defensor del Ciudadano/a en 

2007, se ha creado la Coordinadora de Defensores Locales de Andalucía 

con los principales objetivos de resaltar en la sociedad andaluza el papel 

de mediación y defensa de los derechos de los ciudadanos que ejercen 

estas figuras; de conseguir la coordinación técnica en la tramitación diaria 
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de expedientes de quejas y reclamaciones; de ser interlocutora con el 

Defensor del Pueblo Andaluz y Estatal, con la Federación Andaluza de 

Municipios y Provincias, con el Foro de Defensores Locales de Cataluña y 

con las Administraciones e instituciones de Andalucía. 

Así mismo, la Oficina del Defensor del Ciudadano/a, organizó en febrero 

de 2008, el Primer Encuentro Estatal de Defensores Locales en el que se 

han establecido las bases de funcionamiento y colaboración mutua en el 

documento denominado “Declaración de Málaga”. En este documento se 

configura el Ombudsman local como una institución útil para garantizar 

la defensa y protección de los derechos de las personas en sus relaciones 

con las Administraciones Locales en un marco de responsabilidad cívica y 

se consensua que su función específica, desarrollada siempre en el marco 

de las relaciones entre la ciudadanía y las Administraciones en el ámbito 

de sus competencias, es orientar, intermediar y formular recomendaciones 

que mejoren la calidad de los servicios públicos fomentando conductas 

que redunden en el respeto y la garantía del derecho a la buena 

administración. 

5. Conclusiones

El derecho a una buena administración se encuentra reconocido en el 

artículo 31 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del 

Estatuto de Autonomía para Andalucía. La norma es clara al ubicar el 

derecho a una buena administración entre los derechos de los andaluces 

al ser incluido en el Capítulo II “Derechos y Deberes” del Título I “Derechos 

Sociales, Deberes y Políticas Públicas”. Tanto el sentido literal como la 

estructura de la norma permiten afirmar que el precepto reconoce un 

auténtico derecho en sus términos  estableciendo un contenido esencial. 

El derecho a una buena administración proclamado en el Estatuto de 

Autonomía vincula a todos los poderes públicos autonómicos y ello nos 

permite afirmar dos conclusiones: en primer lugar, el derecho a una buena 

administración es exigible tan sólo de la Administración Autonómica y no 

del resto de las Administraciones; en segundo lugar, en cuanto que vincula 

al Parlamento autonómico, éste debe aprobar la correspondiente ley de 

desarrollo del derecho respetando, en todo caso, el contenido mínimo 

reconocido en el Estatuto, lo que nos lleva a proponer que si entendemos 

que la Ley 9/2007, de 22 de octubre de la Administración de la Junta de 

Andalucía es la adecuada en el ámbito autonómico para desarrollar este 
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derecho, necesita una reforma que incorpore efectivamente el derecho 

a una buena administración y que desarrolle su contenido respetando 

el diseñado por el Estatuto, de ahí que el artículo 5 de esta ley, que se 

refiere al principio de la buena administración enumerado en su apartado 

3.t), ya no sea suficiente porque, tras la reforma del Estatuto, la buena 

administración no solo es un principio sino también un derecho reconocido 

en el Estatuto. 

Ahora bien, el reconocimiento del derecho a una buena administración 

que realiza el Estatuto de Autonomía para Andalucía no se puede separar 

de la interpretación dada por el Tribunal Constitucional en su Sentencia 

247/2007, de 12 de diciembre, dictada con motivo del recurso de 

inconstitucionalidad interpuesto por el Gobierno de Aragón respecto del 

artículo 17.1 del Estatuto de Autonomía para la Comunidad Valenciana, 

pues en ella, el interprete de la Constitución, afirma que para determinar 

si nos encontramos con auténticos derechos subjetivos en los textos 

estatutarios hay que diferenciar si proceden del contenido estatutario 

del ámbito institucional que prevé el artículo 147.2,c) de la Constitución, 

(previsión estatutaria de “la denominación, organización y sede de las 

instituciones autónomas propias”) o si proviene de las atribuciones 

competenciales. En el primer caso, el Tribunal Constitucional sentencia 

que los  Estatutos de Autonomía pueden establecer derechos subjetivos 

por sí mismos, mientras que en el ámbito de atribución competencial 

requieren de la colaboración del legislador autonómico, de tal manera que 

las prescripciones estatutarias relativas a este último ámbito, cualquiera 

que sea el modo literal en que se enuncien, han de entenderse como 

mandatos, orientaciones u objetivos, dirigidos a los poderes públicos 

autonómicos para el ejercicio de competencias que el Estatuto atribuya.

A nuestro juicio el derecho a una buena administración se proclama sin 

conexión alguna con el ejercicio de alguna competencia de los poderes 

públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía. Su reconocimiento 

se justifica bajo la cobertura del artículo 147.2,c) de la Constitución, en 

atención a la previsión estatutaria de “la denominación, organización y 

sede de las instituciones autónomas propias” porque la organización de 

las instituciones de las Comunidades Autónomas admite trazar las líneas 

esenciales a las que deberá ajustarse el funcionamiento de sus instituciones 

y la vinculación directa de los poderes públicos de la Comunidad con los 

ciudadanos, pudiendo generar verdaderos derechos subjetivos. 
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El Estatuto de Autonomía de Andalucía regula en el Capítulo VII, ubicado 

en el Título IV, “Organización Institucional de la Comunidad Autónoma”, 

a la Administración de la Junta de Andalucía y al ser el Estatuto la concreta 

fuente constitucionalmente prevista para dotar de sentido y alcance material 

a la organización y funcionamiento de las instituciones autonómicas, siendo 

la Administración de la Junta de Andalucía una institución autonómica, 

puede  fijarse en él tanto las líneas esenciales del funcionamiento de la 

Administración Autonómica como sus pautas y principios de actuación, 

reconociéndose explícitamente el derecho a una buena Administración, 

como una concreción del contenido estatutario de “organización de las 

instituciones autónomas propias” del artículo 147.2,c) de la CE.

Ahora bien, esta interpretación tiene un efecto que podemos considerar de 

adverso pues da lugar a que cada Comunidad Autónoma y el Estado Central 

conciban con distintos contenidos el derecho a una buena administración, 

de hecho, como hemos analizado, ya ha ocurrido con la distinta definición 

que el Estatuto Catalán, Castellano-Leonés y Andaluz han dado a este 

derecho. Ello nos conduce a exponer una tercera conclusión, aunque 

mantenemos la validez de que los Estatutos de Autonomía proclamen 

como derecho estatutario el derecho a una buena administración con las 

vinculaciones jurídicas que respectivamente establecen los textos estatutarios, 

consideramos que ésta no es la solución aceptable para configurar y crear 

el derecho a una buena administración que debe ser exigible por igual en 

todas las relaciones jurídicas de los ciudadanos con la Administración en 

cualquiera de sus manifestaciones territoriales o institucionales. 

Por tanto sería deseable que el derecho a una buena administración se 

diseñara como un derecho exigible a todas las Administraciones Públicas 

y para ello en una hipotética reforma constitucional debería tenerse en 

cuenta y debería ser configurado como un derecho fundamental para 

seguir la línea de interpretación del Derecho comunitario y elevar a rango 

constitucional lo que tímidamente como un derecho empiezan a diseñar 

los Estatutos de Autonomía. Si se diera este paso, pues actualmente el 

derecho a una buena administración como derecho subjetivo y singular 

no existe como tal en la Constitución sino que existe como mero principio 

deducido de algunos artículos de su Título IV, el derecho a una buena 

administración al configurarse como un derecho fundamental inserto en 

el ordenamiento jurídico, daría un contenido social y democrático básico 

a dicho ordenamiento, convirtiéndose en un patrimonio común de los 

ciudadanos individual y colectivamente, consustancial del ordenamiento 
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jurídico de un Estado Social y Democrático de Derecho, que a todos 

atañería por igual, requiriendo para su regulación, al tratarse de un derecho 

fundamental, de una ley orgánica resultado del trabajo parlamentario de 

las Cortes Generales. 

La relación directa entre la buena administración, los ciudadanos y los 

Defensores del Pueblo se acentúa en el caso de los Defensores de ámbito local 

pues su proximidad con los ciudadanos hace que su labor sea insustituible 

para tratar de hacer realidad el buen funcionamiento de la Administración. 

Es por ello que se hace necesario exigir del ordenamiento jurídico que el 

principio de seguridad jurídica se predique en la creación y el funcionamiento 

de los Defensores de ámbito local, pues aunque la creación de estas figuras 

se habilita por el artículo 137.1 de la CE, al reconocer la autonomía para 

la gestión de los intereses locales; por el artículo 60.1, e) del Estatuto de 

Autonomía para Andalucía, al atribuir la competencia de la Comunidad 

Autónoma en el régimen jurídico de los órganos complementarios de la 

organización de los entes locales; por los artículos 4.1,a) y 32.3 de la Ley de 

Bases del Régimen Local, al reconocer la potestad de autoorganización y por 

su respectiva norma de creación, en el caso del Defensor del Ciudadano/a 

creado por la Diputación de Málaga, el Estatuto del Defensor del Ciudadano/a 

aprobado por el pleno de la Corporación Provincial de Málaga en su sesión 

celebrada el 13 de mayo de 2003, se observa  un vacío normativo a nivel 

autonómico del desarrollo del estatuto en materia de régimen jurídico de 

la Administración local y del reconocimiento expreso de la existencia de 

estas instituciones. Ello nos lleva a afirmar como cuarta conclusión que es 

necesario que la futura ley autonómica de régimen local regule la figura de 

los Defensores Ciudadanos fijando los requisitos, las funciones y las pautas 

de funcionamiento coordinadas con el resto de instituciones análogas.

La Oficina del Defensor del Ciudadano/a creada por la Diputación de 

Málaga a través de la misión que tienen encomendada expresamente 

de asesorar, informar, atender y ser enlace o mediador entre el 

ciudadano y a través de misión implícita de tutelar o defender los 

derechos de los ciudadanos, es un motor fundamental para promover 

la buena administración como principio y como derecho subjetivo de los 

ciudadanos ya que, por un lado, no sólo son un medio externo de control, 

investigando reclamaciones sobre mala administración y recomendando, 

en su caso, acciones correctivas, sino que también realiza funciones 

de concienciación, fomento y promoción del derecho a una buena 

administración.
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EL DERECHO A UNA BUENA 
ADMINISTRACIÓN DESDE LA 
PERSPECTIVA DE LA ÉTICA PÚBLICA
El buen gobierno y la buena conducta administrativa

Jose Antonio Gámez Gámez 

Asesor del Defensor del Pueblo Andaluz

I. INTRODUCCIÓN

No resulta casual la irrupción del tema de la ética, pública o privada, en 

estos últimos años y que la preocupación sobre la misma se plantee en 

todo tipo de foros cuando se pretende construir un proyecto de futuro. 

Baste traer aquí a colación para constatarlo las últimas Cumbres del Grupo 

de los Veinte (G-20), en Washington (noviembre de 2008) y Londres (2 de 

abril de 2009) en relación a la problemática de la actual crisis económica 

mundial, en la que sin ambages se habla del establecimiento de un nuevo 

“Código Ético” para el modelo de economía de mercado.

 La configuración de un Estado Democrático de Derecho, como es el caso 

español, tiene entre sus fundamentos que los servidores públicos, de 

todas las categorías, actúen conforme al principio de servicio al interés 

general, con objetividad e imparcialidad, con absoluta interdicción de la 

arbitrariedad . Estos principios con mayor o menor amplitud se encuentran 

constitucionalizados en las Cartas Magnas de todos los países occidentales, 

conformando todos ellos valores públicos que vienen a ser expresión de 

lo que se entiende por “ética pública”, y esta a su vez , de la dignidad 
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humana, pues en última instancia el eje del sistema es el ciudadano y no 

cabe entender la ética sin referirlo a la persona.

La aparición de episodios, mas o menos esporádicos, de corrupción, mas allá 

de la un vulneración de dichos principios, supone la interacción de actores 

e intereses públicos y privados de distinta naturaleza que en la medida 

que trasciende lo individual y alcanza a instituciones (constitucionales 

o estatutarias, entidades administrativas, partidos políticos, etc.) y 

empresas, conlleva una quiebra de la confianza de los ciudadanos en 

los poderes públicos y del modelo de Estado que le da cobertura. Este 

fenómeno ha adquirido tal significación que ha obligado a los poderes 

públicos a acometer medidas de regeneración democrática tendentes a 

la consecución de dos objetivos fundamentales: la reconstrucción de los 

valores éticos en el ámbito del sector público (como también en el sector 

privado) y la implementación y asentamiento de una cultura ética en la 

Administración. 

Este resurgir de la ética pública llega con notable retraso a España, bien 

entrado el nuevo milenio, toda vez que su despertar cabe situarlo en la 

década de los setenta y ochenta en los Estados Unidos y su continuación 

europea en los noventa, si consideramos como carta de presentación de la 

ética pública en nuestro país el Código de Buen Gobierno, la regulación de 

los conflictos de intereses para los altos cargos y el Código de conductas 

para los empleados públicos, entre otras disposiciones, todas ellas dictadas 

en el periodo 2005-2007.

El análisis que aquí se aborda parte del escaso margen que permite el 

novísimo derecho a una buena administración, derecho de reciente 

ascendencia europea que progresivamente va incorporándose a nuestro 

ordenamiento jurídico, y que ofrece la particularidad de integrar en su 

contenido una parcela ética al considerar que hay buena administración 

cuando ésta actúa o se comporta conforme a parámetros de valores 

públicos comúnmente aceptados. No obstante, como quiera que la 

presencia de esta perspectiva ética de lo público cabe detectarla en todas 

las instancias públicas, ya sean internacionales, europeas o nacionales, en 

sus distintos niveles territoriales, sin que exista un poder, ya sea legislativo, 

ejecutivo o judicial que escape a esta consideración ética a la hora de 

enjuiciar su actuación, ello nos ofrecen por contrapartida un amplio 

espacio de estudio.

Este resurgir de la 

ética pública llega 

con notable retraso 

a España, bien 

entrado el nuevo 

milenio, toda vez 

que su despertar 

cabe situarlo en la 

década de los setenta 

y ochenta en los 

Estados Unidos y su 

continuación europea 

en los noventa



127

Las tecnologías de la Información y los derechos de la ciudadanía

La ética pública, al ir referida a los comportamientos de los servidores 

públicos, se aborda aquí atendiendo fundamentalmente a las normas 

administrativas reguladoras del estatuto de este personal, pero también 

atendiendo al carácter ético de otras disposiciones ajenas a esta materia 

estatutaria, al encontrarse también en los principios organizativos o de 

funcionamiento de las instituciones o entes públicos que tienen esta 

connotación, sin perjuicio de que en última instancia ésta se manifieste en 

una concreta actuación de una autoridad o empleado público.

Finalmente, concluimos el estudio con una breve acotación de la presencia 

de la ética en el sector privado, en el que originariamente surgieron los 

códigos de conducta, que en su versión pública se viene convirtiendo en el 

documento por antonomasia en el que se recogen los valores de la ética 

pública, así como destacar el importante papel que pueden desplegar 

las instituciones de los Defensores del Pueblo o de la Ciudadanía como 

valedores y garantes de éstos.

II. VALORES PÚBLICOS Y CÓDIGOS DE CONDUCTA

1.	 La buena administración y los valores públicos

El derecho a una buena administración, de reciente incorporación a nuestro 

ordenamiento jurídico mediante Ley Orgánica 1/2008, de 30 de julio por 

la que se ratifica el Tratado de Lisboa de diciembre de 2007 (por el que 

se modifica el Tratado de la Unión Europea y el Tratado Constitutivo de 

la Comunidad Europea), a la que se anexa la Carta Europea de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, introduce este derecho en su artículo 

41, que a su vez trae causa del intento de llevar a cabo una Constitución 

Europea a partir del Tratado de Niza de 2000, texto en el que se integraba 

la referida Carta como un título más de la misma.

Ateniéndonos al contenido europeo de este derecho, éste se concreta en 

un conjunto de principios y derechos específicos que participan, por un 

lado de aspectos relacionados con el procedimiento administrativo europeo 

(derecho a obtener una respuesta motivada en un plazo razonable, de 

audiencia previa, el de acceso al expediente y a los documentos que lo 

componen y el derecho al pluralismo lingüístico en las relaciones con las 

instituciones europeas), y por otro con el comportamiento de los servidores 

públicos en sus relaciones con la ciudadanía (derecho a ser tratados de 
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forma imparcial y equitativa y a obtener una reparación por los daños 

sufridos por la acción u omisión administrativa).

Desde esta perspectiva, los derechos referidos a los aspectos procedimentales 

caben deducirlos de los principios de organización y funcionamiento 

de la Administración, que no son sino expresiones de los principios de 

legalidad y seguridad jurídica, como los relacionados con las conductas 

de los representantes y agentes administrativos entroncan con la ética 

pública.  Esta dual visión del derecho a una buena administración nos 

permite distinguir aquellos que derivan de la organización, y sobre todo 

del funcionamiento de la Administración, de aquellos otros identificables 

con una cierta manera o modo de actuar de los poderes públicos a través 

de sus representantes y empleados. 

En este sentido, el objeto del análisis que aquí se aborda se lleva a cabo 

desde esta última acepción del derecho a una buena administración, que 

mas exactamente podría expresarse como el derecho a un buen servidor 

público, es decir, el derecho de la ciudadanía a recibir en sus relaciones con 

las autoridades y agentes públicos un trato correcto, imparcial y digno por 

parte de estos.

Esta dual perspectiva del derecho a una buena administración entronca 

con los valores tradicionales del servicio público a la vez que emerge como 

un nuevo derecho de tercera generación que, en la medida que se va 

incorporado a los textos legales o normas de conducta, viene a identificar 

los valores más relevantes dentro de las Administraciones públicas.

A la hora de intentar identificar estos valores hay que dilucidar sobre el 

modelo a considerar, pues dos importantes corrientes se postulan. Por un 

lado, aquélla que niega la existencia de una ética universal al entender 

que en cada país y contexto histórico pueden imperar diferentes valores, 

y por tanto diferentes éticas, y por otro la que afirma la existencia de 

una ética universal ante la evidencia de unos mismos valores comunes a 

todos los países. En este sentido los distintos informes de la OCDE vienen 

demostrando que la mayoría de los países miembros de esta organización 

cuentan con códigos o normas en los que se incluyen principios comunes 

sobre el servicio público: imparcialidad e independencia, responsabilidad, 

integridad, honestidad y respeto, entre otros. Una posición ecléctica 

viene a sustentar que ambos modelos vienen a estar presente en todos 

los casos a examinar, pues partiendo de unos valores comunes, estos se 
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complementan con otros específicos que vienen a delimitar la idiosincrasia 

de la ética pública de cada contexto cultural en que se sitúa.

Siguiendo este esquema, los valores del servicio público variarán en su 

contenido y en su resalte según el modelo en que se inserten, así en el 

modelo burocrático o weberiano prevalecerán los relativos a la jerarquía, 

autoridad, legalidad, integridad, disciplina; mientras en el mas actual 

modelo gerencial o de nueva gestión pública lo serán los de eficacia, 

eficiencia, calidad y evaluación de la capacidad y competencia, entre otros. 

Incluso en cualquiera de los modelos que incorporen la participación social 

encontraremos otros valores como son los de transparencia, solidaridad, 

respeto y cortesía.

En este sentido, en lo que se refiere al modelo occidental, los valores 

fundamentales del servicio público pueden desglosarse en cuatro categorías 

(John Tait, 1996):

-	 Los valores democráticos: aquellos que expresan los valores 

fundamentales del sistema y se representan en el principio de 

legalidad y el superior interés público.

-	 Los valores profesionales: aquellos relacionados con valores 

tradicionales (mérito, capacidad, objetividad e imparcialidad, 

eficacia, economía, etc.) o actuales (calidad, eficiencia, etc.).

-	 Los valores humanos o éticos: intrínsecos al propio ser de los 

servidores públicos (neutralidad, integridad, probidad, honradez, 

etc.).

-	 Los valores públicos: aquellos relacionados con la vocación de 

servicio público (receptividad, cortesía, respeto, etc.).

El derecho a una buena administración, en la medida que integra en 

su vertiente ética estos valores, se convierte en el punto de conexión y 

proyección de éstos en el funcionamiento de la Administración a través de 

las relaciones de sus servidores públicos con la ciudadanía.

Conforme a ello, difícilmente puede hablarse de una buena administración 

si esta no viene avalada por un buen servidor público, ya se trate de un alto 

cargo, directivo o empleado público, pues para ser eficientes, gobiernos 
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y administraciones públicas deben contar con individuos íntegros que 

atienden la demanda ciudadana con respeto y consideración.

2.	 La buena administración y los códigos de conducta 

administrativa

Los valores expuestos, en la medida que representan los valores 

prevalentes de la sociedad en general y del servicio público en particular, 

tradicionalmente se han incorporado a los correspondientes marcos 

legales, para últimamente encontrar acomodo complementario en los 

emergentes documentos denominados “códigos de conductas”, al que 

no sólo se incorporan buena parte de las normas jurídicas que los regulan, 

sino que consiguen mejorarlas al sistematizarlas, concretarlas y adaptarlas 

a los comportamientos específicos del personal de la institución, órgano o 

unidad a que se refieren.

De este modo, los códigos de conductas, en la medida que contienen 

normas conductuales a las que deben ajustarse las autoridades y agentes 

públicos en el desempeño de sus funciones, adquieren una connotación 

“ética” (denominándose también “códigos éticos”), y en tanto versan 

sobre aspectos “técnicos” adquieren esta última naturaleza, aunque no 

son extraños los códigos que comparten ambos aspectos.

Estos códigos de conductas, que surgen paralelamente al propio derecho 

a una buena administración, vienen a representar la plasmación de los 

valores, principios y derechos que confluyen en el mismo, a los que el 

código traduce en un listado ordenado y sistematizado de actitudes y 

comportamientos que la ciudadanía espera de los actores públicos.

Estos códigos, atendiendo la distinta naturaleza de los servicios públicos 

que abordan, suelen adoptar en lo que se refiere a su contenido un dual 

posicionamiento jurídico:

-	 Códigos de conducta normativos: aquellos que contienen mandatos 

de naturaleza jurídica e imperativa, cuyo incumplimiento acarrea la 

exigencia de responsabilidad disciplinaria o sancionadora.

-	 Códigos de conducta orientativos: aquellos cuyas reglas tienen un 

orientativo, cuyo incumplimiento necesariamente la exigencia de 

responsabilidad carácter esencialmente no conlleva.
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Los códigos analizados a lo largo de este trabajo, especialmente aquéllos 

en los que prevalece el aspecto ético de sus reglas o normas, nos permite 

aventurar que la mayor parte de ellos tienen naturaleza orientadora y 

no normativa, aspecto congruente con la finalidad de favorecer una 

cultura o valor de lo público, tal y como manifiestan en sus preámbulos o 

antecedentes.

Esta circunstancia viene a reforzar la necesidad de que su efectividad o 

cumplimiento se articule, a la vez que por vía de información y formación, 

a través de órganos o mecanismos internos (inspecciones o unidades ad 

hoc) o externo como pueden las Defensorías de la ciudadanía.

La necesidad de que la acción pública esté amparada, aparte del principio 

de legalidad, por una buena práctica y conducta administrativa, ha 

adquirido últimamente un especial protagonismo, ante el renovado interés 

por la ética en las Administraciones Públicas.

En los últimos tiempos venimos asistiendo al resurgimiento de una 

creciente desconfianza de la ciudadanía en relación a la política en general 

y de deterioro de las instituciones públicas por la generalizada percepción 

de corruptelas en este ámbito, tal y como lo evidencian las distintas 

encuestas de opinión, y ello atribuido fundamentalmente a los constantes 

escándalos que salpican la vida pública española como consecuencia de 

comportamientos carentes de los valores éticos que deben presidir el servicio 

público, afectando con ello el normal funcionamiento institucional.

En relación a este fenómeno de la corrupción y la falta de ética o valores 

públicos, los distintos estudios suelen poner el énfasis en los distintos 

factores que pueden incidir en ella, desde posiciones tópicas que 

afirman que está en “nuestra cultura”, a otros que hacen hincapié en 

“la insuficiente regulación”, hasta aquellas que ponen el acento en “la 

excesiva politización de las instituciones y de la administración”, cuando 

no otras fundamentaciones y las eclécticas entre todas ellas.

Sin entrar a considerar ninguna de ellas, lo que aquí se analiza es la 

presencia de mandatos éticos en las distintas normas que componen el 

ordenamiento jurídico-público, sin que con ello se quiera postular que 

la respuesta deba estar exclusivamente en el Derecho, y ello tomando 

como hilo conductor el novísimo derecho de la ciudadanía a una buena 

administración, del que acotamos su parcela relativa a las conductas de 
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los servidores públicos, pero también aquellas de corte organizativo que 

promueven o crean órganos ad hoc que lo promueva y garantice.

III.	ANTECEDENTES. EL MODELO DE ÉTICA PÚBLICA DE LA 

OCDE

El interés por la ética en la Administración Pública surge en los Estados 

Unidos de América en los años setenta con la creación de la Oficina de 

Ética y la Ley de Ética en el Gobierno, ambas iniciativas surgidas con 

ocasión del caso “Watergate” en 1978, a la que siguió en los años ochenta 

el desarrollo de programas de formación de ética para funcionarios por 

parte de los miembros integrados en la Asociación Internacional de las 

Escuelas e Institutos de Administración Pública norteamericanos (IASIA) y 

finalmente la aprobación de la Orden Ejecutiva (Decreto) de 12 de abril de 

1989 sobre los Principios de Conducta Ética.

En 1994 la IASIA celebró en Washington el Primer Congreso Internacional 

de Ética Pública, para mas tarde tener su continuación en 1995 con la  

“Conferencia sobre probidad y ética civil” promovido por la Organización 

de Estados Americanos (OEA), eventos que tuvieron su prolongación en 

bianuales Conferencias Internacionales sobre Ética en el Gobierno, todos 

ellos con el objetivo de reconstruir los valores éticos en el ámbito público y 

privado así como asentar la ética en la Administración.

A finales de la década de los 80 y principios de los 90, el conjunto de los países 

miembros de la OCDE coinciden en destacar como problema prioritario en 

la reforma de las Administraciones el relativo a las relaciones de estas con 

los ciudadanos, frente a las anteriores centradas en la mejora de elementos 

internos, cuestión que se materializa en el documento “La Administración al 

Servicio del Público” (1988), en el que junto a una concepción de carácter 

igualitario entre Administración- administrados se introduce un nuevo 

marco de valores en la cultura administrativa que se define a través principio 

de “receptividad administrativa”, entendido este como el derecho de la 

ciudadanía a que su Administración sea comprensible, accesible, participativa 

y que responda a lo que de ella se espera.

La otra referencia la tenemos en el Reino Unido con el Informe Nolan 

de 1994, que a través de un Comité específico elaboró en 1995 el 

documento titulado “Normas de Conducta para la Vida Pública”, en el que 

postulándose a favor de la elaboración de códigos de conductas establecía 
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siete principios sobre los que se debían asentar la actuación de los políticos 

y servidores públicos, que pueden sintetizarse en lo siguiente:

-	 Desinterés: los cargos públicos deben adoptar las decisiones con 

arreglo al interés público.

-	 Integridad: los cargos públicos no deben colocarse respecto a 

terceros, ya sean particulares u organizaciones, en una situación que 

pueda influirles en el ejercicio de sus responsabilidades públicas.

-	 Objetividad: en la adopción de decisiones públicas, ya sean 

nombramientos, contratación pública u otro tipo de beneficio 

o recompensa, estas deben estar presididas y motivadas por el 

mérito.

-	 Responsabilidad: los cargos públicos son responsables de sus 

decisiones y acciones y estarán sometidos a los procedimientos de 

control que se establezcan.

-	 Transparencia: los cargos públicos ajustarán sus decisiones y 

acciones con la mayor transparencia posible, debiendo justificar sus 

acciones y limitando la información sólo en los casos en que lo 

requiera el interés público.

-	 Honestidad: Los cargos públicos tienen la obligación de declarar los 

intereses privados relacionados con sus responsabilidades públicas 

así como adoptar las medidas que protejan el interés público en 

caso de conflicto.

-	 Liderazgo: los cargos públicos promoverán estos principios con 

liderazgo y ejemplaridad.

A estos planteamientos en el ámbito anglosajón les siguieron otras 

iniciativas similares en Nueva Zelanda (1990), Australia (1997), y países 

nórdicos y escandinavos europeos, tanto en relación a la creación de 

oficinas y organismos con esta finalidad como con la aprobación de 

normas jurídicas y códigos de conducta en esta materia.

Así nos encontramos con leyes específicas sobre la ética pública, en el seno 

de la materia estatutaria relativa a los servidores públicos, en Finlandia, 
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Dinamarca, Noruega, Holanda y Japón; y con Códigos de Conducta en 

EEUU, Reino Unido, Nueva Zelanda, Canadá, Portugal, Países Bajos y 

Noruega.

Ante la desconfianza hacia la administración pública que venia 

detectándose en los países de la OCDE, esta institución a través de su 

Comité de Administración Pública (PUMA por sus siglas inglesas), 

comienza a trabajar en la década de los noventa sobre ética y prevención 

de la corrupción en los países miembros al considerar que este fenómeno 

surge como consecuencia de deficiencias del sistema administrativo, que 

se manifiesta mediante legislación de baja calidad e instituciones públicas 

débiles que no aplican la ley y fracasan a la hora de establecer controles, 

mecanismos de supervisión y transparencia adecuados, tal y como se 

expone en el estudio publicado bajo el título “Ética en el servicio público” 

(1997), en el que se pretende desarrollar una infraestructura ética a partir 

del compromiso político de los líderes políticos en orden a su erradicación, 

el establecimiento de un marco legal e institucional, de mecanismos de 

exigibilidad o responsabilidad y de códigos de conductas.

Resultado de este trabajo, el 23 de abril de 1998, el Consejo de la OCDE 

aprobó una “Recomendación sobre el mejoramiento de la conducta 

ética en el servicio público o principios para el manejo de la ética en el 

servicio público”, con la que se invitaba a los países miembros a adoptar 

disposiciones encaminadas a velar por el buen funcionamiento de las 

instituciones y el fomento del comportamiento ético en el servicio público 

a través de los siguientes principios:

-	 Las normas éticas para el servicio público deben ser claras y reflejarse 

en un marco legal.

-	 Los servidores públicos deben contar con una guía o código ético.

-	 Los servidores públicos deben conocer sus derechos y obligaciones 

y denunciar una conducta indebida.

-	 El compromiso político con la ética debe reforzar la conducta ética 

de los servidores públicos.

-	 El proceso de toma de decisiones debe ser transparente y abierto al 

escrutinio.
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-	 Establecimiento de líneas de interacción entre los sectores públicos 

y privados.

-	 Ejemplaridad y fomento de conductas éticas por parte de los 

ejecutivos.

-	 Las políticas, los procedimientos y las prácticas administrativas 

deben fomentar la conducta ética.

-	 Las condiciones y la administración de los recursos humanos deben 

fomentar la conducta ética.

-	 El servicio público debe contar con los mecanismos adecuados de 

rendición de cuentas.

-	 Establecimiento de sanciones y procedimientos adecuados para las 

conductas indebidas.

Siguiendo estos principios la OCDE en sus conocidas Líneas Directrices 

para la Gestión de los Conflictos de Intereses en el Servicio Público (2001), 

establece que la actuación de los empleados públicos ha de estar dirigida 

al cumplimiento de los siguientes principios: servicio al interés general, 

transparencia y control público, promoción de la responsabilidad individual 

y la ejemplaridad y generación de una cultura organizacional intolerante 

con los conflictos de intereses.

Éste modelo, que ha sido tachado de incompleto, al ir referido 

exclusivamente a los funcionarios de la Administración Pública sin que 

alcance a los políticos, ha tenido un desigual seguimiento y desarrollo 

por los países miembros de este organismo, pero en todo caso ha servido 

como referente para abordar estrategias en esta materia.

No obstante, en el ámbito iberoamericano, en la Cumbre Iberoamericana 

de Jefes de Estado y de Gobierno celebrada en Montevideo en noviembre 

de 2006 se aprobó el Código Iberoamericano de Buen Gobierno, suscrito 

por España, en el que se establecen principios similares de aplicación a los 

altos cargos del Poder Ejecutivo.
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IV.	LA PERSPECTIVA ÉTICA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LA 

UNIÓN EUROPEA

1.	 La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea y 

los Códigos de Conducta y buenas prácticas europeos

1.1.	 El reconocimiento europeo del derecho a una buena 

administración como derecho fundamental

El derecho a una “buena administración”, formulado de manera concreta y 

autónoma, aparece en el art. 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales 

de la Unión Europea, que incluye como derecho fundamental de los 

ciudadanos europeos el derecho a una “buena administración” y el 

derecho a someter al Defensor del Pueblo de la Unión los casos de “mala 

administración” (art. 43), haz y envés de un mismo derecho que se expresa 

en los siguientes términos:

1.	Toda persona tiene derecho a que las instituciones y órganos de la 

Unión traten sus asuntos imparcial y equitativamente y dentro de 

un plazo razonable.

2.	Este derecho incluye en particular:

	 - El derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra 

suya una medida individual que le afecte desfavorablemente.

	 - El derecho de toda persona a acceder al expediente que le afecte, 

dentro del respeto de los intereses legítimos de la confidencialidad 

y del secreto profesional y comercial.

	 - La obligación que incumbe a la Administración de motivar sus 

decisiones.

3.	Toda persona tiene derecho a la reparación por la Comunidad de los 

daños causados por sus instituciones o sus agentes en el ejercicio 

de sus funciones, de conformidad con los principios generales 

comunes a los Derechos de los Estados miembros.

4.	Toda persona podrá dirigirse a las instituciones de la Unión en una 

de las lenguas de los Tratados y deberá recibir una contestación en 

esa misma lengua.” (Art. 41).
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Este derecho se complementa en la misma Carta con otros de la misma 

naturaleza como es el derecho de acceso a los documentos de la instituciones 

comunitarias (art. 42), derecho que ha dado lugar al Reglamento (CE) nº 

1049/2001 relativo al acceso del público a los documentos del Parlamento 

Europeo, del Consejo y de la Comisión.

Sin lugar a dudas, este derecho a una buena administración se configura 

como un “nuevo” derecho comprendido en el Capítulo V de la Carta, 

rubricado como “Ciudadanía” (arts. 39 a 46), junto a otros derechos 

ya reconocidos en el Tratado de la Unión Europea (derecho a ser elector 

y elegible a las elecciones al Parlamento Europeo y a las elecciones 

municipales ; derecho de petición ante el Parlamento Europea; libertad de 

circulación y residencia y derecho a la protección diplomática y consular-; 

aparte del ya citado derecho a presentar reclamaciones ante el Defensor 

del Pueblo Europeo), derechos o facultades que pretenden ofrecerse con 

notas de unidad bajo la forma de “principio” o “derecho” a una “buena 

administración” de que goza el ciudadano como administrado ante las 

instituciones y órganos de la Unión Europea.

El derecho a una buena administración se configura pues como un derecho 

fundamental con un contenido heterogéneo cuya vertiente ética se recoge 

de forma muy escueta en el apartado primero al expresar el derecho de 

los ciudadanos a recibir un trato imparcial y equitativo, encontrando en los 

códigos de conducta europeos su expresión mas completa.

1.2. Los Códigos de Conducta Administrativa en la Unión Europea

1.2.1.	El Código Europeo de Buena Conducta Administrativa

Con anterioridad a la Carta de Niza de 2000, diversas instituciones y 

organismos comunitarios adoptaron Códigos de buena conducta 

administrativa en los que se plasmaban el interés por ofrecer un servicio 

público de calidad a los ciudadanos, códigos que anticiparon la solemne 

proclamación del derecho a una buena administración en la Carta de Niza 

de 2000, y de los Códigos europeos que surgieron a partir del Código 

Europeo de Buena Conducta Administrativa de 2001, como fueron los 

casos de la Agencia Europea para la Evolución de los Medicamentos 

(1999) y del Centro de Traducción de los Órganos de la Unión Europea 

(2000).
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En 1998 el Defensor del Pueblo Europeo inició una investigación de oficio 

para determinar si las instituciones y órganos de la Comunidad contaban con 

un Código de Buena Conducta Administrativa aplicable a las relaciones de 

sus funcionarios con los ciudadanos, y si dicho código era público, a resultas 

de lo cual en julio y septiembre de 1999 presentó un “Código de Buena 

Conducta Administrativa” mediante un proyecto de recomendaciones 

a la Comisión, al Parlamento y al Consejo (que en Septiembre de 1999 

se reiteraron con proyectos de recomendaciones similares a las demás 

instituciones y órganos comunitarios). Además, insistía en que para que 

estas normas de conducta fueran eficaces y accesibles para la ciudadanía 

deberían ser objeto de publicación en un diario oficial.

Esta iniciativa dio lugar a que determinados órganos comunitarios 

adoptaran este código propuesto por el Defensor europeo como fueron 

los de la Agencia Europea para la Evaluación de los Medicamento y el 

Centro de Traducción antes citados, para posteriormente la Comisión 

Europea adoptar el 17 de Octubre de 2000 la Decisión de modificar su 

Reglamento interno, adjuntando como Anexo al mismo el “Código de 

Buena Conducta Administrativa para el personal de la Comisión Europea 

en sus relaciones con el público”.

Otras instituciones y órganos adoptaron a lo largo del 2000 y 2001 

Códigos de Buena Conducta Administrativa (Tribunal de Cuentas Europeo, 

Banco Europeo de Inversiones y la Secretaria General del Consejo de la 

Unión Europea, entre otros) para finalmente por el Parlamento Europeo, 

por Resolución de 6 de Septiembre de 2001, aprobar un Código de Buena 

Conducta Administrativa que las instituciones, órganos y funcionarios 

de la Unión Europea, deben respetar en sus relaciones con el público. 

La Resolución del Parlamento sobre el Código, basada en el Código del 

Defensor del Pueblo Europeo de 1999, actúa como referente de éste en 

sus investigaciones sobre posibles casos de mala administración.

Esta diversidad de códigos ha motivado que el Defensor del Pueblo Europeo 

venga insistiendo en sus informes y resoluciones en la necesidad de crear 

un Código único que pudiera convertirse en “Derecho Administrativo 

Europeo”, haciendo especial hincapié en que la buena administración es un 

principio esencial para que los ciudadanos puedan ejercer sus derechos.

No ha sido ajeno a estas iniciativas el Consejo de Europa que en su 

Recomendación 7/2007, de 20 de junio, insta a los Estados miembros a 
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promover el derecho a una buena administración conforme a un “código 

modelo” de contenido muy similar al adoptado en el seno de la Unión 

Europea.

1.2.2.	Valor jurídico de los Códigos de Buena Conducta 

Administrativa

En la doctrina administrativista europea, estos Códigos vienen siendo 

calificados como “acto comunitario atípico”, y en lo que se refiere a 

sus efectos jurídicos, enmarcado en lo que se denomina soft-law del 

ordenamiento jurídico comunitario, es decir, aquel conjunto de actos 

no vinculables jurídicamente que tienen por objeto la fijación de los 

principios generales y programáticos sobre determinadas materias que, 

en ciertas ocasiones y en relación a concretas materias, pueden derivar en 

fundamento para posteriores actos de naturaleza vinculante.

El artículo 249 del Tratado atribuye a las distintas instituciones europeas 

distintos instrumentos de intervención para el cumplimiento de su misión, 

entre los que se encuentran las recomendaciones y dictámenes, carentes 

de naturaleza vinculante (en contraposición los reglamentos y directivas 

con fuerza obligatoria “hard law”), pero también otros instrumentos de 

variada índole y denominación, de la misma naturaleza, en los que la 

ausencia de efectos vinculantes no implica necesariamente la ausencia de 

efectos jurídicos (“soft law”).

Estos atípicos instrumentos, que en principio despliegan su esfera jurídica 

en los Estados miembros y sus ciudadanos; coexisten con otros de carácter 

interno (ad intra) referentes al funcionamiento del aparato institucional de 

la Unión.

En unos casos reciben la denominación de Reglamentos internos Decisiones, 

Directivas/directrices y Dictámenes, y en otras adoptan denominaciones 

atípicas como son las Declaraciones y los Códigos de Conducta, operando 

sobre ámbitos variables, normalmente de naturaleza procedimental pero 

también con pretensiones sustantivas.

No obstante a este carácter meramente programático de estos instru-

mentos, carentes por tanto de efectos jurídicos, comienza a abrirse una 

línea jurisprudencial del Tribunal de Justicia Europeo en el que atribuye a 

las normas internas adoptadas por las administraciones europeas ciertas 
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consecuencias jurídicas cuando dicha Administración incumple las mismas 

de forma injustificada y discriminatoria, línea que sin duda se verá reforzada 

ante el reconocimiento de la Carta Europea de Derechos Fundamentales, 

dando carácter jurídico a los derechos que en la misma se proclaman, y 

entre ellos, el derechos a una buena administración que inspira todos estos 

Códigos de buena conducta administrativa.

También hay que señalar que esta corriente jurisprudencial tiene su 

contrapunto precisamente en el Código de Conducta adoptado de común 

acuerdo por el Consejo y la Comisión del 6 de Diciembre de 1993, relativa 

al acceso del público a los documentos del Consejo y de la Comisión, sobre 

la que el Tribunal se pronunció negándole efectos jurídicos al considerar 

que constituía “la expresión de una mera coordinación voluntaria” de 

carácter esencialmente político.

1.2.3.	Los aspectos éticos en los Códigos de Buena Conducta 

Administrativa europeos

Un examen pormenorizado de los diversos Códigos a que nos referimos 

nos permite afirmar que la práctica totalidad de ellos responde a un 

modelo normalizado cuyo referente viene dado por el Código Europeo 

aprobado por el Parlamento el 6 de septiembre de 2001, en el que los 

distintos aspectos que se articulan pueden integrarse en dos bloques 

temáticos, uno de los cuales, mayoritariamente, se encuentra entroncado 

con los procedimientos administrativos (acuse de recibo, plazo razonable 

y motivación de las decisiones, notificación, indicación de posibilidades de 

apelación, acceso a la documentación y al propio Código, etc.) y otros, 

de una forma mas genérica, van referidos a aspectos éticos a modo de 

formulación de principios de actuación o conducta por parte de los agentes 

públicos intervinientes ( ausencia de discriminación y abuso de poder, 

imparcialidad e independencia ), cuando no de meras reglas de urbanidad 

(cortesía y presentación de excusas), que se definen en el Código Europeo 

de Buena Conducta en los siguientes términos:

-	 Ausencia de discriminación: el cargo público tramitará y adoptará 

sus decisiones garantizando el principio de igualdad de trato, que 

solo podrá ser diferenciado si media causa justificada.

-	 Ausencia de abuso de poder: los poderes solo se ejercitarán 

conforme a la finalidad establecida normativamente
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-	 Imparcialidad e independencia: el cargo público se ejercerá sin que 

intervenga arbitrariedad y sin que se vea afectada por intereses 

personales, familiares o de otra naturaleza que no sea el interés 

común. 

-	 Objetividad: el cargo público adoptará las decisiones teniendo 

en cuenta los factores relevantes y por su orden de importancia, 

excluyendo los irrelevantes, justa y razonable.

-	 Cortesía: el cargo público, en sus relaciones con la ciudadanía 

se comportará de forma diligente, correcta, cortés y accesible, 

presentando sus excusas cuando corresponda.

La preocupación del Parlamento y Comisión Europea por el respeto de los 

principios éticos fundamentales en el área de investigaciones dió lugar a la 

creación del Grupo Europeo de Ética en Ciencia y Nuevas tecnologías (EGE) 

como órgano asesor de la Comisión en estas materias en relación con la 

preparación e implementación de la legislación y políticas comunitarias.

Los temas tratados por este Grupo se circunscriben fundamentalmente al 

campo de la bioética aunque progresivamente se van incorporando otros 

campos de las Ciencias.

Otras iniciativas europeas relacionadas con aspectos éticos son las siguientes:

-	 Recomendación 10(2000), del Consejo de Europa, acerca del 

“Código de conducta de los agentes públicos”

-	 Código Europeo de Ética de la Policía (CEEP), adoptada por el 

Consejo Europeo mediante Recomendación 2001/10, de 19 de 

septiembre.

-	 Código de Conducta para una investigación responsable en el 

campo de las nanociencias y las nanotecnologías (Recomendación 

de la Comisión de 07.02.08).

2.	 El Estatuto de la Función Pública europea: perspectiva ética

Desde la década de los noventa la Función Pública comunitaria se encontraba 

sometida a un proceso de reforma en orden a adaptarla a las exigencias 
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de eficacia y efectividad al servicio del ideal europeo, a las que no fueron 

ajenas ciertos planteamientos éticos a la hora de abordar dicha reforma 

administrativa. Así en el Libro Blanco de la reforma administrativa llevado 

a cabo por la Comisión Prodi se incluyó una propuesta de modificación 

del Estatuto del personal a su servicio, que finalmente es aprobada por 

el Consejo el 22 de marzo de 2004, en la que confirmando los principios 

clásicos de la Función Pública comunitaria, se destaca el principio ético de 

independencia de su personal frente a cualquier injerencia externa, dado 

el carácter supranacional de las Comunidades.

De forma explícita invoca la reforma la Carta de Derechos Fundamentales 

para justificar ciertos cambios, en concreto el art. 41 de la misma, relativo 

al derecho a una buena administración en su perspectiva de derecho de la 

ciudadanía a que sus asuntos sean tratados de forma imparcial y equitativa 

por parte de las instituciones y agentes de la Unión, e igualmente se regula 

con mayor precisión el régimen de incompatibilidades de los funcionarios 

en orden a evitar los conflictos de intereses. En este sentido se dispone que 

las obligaciones derivadas de su status persisten para el funcionario incluso 

una vez abandonado el servicio, pues en el caso que se proponga ejercer 

una actividad profesional, retribuida o no, en los dos años siguientes al cese 

de sus funciones deberá notificarlo a la Administración europea, la cual, 

atendiendo al interés del servicio y en el supuesto de que dicha actividad 

guarde una relación con el trabajo desempeñado durante los tres últimos 

años de servicio y pueda resultar incompatible con los intereses de la 

Unión, podrá prohibirle o bien subordinar la autorización a las condiciones 

o garantías que se consideren necesarias (art. 16 del Estatuto).

La otra novedad que incorpora esta reforma estatutaria es el relativo al nuevo 

régimen de denuncias de irregularidades y del procedimiento disciplinario, 

que surgía como respuesta a los casos de mala administración y corrupción 

que sacudieron la institución europea de aquellos años, estableciéndose 

procedimientos específicos para estas denuncias de irregularidades en las 

órdenes recibidas, especialmente respecto de las actividades ilegales (en 

especial fraude y corrupción) o de faltas graves, en cuyo caso el funcionario 

podrá informar bien a sus superiores jerárquicos o directamente a la Oficina 

Europea de Lucha contra el Fraude, bien al Presidente de la Comisión, del 

tribunal de Cuentas, del Consejo, del Parlamento o al Defensor del Pueblo. 

En ningún caso el funcionario que actúe de buena fe y de manera honesta 

y razonable podrá verse perjudicado.
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V.	 LOS CÓDIGOS DE BUEN GOBIERNO Y CONDUCTA 

ADMINISTRATIVA EN ESPAÑA

1.	 El buen gobierno Parlamentario

Fuera de la actividad ordinaria de este poder (legislativo y de control 

del Gobierno), el derecho a unas buenas Cortes Generales, desde la 

perspectiva de los miembros que la componen y del personal a su servicio, 

viene establecido en los estatutos reguladores de los mismos, un conjunto 

de prerrogativas y deberes para los primeros derivados de la legislación 

electoral y de los Reglamentos de las Cámaras y del estatuto del personal 

de las Cortes Generales para los segundos.

En lo que a los Diputados y Senadores se refiere, la Ley Electoral General 

(Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio), parte de la dedicación absoluta 

del mandato parlamentario, disponiendo, aparte de los supuestos de 

inelegibilidad, un régimen de incompatibilidades que les impide la 

realización de cualquier otro desempeño que no sea éste. No obstante, 

permite con carácter excepcional, para aquellos que reúnan la condición 

de profesores universitarios, el desarrollo de actividades de docencia o 

investigación de carácter extraordinario, sin que en ningún caso pueda 

percibir más de un sueldo con cargo a los presupuestos públicos, salvo 

las dietas e indemnizaciones por las actividades compatibles. Igualmente 

declara como compatibles las siguientes actividades:

-	 La mera administración del patrimonio personal o familiar, sin que 

tenga esta consideración la participación personal o familiar superior 

al diez por ciento en actividades empresariales o profesionales 

relacionadas con el sector público.

-	 La producción creación literaria, artística, científica o técnica, así 

como las publicaciones derivadas de ellas.

-	 Las actividades privadas no prohibidas (que no impliquen 

relación contractual con las Administraciones públicas) que sean 

expresamente autorizadas por la respectiva Comisión de cada 

Cámara, conforme a lo dispuesto por los reglamentos de las 

mismas.
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En base a esta última posibilidad, según recientes datos ofrecidos por el 

Congreso de los Diputados, casi las tres cuartas partes de los diputados 

del arco parlamentario desempeñan una segunda actividad (250 sobre un 

total de 350), de los que 214 tienen una actividad privada autorizada y 

el resto actividades públicas compatibles, y solo 84 diputados se dedican 

con carácter exclusivo a la actividad parlamentaria, o al menos no han 

comunicado a la Cámara ninguna otra actividad. Destacar a este respecto 

que las autorizaciones se llevan en el seno de la respectiva Comisión con 

opacidad (el informe de la Comisión solo es conocido por los portavoces 

de cada grupo parlamentario) y falta de mecanismos de verificación en su 

aplicación.

El resultado de este estado de cosas ha supuesto que la excepcionalidad 

se ha convertido en regla para la mayoría de los miembros de la Cámara, 

dando lugar a la percepción que se ejerce el mandato representativo “en 

los ratos libres”.

Por otro lado y en lo que al personal de las Cortes se refiere, a pesar 

de que el Estatuto de estos (aprobado por Resolución de 26 de junio de 

1989), establece un riguroso y específico régimen de incompatibilidades, 

en algunos casos excepcionales referidos a Letrados del mismo pudiera 

pensarse que se llevan a cabo actividades autorizadas como socios, 

colaboradores o miembros de despachos privados relacionados con 

actividades de asesoramiento y defensa de entidades o empresas del 

sector público, bien eludiéndose la actividad prohibida de “elaboración 

de informes o dictámenes”( art. 62 de Estatuto) o porque esta es asumida 

ficticiamente por otros letrados del despacho, circunstancias que abundan 

en la percepción a que nos referíamos.

2.	 El buen gobierno y buenas conductas en el Gobierno y la 

Administración General del Estado

2.1.	 Régimen de los miembros del Gobierno y Altos Cargos

Respecto a las pautas o reglas de buen gobierno y conducta por parte de la 

cúspide político-administrativa del poder Ejecutivo estatal caben destacar 

tres iniciativas que inciden claramente en la perspectiva ética de lo que 

debe entenderse como un buen Gobierno y una buena Administración 

pública, ello sin perjuicio de similares aspectos referidos a órganos o 
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autoridades competentes en materia de contratación, actividades de 

fomento e intervención, recogidos en la legislación sectorial.

2.1.1.	Código de Buen Gobierno de los miembros del Gobierno y 

de los Altos cargos de la Administración General del Estado 

Aunque el derecho a una buena administración no incorpora propiamente 

el concepto de “buen gobierno”, al situarse este último en el nivel de 

adopción de las políticas públicas, lo cierto es que comparten buena parte 

de los principios éticos que se atribuyen al primero, afirmación que resulta 

fácil de comprobar al comparar las normas que se contienen en los códigos 

de conducta y de buen gobierno respectivamente.

En este sentido por Acuerdo del Consejo de Ministros de 18 de febrero 

de 2005 se aprueba el Código de Buen Gobierno de los miembros del 

Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado 

(AGE), texto en el que con carácter novedoso se definen y exponen, con 

referencia a las directrices de la OCDE, los valores que han de regir la 

actuación de los miembros del Gobierno y de sus altos cargos. Tal y como 

se explicita en su preámbulo, no suponen un repertorio de principios éticos 

sin trascendencia jurídica alguna, sino que, por el contrario, de principios 

inducidos de la normativa vigente de forma que cada uno de ellos tiene su 

manifestación concreta en una norma que prevé la consecuencia jurídica 

de su incumplimiento o cumplimiento defectuosos.

Así, entre los principios básicos recoge como principios éticos y de 

conducta los de objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, 

credibilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio público, 

transparencia, ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez, 

y promoción del entorno cultural y medioambiental y de la igualdad entre 

hombres y mujeres.

Estos principios se desarrollan en dos apartados diferenciados, uno referido 

a los principios éticos (catorce) y otro a los principios de conducta (once), 

que se traducen en una serie de medidas que pueden resumirse en los 

siguientes:

Dedicación al servicio público. Los altos cargos de la Administración 

General del Estado se abstendrán de aceptar cargos en órganos ejecutivos 

Los altos cargos de 

la Administración 

General del Estado 

se abstendrán de 

aceptar cargos en 

órganos ejecutivos de 

dirección de partidos 

políticos
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de dirección de partidos políticos de ámbito autonómico o estatal, con 

excepción del Presidente, los miembros del Gobierno y los Secretarios de 

Estado.

Transparencia informativa. Los altos cargos proporcionarán información a 

los ciudadanos y a los medios de comunicación acerca del funcionamiento 

de los servicios públicos que tengan encomendados y, cuando realicen 

campañas de información, lo harán evitando cualquier actuación que las 

aleje de su contenido informativo.

Austeridad en el uso del poder. Los altos cargos evitarán toda manifestación 

externa inapropiada u ostentosa que pueda menoscabar la dignidad con 

que ha de ejercerse el cargo público.

Prohibición de aceptar regalos. Se rechazará cualquier regalo, favor, 

préstamo, servicio u otra prestación económica en condiciones ventajosas 

que, más allá de los usos habituales, sociales y de cortesía, puedan 

condicionar el desempeño de sus funciones.

Supresión de los tratamientos. Se establece como único tratamiento oficial 

de carácter protocolario el de señor/señora, seguido de la denominación 

del cargo empleo o rango correspondiente.

Promoción del entorno cultural. La protección del entorno cultural y 

de la diversidad lingüística inspirará las actuaciones de los altos cargos 

adoptadas en el ejercicio de sus competencias.

Protección y respeto de la igualdad de género. En la actuación administrativa 

y, particularmente, en la adopción de decisiones, se velará por promover 

el respeto a la igualdad de género, removiendo los obstáculos que pueden 

dificultar la misma.

2.1.2.	Una nueva regulación del régimen de incompatibilidades de 

los miembros del Gobierno y de los Altos cargos

La Ley 5/2006, de 10 de abril, de regulación de los conflictos de intereses 

de los miembros del Gobierno y de los Altos cargos de la AGE, es la norma 

en la que la ética pública adquiere mayor relevancia al ir referida a las 

máximas autoridades del Estado, incorporando a las incompatibilidades 

establecidas en el régimen anterior (Ley 12/1995, de 11 de mayo) nuevas 
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exigencias y cautelas en orden a garantizar los principios de objetividad, 

imparcialidad e independencia de los altos cargos, sin perjuicio de la 

jerarquía, que vienen a reforzar los recogidos en el Acuerdo de Consejo 

de Ministros a que nos referimos en al apartado precedente. Dicha Ley ha 

sido objeto de reciente desarrollo mediante el Real Decreto 432/2009, de 

27 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de la misma.

La Ley tiene una clara vocación preventiva y sancionadora, estableciendo 

una delimitación mas precisa de las autoridades a las que alcanza y 

definiendo con mayor precisión el conflicto de intereses cuya existencia 

se da “cuando los altos cargos intervienen en las decisiones relacionadas 

en asuntos en los que confluyen a la vez intereses privados propios, de 

familiares directos o intereses compartidos con terceras personas”, 

acepción amplia del mismo al incluir no solamente los intereses lucrativos, 

pecuniarios o en especie.

Este marco legal parte del principio de la dedicación exclusiva al cargo 

público, principio que se convierte en el paradigma y referente ético 

sobre el que se articula el conjunto de limitaciones y obligaciones que 

se establecen durante el desempeño del cargo y temporalmente después 

del cese de este (durante los dos años siguientes), así como el deber de 

inhibirse en los asuntos que se hayan intervenido en los dos años anteriores 

a la toma de posesión del cargo público.

Respecto a la compatibilidad del desempeño del cargo con otras actividades 

públicas, aparte de las que correspondan con carácter institucional, 

se considera compatible el desempeño de la presidencia de sociedades 

mercantiles estatales, cuando los fines de esta guarden conexión con las 

competencias atribuidas al alto cargo, no pudiéndose pertenecer a mas de 

dos consejos de administración, salvo autorización del Consejo de Ministros, 

sin que se pueda percibir remuneración alguna, salvo las correspondientes 

a gastos de viajes, estancias y traslados. En todo caso se declara compatible 

la condición de diputado o senador de las Cortes Generales con la de 

miembro del Gobierno o Secretario de Estado, conforme a lo dispuesto en 

la legislación del régimen electoral general.

Por otro lado se establecen limitaciones patrimoniales en participaciones 

societarias de empresas (superiores al diez por ciento o inferiores que 

supongan una posición dominante en una empresa con capital superior 

a 600.000 euros), que mantengan conciertos o contratos con el sector 
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público o sean subcontratistas de dichas empresas o perciban subvenciones, 

imponiéndoles la obligación de desprenderse de dichas participaciones en 

un determinado plazo.

Igualmente se establecen limitaciones al ejercicio de actividades privadas 

con posterioridad al cese, impidiéndose durante los dos años siguientes 

al cese desempeñar actividades en empresas privadas relacionadas 

directamente con las competencias del cargo desempeñado, pudiéndose 

reincorporar la actividad profesional privada anterior al cargo público si el 

puesto de trabajo no está directamente relacionado con las competencias 

del cargo público ocupado ni puedan adoptar decisiones que afecten a 

éste. En todo caso se declara compatible el cargo público con las actividades 

privadas de mera administración del patrimonio personal o familiar y 

los de producción y creación literaria, artística, científica o técnica y las 

publicaciones derivadas de aquélla, así como la participación excepcional 

como ponente a congresos, seminarios, jornadas conferencias o cursos.

En este sentido, se establece la obligación de declarar las actividades públicas 

o privadas que se desempeñen, aunque no se perciban compensaciones 

económicas por las mismas, así como la de realizar una declaración de 

intereses sobre las actividades que se hayan desempeñado durante los dos 

años anteriores a la ocupación del cargo. 

Idéntica obligación de declarar recae sobre los bienes, derechos y 

obligaciones patrimoniales del alto cargo, a las que se pueden acompañar, 

voluntariamente, las del cónyuge o persona que conviva con él en análoga 

relación de afectividad.

Para la gestión, vigilancia y control de las incompatibilidades de los altos 

cargos se crea la Oficina de Conflictos de intereses de la que dependerá 

los Registros de Actividades (que tiene carácter público) y de Bienes y 

Derechos Patrimoniales (que tiene carácter reservado).

Por último, la ley regula un régimen sancionador mas severo que la 

ley anterior de 1995, cuyo procedimiento se regula en el Reglamento 

aprobado por Real Decreto 432/2009,de 27 de marzo, disponiendo las 

siguientes medidas y sanciones:

-	 Las sanciones por faltas graves y muy graves se publicarán en el 

“Boletín Oficial del Estado”,conllevando la muy grave la destitución 
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del cargo público (si antes no hubiera cesado),la no percepción 

de la pensión indemnizatoria que correspondiera y, en su caso, la 

restitución de las cantidades percibidas indebidamente.

-	 En el caso de infracciones muy graves conllevará la imposibilidad de 

ser nombradas para ningún otro alto cargo durante un periodo de 

entre 5 y 10 años.

-	 En los casos de contratación del ex alto cargo con vulneración de 

la limitación del ejercicio de actividades privadas (durante los dos 

años siguientes al cese) relacionadas con el cargo desempeñado, 

llevará aparejada además la prohibición a la empresa o sociedad 

para contratar con el sector público durante el periodo temporal a 

que sea de aplicación la referida limitación.

Desde esta misma perspectiva de incompatibilidad, cabe citar aquí otras 

de igual o similar naturaleza como son los supuestos de incompatibilidad 

e inelegibilidad previstos en la legislación electoral y los de prohibición de 

contratar en la legislación de contratos del sector público.

2.1.3. La intervención parlamentaria en el nombramiento de 

determinados miembros de los entes reguladores y de la 

televisión estatal

Otra de las novedades introducidas por la referida Ley 5/2006, de 

conflictos de intereses, es la obligación de determinados altos cargos de los 

organismos integrados en la denominada “Administración independiente” 

(aparte de determinados miembros de los órganos constitucionales – 

miembros del Consejo General del Poder Judicial, Tribunal Constitucional 

y Tribunal de Cuentas, Presidente del Consejo de Estado, Defensor del 

Pueblo y Fiscal General del Estado -) de comparecer con carácter previo 

a su nombramiento ante la Comisión Parlamentaria correspondiente, en 

favor de preservar su “independencia” del poder ejecutivo, garantizando y 

reforzando de esta manera su imparcialidad en la fiscalización y regulación 

del sector de actividad del organismo regulador.

La finalidad de esta comparecencia -no olvidemos que recae mayoritaria-

mente sobre profesionales del sector privado con experiencia en el mismo-, 

no es otra que apreciar la posible existencia de conflictos de intereses.
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En cuanto al control político de estos cargos nombrados con intervención 

parlamentaria, la circunstancia de que su designación corresponda 

al Ejecutivo, previa intervención parlamentaria, unido al carácter de 

“independencia” que se asigna a estas Administraciones, cuya mayor 

manifestación viene dada por el carácter tasado de los supuestos de cese 

de estos cargos, hace extraordinariamente compleja esta cuestión, aunque 

en última instancia el control (y en su caso cese) corresponde al Gobierno 

sin intervención parlamentaria.

En todo caso, la exigencia de responsabilidad política al órgano designante 

(Gobierno) por parte del órgano que interviene en la designación 

(Congreso) ofrece no pocas particularidades, toda vez que no siempre el 

Gobierno que exige esa responsabilidad puede coincidir con el que efectuó 

la designación, dada la asincronía de los mandatos de ambos (Gobierno- 

órganos rectores de estas Administraciones).

Por otro lado la circunstancia de que esta responsabilidad recaiga en el 

Gobierno no impide que pueda llevarse a cabo un control parlamentario 

mas o menos directo: comparecencia de los cargos ante las Comisiones 

parlamentarias, Comisiones parlamentarias ad hoc, remisión de informes 

a las Cortes Generales, etc.

Un caso excepcional, sin intervención alguna del Gobierno, lo tenemos en 

el nombramiento, previa comparecencia parlamentaria, de los miembros 

de los órganos rectores de la Corporación de RTVE, nombramiento que se 

lleva a cabo por el Consejo de Administración de esta Corporación sobre la 

persona designada por las Cortes Generales, por mayoría de dos tercios de 

cada Cámara, que de esta manera adquieren mayor independencia frente 

al poder ejecutivo.

2.2.	 La buena administración en la Administración General del 

Estado

2.2.1.	El reconocimiento del derecho a una buena administración 

estatal

En primer lugar hay que destacar que aunque la Constitución Española de 

1978 no aborda el derecho a una buena administración, ni en su catálogo 

de derechos ni como principio inspirador de la acción pública, al menos en 

los términos que se regula en el art. 41 de la Carta Europea de Derechos 
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Fundamentales, lo cierto es que existen manifestaciones de ciertos aspectos 

éticos de sus servidores, con un carácter general en el art. 103.3 en relación 

a las incompatibilidades e imparcialidad del ejercicio de la función pública, 

en los arts. 70 y 98 respecto a la dedicación y supuestos de inelegibilidad 

e incompatibilidad de los miembros del Gobierno y los Altos cargos y en 

el art. 117.1 en relación a las características de los miembros del Poder 

Judicial en el ejercicio de la potestad jurisdiccional.

No obstante, alrededor del marco constitucional se ha venido tejiendo todo 

un bloque normativo en el que ha venido desenvolviéndose la actuación 

de los miembros del Gobierno y Altos cargos (Ley de Gobierno, Ley de 

Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado 

(LOFAGE), Ley de Incompatibilidades de los Altos cargos, Ley de Régimen 

Electoral, Ley de Contratos del Sector Público, etc.) y el resto del personal 

de las Administraciones Públicas (Ley de medidas para la reforma de la 

Función Pública, Ley de Incompatibilidades, Estatuto Básico del Empleado 

Público, etc.), leyes que sin duda acotaban el ejercicio de las funciones 

públicas en un bloque de legalidad que garantizaba que su dedicación no 

se vea comprometida en su independencia e imparcialidad ni menoscabe 

el desempeño de sus deberes públicos.

En este sentido la LOFAGE de 1997 ya incorpora algunas de las 

características del derecho a una buena administración en el ámbito 

de la Administración estatal, si bien relacionado con los aspectos de 

organización y funcionamiento (art. 3) y de servicio a los ciudadanos (art. 

4), principios  recogidos, en buena parte, en la Ley de Régimen Jurídico de 

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 

de 1992 en sus principios generales (art. 3), pero en absoluto apuntan a 

la perspectiva ética de este derecho que aquí tratamos, salvo en la medida 

que se alude a la responsabilidad pública y a la objetividad y transparencia 

de la actuación administrativa.

Sin embargo, los nuevos planteamientos que se acometen en el ámbito de 

la Unión Europea, que tiene su traslación en las estrategias que se diseñan 

en el Libro Blanco para la Mejora de los Servicios Públicos de 2000 a que 

nos hemos referido, ponen de manifiesto que los poderes públicos han de 

ofrecer a los ciudadanos un compromiso que vaya mas allá del cumplimiento 

estricto del ordenamiento jurídico, en suma, que su actuación se inspire y 

guíe conforme a unos principios éticos y de conducta, y con esta finalidad 

se aprueban una serie de iniciativas que vienen a configurar con sus reglas 
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de “buen gobierno” un nuevo “status” de los miembros del Gobierno y 

de los Altos Cargos, y unas reglas de “buena conducta” para el resto de 

los empleados públicos.

Esta obligación resulta reforzada tras la publicación en el BOE de 31.07.08 

de la Ley Orgánica 1/2008, de 30 de julio, por el que se autoriza la 

ratificación por España del Tratado de Lisboa, reproduciendo en su art. 2 

el texto íntegro de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea, incorporándose así a nuestro ordenamiento jurídico por vía del 

art. 10.2 de la Constitución como expresamente cita en este precepto con 

esta finalidad.

Con independencia de los principios relacionados con la organización 

y funcionamiento de la Administración estatal en la LOFAGE, que al ir 

referidos a estos aspectos apenas adquieren connotación de ética pública en 

los términos aquí examinados, lo cierto es que en el desarrollo reglamentario 

de diversos organismos públicos estatales, a través de sus Estatutos, 

encontramos expresas referencias a la ética pública, bien referido a los 

objetivos de la institución o bien en relación a las conductas del personal a 

su servicio. Así podemos destacar, entre otros, los relativos a:

-	 La fijación de criterios éticos entre los objetivos básicos de 

actuación de determinadas Agencias a través del “principio de 

ética profesional y responsabilidad pública, entendido como el 

compromiso del personal de la Agencia y especialmente de sus 

directivos, de observar en su actuación los valores contenidos en 

el código de ética profesional del personal de la Agencia, y en las 

normas de conducta aplicables a los empleados públicos” (art. 7 

del Real Decreto 1418/2006 para La Agencia Estatal de Evaluación 

de las Políticas Públicas y Calidad de los Servicios públicos; art. 7 

del Real Decreto 1403/2007 para la De Cooperación Internacional 

al Desarrollo y art. 4 del Real Decreto 1495/2007 para la del Boletín 

Oficial del Estado).

-	 La creación específica de Comités de Ética de carácter consultivo 

para emitir informes y formular recomendaciones sobre los principios 

éticos y deontológicos como en el caso de la Agencia Consejo 

Superior de Investigaciones Científicas en relación a la actividad 

investigadora (art. 17 de los Estatutos -Real Decreto 1730/2007-).
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-	 Establecimiento de normas éticas de actuación a través de 

Códigos de Conducta en diversos organismos reguladores y de 

supervisión, como en el caso del Código General de Conducta 

para los miembros de la Comisión Nacional del Mercado de Valores 

(aprobado por el Consejo de dicha Comisión el 4 de noviembre de 

2003), imponiendo restricciones en cuanto el uso de la información 

disponible sobre el sector supervisado (información privilegiada) 

y en cuanto a la realización de determinadas operaciones sobre 

valores, en función de los distintos niveles de información y de las 

específicas operaciones a realizar sobre valores.

-  Otros códigos similares en este sector los encontramos en el Código 

General de Conducta de la Sociedad Estatal de Correos y telégrafos 

(sin fecha) y en el Código de Conducta del Instituto del Crédito 

Oficial (de 23 de diciembre de 2003)

2.2.2.	La buena administración en ámbitos administrativos 

sectoriales

2.2.2.1	 En el ámbito sanitario: enseñanzas de Ciencias de la Salud 	

	 y buena práctica clínica

 En lo que se refiere al ejercicio de los profesionales sanitarios la presencia 

del componente ético de la profesión lo encontramos en la normativa 

reguladora de los planes de estudios, en la formación especializada en 

Ciencias de la Salud y en la relativa al propio ejercicio profesional. 

Por otro lado, en cuanto al título universitario oficial que habilita para 

el ejercicio profesional de Médico se establece como competencias que 

los estudiantes de Medicina han de adquirir la relativa a los “valores 

profesionales, actitudes y comportamientos éticos” (apartado 3 de la 

Orden ECI/332/2008, de 13 de febrero dictada en desarrollo del Real 

Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, sobre ordenación de las enseñanzas 

universitarias oficiales). Igual consideración cabe hacer respecto a otras 

titulaciones de este ámbito como son, entre otras, las referidas a Farmacia, 

Enfermería o Psicología.

También en el sistema de formación sanitaria especializada se recoge la 

necesidad de incorporar la formación continuada de los tutores en los 

aspectos éticos de la profesión en orden a una mejor desarrollo de los 
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contenidos del programa formativo de los residentes (art. 12.4 del Real 

Decreto 183/2008, de 8 de febrero, sobre especialidades en Ciencias de la 

Salud y sistema de formación sanitaria especializada).

Por último, la Ley 44/2003 de 21 de noviembre de ordenación de las 

profesiones sanitarias, dispone que estas ”tendrán como guía de su 

actuación al servicio de la sociedad, el interés y salud del ciudadano a 

quien se le presta el servicio, el cumplimiento riguroso de las obligaciones 

deontológicas”, que en el ejercicio del servicio por cuenta ajena se ejercerá 

“con observancia de los principios técnicos, científicos, profesionales, 

éticos y deontológicos que sean aplicables” (art. 5.5, 41 y Disposición 

adicional octava).

En lo que a la investigación clínica sobre el medicamento se refiere, la Ley 

29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional del medicamento se 

dispone que los ensayos clínicos se realizarán de acuerdo con las normas 

de “buena práctica clínica “y con respeto a los derechos humanos, y de 

seguridad y bienestar de los sujetos del ensayo, que prevalecerán sobre 

los intereses de la ciencia y la sociedad, previendo la creación de Comités 

Éticos de Investigación Clínica a estos efectos.

Los “postulados éticos” y las “normas de buena práctica clínica” para la 

aplicación de los ensayos clínicos, así como el régimen de intervención de 

los Comités Éticos de Investigación Clínica y de la Agencia Española de 

Medicamentos y Productos Sanitarios se desarrollan en el Real Decreto 

223/2004, de 6 de febrero.

2.2.2.2.	 En el ámbito educativo

El importante papel que la educación juega en la promoción de valores tiene 

su traslación en la incorporación de estos en los programas curriculares de 

los distintos niveles educativos, apareciendo recogida en la Ley Orgánica 

de Educación de 2006 a través del área de conocimiento “Educación para 

la ciudadanía” dentro de las enseñanzas correspondientes a la Educación 

Secundaria y Bachillerato, cuestión abordada en los Reales Decretos 

reguladores de estas enseñanzas a través de cuatro asignaturas: dos con 

el nombre de “Educación para la ciudadanía y los derechos humanos”, 

a impartir en 5º y 6º de Primaria y en uno de los tres primeros cursos de 

la ESO, “Educación ético - cívica” a impartir en 4º de ESO, y “Filosofía 

ciudadana” a impartir en 1º y 2º de Bachillerato.
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En lo que al ámbito educativo universitario se refiere y desde otra vertiente 

diferente, en las distintas regulaciones relativas a la acreditación y al acceso 

o promoción en los cuerpos funcionariales docentes, universitarios o no, 

es una constante la referencia a aspectos éticos en la actuación de los 

miembros que integran las correspondientes comisiones de acceso o 

promoción. Así, en la nueva regulación del acceso a los cuerpos docentes 

universitarios (Catedráticos y Profesores Titulares) establecida por la Ley 

Orgánica 6/2001 de Universidades, y desarrollada por el Real Decreto 

1312/2007, de 5 de octubre, se articula un nuevo modelo de acreditación 

de candidatos elegibles, que sustituye al de habilitación anterior, en el que 

la referida acreditación, atribuida a la Agencia Nacional de Evaluación de 

la Calidad y Acreditación (ANECA), se lleva a cabo a través de Comisiones 

designadas al efecto, respecto a las cuales el artículo 8 del referido Real 

Decreto, relativo al Código Ético, dispone la obligación de la suscripción 

por parte de los miembros de las mismas de un Código Ético a elaborar por 

la citada Agencia, que contendrá, entre otros aspectos, “el compromiso 

de actuar con objetividad, independencia y rigor profesional…”.

2.2.2.3.	 En el ámbito del medio ambiente

Desde que en la Cumbre de París de 1972 se asumió decididamente la 

protección de medio ambiente como misión propia de la Comunidad 

Europea, España no ha estado ajena al continuo proceso de articulación 

del derecho al medio ambiente, derecho que tiene su punto de partida 

en el reconocimiento constitucional (art. 45) y en una amplia legislación 

estatal y autonómica sobre esta materia, cuyo sumatorio de principios 

permiten apreciar lo que se denomina “ética medioambiental”, valor 

que tiene su mejor expresión en la Ley 42/2007, del Patrimonio Natural 

y de la Biodiversidad. Dicha ley supone la plasmación del compromiso de 

los poderes públicos en base a un conjunto de principios y deberes, que 

desde la perspectiva de la consideración de la función social y pública de 

patrimonio natural y la biodiversidad, se proyectan en el mantenimiento 

de los procesos ecológicos esenciales y de los sistemas vitales básicos, en 

la preservación de la diversidad biológica, genética, de poblaciones y de 

especies, y en la preservación de la variedad, singularidad y belleza de los 

ecosistemas naturales, de la diversidad geológica y del paisaje (art. 2 y 

5). Estas peculiaridades se recogen en la dispersa legislación sectorial de 

aguas, costas, montes, residuos, suelos contaminados, atmósfera, ruido, 

ordenación del territorio y patrimonio histórico.
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La pertenencia de los “valores medioambientales” al componente ético 

del derecho a una buena administración tiene su reconocimiento tanto 

en el Código de buen gobierno del Gobierno y en el Código de conducta 

de los empleados públicos como principio básico (Primero y art. 52 

respectivamente).

Esta nueva perspectiva ética viene encontrando progresivamente eco en 

el ámbito de la contratación pública toda vez que su recepción por la Ley 

30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público (art. 102), se 

realiza a través de la incorporación de criterios sociales y medioambientales 

en lo que viene denominándose “compra pública ética y sostenible”, 

modalidad que se define como aquella compra y contratación por parte de 

la Administración de bienes y servicios en la que se contemplen, además 

de los criterios económicos, otros de carácter ambiental, social, cultural del 

producto, servicio o del proveedor.

2.2.2.4.	 En el ámbito de los servicios de la sociedad de la 		

	 información y del conocimiento

La brusca irrupción y expansión en la sociedad de las nuevas tecnologías 

relacionadas con las redes de telecomunicaciones, y en especial con 

Internet, ha generado lo que se denomina “sociedad de la información 

y del conocimiento”, nuevo paradigma social al que acompaña, junto al 

cambio en todos los órdenes de nuestras vidas, una legislación que otorgue 

protección a los derechos fundamentales que puedan ser afectados por los 

mismos (dignidad, intimidad, protección de datos, seguridad y privacidad 

de las transacciones, etc.), y en este sentido la Ley 34/2002, de 11 de 

julio (modificada por Ley 56/2007, de 28 de diciembre), de servicios de 

la sociedad de la información y de comercio electrónico, dispone en su 

art. 18 que las Administraciones Públicas impulsarán códigos de conducta 

voluntarios, por parte de las corporaciones, asociaciones u organizaciones 

comerciales, profesionales y consumidores, cuyo contenido podrá versar 

sobre procedimientos para la detección y retirada de contenidos ilícitos, 

protección frente al envío de comunicaciones comerciales no solicitadas, y 

en especial la protección de los menores y de la dignidad humana (art. 18). 

En orden a favorecer estos códigos así como acreditar su adhesión a 

los mismos, por Real Decreto 2912/2004, de 20 de febrero, se crea el 

distintivo público de confianza identificador de los prestadores de servicios 

que respetan las normas de conducta contenidas en dichos códigos. 
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Como quiera que el espacio de internet no se ajusta a una territorialidad 

determinada prevalecen las acreditaciones o sellos de calidad otorgados 

por iniciativas internacionales (Web Trust, Web Trader, BetterWeb, etc.), y 

también nacionales (AENOR, AGAGE, AECE, etc.), entidades que para la 

certificación de los estándares de calidad y buenas prácticas en el sector 

utilizan sus respectivos códigos de conducta, en los que coexisten principios 

éticos de conducta juntoa otros de carácter técnico.

En lo que a telefonía se refiere, cabe citar el Código de conducta de los 

servicios de tarificación adicional aprobado por la Comisión de Supervisión 

de estos servicios del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio en fecha 

23 de julio de 2004, así como los diversos códigos de conducta de las 

asociaciones y empresas del sector.

2.3.	 Personal al servicio de las Administraciones Públicas

El Libro Blanco para la Mejora de los Servicios Públicos de 2000 (“Una 

Administración al servicio de los ciudadanos”) resaltaba la importancia de 

la profesionalidad y de la ética de los funcionarios públicos y la calidad 

de los servicios, así como la necesidad de articular una función pública 

directiva profesional, consciente de que la Administración, al igual que el 

resto de la sociedad tiene que adecuarse a los procesos de cambio que 

afectan al conjunto de los ciudadanos. Así, en su apartado 5.2 de la primera 

parte, relativo a “Las exigencias éticas de la Función Pública”, señala que 

“los empleados públicos han de mantener los principios de neutralidad 

política, imparcialidad, objetividad, e integridad moral,(…). En definitiva, el 

concepto de servicio público y su plasmación en las actuaciones cotidianas 

ha de reposar, para todos los niveles organizativos, en una ética renovada 

de la función pública…”

2.3.1.	El Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP)

Ya el Informe de la Comisión para el estudio y preparación del Estatuto 

Básico del Empleado Público de abril de 2005 se postulaba a favor de 

introducir un fundamento ético en los deberes de los empleados públicos 

a la vez que establecer un listado catálogo de deberes básicos en dicho 

Estatuto, y en este sentido señalaba que “ los principios de ética y 

conducta a tener en cuenta son los siguientes: la protección del interés 

público de acuerdo con el ordenamiento jurídico, la lealtad institucional, 

la imparcialidad y objetividad, la integridad, honestidad y ejemplaridad, 

los empleados 

públicos han de 

mantener los 

principios de 

neutralidad política, 

imparcialidad, 

objetividad, e 

integridad moral
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la austeridad, la profesionalidad, la iniciativa, diligencia y receptividad, la 

responsabilidad y la transparencia, así como la confidencialidad cuando 

proceda”.

Siguiendo esta sugerencia el Estatuto Básico del Empleado Público aprobado 

por Ley 7/2007, de 12 de abril (EBEP), introduce en su articulado, a través 

de un conjuntos de deberes y principios éticos y de conducta, un Código 

de Conducta en el que se exponen los valores de referencia que han de 

presidir la actuación de los servidores públicos, y en este sentido titula 

el Capítulo VI del Título II “Deberes de los empleados públicos. Código 

de Conducta” en el que tras enunciar el deber de respeto al bloque de 

constitucionalidad y resto del ordenamiento jurídico enumera y define un 

conjunto de principios éticos y de conducta (arts. 52, 53 y 54). 

La conexión entre estos principios y el derecho a una buena administración 

se lleva a cabo por la propia Exposición de Motivos del EBEP al afirmar 

que “las administraciones y entidades públicas de todo tipo deben contar 

con los factores organizativos que les permitan satisfacer el derecho de 

los ciudadanos a una buena administración, que se va consolidando 

en el espacio europeo, y contribuir al desarrollo económico y social. 

Entre esos el más importante es, sin duda, el personal al servicio de la 

Administración”, añadiendo posteriormente que “por primera vez se 

establece en nuestra legislación una regulación general de los deberes 

básicos de los empleados públicos, fundada en principios éticos y reglas de 

comportamiento, que constituye un auténtico código de conducta. Estas 

reglas se incluyen en el Estatuto con finalidad pedagógica y orientadora, 

pero también como límite de las actividades lícitas, cuya infracción puede 

tener consecuencias disciplinarias. Pues la condición de empleado público 

no solo comporta derechos, sino también una especial responsabilidad y 

obligaciones específicas para con los ciudadanos, la propia Administración 

y las necesidades del servicio”.

El art. 52 del reseñado Estatuto establece que los empleados públicos 

han de desempeñar con diligencia las funciones que tengan asignadas 

de acuerdo con la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico, 

debiendo ajustar su actuación a un conjunto de principios, relacionando 

los siguientes: objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, 

imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio público, transpa-

rencia, ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez, promo-

ción del entorno cultural y medioambiental, y respeto a la igualdad entre 

las administraciones 

y entidades públicas 

de todo tipo deben 

contar con los 

factores organizativos 

que les permitan 

satisfacer el derecho 

de los ciudadanos 

a una buena 

administración
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mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los empleados 

públicos configurado por los principios éticos y de conducta que regula en 

los artículos siguientes.

Los principios éticos (doce) y de conducta (diez), que aborda el EBEP en los 

arts. 53 y 54, podemos sistematizarlos en los siguientes:

-	 Objetividad. La objetividad implica que los empleados públicos 

han de actuar, atendiendo a criterios estrictamente profesionales, 

establecidos en el ordenamiento aplicable, excluyendo las conductas 

arbitrarias y los conflictos con sus intereses privados, familiares o 

sociales, etc.

-	 Integridad. En virtud del cual se exige que en el ejercicio de sus 

funciones los empleados públicos han de primar los intereses 

públicos sobre los personales, cuestión que implica cumplir 

escrupulosamente sus deberes y obligaciones, actuación profesional 

escrupulosa y asegurar la utilización apropiada y eficiente de los 

fondos públicos.

-	 Neutralidad. En virtud del cual la actuación administrativa de 

los empleados públicos ha de adecuarse a los intereses de los 

ciudadanos, evitando cualquier consideración ideológica, política, 

religiosa, etc., en el tratamiento de los asuntos que les corresponden 

por el puesto público que desempeñan.

-	 Responsabilidad. Conforme al cual el empleado público asuma los 

errores que haya podido cometer él o los empleados de la unidad 

que él dirija, sin derivar dicha responsabilidad, sin causa objetiva, a 

otros inferiores o subordinados.

-	 Imparcialidad. Obligación del empleado público de abstenerse 

de toda actuación arbitraria que pudiera afectar adversamente al 

ciudadano, así como de cualquier trato preferente.

-	 Confidencialidad. El empleado público ha de guardar sigilo, reserva 

y discreción respecto de los datos e informes que conozca por 

razón del cargo, sin utilizar éstos en beneficio propio o de terceros, 

sin que esta actuación suponga merma, sino complemento, del 

principio de transparencia.
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-	 Dedicación al servicio público. Pero si esta dedicación está ligada a la 

noción de eficacia, también lo está a la lucha contra los conflictos de 

intereses, esto es, a evitar que el comportamiento de los empleados 

públicos pueda verse comprometido por otras actividades que le 

mediaticen en su actuación pública.

-	 Transparencia. La transparencia implica que los que ocupan cargos 

públicos deben obrar de la forma más abierta posible en todas las 

decisiones que adoptan, justificando sus decisiones y sólo limitando 

la información cuando así lo exija el interés público.

-	 Ejemplaridad. Los empleados públicos conforme a la naturaleza del 

cargo o puesto deben actuar en parámetros de ejemplaridad, de 

tal forma que sus legítimos intereses personales, privados, etc., no 

puedan comprometer sus obligaciones públicas, y, asimismo, deben 

servir de ejemplo en lo que respecta a las eventuales situaciones 

que se planteen en su unidad administrativa.

-	 Austeridad. La utilización de los bienes y recursos que las 

Administraciones Públicas pongan a su disposición se ajustará a los 

principios de eficacia, evitando su utilización en beneficio propio de 

personas de su entorno.

-	 Accesibilidad. Los empleados públicos han de ser accesibles a 

toda la ciudadanía, facilitándoles el ejercicio de sus derechos, y 

ayudándoles.

-	 Eficacia. Sinónimo de actuación con la mayor diligencia y prontitud 

para satisfacer las necesidades de los ciudadanos en el tiempo 

preciso, sin dilaciones indebidas ni retrasos innecesarios.

-	 Honradez. Sinónimo de rectitud en el obrar que ha de regir la 

actuación del empleado público, de tal forma que habrán de 

declarar cualquier interés privado que pueda suponer un perjuicio 

para el cumplimiento de sus obligaciones públicas.

-	 Promoción del entorno cultural y medioambiental. El empleado 

público es especialmente responsable y en su actuación pública ha 

de tener una especial sensibilidad ante estos aspectos.
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-	 Respeto a la igualdad entre mujeres y hombres. Los empleados 

públicos como integrantes de las Administraciones Públicas han de 

ser los artífices de la lucha en contra de cualquier discriminación 

entre la personas por razón de su sexo.

El párrafo final del art. 52 señala que los principios y reglas de este capítulo 

del EBEP “informarán la interpretación y aplicación del régimen disciplinario 

de los empleados públicos”.

Por último, cabe señalar que la aplicación de estos principios se extiende 

a las entidades del sector público estatal, autonómico y local, siempre que 

no estén incluidos en el ámbito de aplicación del EBEP y así se defina en su 

normativa específica (Disposición Adicional Primera).

2.3.2	 Régimen de incompatibilidades del personal al servicio de 

las Administraciones Públicas

Vinculado también a los principios éticos, la legislación regula un sistema 

general de incompatibilidades del empleo público en desarrollo de la 

previsión constitucional establecida en el art. 103.3, precepto que remite 

a la ley el establecimientos de un sistema de incompatibilidades como las 

garantías para la imparcialidad de los empleados públicos. El desarrollo 

de esta previsión se lleva a cabo por la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, 

al regular el régimen de incompatibilidades del personal al servicio de 

las Administraciones públicas, cualquiera que sea la naturaleza de su 

relación de servicios, sin perjuicio de los regímenes de incompatibilidades 

mas severos establecidos para otros colectivos (como es el caso del los 

miembros del Gobierno y Altos cargos en la Ley 5/2006, de conflicto de 

intereses, para los Jueces, Magistrados y Secretarios en la Ley Orgánica 

del Poder Judicial, y para los diputados y senadores en la Ley Electoral, así 

como el establecido en su legislación específica para los directivos de los 

entes reguladores u otros organismos públicos.

Dicha legislación de incompatibilidades, que mantiene su vigencia al no 

ser objeto de incorporación al EBEP, además de la regulación del régimen 

de incompatibilidades del personal público, introduce un elemento ético 

y moralizador que alude en su exposición de motivos al señalar que 

“la regulación de esta Ley exige de los servidores públicos un esfuerzo 

testimonial de ejemplaridad entre los ciudadanos, constituyendo en este 
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sentido un importante avance hacia la solidaridad, la moralidad de la vida 

pública y la eficacia de la Administración”.

El Informe de la Comisión de Estudio del EBEP se decantaba por mantener, 

en términos generales, la regulación vigente en esta materia, si bien 

matizaba que “estas deberían ser completadas con otras mas específicas y 

mas estrictas, referidas a aquellos empleados, fundamentalmente de nivel 

superior, que ejerzan funciones relativas a la adjudicación de contratos, 

autorizaciones, licencias, subvenciones, así como para los empleados 

de las autoridades u organismos de regulación y control, y para quienes 

desempeñan funciones de inspección y de sanción sobre particulares y 

empresas privadas”.

Respecto a la compatibilidad de una segunda actividad pública parte la Ley 

del principio de incompatibilidad, que solo excepciona para los ámbitos 

docente, sanitario y para aquellos otros supuestos que por razón de interés 

público autorice el Consejo de Ministros, y en todos estos casos con 

arreglo a las limitaciones establecidas en la misma. La propia Ley establece 

reglas especiales para los supuestos excepcionales de compatibilidad, 

como son los relativos al profesorado universitario asociado, Catedráticos 

y Profesores universitarios, parlamentarios autonómicos y electos locales, 

así como para las actividades de investigación y asesoramiento.

En cuanto a la compatibilidad de las actividades privadas con la pública 

principal, la Ley parte del principio de incompatibilidad en la medida que 

estas se relacionen, refieran o tengan conexión con las actividades públicas, 

comprometan la imparcialidad del personal o colisionen con el horario 

oficial del mismo. En este caso, el ejercicio de estas, como en el caso de las 

actividades públicas se someten a determinadas limitaciones (en relación a 

la percepción de complemento específico y su cuantía), requiriéndose en 

todos los casos la previa autorización administrativa.

En este punto, la referida Comisión se postulaba a favor de que en todos los 

casos la compatibilidad de actividades privadas debería quedar condicionada 

al estricto cumplimiento del horario y jornada en la Administración y a la 

evaluación positiva del desempeño, debiendo la Administración revocar 

la autorización o reconocimiento de compatibilidad si se incumplen estas 

condiciones.
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Con independencia de los dos regímenes generales aplicables a los 

autoridades y empleados públicos, el de la Ley de conflictos de intereses 

de 2006 y el de la Ley de incompatibilidades de 1984, respectivamente, 

existe un tercer régimen específico y diferenciado que resulta aplicable a 

determinado personal directivo de las entidades reguladoras a que se refiere 

la LOFAGE, por así determinarlo su normativa específica y los Códigos de 

Conducta dictados aprobados respecto a algunas de estas entidades.

En principio, los Presidentes, vocales, consejeros, directores y secretarios 

generales de las Comisiones Nacionales y demás entes reguladores y de 

supervisión a que se refiere la Ley de conflictos de intereses (art. 3.2), así 

como el Gobernador y demás directivos del Banco de España (Disposición 

adicional 2ª) quedan sometidos al mismo régimen establecido para los 

miembros del Gobierno y Altos Cargos, como el resto del personal directivo 

no contemplado en el supuesto anterior y demás personal de los mismos, 

que quedan sometidos al régimen general de incompatibilidades de la ley 

de 1984, sin perjuicio para todos ellos de las especialidades que la norma 

reguladora de estos organismos disponga (Ley 24/1988, de 28 de julio, del 

mercado de valores).

En este sentido cabe destacar el Código General de Conducta de los 

miembros de la Comisión Nacional del Mercado de Valores que en el 

capítulo tercero relativo a las incompatibilidades establece para el personal 

del mismo un régimen especial adicional al establecido en la Ley 53/1984, 

en el que se señalan las actividades compatibles, y de libre prestación y 

las limitaciones a las mismas (no utilización de información reservada ni 

suministrar información interna relativa a los procedimientos de supervisión 

e inspección), y en el título segundo, relativo a “Normas de conducta”, 

se recogen un conjunto de normas éticas junto a otras por las que se 

imponen restricciones en cuanto al uso de la información disponible y a la 

realización de operaciones sobre valores.

3.	 El buen gobierno del Poder Judicial

3.1. 	 El buen gobierno del Gobierno de los Jueces (Consejo 

General del Poder Judicial)

La Constitución define en su art. 122.2 al Consejo General del Poder Judicial 

como “órgano de gobierno” del Poder Judicial, matizándose en su Ley 
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Orgánica de regulación (Ley Orgánica 1/1980, de 10 de enero) y en la Ley 

Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) las otras características del mismo, como 

son su autonomía (al no estar subordinado a los demás poderes y órganos 

del Estado), colegiado (compuesto mayoritariamente por jueces – doce de 

sus vocales frente a ocho juristas de reconocido prestigio-), instrumental (con 

el cometido de garantizar la independencia de los jueces en el ejercicio de 

sus funciones) y no jurisdiccional (al no resolver conflictos entre particulares 

o entre éstos y el estado en aplicación del ordenamiento jurídico).

Las distintas vicisitudes por las que ha atravesado este órgano desde su 

creación por Ley Orgánica 1/1980, de 10 de enero, en relación a la elección 

de sus miembros, a través de distintas reformas legislativas (la propia LOPJ 

de 1985 y la última Ley Orgánica 2/2001, de 28 de junio), especialmente 

respecto a la elección de sus vocales judiciales, originariamente atribuido 

a los propios miembros de la judicatura, para luego pasar la competencia 

a la sede parlamentaria y finalmente concluir en un sistema mixto en el 

que manteniéndose la elección por las Cortes Generales ésta versa sobre 

una propuesta hecha desde el estamento judicial. Este sistema ha derivado 

en su errático recorrido en la “politización” del mismo, al distribuirse 

ambas Cámaras los puestos entre los distintos partidos en proporción 

a su representación parlamentaria, con la consiguiente fragmentación 

ideológica del Consejo y el reiterado “bloqueo” de los nombramientos 

con ocasión de las obligadas renovaciones de los mismos, sin que esta 

disfunción tenga otra sanción que la que pudiera deducirse en sede política 

o instancia ante el Tribunal Constitucional (que tampoco resulta ajeno a 

esta problemática y con las mismas consecuencias).

Estas circunstancias, no solo han dificultado el normal funcionamiento de 

este órgano de gobierno de los jueces, sino que ha venido a cuestionar su 

propia “independencia” respecto a los otros poderes del Estado y con ello 

los mas elementales principios de la separación de poderes, deduciéndose 

de todo ello una percepción ciudadana de desconfianza y de “mal 

gobierno” del gobierno de los jueces.

3.2.	 La buena función jurisdiccional de los Jueces

A pesar de las dificultades expuestas en la configuración y funcionamiento 

del referido Consejo, la independencia de los jueces en el ejercicio de la 

potestad jurisdiccional y su salvaguardia, como la de su estatuto personal, 

no se ve afectada decisivamente por las mismas, toda vez que, en última 
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instancia ésta se sustenta en la cualidad y actitud personal del juzgador en 

cada caso concreto.

El art. 117 del texto constitucional reconoce los principios de independencia, 

inamovilidad, responsabilidad y sumisión únicamente al imperio de la ley, y 

además, como garantías adicionales, señala que “ los jueces y magistrados 

no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados sino por 

alguna de las causas y con las garantías previstas en la ley”. 

Dichos principios son objeto de desarrollo en la Ley Orgánica del Poder 

Judicial (LOPJ), y en el ámbito europeo recogidos en la Carta Europea 

del Estatuto de los Jueces adoptado en el seno del Consejo de Europa 

(1998), sin carácter oficial, como en la Recomendación (94)12 del Comité 

de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros sobre la 

independencia, la eficacia el papel de los jueces, y en las Opiniones nº 1 y 

3 del Consejo Consultivo de los Jueces Europeos, respectivamente sobre 

la independencia del poder judicial, ética y responsabilidad de los jueces, 

aprobados por el Comité de Ministros del Consejo de Europa (2000 y 

2002).

La independencia se manifiesta tanto ad intra dentro de la estructura del 

Poder Judicial como frente al exterior, quedando prohibido dar instrucciones 

de ningún tipo a jueces y magistrados en el ejercicio de su función (Art. 

12.3 de la LOPJ).

El principio de imparcialidad, que aunque no recogido expresamente en la 

Constitución lo deduce la jurisprudencia constitucional del art. 24.2, con 

soporte en el principio de independencia – STC 138/1991, de 20 de junio-, 

supone que las resoluciones que se adopten por el estamento judicial lo 

serán por estricta aplicación de la ley, sin que pueda estar mediatizada por 

relación con alguna de las partes en el proceso o algún especial interés en 

el objeto del mismo.

VI.	LOS CÓDIGOS DE BUEN GOBIERNO Y CONDUCTA EN LA 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

1. El buen gobierno parlamentario

El Estatuto de Autonomía de Andalucía reconoce al Parlamento de 

Andalucía plena autonomía reglamentaria, presupuestaria, administrativa 
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y disciplinaria, remitiendo su organización y funcionamiento a lo que 

disponga en su Reglamento, en el que también se incluirá la regulación 

del Estatuto del Diputado (art. 102).

En este sentido el vigente Reglamento, aprobado por el Pleno del mismo en 

noviembre de 2007, establece en el título primero, relativo al Estatuto de los 

Diputados, un conjunto de derechos y prerrogativas derivados de tal condi-

ción, así como un catálogo de deberes en los que coexisten reglas de buena 

conducta y cortesía parlamentaria junto a otras de cariz ético relacionados con 

las incompatibilidades establecidas en la Constitución, Estatuto de Autonomía, 

legislación de régimen electoral y las del propio estatuto parlamentario. 

Este catálogo de deberes éticos junto a las normas de disciplina 

parlamentaria establecidas en el Capítulo séptimo del Título tercero del 

referido Reglamento, sobre sanciones por incumplimientos de deberes y 

llamadas a la cuestión y al orden en sesiones, debates y votaciones, vienen 

a conformar una suerte de “Código de buenas conductas o prácticas 

parlamentarias” en el desarrollo de la actividad parlamentaria.

En lo que a los Comisionados Parlamentarios se refiere, un supuesto 

excepcional lo encontramos en la “Carta de servicios y buena práctica 

administrativa” de la Institución del Pueblo Andaluz aprobada por 

Resolución de 7 de octubre de 2003, novedad en el ámbito autonómico al 

que nos referiremos al final de este análisis.

También en lo que al personal al servicio del Parlamento, en el Estatuto 

de dicho personal (Texto aprobado por la respectiva Comisión en sesión 

de 26 de noviembre de 1996, modificado parcialmente en 1990 y 2003), 

se recogen ciertos aspectos de la ética del mismo en el desempeño de las 

funciones al establecerse junto a un régimen propio de incompatibilidades 

el deber de estricta imparcialidad.

2.	 El derecho a una buena administración autonómica: Códigos 

de buen gobierno y buena conducta administrativa

2.1.	 El derecho a un buen gobierno andaluz y a una buena 

administración autonómica

Ni el Estatuto de Autonomía de Andalucía de 1981 ni la Ley andaluza de 

Gobierno y Administración de 1983 tradujeron algún aspecto que fuera mas 
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allá de las referencias a los principios de organización y funcionamiento de 

las Administraciones Públicas, en mero mimetismo a la regulación estatal 

de referencia, como tampoco en el ámbito de la función pública andaluza, 

con la aún vigente Ley de Ordenación de la Función Pública de la Junta 

de Andalucía de 1985, que no aborda aspecto ético alguno a la hora de 

regular esta función, toda vez que no se contiene en la misma catálogo 

alguno de derechos y deberes.

No obstante, tras la reforma del Estatuto de Autonomía de 2007 y las 

nuevas regulaciones del Gobierno y Administración de la Junta de Andalucía 

(estando pendiente el desarrollo legislativo autonómico del Estatuto Básico 

del Empleado Público), a través de las recientes Leyes del Gobierno de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía de 2006, de Administración de la Junta 

de Andalucía de 2007 y la anterior, en el tiempo, de Incompatibilidades de 

Altos cargos y Declaración de Actividades, Bienes e Intereses de los Altos 

cargos y otros cargos públicos de 2005, han supuesto un acercamiento 

a los contenidos del derecho a una buena administración, si bien no 

desarrollada desde la perspectiva ética de los servidores públicos como se 

ha descrito en el ámbito estatal.

En este sentido, el art. 31 del Estatuto de Autonomía de Andalucía (Ley 

Orgánica 2/2007, de 19 de marzo), siguiendo el precedente europeo 

contenido en La Carta Europea de Derechos Fundamentales regula el 

derecho a una buena administración en los siguientes términos:

“Se garantiza el derecho a una buena administración, en los términos 

que establezca la ley, que comprende el derecho de todos ante las 

Administraciones Públicas, cuya actuación será proporcionada a sus fines, 

a participar plenamente en las decisiones que les afecten, obteniendo de 

ellas una información veraz, y a que sus asuntos se traten de manera objetiva 

e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable, así como a acceder 

a los archivos y registros de las instituciones, corporaciones, órganos y 

organismos públicos de Andalucía, cualquiera que sea su soporte, con las 

excepciones que la ley establezca” (art. 31. Buena Administración)

El desarrollo legislativo a que se refiere este precepto se lleva a cabo por 

el art. 5 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de Administración de la 

Junta de Andalucía, de forma similar (dándole un carácter mas amplio a 

la participación del interesado desde la perspectiva de la acción pública 

“participar en los asuntos públicos” y de la administrativa “acceder a la 
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documentación e información de la Administración ..”), si bien trastocando 

el título del precepto por el de “principio” en lugar de “derecho”, en 

congruencia de su recepción como tal en el art. 3 relativo a los principios 

generales de organización y funcionamiento de la Administración 

de la Junta de Andalucía, al señalar entre ellos al “principio de Buena 

Administración y Calidad de los servicios”.

La citada ley andaluza de Administración en su Capítulo I del Título IV, 

relativo a “Derechos de la ciudadanía ante la actuación administrativa”, 

relaciona y regula una serie de derechos incluidos en el mas amplio 

derecho a una buena administración, como son los relativos a la 

publicidad y transparencia de las actuaciones administrativas, información 

administrativa, petición y acceso a los registros y archivos administrativos 

(presentación de documentos, obtención de copias, etc.), si bien entron-

cados con los aspectos procedimentales administrativos y no con los éticos 

a que venimos refiriéndonos, salvo en la regulación de la abstención y 

la recusación (art. 97), en la medida que se relaciona con el principio de 

objetividad e imparcialidad de la conducta del empleado público incurso 

en alguno de los supuestos que pueden dar lugar a este incidente.

No existe en el ámbito autonómico ninguna regulación similar a la del 

Buen Gobierno vista en el ámbito estatal para los miembros del Gobierno 

y Altos Cargos de la Administración estatal, pues ni la Ley 6/2006, de 

24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía 

en relación a sus miembros, ni la citada Ley 9/2007, de Administración, 

en su Título II relativo a la Organización de la Administración de la Junta 

de Andalucía, a la hora de regular los distintos Altos Cargos (Órganos 

Superiores -Viceconsejerías, Secretarías Generales, Secretarías Generales 

Técnicas, Direcciones Generales, Delegaciones del Gobierno y Delegaciones 

provinciales- y Órganos Directivos), aborda cuestión alguna a este respecto, 

mas allá de sus competencias y forma de designación y cese.

El estatuto de los miembros del Gobierno, Altos Cargos y otros Cargos 

Públicos de la Junta de Andalucía tan solo se aborda desde la perspectiva de 

las incompatibilidades en la Ley 3/2005, de 8 de abril, de Incompatibilidades 

de los Altos Cargos de la Administración de la Junta de Andalucía y de 

Declaración de Actividades, Bienes e Intereses de Altos Cargos y otros 

Cargos Públicos, regulación con un contenido muy similar a su homóloga 

estatal a la que precede.
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Aunque existe una específica regulación sobre las relaciones de la 

Administración Autonómica con la ciudadanía, conformada por el 

Decreto 204/1995, de 29 de agosto, por el que se establecen medidas 

organizativas para los servicios administrativos de atención directa a los 

ciudadanos, complementado por el Decreto 183/2003, de 24 de junio, por 

el que se regula la información y atención al ciudadano y la tramitación 

de los procedimientos administrativos por medios electrónicos (internet) y 

por el Decreto 317/2003, de 18 de noviembre, sobre Cartas de Servicios y 

sistemas de evaluación de la calidad de los servicios públicos, lo cierto es 

que en estas reglamentaciones no se recogen reglas de conducta a seguir 

por parte de los empleados públicos en sus relaciones con la ciudadanía, 

y por tanto tampoco aspecto alguno relativo a la ética o buena conducta 

administrativa de los empleados públicos andaluces, salvo en la reiterada 

referencia que se hace en las Cartas de Servicios, que respondiendo a 

un modelo normalizado en la Junta de Andalucía, se reitera en relación 

al derecho de los usuarios de los servicios a “ser tratados con el debido 

respeto y consideración”.

2.2	 La buena administración en las instituciones y organismos 

de la Junta de Andalucía

2.2.1.	Instituciones y órganos estatutarios de autogobierno

En lo que a los órganos estatutarios se refiere, que en el Estatuto de 

Autonomía giran bajo el título “Otras Instituciones de autogobierno” (arts. 

128 a 132), estos se caracterizan estatutariamente por su “independencia”: 

Defensor del Pueblo Andaluz, Cámara de Cuentas, Consejo Audiovisual, 

Consejo Consultivo y Consejo Económico y Social; los dos primeros, 

comisionados parlamentarios, son órganos de extracción del mismo; el 

Consejo Audiovisual como “Administración independiente” también 

de extracción parlamentaria, y los dos últimos, Consejo Consultivo y 

Consejo Económico y Social, órganos consultivos del Gobierno y de las 

Administraciones y organismos públicos de Andalucía, de extracción 

gubernativa y social respectivamente.

Así, aunque todas las instituciones y órganos enumerados, ya sea en 

sus leyes, estatutos de regulación, o en sus reglamentos internos de 

organización y funcionamiento, incorporan en sus máximos representantes 

y demás miembros integrantes de los mismos (Adjuntos, Consejeros, 
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Vocales, etc.) caracteres relativos a la autonomía institucional y a la 

independencia de estos en el desempeño de sus funciones, que en otros 

casos es complementado con un catálogo de derechos y deberes y un 

específico régimen de incompatibilidades (Consejo Económico y Social y 

Consejo Consultivo), catálogo que en cierta manera viene a configurar un 

código de conducta de sus miembros.

Tan solo en los casos del Defensor del Pueblo y del Consejo Audiovisual 

se han dotado de normas o pautas de conducta a seguir en sus relaciones 

con la ciudadanía. En este sentido el Defensor del Pueblo Andaluz, junto 

a su Carta de Servicios tiene establecida una Carta o “principios de buena 

conducta administrativa” publicada en el Boletín Oficial de la Junta de 

Andalucía de 30.10.03, cuyas pautas de comportamiento y actuación 

resultan aplicables al personal al servicio de la Institución (que se tratará al 

final de este discurso), y el Consejo Audiovisual ha adoptado un “Código 

Deontológico”, exclusivamente publicitado en la página web institucional 

y aplicable a los miembros del referido Consejo. 

2.2.2. Consejerías y Entidades Instrumentales vinculadas a las 

mismas

Como se ha dicho, a pesar de que la LAJA regula expresamente el 

derecho a una buena administración y algunas de las manifestaciones del 

mismo, lo cierto es que en las normas de reestructuración y de estructura 

orgánicas departamentales de las mismas no se recoge aspecto alguno 

relacionado con este derecho y, consiguientemente, tampoco aspectos 

éticos encuadrados en el mismo.

En lo que a las entidades instrumentales de la Junta de Andalucía se refiere, 

aunque con posterioridad a la aprobación y publicación de la LAJA son 

diversas las Agencias públicas surgidas a su amparo, bien por tratarse de 

nueva creación o por transformaciones de otros organismos preexistentes, 

pocas de estas incorporan de manera explícita una regulación del derecho 

a una buena administración, ni siquiera a la hora de fijar los principios 

de organización y funcionamiento de las Agencias, salvo en aspectos 

específicos relativos al estatuto de sus cargos directivos o del resto del 

personal a su servicio (incompatibilidades, deber de secreto, etc.).

De este modo cabe concluir que el derecho a una buena administración está 

ausente en la regulación de los Estatutos y en los reglamentos de régimen 
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interior de las distintas Agencias creadas en los últimos años, especialmente 

en su vertiente ética, mas allá del tratamiento que se acometa en cada 

caso respecto a los directivos en materia de incompatibilidades en relación 

a las especialidades que se establezca respecto al régimen de los Altos 

Cargos y directivos de las mismas. 

Dos excepciones se deben traer a colación, como son los casos de la 

Agencia de la radio televisión de Andalucía (RTVA) y de la Agencia 

Tributaria de Andalucía. En ambos casos, sus leyes reguladoras establecen 

unos principios generales de actuación que incorporan aspectos de notable 

relevancia ética. 

Así en el caso de la Corporación de la RTVA, la ley reguladora 18/2007 

dispone en su art. 4, entre otros, una serie de principios inspiradores 

derivados de su condición de servicio público como son los relativos a 

la objetividad, veracidad, imparcialidad, independencia, pluralidad y 

neutralidad informativas, así como a la separación entre informaciones 

y opiniones, identificando quienes sustentan estas últimas y la libre 

expresión de las mismas. Con esta finalidad de preservar la imparcialidad 

y neutralidad, se prevé la aprobación de un “Estatuto profesional de los 

medios de comunicación de la RTVA” (art. 10).

Por su parte, la Ley 23/2007, por la que se crea la Agencia Tributaria de 

Andalucía, recoge entre sus principios generales de organización y actuación 

de la misma aspectos tales como el respeto a la legalidad tributaria y a 

los derechos y garantía de los obligados tributarios, a la lucha contra el 

fraude fiscal, creando una Oficina para la Defensa del Contribuyente como 

garante administrativa de los derechos de la ciudadanía en sus relaciones 

con la Administración tributaria de la Junta de Andalucía.

Un caso particular viene dado por las Cajas de Ahorro de Andalucía , 

entidades de crédito que, no obstante su naturaleza fundacional y social, 

persiguen fines de interés público y conforme a ello están sometidas a la 

tutela pública por vía de sus Protectorados, disponiendo su Ley reguladora 

15/1999, de 16 de diciembre, entre sus principios generales de actuación, 

una expresa referencia a un “Código de conducta” (art. 3.2).

Lo anterior no obsta para que en aspectos sectoriales se hayan creado 

órganos con una finalidad específica de asesoramiento o decisorio en 

aspectos éticos, de los que caben citar los siguientes:
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-	 En el ámbito de la investigación sanitaria los Comités de Ética e 

Investigaciones Sanitarias (Decreto 232/2002, de 17 de septiembre), 

de Investigación de Reprogramación Celular (Ley 1/2007, de 16 

de marzo) y el de Investigación con Preembriones Humanos (Ley 

7/2003, de 20 de octubre).

- 	 En el ámbito docente, los códigos éticos establecidos por la Agencias    

Andaluzas de Evaluación Educativa y de la Calidad Acreditación 

Universitaria (arts. 167 de la ley de Educación de Andalucía de 

2007 y 89 de la Ley de Universidades de Andalucía de 2003, 

respectivamente), para garantizar la objetividad e imparcialidad de 

sus evaluaciones.

-	 En cuanto a la sociedad del conocimiento, el Comité de Ética 

creado por la Ley 16/2007, de 3 de diciembre, con objeto de que las 

actividades de investigación en estos campos se realicen de acuerdo 

a los principios éticos y de responsabilidad social.

Por otro lado, la continua publicación de Cartas de Servicios de las 

Consejerías y Entidades instrumentales de la Junta de Andalucía nos 

permite ir detectando que sus contenidos tímidamente van incorporando 

algunos aspectos del derecho a una buena administración en su vertiente 

ética a la vez que los compromisos de calidad que le son propios.

3. La ética en la Función Pública Andaluza

En lo que a los empleados públicos se refiere, no se recoge en la Ley  

6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función Pública andaluza 

ni en el amplio desarrollo normativo en esta materia, normas o reglas de 

carácter general que permitan identificar como éticas-conductuales en 

sus relaciones con la ciudadanía, que tan solo en regulaciones específicas 

de determinados cuerpos o puestos (Letrados del Gabinete Jurídico, 

Inspectores Generales de Servicios, Interventores, etc.), cabe encontrar de 

forma puntual alguna referencia, y así podemos destacar: 

-	 Respecto a los Letrados de la Junta de Andalucía adscritos al 

Gabinete Jurídico se establece como principios de actuación los 

de legalidad, objetividad, diligencia, profesionalidad, imparcialidad 

y defensa de la Comunidad Autónoma de Andalucía (art. 25 del 

Decreto 450/2000, de 26 de diciembre). Este régimen es igualmente 
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aplicable a los Letrados de Administración Sanitaria en virtud de lo 

dispuesto en su norma de regulación (Decrteto 275/2005, de 29 de 

noviembre).

-  	En cuanto a la Inspección General de Servicios adscrita a la 

Consejería de Justicia y Administración Pública, se atribuye a este 

órgano, en el ejercicio de sus funciones, independencia respecto de 

las autoridades de las que dependan los servicios y el personal objeto 

de inspección (at. 20 del Decreto 314/2002, de 30 de diciembre)

-	 Igual consideración se atribuye a las Inspecciones sectoriales como 

sucede con el Cuerpo de Inspectores de Ordenación del Territorio, 

Urbanismo y Vivienda, para el que se establece como principios 

informadores de actuación, entre otros, los de autonomía e 

independencia en el ejercicio de sus funciones (art. 3 del Decreto 

225/2006, de 26 de diciembre). Similar tratamiento se recoge en 

las regulaciones de las otras Inspecciones existentes en el ámbito 

autonómico: sanitaria, educativa y de servicios sociales.

4.	 Especial referencia a la Ley de Actividad Publicitaria de las 

Administraciones Públicas en Andalucía

También en el ámbito de la publicidad pública o institucional se introducen 

normas de carácter ético con la pretensión de que los procesos electorales 

se desenvuelvan en condiciones de transparencia, imponiendo a los 

poderes públicos una serie de limitaciones que las garanticen.

Tras las anteriores regulaciones de 1995 y 1999, mediante la Ley 6/2005, 

de 8 de abril, de Actividad publicitaria de las Administraciones Públicas de 

Andalucía, publicada en el mismo Boletín Oficial que otras leyes de conno-

tación ética pública como son la Ley 5/2005, de modificación de la Ley Electoral 

andaluza de 1986, y la Ley 3/2005 de Incompatibilidades de los Altos cargos 

de la Administración Autonómica andaluza, se viene a introducir una serie 

de reglas tendentes a garantizar la transparencia en la actividad publicitaria 

administrativa y la igualdad de oportunidades mas allá de las limitaciones 

establecidas en la legislación electoral para periodos electorales.

Con esta ley, que se extiende a la totalidad del sector público andaluz, 

incluido el local, se pretende promover valores y conductas que consoliden 

los valores democráticos a través de una actividad publicitaria pública que 
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respete, aparte de los principios establecidos en la legislación de contratación 

administrativa, los de igualdad, objetividad, veracidad e imparcialidad, sin 

que en ningún caso esta publicidad pueda tener contenidos engañosos, 

desleales, subliminales o encubiertos, debiendo garantizarse , en todo 

caso, la libre concurrencia así como la transparencia, eficacia y rentabilidad 

de las asignaciones presupuestarias afectas a esta finalidad.

En este sentido la ley viene a establecer una serie de limitaciones y garantías 

referidas al periodo electoral (el que media entre el día de la publicación 

de la convocatoria electoral y el día de la votación), salvo las derivadas de 

la organización y desarrollo de los procesos electorales y las necesarias 

para la salvaguarda del interés general y el correcto funcionamiento de 

los servicios públicos, así como aquellas otras exigidas legalmente. En 

todo caso se prohíbe durante dicho periodo los actos que supongan 

manifestación pública de presentaciones, inauguraciones u otros eventos 

de similar naturaleza sobre proyectos, obras o servicios públicos.

En congruencia con este planteamiento ético institucional, la Ley 18/2007, 

de 17 de diciembre, de la radio y televisión de titularidad autonómica de la 

Agencia pública de la RTVA, dispone en su art. 11, que ésta y sus sociedades 

filiales actuarán conforme a un Código de Conducta Comercial, en el que 

se regularán, entre otras materias, las normas para la contratación de 

publicidad y espacios comerciales.

VII. EL BUEN GOBIERNO Y BUENAS CONDUCTAS EN EL  

ÁMBITO LOCAL

La circunstancia del fuerte protagonismo de la Administración Local en 

el sector urbanístico a través de los planeamientos urbanísticos y de con-

cesión de licencias de actividades, en un sector económico de significativa 

presencia en este país, con los correspondientes juegos de intereses que 

inciden en el mismo, ha motivado una cadena de escándalos de mala 

gestión y corrupción que han perjudicado a la democracia y dañado a 

las instituciones y políticos, y ello a pesar a pesar de que la gestión de 

los cargos públicos en los Ayuntamientos se ha ejercido, en general, con 

sentido de responsabilidad y voluntad de servicio a la sociedad. 

Esta circunstancia motivó que en la nueva Ley de Suelo de 2008 (Texto 

Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio), 

se acometiera una modificación de la Ley Reguladora de las Bases de 
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Régimen Local de 1985 endureciendo y concretando con mayor rigor el 

régimen aplicable a los representantes locales, directivos y otro personal 

(funcionarios con habilitación de carácter estatal), sometiéndoles a un 

régimen similar al de los altos cargos de la Administración estatal.

Así, se impone a los representantes locales y miembros no electos de las 

Juntas de Gobierno Local la formulación de declaraciones de actividades 

que les proporciones o pueda proporcionar ingresos y de bienes 

patrimoniales y participaciones societarias, que serán inscritas en los 

correspondientes registros. Igualmente se establece para los representantes 

locales que hayan desempeñado responsabilidades ejecutivas que, durante 

los dos años siguientes a la finalización de su mandato, les serán de 

aplicación en el ámbito territorial de su competencia las limitaciones al 

ejercicio de actividades privadas establecidas para los altos cargos en la 

Ley de conflictos de intereses de 2006. Este régimen se hace extensible 

al personal directivo local así como a los funcionarios con habilitación de 

carácter estatal que desempeñen puestos de libre designación.

Por otro lado, la evidencia de una corrupción política vinculada a la 

corrupción urbanística dio lugar a que el Ministerio de las Administraciones 

Públicas y los partidos políticos con representación parlamentaria suscri-

bieran el 7 de julio de 1998 un Acuerdo sobre un “Código de conducta 

política en relación con el transfuguismo en las Corporaciones Locales”, 

renovado en el 2000 y 2006 que, en base al compromiso de respeto 

a la voluntad de los ciudadanos y al principio de lealtad política en los 

gobiernos locales, intenta poner remedio a los efectos demoledores 

sobre la gobernabilidad de estas Administraciones y en la confianza de la 

ciudadanía en estas instituciones, situación a la que el Derecho no daba 

solución satisfactoria y que requirió esta respuesta política. Si bien en base 

a este Código los principales partidos suelen expulsar a sus tránsfugas, ha 

resultado excepcional la renuncia a las Alcaldías logradas con el apoyo de 

los tránsfugas ajenos.

En este sentido, el ámbito municipal se ha visto impelido a dotarse de 

compromisos con su ciudadanía mas allá de las obligaciones establecidas 

en el ordenamiento jurídico, consciente de que sus actuaciones han de 

inspirarse y guiarse por principios éticos y de conducta que se han ido 

incorporando en Códigos de Buen Gobierno o de Conducta aplicables a 

los cargos electos locales como respecto al resto de los empleados públicos 

de esta Administración territorial.
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Estos Códigos, que se vienen implantado progresivamente en este 

ámbito, bajo la denominación de “Manuales de Buenas Prácticas Políticas” 

dirigidas a los miembros de la Corporación Local, que con independencia 

de incorporar los valores cívicos y públicos predicados en los otros ámbitos 

territoriales (honestidad, transparencia, etc.), ponen además especial 

énfasis en aspectos relacionados con la dinámica política municipal 

(rechazo del transfuguismo, respeto a las normas relativas a las campañas 

electorales, respeto en las declaraciones e intervenciones de los órganos 

municipales, etc.).

En este sentido el Congreso de los Poderes Locales y Regionales del Consejo 

de Europa (CPLRE) en sus recomendaciones nº 60 de 1999, se postula a 

favor de la integridad política de los electos locales y regionales –en el que se 

contiene un código modelo- y 86 de 2000, concerniente a la transparencia 

de la financiación de los partidos políticos y su funcionamiento democrático 

a nivel regional, por las que se pretende inspirar los comportamientos de 

las autoridades locales en relación a la “ética política”.

Como resultado de lo anterior por resolución 19/2003 se aprueba por 

el Comité Director de la Democracia Local y Regional de este Consejo el 

“Manual de buenas prácticas en el ámbito de la ética política en el nivel 

local”, en el que se recogen modelos de iniciativas referidas no solo a los 

cargos electos locales, sino también para los funcionarios locales, junto a 

otras disposiciones aplicables a la financiación de los partidos, asociaciones 

políticas y sus candidatos, mecanismos de control y auditoria, transparencia 

y acceso a la información administrativa y relaciones de las autoridades 

locales con el sector privado. En el mismo ámbito se aprueba el “Código 

Europeo de conducta para la integridad política de los representantes 

locales y regionales electos”en el que se aboga por la promoción de 

códigos de conducta para los representantes locales como instrumentos 

que permitirán crear confianza entre los políticos y los ciudadanos.

En este sentido, diversas son las iniciativas que se promueven desde 

las Federaciones de municipios y los partidos políticos en favor de ir 

implementado estos códigos como referentes éticos del acontecer público 

local.
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VIII. ÉTICA Y PARTIDOS POLÍTICOS

1. Partidos políticos y valores democráticos

Los partidos políticos, a pesar de no tener la consideración de órganos 

constitucionales sino entes privados de base asociativa, cumplen una función 

pública trascendental en nuestro sistema democrático al ser instrumentos 

de representación política y de formación de la voluntad popular, lo que 

les hace formar parte esencial de la “arquitectura constitucional, realizan 

funciones de una importancia constitucional primaria y disponen de una 

segunda naturaleza que la doctrina suele resumir con referencias reiteradas 

a su relevancia constitucional y a la garantía institucional de los mismos 

por parte de la Constitución”, tal y como expresa la exposición de motivos 

de la Ley Orgánica 6/2006, de 27 de junio, de Partidos Políticos.

En lo referente a la ética de los partidos políticos como tales, la Ley 

Orgánica 6/2002, 27 de junio, supone un paso adelante respecto a 

la anterior Ley de Partidos Políticos de 1978, a cuyo amparo surgieron 

organizaciones o movimientos políticos, que no asumiendo los principios 

democráticos y valores constitucionales, atentaban al funcionamiento del 

sistema democrático , bien por justificar el racismo y la xenofobia o por 

apoyar políticamente la violencia y las actividades de bandas terroristas, 

lo que venia a representar una grave distorsión del sistema democrático. 

Este nuevo planteamiento legal condujo a la ilegalización y disolución de 

Batasuna, Euskal Herritarrok y HB por Sentencia del Tribunal Supremo de 

marzo de 2003 a instancia del Gobierno y de la Fiscalía General del Estado, 

que ya había sido objeto de suspensión de sus actividades por actuaciones 

de la Audiencia Nacional.

El mandato constitucional de que la organización, funcionamiento 

y actividad de estos han de ser democráticos y ajustados al bloque de 

constitucionalidad y legalidad remite, aparte de las exigencias establecidas 

en dicha Ley respecto a los propios partidos y a los derechos y deberes 

de sus afiliados, a lo que se disponga en los respectivos estatutos o 

reglamentos internos.

Un somero recorrido por los Estatutos de los partidos políticos aprobados 

en el seno de estas organizaciones nos permite comprobar que la totalidad 

de ellos establecen en los mismos exhaustivas regulaciones respecto a 

los derechos y deberes de los afiliados, militantes y simpatizantes, reglas 



178

El derecho de la ciudadanía a una buena administración

sobre compatibilidades respecto a los distintos cargos orgánicos dentro del 

partido así como Comisiones específicas sobre ética y garantías aplicables 

a los militantes y cargos orgánicos.

A la regulación anterior cabe sumar las normas o reglas aplicables a los 

militantes que acceden, en base a esta condición, a representar a estos o 

a desempeñar cargos públicos.

Todo este conjunto de normas o reglas vienen a configurar no solo el 

“status” dentro de la organización sino también auténticos códigos de 

conducta en su condición de representantes o cargos públicos en sus 

relaciones con el electorado o la ciudadanía.

2.	 Ética y financiación de los partidos políticos

El Barómetro Global de la Corrupción del año 2004, muestra como los 

españoles consideran a los partidos políticos como las instituciones peor 

valoradas del país. Existe unanimidad al considerar que esta percepción 

ciudadana trae motivo de los graves escándalos que periódicamente 

sacuden la vida política española, cuyos primeros casos aparecieron a 

mediados de los años 80, alcanzando a la práctica totalidad de los partidos 

con mayor representación, tanto los que se han alternado en el poder 

nacional, pasando por los periféricos en los gobiernos autonómicos, y en 

el gobierno local como consecuencia, fundamentalmente, de operaciones 

urbanísticas fraudulentas.

Las prácticas irregulares en la financiación de los partidos dieron lugar 

a una primera regulación mediante Ley Orgánica 3/1987, de 2 de julio, 

de financiación de los partidos políticos, norma que pronto mostró sus 

deficiencias ante el encadenamiento de casos de corrupción institucionales 

e individuales que finalmente, la convirtieron en obsoleta. Aunque son 

múltiples los factores que inciden en el fenómeno de la corrupción, sin 

duda las características del sistema de partidos de España (escasa afiliación, 

costes de la política –burocracia de partidos, multiplicidad de campañas 

electorales, etc.-) resultaba evidente que el sistema no garantizaba de 

manera adecuada la suficiencia, regularidad, transparencia y control de la 

actividad económica de los partidos.

La referida Ley como la Ley Electoral General de 1985 (que regula 

el reembolso de los gastos electorales), bajo el principio de que solo 
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se retribuye al que obtiene representación, diseñaban un modelo de 

financiación mixto público-privado, con destacado predominio de las 

fuentes de financiación pública (en proporción a su representatividad), en 

orden a sufragar los gastos ordinarios de funcionamiento de estos, dejando 

múltiples aspectos sin concreción, tanto en lo referente a la financiación 

pública (no fijación de límites a las subvenciones anuales, inconcreción en 

lo que debía entenderse por gastos ordinarios de funcionamiento, etc.) 

como a la financiación privada (las relativas a la transparencia y control de 

las donaciones privadas). 

Aunque fueron múltiples las Comisiones de investigación creadas en 

relación a los distintos escándalos de corrupción, como “Debates de 

estado de la Nación” y programas electorales destacando este problema, 

lo cierto es que las distintas iniciativas de reforma de la Ley de financiación 

resultaban fallidas ante la divergencia de los dos partidos mayoritarios 

respecto a la cuestión de las donaciones a los partidos: la aceptación o 

no de las donaciones anónimas y de las donaciones procedentes de las 

personas jurídicas.

Finalmente, atendiendo los múltiples requerimientos del Tribunal de 

Cuentas, pero sin el consenso del principal partido de la oposición, con 

la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, se avanza en la línea el doble 

objetivo de garantizar la independencia y suficiencia financiera de 

los partidos políticos, impidiendo financiaciones que distorsionen la 

voluntad popular que representan y el ejercicio del poder político, y ello 

se aborda prohibiendo las donaciones anónimas y estableciendo límites y 

transparencia en cuanto a su procedencia (obligación de identificación e 

ingreso en cuentas específicas), como ampliando la financiación pública 

para gastos de funcionamiento y de seguridad hasta un importe que la 

misma concreta. Como cláusula de cierre, la ley establece un régimen 

sancionador pecuniario cuya competencia se atribuye al Tribunal de 

Cuentas, pero sin que este organismo vea incrementadas sus facultades 

de fiscalización con esta finalidad.

En un intento de poner fin a la opacidad de las fundaciones políticas 

vinculadas a los partidos políticos, la nueva ley somete a estas, con algunas 

especialidades, al mismo régimen de transparencia y de fiscalización y 

control de estos últimos.

En un intento 

de poner fin a la 

opacidad de las 

fundaciones políticas 

vinculadas a los 

partidos políticos, la 

nueva ley somete a 

estas, con algunas 

especialidades, al 

mismo régimen de 

transparencia y de 

fiscalización y control 

de estos últimos



180

El derecho de la ciudadanía a una buena administración

IX.	EL CONTROL DE LA ÉTICA PÚBLICA

Si bien se considera necesario dictar disposiciones legales y códigos 

de conducta para fijar los valores públicos y las normas y reglas de 

comportamiento de los poderes públicos y sus servidores, lo cierto es 

que no bastan para asegurar su respeto, circunstancia que aconseja y 

obliga a dar una respuesta acorde con la gravedad y repercusión de su 

incumplimiento, que mayoritariamente viene a darse desde el Derecho, sin 

perjuicio de que su materialización se produzca, según la naturaleza de este 

incumplimiento, desde instancias políticas, administrativas o judiciales.

La ética pública, al haberse acometido aquí con un carácter transversal 

incluyendo distintos poderes y ámbitos, su vulneración tendrá un 

tratamiento muy diferente, pues puede darse tanto en el caso de un 

incumplimiento de un programa electoral (cuya sanción podría venir en el 

terreno electoral o en sede parlamentaria), como de un incumplimiento de 

una norma estatutaria (sancionable en la vía administrativa sancionadora 

o disciplinaria del alto cargo, directivo o empleado público) o de la 

conculcación de un precepto penal (sancionable en la respectiva vía 

jurisdiccional).

1.	 El control ciudadano

Sin duda, el control político por antonomasia es el que puede llevarse 

a cabo por la ciudadanía a través del proceso electoral, sometiendo la 

política del Gobierno, y en particular la ética pública consustancial a un 

determinado programa electoral o de gobierno, a su evaluación por el 

cuerpo electoral.

En este apartado cabría incluir no solo la denuncia ciudadana individual 

sino especialmente la “acción popular”, ampliamente reconocida en el 

Derecho Administrativo (art. 19.1 h) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 

reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa), acción pública 

que tiene su mejor expresión en materia de legalidad urbanística y 

medioambiental.

El art. 48 de la vigente Ley de Suelo (Texto Refundido por Real Decreto 

Legislativo 2/2008, de 20 de junio) dispone que será pública la acción 

para exigir ante los órganos administrativos y los Tribunales Contencioso-
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Administrativos la observancia de la legislación y demás instrumentos de 

ordenación territorial y urbanística.

Por su parte la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regula el 

derecho de acceso a la información, de participación y de acceso a la 

justicia en materia de medio ambiente, habilita en su arts. 20 y 22 la 

legitimación individual y popular (personas jurídicas sin ánimo de lucro) 

en asuntos medioambientales, en orden a impugnar en vía administrativa 

y contencioso-administrativa, de los actos u omisiones que vulneren los 

derechos establecidos en la misma.

También en el ámbito penal se reconoce la acción popular, al habilitar los 

arts. 125 de la Constitución y 110 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal el 

ejercicio de la acción penal en la persecución de presuntos ilícitos penales 

coexistiendo con la persecución de oficio encomendada a la institución del 

Ministerio Fiscal.

Saliéndonos de este contexto jurídico, podemos mencionar los casos de 

“protesta callejera” de la ciudadanía como manifestación de repudio a 

situaciones de grave corrupción o falta de ética pública, bien de manera 

complementaria a los mecanismos de control institucional o en aquellos 

supuestos en los que éstos no asumen esta función de manera eficaz.

2.	 El control político-institucional

2.1.	 El control Parlamentario

Por su parte el Parlamento representa el control institucional por excelencia, 

en su doble condición de representación popular y de órgano encargado 

del control político del poder público, al responder políticamente éste ante 

aquél.

Este control viene llevándose a cabo a través de distintas modalidades de 

las que cabe destacar las siguientes:

- 	 El control a través de los mecanismos de planteamientos de 

cuestión de confianza y moción de censura (arts. 112 a 114 de 

la Constitución y arts. 125 y 126 del Estatuto de Autonomía de 

Andalucía).
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-	 El control a través de los denominados “Debates del estado de 

la Nación o de la Autonomía” (dejando a un lado el que pueda 

darse términos similares en el ámbito extraparlamentario local), en 

los que pueden concluirse las propuestas de medidas en orden al 

restablecimiento de la ética pública.

- 	 Creación de Comisiones parlamentarias ad hoc en relación a 

determinados aspectos de la ética pública de los poderes públicos, u 

otras instancias públicas (partidos políticos, sindicatos, tercer sector, 

etc.) o privadas vinculadas a sectores sometidos a la intervención 

pública o relacionadas con ésta.

-	 Control a través de interpelaciones y preguntas parlamentarias.

2.2.	 El control a través de los Defensores del Pueblo y de la 

Ciudadanía

Las Defensorías, instituciones configuradas de forma “independiente” del 

poder Ejecutivo, pueden jugar un importante control de la ética pública en 

sus respectivos ámbitos territoriales y competenciales, pues su actuación 

no solo se desenvuelve en parámetros de legalidad sino también éticos y 

de normas de conducta de los servidores públicos, tal y como se expone 

en el último apartado de este estudio.

En este sentido resulta clarificador el nuevo Estatuto de Autonomía de 

Andalucía de 2007, en cuyo art. 41 atribuye al defensor del Pueblo Andaluz 

velar por la defensa de los derechos establecidos en el Título primero del 

mismo, entre los que se encuentra el relativo al derecho a una buena 

administración establecido en su art. 31. 

2.3.	 El control a través del Tribunal de Cuentas u órganos 

autonómicos homólogos

Estos órganos también comparten el carácter independiente en su 

condición de comisionados parlamentarios, y pueden llevar a cabo un 

control de la ética pública a través de su función fiscalizadora por  una 

doble vía: primero a través de la referida función de fiscalización de la 

actividad económica-financiera del sector público y, en segundo lugar 

mediante la función jurisdiccional de enjuiciamiento de la responsabilidad 

contable en que incurren los que tiene a su cargo el manejo de bienes, 
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caudales o efectos públicos, en orden a lograr la indemnidad de los 

fondos perjudicados por malversación, por incorrecta, incompleta o nula 

justificación, o por otras causas o conductas.  

3.	 El control administrativo

El establecimiento de estructuras y mecanismos de control interno 

por parte de la propia Administración no solo suponen una garantía 

del cumplimiento de la legalidad sino que resulta indispensable para 

la exigencia de responsabilidades administrativas para los casos de 

incumplimientos de las normas legales o reglas de conducta. Estos órganos 

no están dotados de las notas de “independencia” de otros órganos del 

poder ejecutivo, y en lo que al control de los aspectos éticos relacionados 

con la legalidad ordinaria o presupuestaria podemos distinguir a nivel 

estatal (con órganos homólogos en el ámbito autonómico andaluz) los 

siguientes:

-	 La Inspección General de Servicios, que con rango de Subdirección 

en la Dirección General de Organización Administrativa y 

Procedimientos, en el seno de la Secretaria de Estado para la 

Administración Pública, a la que se adscribe la Oficina de Conflicto 

de Intereses y el régimen jurídico de la función pública (Real Decreto 

1131/2008, de 4 de julio).

-	 La Intervención General del Estado, encuadrada en la Secretaría de 

Estado de Hacienda y Presupuestos como órgano de control interno 

de la actividad económico-financiera y presupuestaria del sector 

público estatal, en orden a verificar los principios de legalidad, 

economía eficacia y eficiencia.

En relación a los miembros del Gobierno y Altos Cargos, en la medida 

que se den comportamientos supongan una conculcación de las reglas 

de “buen gobierno” que tenga una manifestación concreta en el 

ordenamiento jurídico tendrá las consecuencias previstas en éste. En este 

sentido se expresa el preámbulo del Código de Buen Gobierno de 2005, 

en cuyo apartado cuarto, relativo al cumplimiento del Código, dispone 

que anualmente el Consejo de Ministros conocerá un informe elevado 

por el Ministro de Administraciones Públicas, sobre los eventuales 

incumplimientos de los principios éticos y de conducta contenidos en 

el mismo en orden a proponer o adoptar las medidas oportunas para 
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asegurar la objetividad de las decisiones de la Administración y de las 

instituciones públicas.

Por otro lado la Ley 5/2006, de conflictos de intereses de los miembros del 

Gobierno y Altos cargos, regula en su capítulo V el régimen sancionador 

aplicable a los supuestos de vulneración de las obligaciones y limitaciones 

que establece, disponiendo que la declaración de incumplimiento de la 

misma, previa sustanciación en expediente contradictorio y sumario, se 

publicará en el Boletín Oficial del Estado y la sanción, en los supuestos muy 

graves, podrá consistir en la destitución del cargo (salvo que ya hubieran 

cesado en los mismos),la no percepción de la pensión indemnizatoria 

que correspondiera y la obligación de restituir, en su caso, las cantidades 

percibidas indebidamente. Igualmente conllevará la imposibilidad de ser 

nombrados para ningún otro cargo durante un periodo de entre cinco y 

diez años.

En los casos de empleados públicos el incumplimiento de las normas 

legales establecidas, con carácter general o específicamente en materia 

de incompatibilidades, o de las reglas o principios éticos y de conducta 

establecidos en el EBEP, en la medida que estén tipificados como infracción 

administrativa, serán sancionados conforme a lo dispuesto en el régimen 

disciplinario establecido en el propio EBEP (Título VII) y en el Reglamento de 

régimen disciplinario de los Funcionarios de la Administración del Estado 

aprobado por Real Decreto 33/1986, de 10 de enero, todo ello sin perjuicio 

de los regímenes especiales establecidos para el personal con legislación 

específica propia (personal militar de las Fuerzas Armadas y de los Cuerpos 

y Fuerzas de Seguridad del Estado, miembros del Poder Judicial, etc.).

En cuanto a los comportamientos que contradigan las reglas o principios 

ético - conductuales contenidos en la legislación administrativa sectorial, 

habrá que estar a lo que ésta disponga a este respecto, sin perjuicio de 

que, en ausencia de norma específica y que la conducta sea imputable 

a un empleado público, esta responsabilidad se reconduzca por vía de 

aplicación supletoria del régimen disciplinario establecido en el citado 

Reglamento disciplinario de 1986, si se tratara de funcionario, o por lo 

dispuesto en la legislación laboral y convenio colectivo aplicable, si de 

personal laboral se tratare.

En todos los casos, la responsabilidad administrativa aquí descrita resulta 

compatible con otras que puedan concurrir, ya sean de naturaleza penal o 
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contable, conforme a lo dispuesto en el Código Penal (delitos de cohecho, 

tráfico de influencias y negociaciones prohibidas fundamentalmente) o en 

la legislación del Tribunal de Cuentas, respectivamente.

4.	 El control jurisdiccional

Con independencia de la revisión en la vía contencioso-administrativa 

de los actos administrativos viciados por incumplimiento de las normas 

legales éticas, la exigencia de responsabilidades por antonomasia en esta 

materia se residencia en la vía penal por los comportamientos abusivos 

de los servidores públicos que incurran en tipificación penal por delitos 

económicos relacionados con la corrupción de los poderes públicos.

Cabe destacar el importante papel que desempeña la Fiscalía Especial 

Anticorrupción y la Criminalidad Organizada creada por Ley 10/1995, de 

24 de abril (por la que se modificaba la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, 

por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal) como 

Fiscalía Especial para la Represión de los Delitos Económicos relacionados 

con la Corrupción, bajo la dependencia del Fiscal General del Estado, 

institución que ha visto reforzada su autonomía, y con ello el principio de 

imparcialidad, como órgano de relevancia constitucional tras la reforma 

operada por la Ley 24/2007, de 9 de octubre, al suprimir la libre decisión 

del cese de éste sin causa por el Ejecutivo, a la vez que se introduce la 

necesaria intervención de la Junta de Fiscales de Sala, como órgano 

asesor del Fiscal General en materia jurídica, siempre que este vaya a 

impartir instrucciones a sus subordinados en cualquier asunto que afecte 

a miembros del Gobierno, garantizándose de esta forma la independencia 

del Fiscal General frente a potenciales interferencias de los otros poderes y 

la de los Fiscales del propio Fiscal General.

A esta Fiscalía Especial se atribuye la intervención directa en procesos 

penales de especial trascendencia, apreciada por el Fiscal General del 

Estado, en relación con: delitos contra la Hacienda Pública, de prevaricación, 

abuso o uso indebido de información privilegiada, malversación de 

caudales públicos, negociación prohibida a los funcionarios y de tráfico de 

influencias, entre otros.

Estas Fiscalías disponen de Unidades adscritas de Policía y de especialistas 

procedentes de otros cuerpos de la Administración estatal, que asesoran 

a los Fiscales en materia económica, contable, tributaria, y administrativa 
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que les permita enfrentarse a una cada vez mas compleja delincuencia en 

estas modalidades delictivas.

X. 	LOS CÓDIGOS ÉTICOS Y DE CONDUCTA EN EL ÁMBITO 

PRIVADO Y DEL TERCER SECTOR (BUEN GOBIERNO 

CORPORATIVO)

El buen gobierno de las organizaciones se ha venido asociando 

tradicionalmente al correcto funcionamiento de los órganos de gobierno 

y dirección, para últimamente ir incorporando una dimensión ética que, 

en muchos casos y atendiendo a la naturaleza de estas, se convierten 

en el eje sobre el que se proyectan las mismas. La confluencia de ambas 

consideraciones viene denominándose “gobierno corporativo”, que en la 

medida que pone su énfasis en la “gestión de las personas” adquiere esta 

connotación ética.

En este sentido las organizaciones, en orden a asegurar un alienamiento 

entre la gestión y los valores de la organización, vienen dotándose de 

modelos de funcionamiento, como son los códigos de conducta o guías de 

mejores prácticas, así como otros instrumentos relacionados con el buen 

gobierno de las organizaciones.

Junto al tradicional y estricto desarrollo de la actividad propia de las 

empresas del sector privado, circunscrita fundamentalmente al objeto 

social o empresarial de las mismas, se han ido implantando sistemas de 

gestión de calidad, prevención de riesgos laborales, gestión ambiental, 

desarrollo sostenible y otras aspectos aparentemente ajenos a dichas 

actividades, generando una “nueva cultura de las organizaciones”, cuya 

experiencia en buena medida se ha trasladado a la posterior “cultura de 

buen gobierno y buena conducta administrativa” del sector público.

La amplitud y diversidad de este sector sólo nos permite hacer un breve 

análisis de la presencia de reglas de “buen gobierno corporativo” en 

aquellos sectores de mayor presencia social, económica o de otro orden, 

así como en aquellos entes corporativos mas intensamente relacionados 

con una determinada práctica profesional en la que el componente ético 

adquiere una especial relevancia.
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1.	 El buen gobierno en las empresas

Bajo la expresión “responsabilidad social corporativa” se alude a una serie 

de prácticas o conductas asumidas voluntariamente por las empresas o 

entidades privadas, mas allá de sus obligaciones legales, a través de las cuales 

se persiguen objetivos de carácter económico, social y medioambiental. Se 

tratan de reglas no impuestas desde el ordenamiento jurídico ni sometidas 

a ningún preceptivo control, por lo que su inobservancia no acarrea ningún 

tipo de consecuencia o sanción.

Ya el Consejo de la OCDE en 1998 pidió a esta institución que desarrollara, 

en conjunción con los gobiernos nacionales y otras organizaciones 

internacionales así como con el sector privado, una serie de normativas y 

lineamientos en materia de gobierno corporativo, que finalmente concluyó 

en la Cumbre de la OCDE de mayo de 1999 con la aprobación de los 

“Principios para el gobierno de las sociedades”.

En España se han elaborado, en el ámbito empresarial, tres iniciativas como 

son los conocidos y sucesivos Informes Olivencia, Aldama y Conthe.

El primero de ellos se formula como consecuencia del trabajo desarrollado 

por la Comisión Especial para el estudio de un Código Ético de los Consejos 

de Administración de las Sociedades (1998), en el que aparte del análisis 

de la problemática de estos Consejos se aborda la relativa a la elaboración 

de un Código Ético de Buen Gobierno de asunción voluntaria por parte 

de estas sociedades, concluyéndose que las medidas de buen gobierno 

de estas han de centrarse, como núcleo fundamental, en los Consejos de 

Administración, en su funcionamiento y en la conducta de sus miembros.

Posteriormente, un segundo informe de 2003 aborda la mejora de 

la transparencia y seguridad de los mercados financieros, en el que se 

concluye con la afirmación del principio de autorregulación del gobierno 

corporativo y la recomendación de elaborar un Informe anual de gobierno 

corporativo.

Por último, en 2006 el tercero de los informes incluye un Código Unificado 

de Buen Gobierno centrado en armonizar y actualizar las recomendaciones 

de los anteriores informes. Entre las recomendaciones que incorpora este 

Código figuran la figura del Consejero independiente, la igualdad de 
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género en la composición de los consejos de administración, transparencia 

en las remuneraciones y eliminación del blindaje de voto.

Atendiendo las recomendaciones incluidas en los referidos informes, como 

otras procedentes de la Unión Europea y de la OCDE, en el año 2003 se 

aprueba la Ley 26/2003, conocida como la Ley de Transparencia, en un 

contexto de reforma del Derecho Societario que afecta a las reglas de 

gobierno de las sociedades cotizadas, implicando la modificación de leyes 

sectoriales como la del Mercado de Valores, la de Sociedades Anónimas y 

la de Cajas de Ahorros.

Esta autorregulación, ante la gravedad de la crisis económica iniciada en 

el 2008 y con una importante imputación al mal funcionamiento de los 

mercados e instituciones financieras, ha sido puesta en entredicho tras las 

Cumbres del G-20 en Washington, en noviembre de 2008, y en Londres, 

en abril de 2009, en las que decididamente se apuesta por introducir 

más control público en estos sectores, desde aspectos que afectan a la 

titularidad y control de las entidades financieras, supervisión de agencias 

de calificación (rating), fondos de alto riesgo (hedge funds), como a las 

retribuciones de sus directivos (bonus sobre beneficios y stock options 

sobre acciones), etc. En suma un nuevo “Código ético” del capitalismo, 

cuyo alcance y efectividad constituyen aún una incógnita.

2.	 El buen gobierno en los medios de comunicación social

Igualmente el interés en el gobierno corporativo se viene dando en las 

empresas de los diferentes medios de comunicación social, con las 

particularidades que imponen la naturaleza de estas empresas y sus 

contenidos informativos.

Al hilo de los fenómenos de la globalización y de la concentración de 

las empresas de este sector, con gigantescos grupos multimedia (prensa, 

libros, música, cine, televisión, etc.), se han venido produciendo una gran 

confluencia de intereses (accionariales, empresariales, profesionales y 

sociales), “comercialización” de los contenidos, y “políticas” informativas 

específicas.

El buen gobierno en estas empresas también se ha enfrentado al 

dilema que supone la existencia de propietarios (accionistas) y gerentes 

(directivos), como también la de otros actores (profesionales, proveedores, 
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anunciantes, etc.). La dificultad del buen gobierno de estas empresas ha 

venido de la necesidad de aglutinar los distintos intereses presentes en la 

dinámica diaria de estas empresas, en la que frente al enfoque de gobierno 

corporativo centrado en la maximización del valor para el accionista se ha 

ido imponiendo la relevancia del valor “interesados” (stakeholders) y de 

los ciudadanos en general (sociedad), y ello sin olvidar los principios o 

misión de la empresa.

Tras este interés o gobierno corporativo, aparecen otros intereses 

relacionados con la trascendencia pública de los contenidos informativos 

(gobierno informativo), que pueden tener diferentes posicionamientos en 

el seno del Consejo de Administración que se trasladan a las gerencias y 

redacciones. 

El establecimiento de Códigos deontológicos profesionales en este sector 

viene a intentar integrar ambos gobiernos, corporativo e informativo, en 

distintos aspectos como pueden ser los relativos a la estructura accionarial, 

a la composición y funcionamiento del Consejo de Administración, al 

tratamiento de la transparencia empresarial y al establecimiento de 

garantías entre las distintas decisiones adoptadas en los distintos niveles 

de actividad, como son los editoriales y los comerciales.

Frente a la propia organización de las empresas de estos medios, los 

profesionales por su parte, en defensa de su ética profesional ha venido 

delimitando la misma a través de códigos deontológico o de conducta, 

que en el ámbito europeo viene dado por el Código Deontológico Europeo 

de la Profesión Periodística aprobado por la Asamblea Parlamentaria del 

Consejo de Europa el 1 de julio de 1993, en el que se dispone el derecho 

a la información como derecho fundamental de las personas, editores, 

propietarios y periodistas, y de la función del periodismo y su actividad 

ética, en la que debe primar la información veraz e imparcial en el marco 

del respeto de los valores democráticos.

La influencia que estos medios han ido adquiriendo con la evolución 

de los medios tecnológicos ha ido trasladando el discurso tradicional 

acerca de la libertad de los medios hacia el de la necesidad de su uso 

responsable, circunstancia que viene motivando la aparición de Códigos 

de Autorregulación en los distintos medios, sobre diversos aspectos, 

contenidos y niveles.
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3.	 Los códigos de conducta y deontológicos profesionales

La Ley de Colegios Profesionales de 1974 dispone que la ordenación de las 

profesiones corresponde a los Colegios Profesionales que se constituyan, 

atribuyendo a estos, entre otras, la función de velar por la ética y dignidad 

profesional (art. 5 i). 

Sin perjuicio de que la regulación de estos Colegios se lleva acabo a través 

de los Estatutos y por los Reglamentos de Régimen interior, los aspectos 

relacionados con el ejercicio de la profesión se aborda a través de las 

Normas Deontológicas profesionales que aprueban los propios órganos 

corporativos del Colegio respectivo. En este sentido, el art. 28 de la Ley 

andaluza de Colegios Profesionales de 2003 dispone que las actividades 

profesionales deberán desarrollarse de conformidad con las “normas 

deontológicas de la profesión”.

Ninguna profesión correspondiente a titulaciones universitarias oficiales 

escapa a la regulación, por vía de códigos deontológicos o de conducta 

del ejercicio de su actividad profesional, organizada y estructurada 

corporativamente, en la medida que esta actividad se traduce en un servicio 

a la sociedad. La referencia a los aspectos éticos y deontológicos a la hora 

de organizar la profesión o a la institucionalización del correspondiente 

ejercicio profesional se pone de manifiesto en la propia norma aprobatoria 

de los Estatutos de la profesión y, muy especialmente, con la autorregulación 

ética y deontológico de la misma a través de la creación de Comisiones 

Deontológicas vinculadas a los órganos de gobierno colegiales.

Estos Códigos, en la medida que emanan de Corporaciones de Derecho 

Público, asocian junto al carácter de guías o directrices orientativas de 

actuación de las mismas la de control y acción disciplinaria que ejerce la 

Corporación sobre sus miembros, y ello sin perjuicio de las responsabilidades 

de otro orden que contemplen las leyes sobre estas conductas profesionales 

para preservar el interés general.

4.	 El buen gobierno en el tercer sector

También en el ámbito de las organizaciones civiles sin ánimo de lucro con 

finalidad de interés general (de cooperación al desarrollo, acción social 

o medioambiental), denominadas Organizaciones No Gubernamentales 
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(ONG), vienen dotándose de guías o reglas de transparencia o buenas 

prácticas en las que se especifican los principios u objetivos de actuación 

de las mismas.

En este sentido, viene actuando como referente de buen gobierno 

corporativo de las ONG Internacionales el Código deontológico o Carta 

adoptado en 2006 por las mas relevantes a este nivel (Servival, Oxfam, 

Amnistia, Greenpeace, etc) en el que se aboga por políticas éticas 

explícitas y públicas, actuación imparcial y no discriminatoria en todas sus 

actividades, transparencia en la gestión con auditoria de los fondos, y el 

compromiso de mantener una relación ética con los donantes, así como 

el compromiso específico de destinar las donaciones al destino específico 

para el que se realizan.

En el terreno nacional juega similar papel los Principios de Transparencia 

y Buenas Prácticas establecidos por la Fundación Lealtad, reglas que 

abarcan nueve ámbitos o principios: de funcionamiento y regulación del 

órgano de gobierno, de calidad y publicidad del fin social, de planificación 

y seguimiento de la actividad, de comunicación e imagen fiel de la 

información, de transparencia en la financiación, de pluralidad en la 

financiación, de control en la utilización de los fondos, de presentación 

de cuentas anuales y cumplimiento de las normas legales y de promoción 

del voluntariado.

En los códigos de este sector son usuales las menciones específicas a la 

prohibición de soborno y corrupción y a la condena de la explotación, el 

abuso y la discriminación en todas sus formas pero especialmente el acoso 

y el abuso sexual.

En este sentido, la Coordinadora de ONGD –España aprobó en su Asamblea 

General de 28 de marzo de 1998 un Código de Conducta de las ONG 

de Desarrollo en el que junto a las normas relativas a los proyectos en 

esta materia se recogen criterios de actuación (en sus relaciones con otras 

ONGs y con los donantes privados) y de organización interna (sobre sus 

recursos humanos y la transparencia de sus recursos económicos).

5.	 El buen gobierno en las Confesiones Religiosas

En lo que a la Iglesia Católica se refiere la regulación jurídica de la actividad 

administrativa eclesiástica que se establece en el vigente Código de Derecho 
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Canónico, tras su reforma de 1983, aunque no hace una formulación 

explícita de lo que viene denominándose “buen gobierno de la Iglesia”, 

sí recoge en lo relativo a los procedimientos sobre actos administrativos 

singulares aspectos que entroncan con la protección del derecho a un 

buen gobierno eclesiástico-procedimental (derecho de información, de 

audiencia, responsabilidad, etc.), pero en modo alguno cabe inferir un 

elemento ético en relación a los aspectos conductuales de las personas que 

intervienen en los mismos, en un sentido homologable para los ámbitos 

públicos y privados aquí analizados.

Por otro lado la Iglesia Católica, como institución representada en la 

Conferencia Episcopal Española, integrada como Jerarquía por los Obispos 

de España bajo la Autoridad del Romano Pontífice, viene rigiéndose por el 

Estatuto aprobado por la Asamblea Plenaria de mayo de 2004, en el que 

no se recoge tampoco ningún aspecto relacionado con el buen gobierno 

corporativo de ésta.

Distinta consideración cabe hacer respecto a las entidades de acción 

caritativa y social de Iglesia Católica, instituidas por referida Conferencia e 

integradas en la Confederación Oficial de estas, como es el caso de Cáritas 

Española, la cual sí dispone de un Código de Conducta aprobado por el 

Comité Nacional de la misma en fecha 20 de diciembre de 2006.

No obstante, cabe destacar la amplia nota emitida por el Consejo Pontificio 

Justicia y Paz sobre el tema “La lucha contra la corrupción”, emitida el 21 de 

septiembre de 2006, como consecuencia de la Conferencia Internacional 

celebrada sobre la misma.

XI.	LOS DEFENSORES DEL PUEBLO Y DE LOS CIUDADANOS 

COMO REFERENTES Y GARANTES DE LOS VALORES 

PÚBLICOS Y DE LA ÉTICA PÚBLICA

El especial “status” con que se configuran estas Instituciones y sus titulares 

en su normas reguladoras, como comisionados parlamentarios estatales o 

autonómicos o administrativos locales, que gira alrededor de la autonomía 

de los primeros y la independencia de los segundos, y cuya intervención se 

desenvuelve en lo que la doctrina denomina “magistratura de persuasión”, 

dado la naturaleza de la supervisión que ejerce sobre el sector público, 

hace especialmente adecuada esta figura en relación a la vertiente ética 

del derecho de la ciudadanía que aquí tratamos.
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Si la ética pública se desenvuelve, como hemos visto, en buena parte 

en el ámbito de los Códigos de conducta y, por tanto en parámetros 

de principios éticos y morales de carácter orientador, no parece resulte 

contradictorio que el reproche a una conducta irregular, no susceptible de 

sanción administrativa o penal, tenga su respuesta en un reproche de la 

misma naturaleza en sede de estas defensorías.

Y es que, con independencia de que la fiscalización de estas instituciones 

se desenvuelve, en buena parte y de forma consolidada, en base a los 

parámetros tradicionales de legalidad, lo cierto es que progresivamente se 

van incorporando otras funciones institucionales como son las ligadas a la 

conciliación y mediación, realización de informes y estudios de evaluación 

de políticas públicas y de promoción de derechos, así como las de análisis 

sobre reglas, normas o actitudes conductuales por parte de las autoridades 

públicas y sus agentes, modalidades de intervención que engarzan con los 

nuevos principios de calidad de los servicios y de buena administración, 

tanto en su vertiente de actuación administrativa como en la ética pública 

de sus servidores en el ejercicio de aquélla.

Estas nuevas funcionalidades, como la incorporación de estos nuevos 

valores, tienen su mejor expresión en el Defensor del Pueblo Andaluz al 

que el nuevo Estatuto de Autonomía atribuye en su art. 41 la garantía 

de velar por el amplio catálogo de derechos contenidos en el capítulo II 

del Título II del mismo, y entre ellos el relativo a la buena administración, 

garantía añadida a la que se impone por vía de vinculación de los poderes 

públicos y a la jurisdiccional a modo de cierre de este sistema. Y es que este 

derecho, como otros de la misma naturaleza, se beneficia de su carácter 

de “derecho-garantía”, que la doctrina atribuye a aquellos que además de 

gozar de la protección jurisdiccional vienen siendo objeto de una especial 

tutela administrativa (autotutela) como también la que se le pueda prestar 

desde las Defensorías.

Las propias Instituciones de los Defensores del Pueblo o de la Ciudadanía 

vienen configuradas con las notas éticas que aquí se predican de las distintas 

Administraciones y Entidades que conforman el sector público en sus 

distintos niveles territoriales, y ello de una manera doblemente reforzada 

por cuanto a la autonomía con que se diseñan estas instituciones respecto 

a los otros poderes públicos, se añade el conjunto de prerrogativas e 

incompatibilidades con las que se pretende garantizar no solo la exclusiva 

dedicación a las funciones encomendadas sino sobre todo a asegurar que 
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la actuación de estas se lleva a cabo de manera imparcial y desvinculada 

de cualquier otro interés que no sea el público.

Esta connotación ética, implícita a este tipo de Instituciones, resulta 

obligada mas allá de la preceptiva observancia de la legalidad toda vez 

que su significativa presencia social y la trascendencia que adquieren 

sus postulaciones, por cuanto conlleva de denuncia pública de prácticas 

administrativas o de comportamientos de sus servidores, las sitúa como 

referentes éticos institucionales que, como contrapartida, les obliga a 

dotarse de instrumentos que favorezcan la ejemplaridad en sus propias 

actuaciones. 

En este sentido la iniciativa del Defensor del Pueblo Andaluz de dotarse con 

una “Carta de servicios y buena práctica administrativa” de la Institución 

(aprobada por Resolución de 7 de octubre de 2007 –BOJA de 30.10.03-), 

en base a garantizar un buen funcionamiento del servicio público en 

parámetros de calidad pero también en los de “buena administración”, 

destaca por su novedad en el campo del sector público de Andalucía.

En dicha Carta se incorpora como Capítulo III un conjunto de normas que 

bajo el título de “Principios generales de buena conducta administrativa”, 

traídas de la mano del art. 41 de la Carta de Derechos Fundamentales de la 

Unión Europea, a la que se hace expresa referencia en el preámbulo de la 

misma, instan al personal de la Defensoría a observar, en sus relaciones con 

la ciudadanía, las pautas de comportamiento y actuación que en la misma 

se contemplan, constituyendo los principios básicos en que se asienta la 

prestación del servicio público por parte de la Institución.

El catálogo de principios de buena conducta, que se relacionan en los arts. 

9 a 23 de la Carta, sigue en cierta manera al homólogo Código Europeo 

de Buena Conducta Administrativa promovido por el Defensor del Pueblo 

Europeo y así, tras enunciar como referente el principio de legalidad, se 

articulan un conjunto de principios en los que junto a aspectos meramente 

cortesía e información en la atención (presencial, telefónica, por escrito 

u otra modalidad), se relacionan otros de carácter ético como son los 

relativos a preservar la no discriminación (arts. 10 y 23), la imparcialidad y 

la independencia (art. 11) y la confidencialidad (art. 12), con la significación 

y contenidos dados en el citado Código europeo.
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Sin duda los Defensores del Pueblo o de la Ciudadanía deben convertirse, 

en sus respectivos ámbitos, si no lo son ya, en el referente ético-institucional 

por antonomasia promoviendo y exigiendo que este valor forme parte en 

todos los ordenes de la cultura administrativa, por así exigirlo el bloque 

de la constitucionalidad y legalidad estatutaria, pero sobre todo, por así 

demandarlo la sociedad.    
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Las tecnologías de la Información  
y los derechos de la ciudadanía
La administración electrónica. 

Ley 11/2007 de 22 de junio de Acceso electrónico de 
los ciudadanos a los Sevicios Públicos.

Fernando Marina Arganda 

Jefe del Servicio de Informatica de la Diputación de Málaga

Las tecnologías de la información están transformando la sociedad, 

introduciendo una serie de cambios y nuevos valores que suponen un 

extraordinario avance en todos los ámbitos: social, laboral, cultural, 

económico, etc. sin embargo, estos avances traen como consecuencia 

unos riesgos ante los que la sociedad debe estar atenta para no generar 

nuevas formas de exclusión.

Las administraciones públicas deben desarrollar un papel fundamental en 

el desarrollo de las tecnologías de la información, tanto en su fomento 

como en su utilización. Se están desarrollando herramientas que van a 

permitir el desarrollo de nuevos y mejores servicios a la ciudadanía, con un 

cambio en los conceptos de enorme importancia: son ahora los ciudadanos 

y ciudadanas los que ejercen sus derechos y la administración pública está 

obligada a la prestación de los servicios que le son propios y el marco 

normativo actual así lo regula.

Es previsible un desarrollo de los derechos de la ciudadanía que crezca 

en coberturas y garantías gracias a las tecnologías de la información. Una 

buena gestión de las mismas debe permitir un mayor nivel de eficacia y 

transparencia en cualquier tipo de gestión, ya sea comercial, administrativa 

o de ocio, y mayor gestión de la información debe traducirse en mayor 

conocimiento.



198

El derecho de la ciudadanía a una buena administración

1.	 Introducción

Comenzaremos la introducción de la presente exposición con una 

curiosidad histórica que nos ayude a enmarcar algunas de las ideas que 

desarrollaremos a lo largo del documento. En la Gaceta de Madrid (el 

antiguo Boletín Oficial del Estado) del 19 de febrero de 1900, aparece 

publicada una Real Orden que literalmente dice lo siguiente:

Excmo. Sr: Vista la petición formulada por D. Antonio Comyn 

en instancia fecha 1º del corriente solicitando que en todas 

las oficinas del Estado, de las provincias y de los Municipios 

se admitan las instancias y demás documentos hechos con 

máquinas de escribir en los mismos términos y con los mismos 

efectos de los escritos o copiados a mano:

Considerando que no existe ninguna razón administrativa 

ni de otra índole que aconseje no admitir en las oficinas 

anteriormente citadas las instancias y demás documentos que 

en ellas se presenten hechos con maquinas de escribir, siendo 

mas clara y fácil su lectura que muchos de los escritos a mano 

y cuya legalidad consiste en la autenticidad de la firma que 

los suscribe y no en que estén hechos precisamente con letra 

manuscrita.

S.M. el rey, y en su nombre la Reina Regente del Reino, han 

tenido a bien disponer que en todas las oficinas del Estado, 

provinciales y municipales, se admitan cuantas instancias y 

documentos se presente hechos con maquina de escribir, en 

los mismos términos y con iguales efectos de los escritos o 

copiados a mano.

Más de cien años después de la publicación de esta orden, en concreto 

el 1 de enero de 2009, la entonces Gaceta de Madrid y actual Boletín 

Oficial del Estado deja de publicarse oficialmente en papel para hacerlo 

exclusivamente a través de Internet, de manera gratuita y accesible para 

todo el mundo, al menos para todos aquellos que sepan manejarse por la 

procelosa red y dispongan de conexión. 

Esta anécdota debe permitirnos realizar algunas reflexiones sobre lo 

que suponen los avances tecnológicos en nuestra sociedad. Se trata de 

un interesante ejemplo de como han evolucionado las tecnologías de 

la información, haciendo que lo que en su momento probablemente 
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pareciera un avance tecnológico y social del mas alto nivel, nos pueda 

parecer en la actualidad algo meramente anecdótico y obsoleto. Se trata, 

también, de un buen ejemplo de como los avances tecnológicos pueden 

provocar ciertas incomodidades. El hecho de que la publicación del BOE 

se realice de manera exclusiva a través de Internet, deja sin acceso a esta 

valiosa información a todas aquellas personas que por algún motivo no 

tienen acceso a la red.

Enmarcar un cambio administrativo de radical trascendencia para el 

funcionamiento de las administraciones públicas, hace mas de 100 años, 

permite comprobar como, una vez pasado el tiempo, dichos cambios 

dejan de tener vigencia, como es el ejemplo de la maquina de escribir. 

La evolución tecnológica actual, no solo ha refrendado lo acertado de 

tal medida en su momento, sino que el desarrollo de la tecnología ha 

superado con mucho a lo que entonces fue un ejercicio de coherencia 

legislativa, al reflejar el estado de la tecnología a principios del siglo XX. 

Existen multitud de ejemplos similares desde entonces hasta nuestros 

días, posiblemente tantos como avances tecnológicos haya habido, en 

una constante carrera por dar cabida a todos ellos. Se habla a menudo 

de las “nuevas tecnologías”, como un posible término para definir estos 

avances.  Sin embargo, este término obliga a definir un marco temporal 

en el que dicha dichas tecnologías son nuevas. No cabría denominar como 

nueva tecnología la irrupción de la maquina de escribir en nuestras vidas, 

si no la ubicamos el contexto temporal que le corresponde, a principios del 

siglo pasado, donde si lo fue.

Nosotros utilizaremos el término “Tecnologías de la información”, 

entendiendo que es más apropiado al eliminar la necesidad del marco 

temporal y al hacer referencia al aspecto más importante y transformador: 

la información.

No es posible entender la evolución social reciente sin tener en cuenta 

los avances tecnológicos. Las tecnologías de la información y las 

comunicaciones (TIC) han pasado a formar parte de nuestro entorno 

cotidiano, de ocio, laboral y doméstico, hasta el extremo de suponer uno 

de los elementos fundamentales que definen la realidad ciudadana actual 

a todos los niveles.

m parec k a qdado + o - td klro. n? SALU2!

Pocos pudieron anticipar en su momento como una tecnología como los 

sms de los dispositivos móviles, pensados inicialmente para el envío de 
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información de control para las operadoras de telecomunicaciones, y que 

se diseño como un protocolo bastante simple y rudimentario, pudiera llegar 

la trascendencia que está teniendo hoy día. De hecho, esta transformando 

el lenguaje escrito, hasta el extremo de que hay quien opina que puede 

condicionar la escritura y la manera de expresarse de aquellos que utilizan 

habitualmente este método. Actualmente su utilización se extiende mas 

allá del uso para enviar sms y es habitual encontrarse este tipo de lenguaje 

en foros, messengers, y en cualquier medio de comunicación de Internet 

en el que se utilice teclado y no precisamente el de una maquina de 

escribir. Se trata de un ejemplo de entre los muchos posibles del abismo 

tecnológico desde la publicación de 1.900 hasta nuestros días, resaltando 

los cambios sociales que se han producido desde entonces influidos por las 

tecnologías de la información.

La influencia de la tecnología en la sociedad actual se evidencia en cada vez 

mayor número de ámbitos. Hemos mencionado algunos de los usos mas 

comunes, normalmente relacionados con el ocio. Si embargo la influencia 

de las tecnologías de la información en el mundo comercial, laboral o en 

la propia administración pública, está provocando la aparición de nuevos 

usos y costumbres que poco a poco condicionan a la sociedad en general. 

Y estos cambios, por nuevos, conllevan ciertos riesgos a los que se debe 

poner remedio.

En el ámbito de la empresa, el desarrollo del comercio electrónico es 

imparable, conquistando cuotas de mercado hasta hace poco tiempo 

impensables. Es cada vez más habitual la compra de productos a través de 

tiendas on-line, que ofrecen sus productos a un precio muy competitivo, 

ya que reducen sus costes operativos, y realizan envíos a domicilio en 

un plazo muy corto. Se pueden realizar compras de productos nuevos 

y usados a través de subastas electrónicas, donde es directamente la 

oferta y la demanda la que impone el precio del producto. Además, se 

puede participar en subastas realizadas en cualquier parte del planeta, 

aprovechando en este caso las ventajas que puede suponer un cambio de 

moneda ventajoso. 

Los comercios tradicionales están abriendo tiendas on-line, en las que 

ofrecen todo tipo de servicios y ofertas y que suponen una alternativa útil 

a la tienda presencial. Los bancos prestan un buen número de servicios 

a través de Internet con total seguridad, algunos, incluso, de manera 

exclusiva a través de la red, haciendo previsible que en un corto periodo 
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de tiempo se multiplique el volumen de negocio que se presta a través de 

este medio. 

Los medios de comunicación están utilizando la red para informar a la 

sociedad, haciendo que la información llegue de modo inmediato, con un 

extraordinario despliegue de medios acompañando cada noticia en forma 

de videos, fotos, comentarios, etc. Cada vez son más los periódicos, radios 

y televisiones que utilizan Internet como medio exclusivo para difusión de 

sus contenidos.

Y a nivel mas doméstico, estamos asistiendo a la génesis de lo que 

probablemente sea el fenómeno de mayor trascendencia a corto plazo 

en la comunicación personal. La aparición de blogs, facebooks, chats, 

messengers, etc, está estableciendo nuevas reglas en la comunicación 

humana que no podemos desdeñar. Los más jóvenes empiezan a utilizar 

estas herramientas como medio principal para establecer o mejorar sus 

relaciones personales, algo que generaría material suficiente para la 

realización de un estudio más exhaustivo.

Hemos realizado un breve repaso por algunos de los aspectos mas 

representativos del estado actual de la tecnología, con el objetivo de situar 

en contexto las siguientes conclusiones: las tecnologías de la información 

tienen cada vez un papel mas representativo en nuestra sociedad, un 

papel muy positivo, porque además de contribuir a mejorar nuestra vida 

cotidiana, permite alcanzar cotas de libertad e independencia difícilmente 

imaginables sin la ayuda de las mismas.

Sin embargo, todas estas ventajas no están exentas de riesgos. La utilización 

incorrecta o imprudente de las tecnologías puede suponer un riesgo para 

los derechos de la ciudadanía y puede generar nuevas formas de exclusión 

que deben ser vigiladas. A lo largo de los próximos apartados vamos a 

intentar desarrollar estos aspectos, en particular los relacionados con los 

derechos de la ciudadanía en su relación con la tecnología y los riesgos que 

se derivan las mismas. 

2.	 Las tecnologías de la información en la administración 

pública

Aunque hemos mencionado en la introducción como han calado las 

tecnologías de la información en todos los tejidos sociales y empresariales, 

el presente documento trata sobre los derechos de la ciudadanía en 
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general y sobre el derecho a una buena administración en particular. La 

administración pública es el principal garante de los mismos, además 

de ser quien los regula a través de la normativa vigente, por lo que nos 

centraremos en entender con mas detalle cual es la realidad de una 

administración pública cualquiera.

Comenzaremos con una análisis sobre la utilización de las tecnologías de la 

información en las administraciones públicas, haciendo especial hincapié 

en las transformaciones a las que se están viendo sometidas, ejercicio 

que nos va a permitir extrapolar un buen número de conclusiones a otros 

ámbitos empresariales. 

Podemos definir, de un modo muy general, que el objetivo principal de 

las administraciones públicas es la prestación de los servicios públicos que 

le son propios. Sin necesidad de entrar en detalles, cada administración 

pública, en el ámbito de sus competencias tiene la obligación de servir a 

los ciudadanos, atendiendo para ello a una serie de derechos de los que la 

ciudadanía dispone y que vienen claramente identificados en la normativa 

vigente. El ciudadano, por otro lado, tiene una serie de obligaciones con 

las administraciones públicas, que tiene el deber de cumplir.

Bajo este esquema, la relación ciudadanía-administración ha ido 

evolucionando a lo largo del tiempo. Una ciudadanía más exigente y 

consciente de sus derechos, y una administración más eficaz y transparente, 

ha permitido ir eliminando barreras en la relación entre ambos mundos. La 

imagen de una administración lejana, poco sensible a la realidad ciudadana, 

ineficaz y opaca, va quedando obsoleta. El clásico “vuelva usted mañana” 

tantas veces repetido, debe desaparecer para dar paso al mas apropiado 

“el cliente siempre lleva la razón”, basado en criterios relacionados con la 

calidad del servicio, principio que debe regir esta relación.

Si preguntamos a cualquier ciudadano o ciudadana por su opinión sobre 

el servicio que reciben de las administraciones públicas, es probable que 

recurran al tópico de peregrinaciones por distintas ventanillas, innumerables 

y a veces incomprensibles formularios a rellenar, la sensación de que los 

trámites siguen en ocasiones vericuetos insondables y en definitiva, un 

servicio opaco y poco eficaz.

La ciudadanía exige, cada vez con mayor frecuencia, no tener que 

desplazarse ni tener que guardar colas para realizar sus gestiones con las 

administraciones públicas, exige respuestas con mayor rapidez y exige 
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conocer cuales son los procedimientos que la administración utiliza para 

resolver sus quejas o expedientes administrativos, lo que le permite conocer 

de manera concreta el estado exacto de su tramitación.

La clave para esta evolución se encuentra, como no, en las tecnologías de 

la información. El estado actual de la tecnología facilita que el tratamiento 

de la información se realice de manera muy eficaz, con los datos 

almacenados en bases de datos seguras, con programas informáticos 

que realizan  el tratamiento de estos datos de manera automatizada y 

con redes de comunicaciones que permiten acceder a los mismos desde 

prácticamente cualquier lugar, permitiendo además que los datos que 

utilizan las distintas administraciones públicas estén conectados entre si, 

de modo que no se produzca duplicidad de los mismos y estén accesibles 

para cualquier tipo de tratamiento desde cualquier entidad.

La imagen de las mesas llenas de carpetas con innumerables documentos, 

claro indicativo de una gestión de la información ineficaz, va dando paso a 

una mesa donde el equipo informático es el elemento principal del trabajo 

administrativo. El ordenador se convierte en una herramienta para el 

acceso a lo que realmente aporta valor: la información y el conocimiento.

Las tecnologías de la información no son mas que un medio para que 

la ciudadanía disponga de sus derechos, para lo que es esencial que la 

administración informe de cuales son los servicios que presta y además, 
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que informe de como los realiza, de modo que todos sepamos de sus 

plazos y mecanismos, de que documentos tenemos que presentar y cuales 

vamos a recibir, e incluso que podamos opinar para intentar mejorar el 

funcionamiento.

Es el momento de un cambio organizativo, que acompañe al cambio 

tecnológico, y que permita la medida de la calidad del servicio que se 

presta de modo que se pueda mejorar el mismo. Conceptos como las 

cartas de servicios y los catálogos de procedimientos están empezando a 

formar parte del vocabulario habitual de cualquier administración pública 

moderna. La ciudadanía debe conocer cuales son los servicios que se le 

prestan (y cuales no) a través de las cartas de servicios, y debe tener acceso 

a como se llevan a cabo cada uno de estos servicios. La conclusión no puede 

ser otra que una administración pública mas transparente, en la que el 

ciudadano participa porque forma parte del conocimiento. El entender los 

mecanismos mediante los que funcionan sus trámites, y poder evaluar la 

calidad del servicio que se le presta le da la posibilidad de decidir como 

ser administrado, le convierte en definitiva en lo que algunos han dado en 

llamar “el ciudadano como cliente”.

Un último aspecto a mencionar sobre la influencia de las tecnologías de 

la información, junto con la mejora en la eficacia y en la transparencia, 

mencionados en los párrafos anteriores, es el reto de hacer a las 

administraciones públicas más accesibles. Eliminar las barreras espaciales 

y temporales que obligan a tener que desplazarse, a guardar colas, a 

a tener que regirse por un horario establecido, es posible gracias a las 

tecnologías de la información.

Cada vez es más común que consultemos determinadas informaciones 

en la página web de determinado organismo, o que recibamos un SMS 

con información que nos interesa sobre algún trámite particular. Podemos 

obtener un certificado de empadronamiento a través de la página web 

de nuestro ayuntamiento, o una vida laboral de la página de la Seguridad 

Social. Incluso, podemos presentar la declaración de la renta y obtener 

información sobre su tramitación a través de un servicio web. En definitiva, 

estamos utilizando una serie de tecnologías que nos acercan a las 

administraciones públicas. Internet, certificados electrónicos, SMS o TDT, 

son términos ampliamente difundidos en la sociedad actual. 

A estas alturas de la exposición, ya disponemos de todos los elementos 

necesarios para establecer lo que podríamos denominar un modelo de 

negocio genérico para las administraciones públicas, basado en las 
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tecnologías de la información como motor del cambio y que incida de 

manera muy particular en los aspectos mencionados en los párrafos 

anteriores: una administración pública más eficaz, más transparente y 

más accesible.

En nuestro modelo de negocio vamos a establecer los siguientes niveles:

Siguiendo la exposición anterior, relacionaremos cada uno de estos niveles 

con algunos de los conceptos mencionados. En el nivel de sistemas nos 

encontramos con las bases de datos, aplicaciones informáticas y redes 

de comunicaciones que, entre otros elementos, mencionamos cuando 

hablamos de la mejora de la eficacia.

En el nivel de procesos nos encontramos con las cartas de servicios, los 

catálogos de procedimientos y los procesos de mejora continua que 

mencionamos cuando hablamos de mejora de la transparencia. Por último, 

en el nivel de servicios, nos encontramos con los canales de acceso a la 

ciudadanía a través de tecnologías como Internet, correo electrónico, SMS 

o TDT que comentamos cuando hablamos anteriormente de mejora de la 

accesibilidad.

En definitiva, hemos construido un modelo de negocio que nos va a permitir 

adaptarnos a las demandas de la sociedad actual, dando respuestas a 

muchas de las exigencias presentes y a alguna de las futuras, utilizando las 

tecnologías de la información para transformar la administración pública 

tal y como la entendemos ahora en una nueva administración, insistimos, 

mas eficaz, transparente y accesible.
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No es objeto del presente documento entrar en mas detalle en aspectos 

relacionados con la evolución del modelo de negocio expuesto, lo que 

requeriría un debate mucho mas profundo, por lo que de momento 

dejaremos en este punto el análisis sobre el modelo de negocio de las 

administraciones públicas.

3.	 El marco normativo actual

La rápida evolución de las tecnologías provoca que la necesaria regulación 

de las mismas se lleve a cabo a la misma velocidad, reflejando en la 

normativa una realidad tan cambiante. El comercio electrónico, la 

administración electrónica y la protección de datos eran conceptos hasta 

hace bien poco inexistentes, sin embargo, actualmente empiezan a tener 

un reflejo en la realidad social cada vez mas evidente.

Si bien las tecnologías de la información alcanzan a casi todos los aspectos 

de nuestra vida cotidiana, en el presente apartado nos centraremos 

en aquellos que más influencia tienen en lo relacionado con las 

administraciones públicas: la administración electrónica y la protección de 

los datos personales.

3.1.	La administración electrónica

Hemos venido comentando a lo largo del presente documento, la 

importancia que empiezan a cobrar las tecnologías de la información en 

el ámbito social, algo a lo que no pueden ser ajenas las administraciones 

públicas, más aún cuando la demanda social y el acercamiento ciudadanía-

administración así lo exige.

Muchos de los conceptos expuestos en el apartado anterior sobre las 

tecnologías de la información en la administraciones públicas han sido 

reflejados en la nueva ley de acceso electrónico de los ciudadanos a los 

servicios públicos o ley de administración electrónica (11/2007), como mas 

comúnmente se la denomina, una de las escasas de leyes que se promulga 

partiendo de un derecho y no de una obligación, al reconocer el derecho 

de la ciudadanía a comunicarse con las administraciones públicas por 

medios telemáticos.

La exposición de motivos que precede al articulado de la ley, además de 

suponer un ejercicio de lectura muy recomendable, expresa de manera 

muy clara y precisa las diferentes motivaciones y efectos que se pretenden 

con la promulgación de esta nueva ley. Se hace referencia a la evolución 
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normativa al respecto de la prestación de servicios a través de medios 

telemáticos, evidenciando que en todos los casos se trataba de una opción 

para la entidad que tuviera posibilidad de ponerlos en funcionamiento. 

Esta ley ya no deja margen a la opción y deja muy claro cual es la nueva 

orientación de la ley: “las administraciones públicas cambiarán el podrán 

por el deberán”, es decir, lo que hasta ahora supone una potestad pasa a 

ser una obligación.

Otra afirmación importante es la que hace referencia a la obligación de 

transformación que deben realizar las administraciones públicas. No se 

trata de seguir haciendo lo mismo, y al utilizar medios electrónicos hacerlo 

mas rápido. El matiz que introduce el término transformación requiere de 

la creación de una nueva administración que sustituya a la actual, acorde 

a la exigido en esta ley, regida por el principio de eficacia y convirtiendo 

a los ciudadanos en los primeros y principales beneficiarios de esta 

transformación.

La ley constata la necesidad de la prestación de servicios a la ciudadanía 

eliminando las barreras temporales y espaciales, e introduciendo un nuevo 

concepto que denomina interoperabilidad administrativa. De manera 

resumida, hace referencia a como las administraciones públicas deben 

ofrecer una sola cara al ciudadano. Si bien el acceso puede hacerse desde 

el lugar preferido, los trámites a realizar, sea cual sea la administración 

competente en cada caso, deben poder llevarse a cabo desde ese mismo 

lugar, ya sea un espacio físico en cualquier sede administrativa, o una 

página web desde la que se ofrecen servicios telemáticos. Esto obliga a 

todas las administraciones a interconectar sus sistemas y procesos para 

que el trámite solicitado por el ciudadano llegue a su fin en el menor plazo 

posible y que los documentos aportados sean válidos en cualquiera de los 

ámbitos administrativos competentes para su tratamiento.

Sin ánimo de entrar en detalle en el análisis de la ley, si se deben 

mencionar en este punto algunas finalidades y principios de la misma, que 

nos permitirán enmarcar la definición de los derechos de la ciudadanía, 

que serán enumerados en detalle en un posterior apartado del presente 

documento.

La ley de Administración Electrónica establece las siguientes finalidades:

-	 Facilitar el acceso por medios electrónicos de los ciudadanos a 

la información y al procedimiento administrativo, con especial 

atención a la eliminación de las barreras que limiten dicho acceso.
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-	 Crear las condiciones de confianza necesarias en la utilización 

de las tecnologías de la información, garantizando los derechos 

relacionados con la protección de datos personales.

-	 Mejorar la transparencia y la relación ciudadanía-administración.

-	 Contribuir a la mejora del funcionamiento interno de las 

Administraciones Públicas, incrementando la eficacia y la 

eficiencia de las mismas mediante el uso de las tecnologías de la 

información.

-	 Simplificar los procedimientos administrativos y proporcionar 

oportunidades de participación y mayor transparencia

En cuanto a los principios que deben regir la utilización de las tecnologías 

de la información para relacionarse con las administraciones, a continuación 

se detallan los más importantes:

-	 Principio de igualdad: Ningún ciudadano podrá sufrir restricciones o 

discriminaciones por el uso de medios electrónicos para relacionarse 

con las administraciones públicas.

-	 Principio de accesibilidad: El acceso a la información y los servicios 

queda garantizado, adaptando los medios necesarios para que el 

acceso sea universal.

-	 Principio de legalidad: Se mantienen las garantías jurídicas de los 

ciudadanos que recoge la ley de procedimiento administrativo. 

-	 Principio de cooperación. Las administraciones se obligan a 

la puesta en funcionamiento de sistemas interoperables, que 

permitan el intercambio de información y el reconocimiento mutuo 

de documentos electrónicos y de los medios de identificación y 

autentificación.

-	 Principio de neutralidad tecnológica: La administración no puede 

obligar a utilizar determinados soluciones tecnológicas que obliguen 

a utilizar medios o formatos dependientes. Se promueve el uso del 

software libre en el ámbito de las administraciones públicas.

-	 Principio de simplificación administrativa: Se deben reducir de 

manera sustancial los tiempos y plazos de los procedimientos 

administrativos, logrando una mayor eficacia y eficiencia en la 

actividad administrativa.
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La ley dedica un buen número de artículos al tratamiento de conceptos 

tan importantes como los certificados digitales y el DNI electrónico, los 

documentos electrónicos, el defensor del usuario, la sede electrónica y los 

procedimientos administrativos, por solo mencionar los mas importantes. 

Se trata de una ley de amplio espectro, que consigue recoger la practica 

totalidad de la casuística relacionadas con la utilización de las tecnologías 

de la información en el ámbito de las administraciones públicas y los 

derechos de la ciudadanía. Sin embargo, un tratamiento mas detallado de 

estos aspectos queda fuera del alcance del presente documento.

La ley recoge la practica totalidad de los preceptos expuestos en el capítulo 

anterior del presente documento, tratándose por lo tanto de una ley 

adaptada a su tiempo, moderna y de enorme trascendencia en un futuro 

cercano. La entrada en vigor de los derechos expuestos anteriormente, se 

producirá el próximo 1 de enero de 2.010 y va a suponer una revolución en 

la manera de entender la administración pública por parte de la ciudadanía 

y un verdadero reto plagado de dificultades, la mayor parte de ellas 

organizativas y no tanto tecnológicas, pero plagada también de enormes 

beneficios para la sociedad del conocimiento en la que nos encontramos 

inmersos, y de la que las administraciones públicas pasan a formar parte 

desde una perspectiva de liderazgo.

A modo de conclusión, la ley de administración electrónica consagra el 

derecho de la ciudadanía a una buena administración.

3.2.	La protección de datos personales

La protección de datos personales es un aspecto que surge con anterioridad 

al desarrollo de las tecnologías de la información. Durante mucho tiempo 

se han utilizado ficheros con datos personales sin demasiado control, de 

modo que se pudiera obtener un perfil de la persona en cuestión a partir 

de los mismos.

El desarrollo de las tecnologías de la información ha posibilitado que 

tareas como la consulta de este tipo de datos se pueda realizar con 

mayor rapidez y eficacia, permitiendo el cruce de datos entre distintas 

bases de datos, y por lo tanto la creación de un perfil personal demasiado 

detallado. Cualquiera puede consultar a través de un buscador de internet 

información de nosotros mismos o de algún conocido sin mas que poner 

el nombre en dicho buscador. Probablemente, la cantidad de datos que 

obtendríamos nos sorprendería. 
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Es posible incluso, que algunos de esos datos pertenezcan a nuestra “vida 

pública”, entendiendo por tal la que nosotros hemos elegido, normalmente 

relacionada con nuestra profesión o aficiones, y sobre la que podemos 

tener interés en que se conozca. Si embargo, existen otra serie de datos 

que no deseamos o no debemos dar a conocer, ya que hemos elegido que 

pertenezcan a nuestra “vida privada”.

Surge por lo tanto el concepto de privacidad como un derecho fundamental 

de la ciudadanía, reconocido en la Constitución Española entre sus 

derechos fundamentales:

Artículo 18.

Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y 

familiar y a la propia imagen. 

Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, 

de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución 

judicial. 

La ley limitará el uso de la informática para garantizar el 

honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y 

el pleno ejercicio de sus derechos. 

Actualmente, la normativa acerca de los datos personales se encuentra 

recogida en la Ley Orgánica de Protección de Datos (LOPD: Ley 15/1999) 

y un en el reglamento 1720/2007 que desarrolla los aspectos prácticos de 

su aplicación. La ley de protección de datos tiene por objeto garantizar y 

proteger, en lo que concierne al tratamiento de los datos personales, las 

libertades públicas y los derechos fundamentales de las personas físicas, y 

especialmente de su honor e intimidad personal y familiar.

En las definiciones que incluye la ley, se entiende por dato de carácter 

personal cualquier información concerniente a personas físicas identificadas 

o identificables y por fichero, y por fichero, a todo conjunto organizado de 

datos de carácter personal, cualquiera que fuere la forma o modalidad de 

su creación, almacenamiento, organización y acceso. 

En la LOPD también se evidencia que no todos los datos de carácter 

personal son iguales, y por lo tanto deben recibir distinto tratamiento en 

función del potencial riesgo que sobre la intimidad y la privacidad pudiera 

suponer un mal uso de los mismos. Los datos personales especialmente 

protegidos son los relacionados con la ideología, religión, orientación 
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sexual o política, salud, datos relacionados con la violencia de género, 

datos policiales obtenidos sin consentimiento o cualquier otro que, si fuera 

conocido, pudiera comprometer derechos fundamentales.

La regulación de la protección de datos personales nos afecta a todos en un 

doble ámbito. Por un lado como ciudadanos, tal y como se ha comentado 

anteriormente, en la que elegimos qué datos propios queremos que se 

conozcan y cuales no, pudiendo rectificar en cualquier momento esta 

decisión. Por otro lado, nos afecta en cuanto a nuestra responsabilidad en 

el tratamiento de dichos datos, algo que afecta de manera muy particular 

a las administraciones públicas, que tratan habitualmente con datos de 

la ciudadanía, pero que está presente en un buen número de ámbitos 

de nuestra vida laboral, en la que es muy probable que nos veamos 

involucrados en algún momento con datos de carácter personal, por lo 

que debemos ser muy conscientes de la responsabilidad que representa.

A nivel práctico, la aplicación de la LOPD empieza a ser cada vez más 

común en nuestra vida cotidiana. Es frecuente que nos encontremos con los 

pies informativos en los formularios de recogida de información personal, 

tanto en papel como en formato electrónico, donde se nos informa de 

nuestros derechos. Empieza a ser cada vez más común que las empresas y 

administraciones públicas registren en la Agencia de Protección de Datos 

los ficheros que gestionan, de modo que se pueden ejercer sobre ellos los 

derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición mencionados 

anteriormente. En definitiva, es perceptible un nivel de concienciación social 

cada vez más alto en lo que respecta al tratamiento de datos personales, 

si bien se siguen produciendo frecuentes denuncias y fuertes sanciones 

por incumplimiento de la normativa. El legislador debe permanecer muy 

atento a los avances tecnológicos por cuanto estos pudieran suponer una 

amenaza, no prevista en las leyes actuales, para la protección de los datos 

de carácter personal.

4.	 Los derechos de la ciudadanía

Se detallan en el presente apartado los derechos contenidos en las leyes 

mencionadas en los apartados anteriores, resaltando los aspectos de 

ambas relacionados con las tecnologías de la información.

Los ciudadanos tienen en relación con la utilización de los medios 

electrónicos en la actividad administrativa, y en los términos previstos en la 

Ley de Administración Electrónica, los siguientes derechos: 

conocer por medios 

electrónicos el estado 

de tramitación de los 

procedimientos en los 

que sean interesados



212

El derecho de la ciudadanía a una buena administración

-	 A elegir, entre aquellos que en cada momento se encuentren 

disponibles, el canal a través del cual relacionarse por medios 

electrónicos con las Administraciones Públicas.

-	 A no aportar los datos y documentos que obren en poder de las 

Administraciones Públicas, las cuales utilizarán medios electrónicos 

para recabar dicha información siempre que, en el caso de datos de 

carácter personal, se cuente con el consentimiento de los interesados 

en los términos establecidos por la Ley Orgánica 15/1999, de 

Protección de Datos de Carácter Personal, o una norma con rango 

de Ley así lo determine, salvo que existan restricciones conforme 

a la normativa de aplicación a los datos y documentos recabados. 

El citado consentimiento podrá emitirse y recabarse por medios 

electrónicos.

-	 A la igualdad en el acceso electrónico a los servicios de las 

Administraciones Públicas.

-	 A conocer por medios electrónicos el estado de tramitación de los 

procedimientos en los que sean interesados.

-	 A obtener copias electrónicas de los documentos electrónicos que 

formen parte de procedimientos en los que tengan la condición de 

interesado.

-	 A la conservación en formato electrónico por las Administraciones 

Públicas de los documentos electrónicos que formen parte de un 

expediente.

-	 A obtener los medios de identificación electrónica necesarios, 

pudiendo las personas físicas utilizar en todo caso los sistemas 

de firma electrónica del Documento Nacional de Identidad para 

cualquier trámite electrónico con cualquier Administración Pública.

-	 A la utilización de otros sistemas de firma electrónica admitidos en 

el ámbito de las Administraciones Públicas.

-	 A la garantía de la seguridad y confidencialidad de los datos 

que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las 

Administraciones Públicas.

-	 A la calidad de los servicios públicos prestados por medios 

electrónicos.
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-	 A elegir las aplicaciones o sistemas para relacionarse con las 

Administraciones Públicas siempre y cuando utilicen estándares 

abiertos o, en su caso, aquellos otros que sean de uso generalizado 

por los ciudadanos.

En la Ley Orgánica de Protección de Datos (LOPD) se detallan los principales 

derechos de que disponen los ciudadanos en relación a su privacidad, y 

que de manera resumida se enumeran en la siguiente relación:

-	 Los ciudadanos tienen derecho a conocer los fines para los cuales 

se le solicitan sus datos de carácter personal, así como que dichos 

datos serán almacenados para su tratamiento. 

-	 Los datos de carácter personal solo podrán recogerse para los 

fines que se declaren en el momento de la recogida, y no podrán 

utilizarse para otros fines incompatibles.

-	 Los ciudadanos disponen, sobre sus datos personales, de derechos 

de acceso, rectificación, cancelación y oposición. Estos derechos 

les serán informados cada vez que se produzca la recogida de 

información de carácter personal.

-	 El tratamiento de los datos de carácter personal requerirá el 

consentimiento inequívoco del afectado.

-	 Los ciudadanos tienen derecho a conocer al responsable del fichero 

donde se van a almacenar nuestros datos.

-	 Todos los que intervengan en el tratamiento de la información 

tienen la obligación de guardar secreto sobre los datos de carácter 

personal a los que han tenido acceso.

5.	 Los riesgos

En toda la argumentación que hemos venido desarrollando hasta ahora, nos 

hemos centrado en las ventajas de la utilización de las nuevas tecnologías 

y en los derechos que de ellas se derivan, dejando a un lado los posibles 

efectos secundarios de las mismas. En un escenario en el que se consoliden 

las tendencias tecnológicas actuales, podemos encontrar ciertos riesgos de 

que determinados colectivos pudieran resultar excluidos o que pudieran 

ver mermados sus derechos por el hecho de no disponer de acceso, o 

disponer de un acceso limitado a las tecnologías de la información.

El tratamiento de 

los datos de carácter 

personal requerirá 

el consentimiento 

inequívoco del 

afectado
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Se habla a menudo de “brecha digital”, entendiendo por tal las diferencias 

que hay entre grupos según su capacidad para utilizar las tecnologías de la 

información de forma eficaz, debido a los distintos niveles de alfabetización 

y capacidad tecnológica. También se utiliza en ocasiones para señalar las 

diferencias entre aquellos grupos que tienen acceso a contenidos digitales 

de calidad y aquellos que no. Sin embargo, se trata de un término 

demasiado genérico y en ocasiones ambiguo, y que por lo tanto se puede 

prestar a confusión.

Para nuestra exposición utilizaremos otro término que consideramos mas 

apropiado dado el tema central de la exposición, el de “marginación 

digital”, para referirnos a los grupos en riesgo de quedar total o 

parcialmente excluidos y con derechos mermados por no disponer de 

acceso a las tecnologías de la información.

Desde la perspectiva de la exclusión ligada a las tecnologías de la información, 

lo que interesa es como el ‘no-acceso’ a la tecnología nos conduce, 

además del ‘no-acceso’ a la información, a situaciones mas complejas 

de desintegración social. Por ejemplo, desde la exclusión digital se puede 

desembocar en lo que podríamos denominar marginación institucional, en 

donde las nuevas formas de ejercer la ciudadanía que venimos mencionando 

a lo largo de la presente exposición se ven condicionadas por el uso o 

no de las tecnologías. No podemos desdeñar tampoco el hecho de no 

poder acceder a nuevas lógicas de consumo propias de la sociedad de la 

información o la pérdida de posibilidades de socialización, donde Internet 

ha adquirido un rol central en la definición de identidades. Es decir, que 

los procesos de exclusión se acelerarían y evidenciarían justamente en ese 

diálogo con las tecnologías de la información y, por lo tanto, estaríamos 

ante nuevas formas de exclusión.

En los siguientes párrafos haremos un recorrido por las diferentes causas 

que pueden provocar riesgo de exclusión digital, analizando a que colectivos 

afecta, las consecuencias que pueden provocar y posibles soluciones a las 

mismas.

5.1	Analfabetismo digital

La primera de las causas de exclusión digital que analizaremos es 

probablemente la más evidente, y a la que la mayoría acudiríamos 

de inmediato si alguien nos preguntase por el colectivo con mayores 

dificultades de acceso a las tecnologías. Nos estamos refiriendo a causas 
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generacionales, en el que estarían incluidas aquellas personas que por edad, 

formación, cultura y entorno social están muy alejados de las tecnologías 

de la información, y manifiestan además un rechazo invalidante a acceder 

a las mismas. 

Para explicar las causas a este fenómeno, acudiremos al extremo contrario, 

a lo que ahora se denomina los “nativos digitales”. Este término, de 

reciente acuño, hace referencia a aquellas personas nacidas en la actual 

era cibernética y para los que las tecnologías actuales les han sido 

transmitidas desde su mas tierna infancia. Simplemente, no han conocido 

otra tecnología mas que la actual, han nacido y evolucionado con ella, de 

ahí el término “nativos”. Buena parte de la juventud actual dispone de 

ordenador en casa y conexión a Internet, tienen acceso a una completa 

parafernalia de equipos electrónicos como mp3, cámaras digitales, DVD, 

etc., siglas y aparatos con las que se encuentran cómodos y a las que les 

cuesta muy poco adaptarse. Cada nuevo cacharro que sale al mercado, 

supone un reto atractivo, lo asimilan, en poco tiempo se han hecho con él 

y pasa a formar parte de su repertorio tecnológico.

Esta generación de nativos digitales, además de encontrar natural su 

relación con las tecnologías, son los que marcan el camino a seguir: crean 

tendencia. Son los que mas consumen tecnología, los que tienen claro que 

servicios son los que necesitan y los que exigen su cumplimiento y por lo 

tanto condicionan la evolución de los servicios basados en tecnologías, ya 

que son ellos sus principales consumidores, por lo que el mercado les tiene 

muy en cuenta. Conocen el valor de la información y la utilizan, y hacen de 

la transferencia de la información y el conocimiento la base de los servicios 

que solicitan: los blogs, facebooks, skypes, y tuentis, por no mencionar 

muchos otros, son los servicios emergentes a nivel de comunicación en la 

sociedad actual, y están dominados por estos nativos digitales, creando 

nuevos tipos de redes sociales y herramientas de comunicación a las que 

es difícil acceder si no se conocen una serie de conceptos básicos.

Ante este realidad, es fácil comprender la existencia de un conflicto 

generacional basado en la diferencia de capacidad tecnológica. Los no-

nativos digitales encontrarán cada vez mas dificultad para asimilar los 

nuevos conceptos, provocando cada vez mayor aislamiento y a largo plazo 

mayor alejamiento de la realidad tecnológica. Las consecuencias de este 

aislamiento son difíciles de cuantificar, pero parece evidente que se irán 

agravando conforme pase el tiempo, requiriendo de medidas urgentes 

que permitan estrechar el nivel de marginación.
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Tras la lectura de los párrafos anteriores, quizás resulte mas fácil de entender 

la existencia de lo que podríamos denominar analfabetos digitales, grupos 

de personas con un desconocimiento de la tecnología que les impide 

realizar determinadas tareas que podríamos considerar básicas: recibir o 

enviar un correo electrónico, firmar digitalmente una declaración de la 

renta, solicitar un certificado de empadronamiento a través de Internet, 

o programar los canales del sintonizador de la TDT. La utilización de las 

tecnologías de la información para la realización de algunas de estas 

tareas es algo opcional y voluntario, o lo será durante algún tiempo, ya 

que siempre nos queda el recurso de llamar a algún conocido o familiar, 

o acudir a determinada oficina y guardar una cola hasta que obtengamos 

el producto o servicio buscado. Esto les convierte en muchos casos en 

personas dependientes, ampliando el nivel de marginación al mismo ritmo 

que la tecnología evoluciona.

Las soluciones al problema del analfabetismo digital no son sencillas. La 

evolución tecnológica es muy rápida, y no parece razonable buscar una 

solución a cada necesidad concreta, que además es muy difícil de anticipar. 

Se requieren acciones globales dirigidas a integrar a los colectivos más 

reticentes de manera definitiva. Una vez integrados, es muchos más fácil 

mantenerse integrado en el sistema. Estas acciones han sido comúnmente 

denominadas campañas de “alfabetización digital”, y se concretan en 

programas como guadalinfo y telecentros, dirigidos a los colectivos en 

riesgo de marginación digital y cuyo nivel de penetración social y resultados 

podríamos calificar de excelentes.

5.2	Causas de origen geográfico

En el mudo de las telecomunicaciones, son frecuentes los avances 

tecnológicos dirigidos al ámbito doméstico. Asistimos a frecuentes anuncios 

en diferentes medios con mejoras en el número de megas o con bajadas 

de precio en la conexión a Internet. Las operadoras de telecomunicaciones 

se afanan por ofrecer las mejores ofertas en un mercado altamente 

competitivo, y, lógicamente, regido por la ley de la oferta y la demanda. Una 

regulación poco intervencionista deja en manos de las propias operadoras 

de telecomunicaciones la decisión sobre la idoneidad o no de realizar las 

costosas inversiones necesarias para dotar de cobertura a determinada 

zona geográfica.

Es, por lo tanto, el criterio comercial el que prevalece sobre otros a la hora 

de decidir sobre la cobertura de los servicios de conexión de banda ancha, 
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lo que no siempre resulta satisfactorio para la ciudadanía. Las inversiones 

suelen estar dirigidas a llegar al mayor volumen de población posible, y 

a zonas residenciales de cierto nivel económico, donde la probabilidades 

de contratación de banda ancha son mayores. De este modo, quedan en 

‘sombra’ zonas escasamente pobladas y de un nivel económico limitado, 

parámetros que se concentran de manera muy particular en el ámbito 

rural.

Se crean de este modo espacios de marginación digital, normalmente 

en zonas rurales, con unas posibilidades de acceso a la banda ancha 

prácticamente nulas, por lo que a corto plazo puede ver limitados sus 

derechos como ciudadanos.

La producida por causas geográficas es un tipo de marginación digital más 

perjudicial que el del analfabetismo, siempre que entendamos que este 

último tenga ciertos componentes de voluntariedad. Vivir en una zona de 

sombra tecnológica puede llegar a recortar nuestros derechos, al obligar a 

desplazarnos para realizar una gestión, a no disponer de una información 

útil para nuestro negocio o a no poder realizar tareas educativas necesarias 

para nuestros hijos, por poner solo algunos ejemplos. Y las explicaciones 

pueden ser incómodas desde el punto de vista de los gestores políticos.

Las soluciones mas viables pasan por cierto nivel de intervencionismo 

en el mercado de las telecomunicaciones por parte de las diferentes 

administraciones competentes: donde no llega el mercado, tendrán que 

hacerlo las administraciones públicas. Existen iniciativas que propugnan la 

designación del acceso a la banda ancha como un bien de interés social, 

bajo una regulación similar a las carreteras, el agua o la electricidad, lo 

que le permitiría al estado intervenir para garantizar el acceso universal a 

la banda ancha. Igualmente, existen iniciativas que garantizan el acceso 

universal a la banda ancha por parte de gobiernos autónomos, siendo la 

Junta de Andalucía un buen exponente de este tipo de iniciativas a través 

de un programa de acceso gratuito a Internet para todos los andaluces.

5.3	Minusvalías y deficiencias funcionales

En este apartado, vamos a tratar un tipo de marginación digital que no 

afecta a un colectivo generacional o a una zona geográfica. Hablamos 

en este caso de minusvalías y deficiencias funcionales que afectan a 

cualquier ámbito social, generacional o económico, a un colectivo muy 

amplio de la sociedad, aunque de una manera muy difusa. Si en los casos 
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de marginación expuestos hasta ahora el nivel de marginación digital 

era homogéneo entre la población afectada, en el caso que nos ocupa 

ahora afecta de manera muy diferente en función del tipo de minusvalía o 

deficiencia de cada individuo.

Se debe tratar el problema de un modo genérico, con medidas tendente 

a minimizar el impacto que se genera sobre un colectivo tan heterogéneo, 

con medidas más dirigidas hacia la concienciación social que a los aspectos 

tecnológicos de las mismas.

Se deben tomar medidas especialmente eficaces, al tratarse de un problema 

que probablemente se añada o otros generados por las mimas condiciones 

físicas, y que en caso de no actuar con celeridad podrían contribuir a 

agravar otros tipos de marginaciones o exclusiones previas.

Las soluciones a este tipo de marginación digital provienen de las propias 

tecnologías de la información, y únicamente requieren grandes dosis 

de sensibilidad. Existen protocolos de accesibilidad internacionales que 

garantizan que se cumplen unos determinados niveles de accesibilidad, 

entre los que destaca el protocolo WAI (Web Accesibility Initiative – 

Iniciativa de accesibilidad web), promovida por el W3C (World Wide Web 

Consortium), organismo creador y gestor de la web, y que poco a poco 

empiezan a ser comunes en forma de iconos en los pies de las páginas 

web para indicar que cumplen con alguno de los diferentes niveles de 

accesibilidad:

Estos iconos indican que la página que estamos viendo se ajusta a los 

estándares de accesibilidad, pudiendo comprobarlo haciendo click en el 

propio icono. El acrónimo AAA en los dos últimos iconos indica el más alto 

nivel de accesibilidad.

Cuando los sitios web están diseñados pensando en la accesibilidad, todos 

los usuarios pueden acceder en condiciones de igualdad a los contenidos. 

Por ejemplo, cuando un sitio tiene un código XHTML semánticamente 

correcto, se proporciona un texto equivalente alternativo a las imágenes y 

a los enlaces se les da un nombre significativo. Esto permite a los usuarios 

ciegos utilizar lectores Braille para acceder a los contenidos. Cuando los 

vídeos disponen de subtítulos, los usuarios con dificultades auditivas 
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podrán entenderlos plenamente. Si los contenidos están escritos en un 

lenguaje sencillo e ilustrados con diagramas y animaciones, los usuarios 

con dislexia o problemas de aprendizaje están en mejores condiciones de 

entenderlos.

Si el tamaño del texto es lo suficientemente grande, los usuarios con 

problemas visuales puedan leerlo sin dificultad. De igual modo, un tamaño 

de los botones o de las áreas activas adecuado puede facilitar su uso a 

los usuarios que no pueden controlar el ratón con precisión. Si se evitan 

las acciones que dependan de un dispositivo concreto (pulsar una tecla, 

hacer clic con el ratón) el usuario podrá escoger el dispositivo que más lo 

convenga.

La difusión de estas medidas y la presión social pueden contribuir a crear 

un nivel de “cultura de la accesibilidad” que acorte los plazos para su 

implantación definitiva, reto que debe implicar a todos los agentes sociales 

relacionados con la publicación de contenidos en la web, y de manera muy 

particular a las administraciones públicas.

5.4	Causas lingüísticas / Inmigración

Para terminar con las principales causas de marginación, vamos a comentar 

el motivado por diferencias lingüísticas con el idioma comúnmente 

utilizado en los canales para acceder a la administración electrónica. Se 

trata de una marginación que afecta a las personas que no conocen el 

idioma, y que pueden verse afectadas a la hora de realizar sus trámites con 

las administraciones públicas a través de medios telemáticos.

Afectan a colectivos amplios, fundamental inmigrantes de países no 

hispanohablantes y turistas residentes, siendo este un problema anterior 

a la utilización de las tecnologías de la información, pero que puede ser 

paliado por las mismas.

La atención presencial a este tipo de colectivos ha adolecido 

tradicionalmente de ciertos problemas de comunicación si por parte del 

personal de atención al ciudadano no se conoce el idioma del interlocutor, 

algo desgraciadamente muy frecuente. La prestación de servicios por 

medios telemáticos reproduce este mismo problema, lo que puede 

dificultar el acceso a los colectivos mencionados, suponiendo una merma 

en sus derechos como ciudadanos con plenos derechos.



220

El derecho de la ciudadanía a una buena administración

Las soluciones que pueden aportar las tecnologías de la información pasan 

por le gestión idiómatica de las páginas web, introduciendo diferentes 

lenguas que faciliten el acceso a ciudadanos que no utilicen nuestro 

idioma. Del mismo modo, la utilización de una iconógrafia grafica sencilla, 

puede colaborar a facilitar la integración de estas personas, dirigiendo 

mediante iconos la navegación por los distintos servicios disponibles en 

las páginas web.
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Derechos ciudadanos:  
Algunos casos prácticos
Francisco Gutiérrez Rodríguez 

Defensor del Ciudadano/a de Málaga

Como hemos indicado en apartados anteriores, la Ley Orgánica 2/2007, 

de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía de Andalucía, en 

su artículo 31. Buena Administración, recoge:

“Se garantía el derecho a una buena administración, en los términos 

que establezca la ley, que comprende el derecho de todos ante las 

Administraciones Públicas, cuya actuación será proporcionada a sus fines, 

a participar plenamente en las decisiones que les afecten, obteniendo 

de ellas una información veraz, y a que sus asuntos se traten de manera 

objetiva e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable, así como 

a acceder a los archivos y registros de las instituciones, corporaciones, 

órganos y organismos públicos de Andalucía, cualquiera que sea su 

soporte, con las excepciones que la ley establezca”.

Derecho que, posteriormente, en la Ley de Administración de la Junta de 

Andalucía de 2007 se recoge, con similar contenido, en un “principio” 

más plural, si bien ejercítale como derecho en la medida que se concrete 

como tal en una actuación administrativa (artículo 5)

Asimismo, la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 

(actualizada a fecha 01/12/2003), dentro de su Título Preliminar “Del 

ámbito general y principios generales” establece en el artículo 3 como 
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principios generales informadores de la actuación de las Administraciones 

Públicas, los siguientes:

-	 Servir con objetividad los intereses generales con pleno sometimiento 

al ordenamiento jurídico.

-	 Ajustar su actuación a los principios de eficacia, jerarquía, 

descentralización, desconcentración y coordinación.

-	 Adecuar su actuación a los criterios de eficiencia y servicio a los 

ciudadanos en los procedimientos administrativos a través de los 

cuales se relacionan con las Administraciones Públicas,

-	 Ajustar la actividad administrativa en sus relaciones con los 

ciudadanos a los principios de transparencia y de participación.

En su título IV. De la actividad de las Administraciones Públicas, el artículo 

35, determina los derechos de los ciudadanos en sus relaciones con las 

Administraciones Públicas:

a)	A conocer, en cualquier momento, el estado de tramitación de los 

procedimientos en los que tengan la condición de interesados, y 

obtener copias de documentos contenidos en ellos.

b)	A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las 

Administraciones Públicas bajo cuya responsabilidad se tramiten los 

procedimientos.

c)	A obtener copia sellada de los documentos que presenten, 

aportándola junto con los originales, así como a la devolución 

de éstos, salvo cuando los originales deban obrar en el 

procedimiento.

d)	A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad 

Autónoma, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y en el resto del 

Ordenamiento Jurídico.

e)	A formular alegaciones, a aportar documentos en cualquier fase 

del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán 

ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la 

propuesta de resolución.

f)	 A no presentar documentos no exigidos por las normas aplicables 

al procedimiento de que se trate, o que ya se encuentren en poder 

de la Administración actuante.
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g)	A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos 

o técnicos que las disposiciones vigentes impongan a los proyectos, 

actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.

h)	Al acceso a los registros y archivos de las Administraciones Públicas 

en los términos previstos en la Constitución, en ésta u otras leyes.

i)	 A ser tratado con respeto y deferencia por las autoridades y 

funcionarios, que habrán de facilitarles el ejercicio de sus derechos 

y el cumplimiento de sus obligaciones.

j)	 A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y del 

personal a su servicio, cuando así corresponda legalmente.

k)	Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las Leyes. 

Estos principios de actuación y funcionamiento, como recoge el Defensor 

del Pueblo Andaluz en su Informe Anual de 2007, pudieran parecer que 

el derecho a una buena administración se limita a la mera adecuación de 

la administración al procedimiento administrativo y a otras consecuencias 

derivadas de la documentación que conforma el expediente/archivo 

administrativo, cuando lo cierto es que el referente a una buena 

administración va más allá de la mera legalidad del actuar administrativo, 

pues dentro de esta acepción encuentra también cobijo todas aquellas 

actuaciones públicas que  aun ajustadas a lo preceptuado en la norma 

conduce a una situación objetivamente injusta, y en este sentido 

conceptuable como de “mala administración” frente a la que el ciudadano 

puede, en base a este derecho, denunciar la mala práctica administrativa.

Sin duda, continúa el Defensor del Pueblo Andaluz, uno de los contextos 

en que mejor puede mostrar su utilidad este “principio-derecho” sea en 

las actuaciones administrativas que se desenvuelven en el ejercicio de 

potestades discrecionales, en la que puede jugar como referente de la 

técnica de control de la discrecionalidad administrativa, como también 

en otros ámbitos de malas prácticas administrativas como pueden ser las 

irregularidades u omisiones administrativas; actuaciones discriminatorias; 

falta; obstrucción o negativa a la información; demoras excesivas e 

injustificadas…, en suma, mal funcionamiento administrativo en general.

En este sentido, la proximidad de los Defensores a los problemas diarios de 

la  ciudadanía, convierten a estas instituciones en elementos básicos para 

la garantía de estos derechos y encuadran, en la práctica cotidiana, con las 
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quejas que se reciben en estas oficinas, siguiendo con el citado informe, los 

ciudadanos, cada vez más, exigen algo más que la sujeción de los poderes 

públicos al principio de legalidad, quieren una Administración eficiente 

y eficaz, que atienda sus peticiones, que le dé soluciones alternativas 

cuando lo pretendido no es posible, que el trato por parte de los servidores 

públicos sea correcto y respetuoso, en suma una administración cercana 

que actúe guiada por el principio de buena administración, ámbitos en el 

que los Defensores,  pueden ser el mejor instrumento para garantizar estos 

principios.

A título meramente indicativo, recogemos algunos expedientes que 

reflejan los problemas planteados por los ciudadanos a la hora de 

ejercitar algunos de estos derechos. Omitimos los referentes al  silencio 

administrativo o inactividad de la Administración, ampliamente recogidos 

en los casos prácticos de nuestra publicación “El Acoso Inmobiliario. Una 

Lucha Desigual”
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Expte. 2005/02005

Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Derechos de los Ciudadanos

Art. 35 h) El acceso a los registros y archivos de la 

Administración Pública en los términos previstos en la 

Constitución y en esta u otras leyes.

Historiador solicita poder acceder a los fondos bibliográficos de la 

Diputación Provincial para un trabajo de investigación sobre el éxodo, en 

febrero de 1937, de la carretera Málaga-Almería.

Se dirige a la Oficina, manifestando de que han pasado nueve meses y que 

a pesar de las reiteradas peticiones para consultar los datos, siempre se les 

ha negado el acceso a los mismos o simplemente no le han contestado a 

sus escritos.

Manifestando tener constancia de que por parte del responsable de la 

custodia del  archivo en la Diputación, en ese momento la Vicepresidencia 

2ª, se había facilitado el censo a otros investigadores, según el, afines a 

ese responsable político, considerando una arbitrariedad y un atropello 

discriminatorio la actitud mantenida. 

Realizadas las correspondientes investigaciones por parte de ésta 

Oficina, consideramos que la Queja formulada es ajustada a derecho y 

que, efectivamente, otros investigadores tenían acceso a la información 

solicitada sin que hubiera una argumentación jurídica para reconocer el 

derecho de acceso a unos investigadores y a otros no.

En este sentido, el 18 de marzo de 2005, dictamos Resolución del siguiente 

tenor:

“Tras realizar un estudio de su solicitud y las conversaciones mantenidas 

con responsables de cultura y de la propia exposición, así como la reunión 

mantenida con Vd. en ésta Oficina del Defensor del Ciudadano el pasado 

3 de marzo, su solicitud fue admitida a trámite.
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Nos complace comunicarle que, atendiendo a su solicitud y dado que los 

nombres y señas domiciliarias de las personas vivas y/o de sus familiares, 

fueron aportados, voluntariamente, antes y durante la exposición y, 

considerando que otros investigadores han podido tener acceso a dichos 

datos para efectuar investigación histórica sobre los acontecimientos 

reseñados.

Desde ésta Oficina del Defensor del Ciudadano

RESOLVEMOS,

Que tiene Vd. derecho a que le sea facilitada la relación de nombres y señas 

domiciliarias de las personas vivas y/o de sus familiares, de las que ésta 

Diputación Provincial es su depositaria. Resolución que hemos transmitido 

a los responsables correspondientes para que les sean facilitados dichos 

datos.

Le recordamos que la utilización de estos datos son con fines exclusivamente 

de investigación y su uso requiere el permiso de los supervivientes y/o sus 

familiares, según determina la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 

de Protección de Datos de Carácter Personal, y que el incumplimiento de 

la misma sería de su exclusiva responsabilidad.

En el ánimo de haber dado cumplida respuesta a su solicitud, le 

agradecemos la confianza depositada en ésta Institución del Defensor del 

Ciudadano, al haber tramitado su Queja, lo que sin duda contribuirá a un 

mejor funcionamiento y una mayor calidad de los servicios públicos, que 

es la finalidad que perseguimos.”

Con fecha 6 de abril de 2005, se le hace entrega del archivo de datos 

solicitados.
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Expediente 2005/03024

Ley 30/92, artículo 35.j)

“A exigir las responsabilidades de las Administraciones 

Públicas y del personal a su servicio, cuando así 

corresponda legalmente”

Ciudadano solicita, mediante escrito de fecha 14/10/2003, a la Diputación 

Provincial, responsabilidad patrimonial por lo daños causado en su vehículo 

y que se atribuye a los baches de la carretera MA-426, cuyo mantenimiento 

y conservación corresponde a la Institución Provincial. En dicha solicitud 

se adjuntan fotografías, estado del coche, evaluación y cuantificación de 

daños, etc.

Dado el tiempo transcurrido, superior al legalmente establecido,  sin  

contestación a su reclamación, se dirige al Defensor, solicitando un 

informe inicial al Área de Infraestructura, Obra y Urbanismo, de la 

situación del expediente y los motivos del retraso en la tramitación de 

dicho expediente.

En dicha información se realizan diversas afirmaciones, dignas de 

mención:

“…Asimismo se pone de manifiesto que si bien se ha sobrepasado con 

creces, casi duplicándolo, el plazo legal para la tramitación y resolución 

del procedimiento de reclamación patrimonial de referencia (…) ello 

exclusivamente es debido a la falta de los recursos humanos mínimamente 

necesarios de que se disponen actualmente en el Negociado de Disciplina 

Viaria, dentro del Servicio de Vías y Obras de esta Diputación para poder 

tramitar con eficacia y dentro del plazo legal los innumerables, variados y 

cuantiosos procedimientos…

Circunstancia ésta última que ha sido puesta en conocimiento de los 

órganos jerárquicos inmediatamente superiores por el instructor de los 

procedimientos en más de una ocasión, sin que por los mismos se haya 

dado la correspondiente solución en la creencia de que los disponibles son 

suficientes.

Que como quiera que cada uno de los procedimientos y trámites de los 

mismos han de esperar a su orden y turno de entrada, es por la razón que 

viene demorándose el procedimiento de referencia al igual que los demás 
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aún anteriores al mismo en su tramitación, por lo que de antemano y a 

sabiendas de que será difícil de aceptar como excusa, esperamos pueda 

comprender o bien formular su justificada queja para ante el Ilmo. Sr. 

Presidente de la Excma. Diputación Provincial de Málaga.

Trámites obligatorios y que dada la deficiencia de recursos humanos que 

se disponen para dicho menester y el excesivo volumen de expedientes en 

tramitación, no podemos garantizarle que no se demorará aún más hasta 

su finalización casi por otro largo período de tiempo con la consiguiente 

demora para el interesado reclamante”.

A tenor de estas afirmaciones, aunque podamos comprender el 

problema de excesiva acumulación de funciones y trabajos que pueda 

padecer este Negociado de Disciplina Viaria derivado, al parecer, de una 

enorme deficiencia en medios personales para impulsar debidamente los 

expedientes de su competencia, lo cierto es que no podemos encontrar 

justificación legal para que el servicio público, en este supuesto, se 

preste con las notables deficiencias y retrasos que el informe confiesa, 

eternizándose la tramitación de muchos expedientes.

Por ello, se deben adoptar las medidas adecuadas para que, en el caso de 

admitir que existe una clara insuficiencia de medios personales, se solucione 

este problema de carácter estructural. Y ello, por cuanto la continuidad de 

esta situación supondría una flagrante vulneración del principio de eficacia 

en la actuación administrativa recogido, entre otros preceptos, en los 

artículos 103.1 de la Constitución Española y 3.1 de la Ley 30/1992, de 26 

de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común, así como los principios de impulso 

y celeridad regulados en los artículos 74 y 75 de la misma Ley.

En definitiva, con estos retrasos, se está vulnerando un derecho general, 

que se deriva de la citada normativa, de los ciudadanos a un procedimiento 

sin dilaciones. Ello, desde luego, no se subsana con el hecho de que 

transcurridos seis meses, pueda acudirse a la vía judicial como se menciona 

en el Informe, por cuanto si bien ello constituye una garantía para el 

administrado, consideramos que la mejor forma de proteger, en este 

aspecto, la defensa de los derechos del ciudadano en vía administrativa, no 

es otra que la de resolver en tiempo y forma los procedimientos incoados, 

evitando así los gastos y la pérdida de tiempo que puede conllevar el que 

el administrado acuda a la vía judicial.
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Con fecha 12 de abril, se nos remite Informe del Instructor del Expediente 

de Responsabilidad Patrimonial, referente al Expediente 2005/03024, 

sobre las actuaciones procedimentales tramitadas en el mismo, así como 

la Propuesta definitiva y Resolución-Decreto de estimación y pago de la 

reclamación, se encuentra a la firma por el Presidente de la Diputación.

Con fecha 20 de abril, mediante nota interior de la Directora del Área 

dirigida a Defensor del Ciudadano/a, se informa que:

“1. Con fecha 12 de abril se ha dictado Decreto número 2617 por el que 

se adopta resolución estimatoria de la petición de reconocimiento de 

responsabilidad patrimonial por daños”.

En ésa fecha se comunica al interesado y se dan por concluidas las 

actuaciones de la Oficina.
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Expediente 2008/03028

Ley 11/2007, de 22 de Julio. Artículo 4. b)

“Principio de igualdad con objeto de que en ningún caso el 

uso de medios electrónicos pueda implicar la existencia de 

restricciones o discriminaciones para los ciudadanos que 

se relacionen con las Administraciones Públicas por medios 

no electrónicos, tanto respecto al acceso a la prestación 

de servicios públicos como respecto a cualquier actuación 

o procedimiento administrativo sin perjuicio de las 

medidas dirigidas a incentivar la utilización de los medios 

electrónicos”

Comunidad de Propietarios tiene que presentar declaración tributaria, 

modelo 184, en concepto de “Entidades en Régimen de Atribución de 

Rentas”.

El presidente de dicha Comunidad se persona en la Agencia Tributaria para 

el ingreso del importe correspondiente.

Aquí comienzan los problemas, le informan de “la obligación de 

presentación telemática por Internet del modelo 184”. Dicha Comunidad 

de propietarios está gestionada por los propios vecinos (no tienen 

administración de fincas ni asesor) y la mayoría de edad avanzada y escasos 

conocimientos informáticos.

Al indicar el presidente de imposibilidad de realizar dicha declaración 

informatizada por las limitaciones expresadas anteriormente, la única 

solución que le ofrece la Agencia Tributaria es que contraten un asesor. 

Puestos en contacto con Información del Contribuyente nos confirman 

que, efectivamente, no hay ningún servicio que ayude a realizar, 

informativamente, dicho modelo y que es un problema que debe resolver 

la propia comunidad.

No conforme con esta respuesta, los vecinos presentan alegaciones en el 

sentido de que su intención es cumplir con sus obligaciones tributarias 

pero que no lo pueden hacer por medios telemáticos, al carecer de los 

conocimientos para el mismo y no poseer la Agencia Tributaria un servicio 

que pueda ayudar al contribuyente.

La respuesta es la imposición de una sanción por infracción tributaria y de 

rechazo a las alegaciones presentadas.
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Ante esta situación, se presenta Queja ante el Consejo para la Defensa 

del Contribuyente, que con fecha octubre de 2007 dicta  una Resolución, 

a nuestro entender ejemplar y coherente con la situación real que tiene 

nuestro país en el uso de las nuevas tecnologías.

RESOLUCION DEL CONSEJO

En este Consejo para la Defensa del Contribuyente, se ha tramitado la 

queja de referencia, en relación con la cual el parecer de este Consejo es 

el siguiente;

Habiendo presentado la queja el día 19 de abril de 2007, el Departamento 

de Gestión Tributaria, de la AEAT, contestó a la misma, por medio de 

comunicación fechada el día 26 de abril de 2007, del Sr. Subdirector 

General de Técnica Tributaria.

Era objeto de la queja, la obligación de presentar telepáticamente la 

declaración tributaria, modelo 184, declaración a presentar por las 

entidades en régimen de atribución de rentas, como sería el caso de 

la comunidad de vecinos de la que es Presidente el interesado en esta 

queja. La Agencia Tributaria, en su contestación, considera justificada esta 

obligación por dos tipos de razones.

En primer lugar la eficacia de la Administración Tributaria exige la mayor 

rapidez posible en el tratamiento de la información, celeridad inviable 

frente a declaraciones o comunicaciones presentadas en papel. Por otro 

lado, la Administración Tributaria trata de facilitar el cumplimiento de 

esta presentación telemática, mediante sus servicios de información y 

asistencia a los contribuyentes y a través de la colaboración social en la 

gestión tributaria.

Mediante escrito fechado el día 12 de mayo de 2007, ha manifestado su 

disconformidad con la contestación de la Agencia Tributaria, sugiriendo 

sobre todo que la Administración debería reconsiderar estas obligaciones y 

añadiendo que a la comunidad de propietarios le consta únicamente quien 

paga las cuotas correspondientes, sin saber si figuran como propietarios 

de la finca en el Registro de la Propiedad.

Este Consejo es plenamente consciente de las necesidades de la Agencia 

Tributaria, obligada a ser eficaz frente al fraude fiscal y en la aplicación 

de los tributos. Asimismo, este Consejo no puede sino admitir que 

la utilización de medios telemáticos e informáticos forma parte de la 
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evolución de nuestra propia realidad social, de forma que, sin duda, este 

tipo de soporte o esa forma de presentación, terminarán siendo usuales en 

un futuro nada lejano. Por esta misma razón, las administraciones públicas 

deben promover el empleo de estos medios y la Ley General Tributaria 

así lo dispone, abriendo paso a la posibilidad de que sea obligatoria la 

presentación telemática de determinadas declaraciones o comunicaciones 

tributarias.

Sin perjuicio de todo lo anterior, este Consejo considera, en línea con las 

observaciones del interesado, que la Administración Tributaria debe tener 

en cuenta la realidad social actual a la hora de valorar la conveniencia 

de imponer la obligación de presentación telemática de determinadas 

declaraciones. Dicho de otro modo, el ponderar los intereses en juego, la 

Administración Tributaria debe tener en cuenta no solamente las ventajas 

que esta forma de presentación reporta para la eficacia en la aplicación de 

los tributos, sino también los costes que supone para los contribuyentes.

En particular, el regular estas obligaciones, la Administración Tributaria, a 

juicio de este Consejo, debería tener en cuenta los siguientes aspectos de 

dicha realidad social actual.

En primer lugar, el uso de las tecnologías de la información es aún limitado 

en España. Desde luego, las administraciones públicas deben promover 

la utilización de estas tecnologías. Pero es discutible que esta labor deba 

significar la obligación de esta forma de presentación, cuando ello puede 

suponer una verdadera dificultad adicional para el contribuyente a la hora 

de cumplir una obligación tributaria. Es verdad que la colaboración social 

en la gestión tributaria puede facilitar esta forma de presentación, pero 

en determinados casos puede resultar desproporcionadamente costoso al 

contribuyente acudir puntualmente a un profesional con el solo propósito 

de apoderarle para la presentación telemática de una declaración.

En segundo lugar, y por este mismo motivo, la Administración Tributaria 

debe cuidar la extensión de estas obligaciones, procurando que no 

alcancen a quienes no desarrollan ninguna actividad económica, a las 

llamadas microempresas o a quienes esporádicamente pueden verse 

sujetos a este tipo de obligación. Este es el caso de las comunidades de 

propietarios o de vecinos, que frecuentemente ni siquiera disponen de un 

administrador colegiado que lleve a cabo su gestión económica. Cuando 

estas comunidades se limitan a obtener rentas derivadas de la cesión de 
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elementos de su patrimonio puede resultarles excesivamente gravoso 

presentar por vía telemática sus declaraciones tributarias.

Finalmente, a juicio de este Consejo, es urgente que la Administración 

Tributaria regule o promueva una regulación adecuada del procedimiento 

a seguir cuando averías o errores informáticos impiden, dificultan o 

afectan al  cumplimiento de una obligación tributaria. La Administración 

Tributaria no puede reaccionar únicamente cuando esas averías o 

dificultades afectan a un gran número de ciudadanos, convirtiéndose 

en un problema social o político. La Administración Tributaria  debe 

arbitrar los procedimientos adecuados para dar una solución a aquellos 

contribuyentes individualmente afectados por este tipo de dificultades, sin 

que sea admisible que se desplace sobre el contribuyente el riesgo de no 

poder cumplir puntualmente por este motivo una obligación tributaria. En 

consecuencia, la Administración Tributaria debe establecer qué justificantes 

y en que supuestos puede ofrecer el contribuyente ante una dificultad 

de este tipo, evitando cualquier automatismo en la imposición tanto de 

sanciones como de recargos y abriendo cauces para la adecuada solución 

de estos problemas.

Por este Consejo, se dará traslado, pues, de esta contestación al Sr. Director 

General de la Agencia Tributaria para que, si lo estima conveniente, se 

tengan en cuenta estas sugerencias.
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Queja 06/3801

Ley 30/92, artículo 35.c)

“A obtener copia sellada de los documentos que 
presenten, aportándola junto con los originales, 
así como a la devolución de éstos, salvo cuando los 
originales deban obrar en el procedimiento”

(Transcribimos la queja tramitada por el Defensor del Pueblo Andaluz y 

recogida en el Informe Anual 2007)

Durante este año hemos finalizado la tramitación de la queja 06/3801, 
que se inició a instancia de parte para esclarecer los motivos por los 
que el Registro de la Delegación Provincial de la Consejería de Justicia 
y Administración Pública había desatendido la petición del interesado 
para que, en ejercicio de los derechos recogidos en los artículos 35.c) 
y 38.5 de la Ley 30/92, reguladora del Procedimiento Administrativo 
Común, se le sellaran las copias de los documentos originales que 
estaba presentando, los cuales iban dirigidos a un órgano administrativo 
dependiente de la Junta de Castilla y León, para su tramitación en el 
correspondiente procedimiento. 

En respuesta a nuestra petición de informe, la Delegación Provincial 
comunicó que la petición había sido desestimada en aplicación de 
lo dispuesto en el artículo 23 del Decreto 204/95, de 29 de Agosto, 
en el que se establece que solo se facilitarán tales copias a aquellos 
documentos que se presenten para ser tramitados en el órgano del 
cual dependa el Registro.

Se afirmaba en el informe –como ya hiciera el Sr. Delegado Provincial 
en respuesta enviada al interesado el 26 de octubre de 2006- que 
esa Delegación no estaba obligada a estampar en las copias de los 
originales enviados a otras Administraciones Públicas, los datos 
recogidos en el artículo 7.2 del Real Decreto 772/1999, de 7 de Mayo 
(órgano destinatario del documento original y extracto del objeto 
del procedimiento), cuyo ámbito de aplicación es la Administración 
General del Estado. Finalizaba indicando que esa Delegación Provincial 
sólo utilizaba los sellos normalizados en la Orden de la Consejería de 
Gobernación de 1 de Diciembre de 1995.
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Teniendo en cuenta lo anterior, por parte del personal de Registro se 
había ofrecido al interesado, como alternativa, que relacionara los 
documentos originales que eran remitidos a la Comunidad de Castilla 
y León, en el escrito de remisión, y que se le sellaría una copia de dicho 
escrito para que tuviera constancia de la documentación enviada, 
propuesta que el interesado rechazó.

Independientemente de las razones, absolutamente legítimas, que 
alegara el interesado para rechazar ese ofrecimiento, entendimos que 
por parte de ese Organismo Público se le había impedido el ejercicio de 
un derecho básico en el desarrollo de sus relaciones con la Administración 
Pública, y ello en base a las siguientes consideraciones.

En primer, porque esa Delegación Provincial no había dado cumplimiento 
a lo dispuesto en el artículo 38.5 de la Ley 30/92 en la redacción dada 
por Ley 4/99 de 13 de enero, en el que se dispone que para la eficacia 
de los derechos reconocidos en el artículo 35.c) de esta Ley a los 
ciudadanos, éstos podrán acompañar una copia de los documentos 
que presenten junto con sus solicitudes, escritos y comunicaciones. 
Dicha copia, previo cotejo con el original por cualquiera de los registros 
a que se refieren los puntos a) y b) del apartado 4 de este artículo, será 
remitida al órgano destinatario devolviéndose el original al ciudadano. 
Cuando el original deba obrar en el procedimiento se entregará 
al ciudadano copia del mismo, una vez sellada por los registros 
mencionados y previa comprobación de su identidad con el original.

Le recordábamos que, por aplicación del principio de jerarquía 
normativa que se contiene en el artículo 9.3 de la Constitución 
Española, el carácter básico del precepto en cuestión se impone sobre 
la norma autonómica, llevándonos a la necesaria interpretación del 
artículo 23 del Decreto 204/95 de 29 de Agosto a la luz de lo dispuesto 
en el artículo 38.5 de la Ley 30/92.

A mayor abundamiento, la propia Consejería de Gobernación, 
titular en su día de las competencias en materia de organización 
administrativa, aprobó la Instrucción nº 35, de 12 de abril de 1999, 
de la Dirección General de Organización Administrativa e Inspección 
General de Servicios, sobre unificación de criterios en la interpretación 
de los mencionados preceptos. El contenido de dicha Instrucción 
había sido remitido, con fecha del día siguiente, a todas las Secretarias 
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Generales Técnicas, Secretarías Generales y Delegaciones Provinciales 
del Gobierno para su conocimiento y aplicación.

La mencionada Instrucción expresa, entre otras cuestiones, lo 
siguiente:

«Sin perjuicio de la precisa modificación de dicho artículo 23, las 

funciones antes referidas habrán de ser realizadas no solo por 

los registros de los órganos administrativos a que se dirijan las 

solicitudes, escritos y comunicaciones sino por cualquier registro de 

la Administración de la Junta de Andalucía y ello en cumplimiento 

de una norma legal básica. 

Se advierte por otro lado que el referido artículo 38.5 dispone 

que, salvo en los supuestos en que el documento original que 

se presenta en los citados Registros Administrativos deba obrar 

en el procedimiento, de acompañarse en solicitudes, escritos y 

comunicaciones copias de los mismos, éstas debidamente cotejadas 

son las que se remitirán al órgano destinatario devolviéndose el 

original al ciudadano.» 

Por lo que se refiere a la carencia de sello en esa Delegación Provincial con el 

que hacer constar en la copia los datos que solicitaba el interesado (órgano 

destinatario del documento original y extracto del objeto del objeto del 

procedimiento), le recordábamos que conforme a la Ley 30/92, el ciudadano 

tiene derecho a quedarse con una copia sellada de las solicitudes y también 

de cada uno de los documentos originales presentados junto a las mismas. 

Se trata así de garantizar a los ciudadanos que en todo momento podrán 

acreditar la razón de la no tenencia del documento entregado y facilitarles 

el ejercicio de derechos como el de la no presentación de documentos que 

ya hubieran aportado a la Administración actuante (artículo 35.f de la Ley 

30/92).

Como consecuencia de todo lo expuesto y de conformidad con lo 

previsto en el art. 29.1º de la Ley 9/83, de 1 de diciembre, reguladora 

del Defensor del Pueblo Andaluz, procedimos a formular a la Delegación 

Provincial de la Consejería de Justicia y Administración Pública en Córdoba 

Recomendación con el siguiente tenor literal: 

“Que se adopten las medidas organizativas necesarias para que 

el personal encargado del Registro de esa Delegación Provincial 

conozca y aplique adecuadamente la normativa vigente sobre los 
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derechos de los ciudadanos a obtener copias de los documentos 

que se presenten a registro, y concretamente el contenido de los 

artículos 35.c) y 38.5 de la Ley 30/92, así como la instrucción nº 35 

de 12 de abril de 1999, de la Dirección General de Organización 

Administrativa e Inspección General de Servicios.” 

“Que se ponga en conocimiento de los Servicios Centrales de la 

Consejería de Justicia y Administración Pública, en calidad de órgano 

superior jerárquico de esa Delegación Provincial, las dificultades 

técnicas que están limitando el ejercicio de los derechos reconocidos 

en los artículos 35.f) y 38.5 de la Ley 30/92 a los ciudadanos que lo 

están solicitando ante esa Delegación.” 

“Que se nos de traslado de las actuaciones realizadas para dar 

cumplimiento a lo anterior”. 

La Delegación provincial de la Consejería de Justicia y Administración 

Pública nos respondió en los siguientes términos:

“Pongo en su conocimiento que con fecha 11 de octubre de 2007, 

se ha comunicado a la Secretaría General Técnica de la Consejería 

de Justicia y Administración Pública, en calidad de órgano superior 

jerárquico de esta Delegación Provincial las dificultades técnicas 

que, a juicio de esa Alta Institución, están limitando el ejercicio de 

los derechos reconocidos en los arts. 35 f) y 38.5 de la Ley 30/92, a 

los ciudadanos que lo están solicitando ante esta Delegación. 

Por otra parte, y por lo que respecta a la recomendación de esa Alta 

Institución, pongo en su conocimiento que las actuaciones realizadas 

para dar cumplimiento a esta recomendación han consistido en la 

emisión de la Instrucción que adjunto se acompaña a efectos de 

que por el personal que preste sus servicios en el Registro de esta 

Delegación se aplique adecuadamente en lo sucesivo la normativa 

vigente sobre los derechos de los ciudadanos a obtener copias de 

los documentos que se presenten a Registro.” 

Aceptada nuestra Recomendación, dimos por finalizadas nuestras 

actuaciones en este expediente de queja.
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Ley 7/2007, de 12 de abril,  
del Estatuto Básico  
del Empleado Público
Francisco Gutiérrez Rodríguez 

Defensor del Ciudadano/a de Málaga

La aprobación del Estatuto Básico del Empleado Público, viene a 

dar respuesta, treinta años después de su formulación, al mandato 

constitucional recogido en el artículo 103.3

“La Ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la 

función pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las 

peculiaridades del ejercicio de su derecho a la sindicación, el sistema de 

incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de 

sus funciones”

Con esta Ley se viene a unificar y actualizar el empleo público, cuya 

última gran reforma general se planteó con la Ley 30/84, de 2 de agosto, 

de Medidas para la Reforma de la Función Pública, posteriormente 

complementada por otros textos legales del Estado y la Comunidades 

Autónomas. No obstante, estas reformas han ido “parcheando” la 

adecuación de un sistema público que ha experimentado cambios muy 

importantes en un proceso de descentralización política y administrativa 

que ha transformado, de manera radical, la Administración General del 

Estado con un crecimiento competencial y de recursos de las Autonomías, 

que cuentan con el 54% del total de empleados públicos de nuestro país 

y un despliegue, cada vez mayor, de las corporaciones locales, que han 
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triplicado sus funciones y consecuentemente el personal, hasta situarse 

en el 24% del total. En Julio de 2008, según los datos del registro central 

de personal, el número de empleados al servicio de las administraciones 

públicas superaba los dos millones y medio, con un incremento del 62% 

en los últimos veinticinco años. 

Todos estos cambios hacían necesaria una adaptación y homogenización 

de los principios y reglas a la situación actual y de futuro, configurando una 

organización que permita satisfacer el derecho a una Buena Administración 

en los asuntos públicos.

Como recoge la propia exposición de motivos, “el Estatuto establece los 

principios generales aplicables al conjunto de las relaciones de empleo 

público, empezando por el servicio a los ciudadanos y al interés general, 

ya que la finalidad primordial de cualquier reforma en esta materia debe 

ser mejorar la calidad de los servicios que el ciudadano recibe de la 

Administración.

Las Administraciones y entidades públicas de todo tipo deben contar 

con los factores organizativos que les permitan satisfacer el derecho de 

los ciudadanos a una buena administración, que se va consolidando en 

el espacio europeo, y contribuir al desarrollo económico y social. Entre 

esos factores el más importante es, sin duda, el personal al servicio de la 

Administración” 

Sobre esta base podemos afirmar que no puede existir una Buena 

Administración allí donde el sistema de empleo público es deficiente. 

Por ello, este Estatuto hace posible contar con los profesionales que la 

Administración necesita, que estimula el cumplimiento eficiente de sus 

funciones y responsabilidades, les proporciona la formación adecuada y 

les brinda oportunidades de promoción profesional, pero al mismo tiempo 

establece un equilibrio adecuado entre sus derechos e intereses legítimos 

y sus deberes, obligaciones y responsabilidades, con el objetivo de prestar 

y garantizar el mejor servicio al conjunto de la ciudadanía. 

Con este compromiso hemos querido conocer la opinión de los empleados 

públicos, a través de las organizaciones sindicales más representativas, 

UGT, CC.OO. y CSIF, a las cuales agradecemos su colaboración en este 

informe.
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CIUDADANÍA Y ESTATUTO  
DEL EMPLEADO PÚBLICO
Beatriz Fernández Zaramalilea 

Secretaria General de la FSP-UGT de Málaga

La configuración de la función pública no ha sido tarea fácil en España. 

Hoy, resulta inimaginable concebir la realidad cotidiana sin la presencia 

de la Administración Pública y de los empleados que la sustentan y 

aplican las políticas gubernamentales con carácter profesional, imparcial 

y permanente.

Diferentes intentos se han sucedido a lo largo de los siglos XIX y XX para 

elaborar un texto uniforme que regulara la relación de servicio para las 

Administraciones (el de López Ballesteros en 1828, Bravo Murillo en 1852, 

Leopoldo O´Donnell en 1866, Maura en 1918...). Todos ellos en un marco 

político polémico, en desequilibrio y en un contexto social caracterizado 

por el conflicto, no nos pueden extrañar las señas de identidad de aquella 

función pública: masculina, elitista, discriminadora e inestable por aquello 

de que el partido que accedía al poder nombraba sus propios funcionarios 

cesando a los anteriores.

La Constitución de 1978 fija los cimientos “democráticos” de la nueva 

Administración (artículo 9): legalidad, jerarquía normativa, publicidad de las 

normas, irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables 

o restrictivas de derechos individuales, seguridad jurídica, responsabilidad 

e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. Resultan 

fundamentales las bases conforme a las que debe actuar (artículo 103): 

servir con objetividad los intereses generales de acuerdo a los principios 

de eficacia, jerarquía,descentralización, desconcentración y coordinación 

con sometimiento pleno a la ley y al derecho, estableciendo la previsión 

–importantísima- de que una ley regule el estatuto de los funcionarios 

públicos, el acceso a la función pública en atención al mérito y la capacidad, 

las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de 

incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de 

sus tareas.

Pese a la previsión constitucional, han tenido que transcurrir casi treinta 

años (1978-2007) para que vea la luz la ley reguladora de la función 
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pública. En ese transcurso de tiempo se ha legislado “parcheando” con 

medidas “urgentes” que se eternizan en el tiempo. La ley 30/1984 de 

“reforma de la función pública” se constituyó en núcleo regulador con 

sucesivas reformas y alguna legislación complementaria (leyes 53/1984, 

9/1987), incidiendo en la dispersión normativa y manteniendo en vigor 

gran parte de normativa preconstitucional (Ley de funcionarios civiles del 

Estado de 1964). 

Resulta evidente que el “oficio” de empleado público no goza de prestigio 

social. Marcado todavía por lastres históricos, aglutina la falta de aprecio 

de la opinión pública y el temor, cercano a la desconfianza, de la clase 

política. Ello ha justificado que algunas medidas regresivas aplicadas a los 

funcionarios (continuadas congelaciones salariales) no hayan despertado 

gran solidaridad social e, incluso, que la aprobación del añorado Estatuto 

se haya ido postergando en el tiempo.

Desde los albores democráticos UGT ha venido luchando para que el 

Estatuto del Empleado Público no sólo se apruebe sino que dé respuesta 

a las demandas de nuestra realidad social. A punto estuvimos en 1999 de 

lograr su promulgación. Sin embargo, la disolución de las Cortes disipó 

una vez más esta ilusión.

La llegada al Gobierno de Rodríguez Zapatero ha supuesto el espaldarazo 

final para el Estatuto. La Mesa de Diálogo Social estableció como prioridad 

su aprobación y le cabe al PSOE la honra de haber sido capaz de aunar 

voluntades para que el Estatuto del Empleado Público se convirtiera 

en realidad mediante la Ley 7/2007, de 12 de Abril (BOE núm. 89 de 

13/04/2007). 

UGT valora positivamente el Estatuto. Consideramos que está llamado 

a ser un instrumento fundamental para transformar, profesionalizar y 

modernizar el empleo público, adecuándolo a nuestro entorno mediante 

la transparencia y la participación de toda la sociedad en su composición 

y gestión. Indudablemente, la ley -conforme a la estructura autonómica 

de nuestro Estado- establece las “bases” de la función pública que 

habrán de ser desarrolladas, con personalidad propia, por cada una de 

las Comunidades Autónomas y la Administración General del Estado, 

mediante las oportunas leyes de desarrollo.

Entre los grandes temas que aborda el Estatuto debemos destacar la 

tipificación -por primera vez en nuestro ordenamiento- de la figura del 
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“empleado público”, concepto integrador que ha sido bandera democrática 

de UGT en su actividad negociadora así como en todas las propuestas 

normativas recientes. No concebíamos una función pública moderna que 

no fijara un campo uniforme de empleo para cuantos la conforman, es 

decir, unas condiciones de trabajo comunes a todo su personal ya sea 

funcionario, estatutario o laboral y perteneciente a cualquiera de las 

Administraciones Públicas pues todos son servidores públicos llamados 

a satisfacer adecuadamente las necesidades sociales, para lo que se 

actualiza el catálogo de derechos y deberes, incidiendo en las libertades 

fundamentales y, muy especialmente, en el respeto a la intimidad, la 

no discriminación y la conciliación de la vida laboral, personal y familiar 

mediante jornadas laborales y permisos orientados en esa dirección.

La regulación del acceso al empleo público hace hincapié en garantizar la 

imparcialidad y profesionalización de los tribunales de selección, medida 

que, sin duda, ha de facilitar a la ciudadanía su integración en una función 

pública regida por los principios de igualdad, mérito y capacidad y el diseño 

de un modelo de empleo de calidad alejado de las tasas de precariedad 

que le ha caracterizado en los últimos tiempos.

El Estatuto adapta la clasificación de los grupos profesionales a las nuevas 

titulaciones académicas avanzando en el proceso de homogeneización y 

renocimiento de títulos en la Unión Europea. En materia de carrera profesional 

se habilitan distintas modalidades para que cada Administración diseñe la 

que resulte más adecuada a su estructura y objetivos. Novedosa resulta 

la carrera horizontal que va a posibilitar la promoción de los empleados 

sin necesidad de cambiar constantemente de puesto, lo que repercutirá 

en la mejora del servicio y en el mayor y mejor aprovechamiento social 

del trabajo desarrollado que va a ser sometido a la novedosa “evaluación 

del desempeño”, para, en función de sus resultados, retribuir equitativa y 

“objetivamente” a los empleados.

Sindicalmente, hemos de resaltar las novedades en materia de negociación 

colectiva, sobre todo y, paralelamente a la institución de la figura del 

empleado público, con la creación de una Mesa General de Negociación 

de las Administraciones Públicas llamada a establecer las condiciones de 

trabajo compartidas entre el personal funcionario, estatutario y laboral así 

como los criterios sobre los que gira la interlocución: legalidad, cobertura 

presupuestaria, obligatoriedad, buena fe, publicidad y transparencia.
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El desarrollo del Estatuto plantea muchos interrogantes (por la necesaria 

vaguedad de muchas de sus disposiciones, dado su carácter “básico”) que, 

necesariamente, han de ser despejados en nuestro ámbito por la futura Ley 

de Función Pública de Andalucía cuya negociación esperamos con avidez 

para seguir ampliando y potenciando el Estado social y democrático de 

Derecho, el Estado con “corazón y sentimiento” que instituye el artículo 

1 de la Constitución española. Para ello, consideramos fundamental e 

imprescindible que la Junta de Andalucía y el resto de Administraciones 

Públicas que operan en nuestro territorio, asuman el compromiso expreso 

de no hacer uso de formas de contratación laboral o ejercicio de funciones 

públicas por personal ajeno en su respectivo ámbito funcional y geográfico. 

Asumimos el reto como acicate y estímulo para la defensa y promoción de 

los intereses ciudadanos que nos encomienda la carta magna.
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ESTATUTO BÁSICO DEL EMPLEADO 
PÚBLICO. 
DERECHOS DE LA CIUDADANÍA. 
DERECHOS DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS
Rosa Rodríguez Martín 

Secretaria General de la federación de Servicios a la Ciudadanía de 

CC.OO. de Málaga 

La Federación de Servicios a la Ciudadanía de CC.OO. ha sido una de las 

organizaciones que más han apostado y contribuido a que el Estatuto 

Básico del Empleado Público viera la luz ya que para CC.OO. la consecución 

del Estatuto Básico siempre ha sido una reivindicación histórica. Durante 

más de dos décadas su aprobación como ley ha sido una prioridad de 

nuestra acción sindical para la defensa de los derechos de los empleados 

públicos, y el acercamiento de las condiciones de trabajo y las salariales 

de los dos tipos de regulación que coexisten: la contratación laboral y el 

régimen funcionarial.

En esta defensa de lo público, CC.OO. no se limita al empleo de calidad, 

sino al servicio público como instrumento y herramienta de igualdad de los 

individuos que conforman la sociedad y la ciudadanía en su conjunto. 

En esta apuesta que CC.OO. hace por la gestión de lo público en el marco 

de su definición estatutaria como sindicato socio-político se hace necesario 

la llamada a los poderes públicos y a todos los agentes sociales a unificar 

esfuerzos por la creación y desarrollo de una red pública de centros 

educativos, la consolidación y defensa de los sistemas de Seguridad Social 

y Empleo, el impulso necesario para fortalecer el sistema de atención a las 

personas dependientes y que estos sean prestados por empleo de calidad, 

la solución a los problemas de sostenibilidad, gobernabilidad y racionalidad 

de los sistemas de Salud han sido y siguen siendo objetivos prioritarios de 

CC.OO. en sus programas de acción. 

Los servicios públicos deben desempeñar un papel redistribuidor y de 

progreso, orientados a promover una efectiva igualdad de oportunidades 

y la satisfacción de necesidades, asegurando los derechos sociales y sus 
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prestaciones. En este empeño, CC.OO. tiene la firme convicción de que 

los Servicios Públicos que constituyen el Estado de Bienestar (Sanidad, 

Educación, Dependencia, Seguridad Social, etc.) contribuyen al desarrollo 

económico a través de la seguridad que aportan a la ciudadanía y a las 

personas individualmente consideradas, también como dinamizadores de 

la economía al aumentar el tamaño del mercado que propician.

La sociedad va experimentado cambios, avanza, implicando un reto 

continuo para incorporar nuevas prestaciones a nuevas demandas, mejorar 

la calidad y sobre todo garantizar su futuro; lo que exige el compromiso 

de todas las partes implicadas en consensuar el marco de un modelo de 

planificación y gestión de las distintas políticas de cohesión y bienestar 

social que responda de manera eficaz a todas estas cuestiones. CC.OO.

comparte y entiende la necesidad de modernización de los servicios 

públicos, de agilizar su gestión, pero no consideramos que ello deba ser 

atendido a través de la externalización de los servicios, ni los sanitarios, 

ni los educativos, en ninguna de sus ramas, ya que al margen de no 

demostrar una mayor eficacia, no es el camino para garantizar la igualdad 

ni la cohesión en nuestra sociedad. 

En este cambio constante de la sociedad y en este marco de nuevas 

necesidades se hace imprescindible la mirada hacia el instrumento de 

que se dota la gestora de los servicios públicos para llevar a cabo sus 

políticas. También el empleo público reclamaba un cambio, y el Estatuto 

Básico del Empleado Público (Ley 7/2007 de 12 de abril que aprueba el 

Estatuto Básico del Empleado Público, B.O.E. nº 89 de 13 de abril) es un 

paso importante y necesario en el proceso general de reforma y avances 

constantes. Es un proceso lento que debe ser articulado con consenso para 

adaptarse a las nuevas necesidades y a la nueva realidad.	

Desde CC.OO. se apostó por una ley que cumpliera el mandato 

Constitucional (art. 103 C.E. 1978 “La ley regulará el estatuto de los 

funcionarios públicos”) que arrastraba décadas de retraso y a través del 

mismo se debía elaborar una norma de carácter básico que viniese a 

estructurar la función pública de nuestro Estado superando las normas 

de carácter preconstitucional que la regulaba, Ley de Funcionarios Civiles 

del Estado de 1964 y desarrollos, Ley de Bases de Régimen Local… Los 

cambios sufridos por la sociedad y las nuevas demandas de los ciudadanos 

reclamaban una nueva regulación para el factor más importante que 

debe garantizar el derecho de los ciudadanos a una buena administración 
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y prestación de los servicios. La calidad de la prestación pública de 

servicios debe ser prioritaria en la regulación y con este enfoque la 

legislación mantendrá su durabilidad y flexibilidad necesaria para evitar 

el anquilosamiento pudiendo dar respuestas rápidas y eficaces a futuros 

cambios por encima de quien esté al frente del poder ejecutivo.

CC.OO. se hace eco de lo que se recoge en la exposición de motivos de la 

ley que aprueba el Estatuto Básico del Empleado Público cuando recoge 

que “la administración y entidades públicas de todo tipo debe contar 

con los factores organizativos que les permitan satisfacer el derecho de 

los ciudadanos a una buena administración, que se va consolidando en 

el espacio europeo, y contribuir al desarrollo económico y social. Entre 

estos factores el más importante es, sin duda, el personal al servicio de la 

administración”

Partimos de la incuestionable realidad de la diversidad en la administración. 

Una de las principales marcas de estas diferencias lo constituyen la 

existencia de las distintas administraciones territoriales y las institucionales. 

La descentralización administrativa en la gestión de los servicios públicos 

nos devuelve una regulación poliédrica de las personas que prestan servicios 

en cada una de ellas, sin olvidar las distintas formas de gestión que se 

adoptan para la actividad pública. La Función Pública ya no se limita a la 

aplicación de leyes y reglamentos, sino que ejerce otras potestades más 

o menos directamente al ciudadano pero que siguen teniendo el servicio 

público como fin único. 

Las realidades existentes en el empleo público por todo lo expuesto tienen 

un claro exponente en los dos tipos de regulación del personal que presta 

servicios en las administraciones públicas. La regulación funcionarial y la 

contratación laboral están presentes en todas las administraciones y deben 

converger en unas condiciones homogéneas para ambos aproximándose 

en deberes y los derechos. Estas especificidades no deben ni tienen por qué 

afectar a la representatividad sindical ni a la negociación colectiva. Se hace 

imprescindible por lo tanto la negociación colectiva común que recoge 

el EBEP para limar las diferencias sin perder de vista las peculiaridades de 

cada uno de ellos. 

El Artículo 1 del EBEP establece los objetos de la ley reflejando los 

fundamentos de actuación y entre ellos el primero en ser citado 

es “Servicio a los ciudadanos y los intereses generales” junto con 

“Objetividad, profesionalidad e imparcialidad en el servicio...”, “Eficacia 



250

El derecho de la ciudadanía a una buena administración

en la planificación y gestión de los recursos humanos”, “Transparencia”, 

“Evaluación y responsabilidad en la gestión”. 

Se hace indispensable para la consecución de los objetivos de la gestión 

de las Administraciones Públicas la implicación de sus empleados en la 

conquista de sus fines. Desde este punto se ha comenzado a hablar, desde la 

entrada en vigor del EBEP de Gestión de Recursos Humanos, de motivación 

del personal, de calidad, de desempeño, modernización, implicación… Se 

abandona pues la visión de una administración inmovilista y burocrática 

de aplicación de la ley y se comienza a pensar en una gestión dinámica de 

los recursos públicos, con políticas de personal flexibles y adaptables a los 

constantes cambios que facilitan la calidad en la prestación y promueven 

la igualdad y la cohesión y el avance social. 

Esta visión más ágil desbanca la idea más estática de la Plantilla que 

concibe al personal como un todo que no propicia la individualidad ni la 

calidad profesional de las personas que trabajan en la administración. Las 

habilidades y los méritos personales deben ser tenidos en cuenta junto con 

los colectivos como instrumento dinamizador con nuevas herramientas y 

procedimientos útiles para la modernización de los servicios públicos. Para 

ello se introduce un factor complementario en la regulación del personal 

vinculado al rendimiento y al desempeño de sus funciones en convergencia 

con los objetivos generales de la organización. En definitiva se busca la 

eficiencia en la prestación del servicio con un mecanismo, la evaluación 

del desempeño, que pretende ser un factor motivador del personal y una 

medida de control interno. 

Los procedimientos que desarrollarán la implantación de la evaluación del 

desempeño deberán estar basados en los principios de igualdad, objetividad 

y transparencia siendo determinantes para el diseño de la carrera profesional 

del empleado y empleada públicos, de una parte de sus retribuciones y de 

la movilidad dentro de la propia administración. Hecho, este último, que 

era casi único determinante en la carrera profesional en la función pública y 

que imponía un sistema de provisión que no garantizaba que se tomara en 

cuenta la experiencia ni la profesionalidad en los puestos de trabajo. Ahora, 

con la aplicación del EBEP, de la evaluación del desempeño se derivará la 

continuidad en el puesto de trabajo obtenido y que sin embargo pierde la 

condición de vitalicio siendo determinantes el desempeño responsable en 

concordancia con los objetivos generales del servicio que se presta. Se abre 

la carrera personal dentro de la administración como carrera horizontal 
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basada en competencias y rendimiento y desvinculada de los cambios 

continuos de puestos que buscaban la mejor retribución.

A los trabajadores en general, a las administraciones y a las organizaciones 

sindicales se nos avecina un periodo importante en el que deberemos 

consensuar un modelo de medición de la evaluación del desempeño 

de los empleados públicos que se muestre eficaz en sus objetivos de 

mejora de la calidad del servicio que se presta. Es un reto importante que 

debemos afrontar con los principios básicos que orienten su desarrollo, de 

compromiso, con el horizonte del acuerdo y participación.

La aplicación de estos sistemas basados en principios esenciales debe llegar 

tras un proceso de consenso con las organizaciones y representaciones 

sindicales; se deben eliminar los obstáculos que en su implantación 

puedan ir surgiendo propiciados por los mecanismos prehistóricos tan 

consolidados en las administraciones de promoción y ascenso que ha 

venido dándose por la propia dinámica de las administraciones. Se debe 

evitar con el acuerdo la tentación de la discrecionalidad y parcialidad y 

conseguir la implicación y participación de los empleados y empleadas 

públicos para su mejor aplicación. 

Por otro lado, la calidad en la gestión debe ser requisito imprescindible 

para la prestación de unos servicios que persiguen tanto la atención a 

los ciudadanos como el acceso universal a los derechos y los intereses 

generales. Así la nueva ley intenta la organización de sus elementos 

históricos con modificaciones sustanciales en su nueva configuración 

dándole la posibilidad a cada Comunidad Autónoma de regular el Estatuto 

de los empleados que prestan servicios en el sector público de su territorio 

en la administración autonómica, locales y las institucionales, como 

respuesta a la descentralización.  

Es imprescindible la implicación del personal de las administraciones 

públicas en la gestión de los servicios y su identificación con los objetivos 

comunes de la unidad donde presta sus servicios. Los nuevos métodos de 

ordenación de la actividad profesional que se incluyen en el Estatuto Básico 

del Empleado Público apuesta por un sistema de empleo público capaz de 

motivar a los trabajadores y trabajadoras buscando el desempeño eficaz del 

puesto y facilitar una gestión más ágil, objetiva y dinámica del personal con 

la participación sindical en este nuevo camino. Un objetivo prioritario debe 

ser incorporar, retener y desarrollar a los mejores profesionales capaces 

de desarrollar de manera eficiente sus funciones mientras se atiende al 
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continuo desarrollo de las tecnologías, facilitando la formación adecuada, 

con criterios de objetividad y gestión racional.

En este camino de motivación, de calidad y eficiencia se hacía necesaria la 

equiparación de los derechos de los empleados públicos independientemente 

de su regulación laboral o funcionarial. Sin entrar a enumerar los derechos 

individuales como jornadas, jubilación parcial en igualdad de condiciones 

a los trabajadores en régimen laboral, retribución o permisos (como por 

ejemplo la aplicación de la Ley Orgánica de Igualdad) sí es preciso hacer un 

alto en la consecución de los derechos colectivos hasta ahora denegados 

al personal funcionario, como la negociación colectiva plena y sin más 

limitaciones que las derivadas del ordenamiento del Estado y la propia 

esencia de la Función Pública y su articulación detallada o la equiparación de 

los derechos sindicales a los trabajadores con régimen laboral, también se 

prevé la realización de planes de igualdad en las administraciones públicas. 

La eficacia de los Pactos y Acuerdos conseguidos mediante negociación 

colectiva que sólo podrán ser incumplidos por causa excepcional. La 

importancia de la solución extrajudicial de conflictos colectivos que puedan 

surgir en la interpretación de Pactos o Acuerdos. Esta interpretación antes 

del EBEP era exclusivamente potestad de la administración. 

No debemos perder de vista que el eje principal de la Calidad de la gestión 

de los servicios públicos es la ciudadanía, no se puede quedar la ley en 

mejorar los procedimientos o diseñar mejores y más completos planes 

de carrera o incorporar nuevos sistemas de retribución por desempeño 

eficaz del puesto de trabajo, si no lleva consigo la mejora de los servicios. 

Si esto no es así, los ciudadanos no entenderán nuestro esfuerzos de 

modernización que se están impulsando y por lo que CC.OO. apuesta 

como vehículo de desarrollo e igualdad social. Así mismo es imprescindible 

la participación de los ciudadanos y ciudadanas a los que van dirigidos los 

servicios públicos para gestionarlos y evaluarlos, incorporando a la gestión 

de lo público la visión de los agentes privados. Buscando escenarios 

para compartir ideas de mejora, nuevas iniciativas y de evaluación de los 

resultados de la gestión. Se hace necesario que se exprese la voluntad de 

los propios ciudadanos.

El objetivo de los servicios públicos es garantizar la libertad de las personas 

a través de la igualdad de oportunidades precisas para proteger su dignidad 

y hacer efectivos sus derechos, y en este objetivo universal el Estatuto 

Básico del Empleado Público pretende ser un instrumento de agilidad, 

objetividad y gestión. 
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DERECHOS CIUDADANOS Y DERECHOS 
LABORALES
Joaquín Pérez Muñoz 

Presidente Unión Provincial Málaga CSI*CSIF Málaga

Todo ciudadano o administrado tiene derecho a una buena administración, 

entendiendo como ésta un conjunto organizativo tendente a prestar, en 

el ámbito que correspondan, todos aquellos servicios públicos esenciales 

o no que contribuyan a una óptima calidad de vida, objetivo fundamental 

de los países desarrollados.

Pero, no podemos perder de vista que, ese Derecho del ciudadano a 

recibir el mejor de los servicios, ya sea de forma individual o colectiva, 

piénsese en la sanidad, enseñanza, seguridad ciudadano, obras públicas 

de infraestructuras, etc, se presta a través de personas, que dedican su 

trabajo, iniciativa y buen hacer a tales fines: el empleado público.

El empleado público forma parte de una estructura organizada, la 

Administración Pública, sea estatal, autonómica o local, que en base a sus 

programas de actuación diseñan, planifican y ejecutan la organización de 

esos servicios públicos que los ciudadanos demandan.

Por tanto, es el empleado público el que, en ultima instancia presta 

ese servicio que el ciudadano percibe, usa, o recibe de forma directa, 

dependiendo en gran parte de la participación, motivación y buen hacer 

de ese servidor publico, el resultado final pretendido, que no es otro que 

un servicio público de calidad, eficiente y riguroso.

Piénsese en la educación, cuyo objetivo principal, la buena formación 

académica del alumnado, depende en gran medida de la capacidad, 

entrega y dedicación del profesorado a conseguir dicho objetivo, (sin 

entrar a valorar en este análisis, otras cuestiones como inversión pública, 

reforma educativa o la figura del profesor).

En este orden de cosas, se hace necesario un instrumento normativo (leyes 

de función pública) que regule la relación laboral empleador-empleado, es 

decir, del empleado público con la Administración, que es en definitiva la 

que ha de velar porque ese servicio público sea de calidad, en definitiva, 

por el derecho del ciudadano a una “buena Administración”. 
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Pero por mucho que queramos regular, legislar o dar instrucciones sobre los 

derechos y deberes de los empleados públicos en su relación de servicios 

con la administración, hay un factor determinante que es difícil de abordar 

sino es con una buena Ley de la Función Pública, que responda tanto a las 

expectativas de la Administración (obligada a prestar un servicio público de 

calidad) como de los propios empleados (obligados con la administración a 

desarrollar las funciones encomendadas, y con el ciudadano a cumplir con 

su deber de la forma más efectiva posible).

La actual Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado 

Público, aun cuando está pendiente de desarrollo en los distintos ámbitos 

de las administraciones públicas, pone a disposición de éstas el instrumento 

necesarios para lograr los objetivos marcados: EL DESARROLLO DE UNA 

CARRERA ADMINISTRATIVA.

La carrera administrativa debe ser a la vez un derecho del empleado 

público ya que refleja sus expectativas profesionales y un instrumento 

para la administración para que los funcionarios seleccionados de 

acuerdo con los principios de igualdad mérito y capacidad, permanezcan 

en la Administración, evitando su descapitalización de efectivos, rindan 

al máximo y presten servicios al ciudadano de una manera eficiente y 

eficaz.

Todo proyecto de reforma de la función pública española ha tenido entre 

sus objetivos la configuración de una verdadera carrera administrativa, 

aunque la aplicación real de las medidas normativas no siempre ha sido la 

esperada (Ley de Bases de 22 de Julio de 1918 -Estatuto Maura-, Ley de 

Bases de Funcionarios Civiles del Estado, de 20 de Julio de 1963, y Texto 

articulado de 7 de Febrero de 1964 -Reforma López Rodó-, Ley 30/84, de 

2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública).

Es con la Ley 7/2007 que aprueba el Estatuto Básico del Empleado Público, 

cuando se introducen nuevos conceptos que influirán directamente en las 

expectativas y necesidades de los empleados públicos, mediante un sistema 

de evaluación periódica (sistemas objetivos y transparentes de evaluación 

-Art. 14 E.B.E.P-) que se tendrá en cuenta a los efectos de la promoción 

en su carrera administrativa y por consiguiente, será determinante en una 

parte de sus retribuciones complementarias, pretendiéndose con ello ese 

doble objetivo: Motivación e incentivación del empleado público, y a la 

vez una garantía de eficiencia y calidad en el servicio que se ofrece a los 

ciudadanos.
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El artículo 16 y siguientes del Estatuto Básico establece, para la carrera 

profesional, las siguientes modalidades:

a).- Carrera Horizontal, que consiste en la progresión de grado, 

categoría, escalón u otros conceptos análogos, sin necesidad 

de cambiar de puesto de trabajo, vinculándolo a la experiencia, 

formación, antigüedad y evaluación del desempeño, teniendo 

una repercusión directa en las retribuciones complementarias 

del empleado público (respondiendo a las expectativas de éste) 

repercutiendo en la mejora de la calidad de los servicios públicos 

(ya que para progresar en esta carrera se hace necesaria una 

positiva evaluación del desempeño y trabajo desarrollado).

b).- Carrera Vertical, que consiste en el ascenso en la estructura de 

puestos de trabajo, por los procedimientos de provisión mediante 

concursos (igualdad, mérito, capacidad y publicidad).

c).- Promoción Interna Vertical, que consiste en el ascenso desde 

un cuerpo o escala de un Subgrupo o Grupo de clasificación 

profesional en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, a 

otro superior, de acuerdo a lo establecido en el artículo 18 del 

Estatuto (igualdad, mérito, capacidad, titulación y antigüedad de, 

al menos, dos años de servicio activo en el inferior Subgrupo, o 

Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que éste 

no tenga subgrupo, y por supuesto, superar las correspondientes 

pruebas selectivas).

d).- Promoción Interna Horizontal, que consiste en el acceso a 

cuerpos o escalas del mismo Subgrupo profesional, igualmente, 

de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18 del Estatuto.

Por último, establece el artículo 16 del Estatuto, que la carrera horizontal y 

vertical, podrá ser simultánea, cuando la Administración correspondiente 

las haya implantado en un mismo ámbito.

Sentada las bases de un sistema de carrera profesional conforme al Estatuto 

Básico del Empleado Público, se hace necesario convenir un modelo de 

carrera profesional enmarcado en el objetivo general de mejorar cuantitativa 

y cualitativamente los servicios públicos, y a la vez que permita el desarrollo 

profesional de los empleados públicos, instrumentando y desarrollando 

aspectos que permitan a los profesionales progresar voluntariamente y de 
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forma individualizada, y valorando fundamentalmente su experiencia, sus 

conocimientos y su formación.

Por ello, las Administraciones Públicas deben facilitar la carrera 

profesional de sus empleados públicos, promoviendo su actualización y 

el perfeccionamiento de su cualificación profesional, para adecuar sus 

conocimientos y su experiencia a la mejora de la calidad de la prestación 

de los servicios públicos que desarrollan, ello desde la doble vertiente a 

que antes aludíamos: mejora y calidad del servicio y fomentar el avance en 

la carrera profesional horizontal.

Desde CSI*CSIF entendemos que la carrera profesional debe 

ser el derecho del empleado público a progresar de forma 

individualizada, como reconocimiento a su desarrollo profesional 

en cuanto a conocimientos y experiencia, comprendiendo aquel 

conjunto ordenado de oportunidades de ascenso y expectativas de 

progreso profesional que se ofrecen al personal al servicio de las 

Administraciones Públicas, conforme a los principios de igualdad, 

mérito, capacidad y publicidad, alcanzando con ello en unión de 

otros factores (estabilidad empleo…), no solo responder a las 

expectativas del empleado publico, sino alcanzar el objetivo del 

Derecho del Ciudadano a una Buena Administración.

Asimismo CSI*CSIF Andalucía, en su calidad de Sindicato más 

representativo en el ámbito de las Administraciones Públicas, y a través 

del nuevo sistema de negociación colectiva consolidado, adquiere el 

compromiso y la obligación de desarrollar un papel muy importante en esa 

vertebración posterior a partir del Estatuto Básico del Empleado Público, 

mediante la negociación de la Ley de la Función Pública Andaluza; y se siente 

en la obligación de hacer un llamamiento al consenso de los diferentes 

Partidos Políticos, en coherencia con la responsabilidad política que es, a 

su vez, una demanda social y una necesidad pública: La Modernización y 

Reforma de la Función Pública Andaluza.

En definitiva, CSI*CSIF, considera que con el Estatuto Básico del Empleado 

Público se puede conseguir:

•	 La consecución de un objetivo fundamental en las Administraciones 

Públicas del Estado español: Modernizar y Reformar la Función 

Pública española, garantizando un mejor servicio a los ciudadanos 

y generando expectativas de futuro para su personal.
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•	 Que haya un cuerpo normativo de derecho funcionarial común 

para todas las Administraciones Públicas y ámbitos sectoriales; y 

entendido como una responsabilidad política de Estado en sus 

funciones de ordenar y coordinar todas las Administraciones y 

sectores funcionales logrando así una homogeneización básica 

suficiente que elimine las desigualdades existentes.

•	 Propiciar la homogeneidad entre todas las Administraciones en el 

desarrollo de la gestión de sus recursos humanos, y facilitando la 

movilidad entre Administraciones.

•	 La consolidación del derecho a la negociación colectiva de los 

Empleados Públicos y la consolidación de un nuevo sistema de 

articulación de la negociación basado en el Diálogo Social y 

concretado en la creación de la Mesa General de Negociación de 

las Administraciones Públicas, que pueden posibilitar, entre otras 

cosas, la homogeneización de las condiciones de trabajo que no 

han quedado suficientemente reguladas en la Ley del Estatuto.
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	 ANEXOS
•	 El Código Europeo de  Buena Conducta 

Administrativa

•	 Los Defensores de Andalucía ante el Silencio 
Administrativo

•	 La Declaración de Málaga de los Defensores Locales
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POSTURA DE LA COORDINADORA DE LOS 
DEFENSORES LOCALES DE ANDALUCÍA, 
SOBRE LA FIGURA DEL SILENCIO 
ADMINISTRATIVO NEGATIVO
Granada a 11 de abril de 2008 

La Coordinadora Andaluza de Defensores Locales, reunida hoy en 

Granada, acordó de forma unánime solicitar a las administraciones locales 

dar respuestas expresas a las peticiones de información y solicitudes que 

los ciudadanos dirigen a dichas administraciones.

La respuesta expresa no es sólo una obligación legal sino que es también 

un deber derivado del principio de seguridad jurídica del administrado que 

la Constitución garantiza y que contribuye a que los ciudadanos conozcan 

explícitamente la posición de la Administración y la causa de la denegación, 

para poder argumentar contra ella en una posible impugnación del acto.

Por estas razones, el instrumento del silencio administrativo, según la 

Coordinadora, debe ser utilizado como una excepción a la regla general 

de resolver de forma expresa cualquier petición o reclamación del 

administrado, por lo que nunca debe usarse como forma habitual de la 

actuación administrativa, tan distante de lo que las “buenas prácticas” 

aconsejan.

La Coordinadora Andaluza de Defensores Locales considera que la 

administración pública abusa del silencio administrativo, vulnerando así los 

principios de economía, celeridad y eficacia que deben regir la actuación 

de toda Administración pública.



290

El derecho de la ciudadanía a una buena administración

A la reunión de la Coordinadora acudieron los defensores locales de 

Córdoba, Granada, Málaga, Sevilla, Jerez de la Frontera, Marbella y La 

Línea de la Concepción. Además de la reunión interna que mantuvieron, 

fueron recibidos por el presidente del Consejo Consultivo de Andalucía, 

Juan Cano Bueso, quien les ha ayudado a sentar las bases de la figura del 

Defensor Local dentro del futuro ordenamiento jurídico andaluz.

Cano Bueso afirmó la viabilidad legal de esta figura dentro de las 

competencias en materia de régimen local del Estatuto y en el marco de 

la futura Ley de Régimen Local de Andalucía. En tal sentido, señaló la 

conveniencia, si así lo estiman las fuerzas políticas, de contar con una 

legislación específica local complementaria, debido a que la homologación 

de criterios de los defensores necesita una ley que de base a esta figura.
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